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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Víctor
--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:26, en presencia de 15 señores Senadores.

El señor NOVOA (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor NOVOA (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 11ª, ordinaria, en 15 de abril, y 12ª, ordinaria, en sus partes pública y secreta, en 28 de abril, ambas del año en curso, que no han sido observadas. 


(Véanse en los Anexos las Actas aprobadas).
IV. CUENTA

El señor NOVOA (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Oficios


Dos de la Honorable Cámara de Diputados, con los que comunica que ha prestado su aprobación a las enmiendas propuestas por el Senado a las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto que modifica el artículo 66 de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades (boletín N° 5.924-06).



2.- Proyecto de reforma constitucional en materia de asociacionismo municipal (boletín Nº 5.224-07).



--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos junto con sus antecedentes.



De la Excelentísima Corte Suprema, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre de los Senadores señores Espina, Allamand, García, Orpis, Pérez Varela y Romero, referido a dos estudios realizados por la Oficina de Fiscalización contra el Delito. 



De la señora Directora del Instituto Nacional de Estadísticas, con el que contesta un oficio cursado en nombre del Senador señor Espina, relativo a la Encuesta Nacional Urbana de Seguridad Ciudadana.



De la señora Secretaria Regional Ministerial de Obras Públicas de Aisén, por medio del cual responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Horvath, acerca de los problemas producidos en la localidad de Bahía Murta por la obra denominada “Protección de Trabajos de Enrocados”.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informe



De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Sistema Intersectorial de Protección Social e institucionaliza el Subsistema de Protección Integral a la Infancia “Chile Crece Contigo” (boletín N° 6.260-06) (con urgencia calificada de “suma”). (Véase en los Anexos, documento 1).


--Queda para tabla.

Moción



De los Senadores señores Bianchi, Gómez, Orpis, Prokurica y Vásquez, con la que inician un proyecto de reforma constitucional que otorga carácter de órgano constitucional a la Dirección General del Trabajo (boletín N° 6.500-06). (Véase en los Anexos, documento 2).


--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

Proyectos de acuerdo



De los Senadores señores Naranjo y Ominami, en materia de bonos extraordinarios otorgados por el Estado a personas que reciben asignaciones familiares o subsidio familiar (boletín N° S 1.171-12). (Véase en los Anexos, documento 3).


--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



De los Senadores señores Escalona, Letelier, Muñoz Aburto y Naranjo, relativo a las subvenciones educacionales que benefician a las personas que sufren de autismo (boletín N° S 1.172-12). (Véase en los Anexos, documento 4).


--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la Cuenta.



Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- En este momento ha llegado a la Mesa una solicitud para abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones, hasta las 12 de mañana, al proyecto que establece una franquicia tributaria respecto de sistemas solares térmicos.

El señor NOVOA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a lo solicitado.



--Así se acuerda.

)--------------(

El señor PROKURICA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor PROKURICA.- La Comisión de Minería pide a la Mesa que recabe el asentimiento de la Sala para que el proyecto de ley que crea un nuevo gobierno corporativo de CODELCO y autoriza una capitalización de hasta mil millones de dólares sea tratado en general y en particular por dicho órgano técnico.

El señor NOVOA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a la petición.



--Así se acuerda.
V. FÁCIL DESPACHO

PRÓRROGA DE VIGENCIA DE LEY SOBRE FOMENTO A INVERSIÓN PRIVADA EN OBRAS DE RIEGO Y DRENAJE

El señor NOVOA (Presidente).- Proyecto, en primer trámite constitucional, que modifica la ley N° 18.450, sobre fomento a la inversión privada en obras de riego y drenaje, con informe de las Comisiones de Obras Públicas y de Agricultura, unidas, y urgencia calificada de “simple”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (6392-09) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 91ª, en 3 de marzo de 2009.


Informe de Comisión:


Obras Públicas y Agricultura, unidas, sesión 14ª, en 5 de mayo de 2009.
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El principal propósito de la iniciativa es adecuar la ley Nº 18.450 a las nuevas realidades y exigencias de las políticas de fomento al riego, considerando que su vigencia finaliza el 1° de enero del año próximo. Es así que se prorroga la referida normativa por 12 años; se mejoran los incentivos para los pequeños productores; se diferencia a los medianos productores en dos tramos de subsidios; se aumenta el máximo de bonificación al riego y drenaje de 24 mil a 30 mil unidades de fomento, y por último, se abre la posibilidad de que otras instituciones, además del INDAP, gestionen recursos para el prefinanciamiento de obras.



Las Comisiones de Obras Públicas y de Agricultura, unidas, discutieron el proyecto solamente en general y aprobaron la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Allamand, Espina, Larraín, Horvath, Kuschel y Ruiz-Esquide). El texto respectivo se consigna en la parte pertinente del primer informe.



Cabe hace presente que el Honorable señor Longueira dejó testimonio de que se encontraba inhabilitado o impedido para votar, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 8° del Reglamento del Senado, porque su familia se habría visto beneficiada con la aplicación de la ley N° 18.450.



Finalmente, corresponde señalar que este proyecto, durante su discusión en particular, deberá ser informado también por la Comisión de Hacienda.

El señor NOVOA (Presidente).- En discusión la iniciativa.



Tiene la palabra el Honorable señor Naranjo.

El señor NARANJO.- Señor Presidente, quiero valorar la presentación de este proyecto, que, como muy bien se ha dicho, modifica la ley sobre fomento a la inversión privada en riego y drenaje.



¿Por qué señalo eso? Porque creo que la opción que hemos seguido como país, no solo en cuanto a favorecer la economía social de mercado sino también en orden a establecer un modelo exportador, requiere, por parte del Estado y de las diversas instituciones, enfrentar los desafíos que nos imponen la globalización y dicho modelo. 



En el caso particular de la agricultura como sector, sin lugar a dudas resulta fundamental, para lograr integrarse bien a la globalización y desarrollar al máximo la actividad exportadora, hacer frente a los retos y obstáculos que se pongan por delante.



Por eso, sin temor a equivocarme, pienso que debemos abordar dos tareas esenciales. La primera de ellas es mejorar la productividad de la mano de obra, para mantener la competitividad del sector y de nuestro modelo agroexportador. Ese es un desafío que tenemos que enfrentar con la mayor urgencia. 



Sin embargo, hay una segunda tarea no menor: enfrentar como país el problema de la escasez de agua y aumentar la eficacia y disponibilidad de ese otro factor de producción.



Pienso que el proyecto va en la dirección correcta, pues establece una política de largo plazo -se propone prorrogar por 12 años la vigencia de la ley- para impulsar las diversas inversiones que se puedan desarrollar en la materia.



Señor Presidente, de las modificaciones planteadas -no quiero entrar al detalle-, creo importante destacar las que permiten una gradualidad en la bonificación a las inversiones, porque se entrega mayor ayuda a quienes poseen menos superficie, a los más pequeños, sector que nos ha costado incorporar al tren de la globalización y al modelo agroexportador. La gradualidad establecida, sin duda, será un estímulo y un apoyo esencial para que los pequeños sectores productivos asuman los desafíos y puedan ser parte también del modelo mencionado.



Por lo tanto, la decisión de impulsar dicha medida, como lo señalé, va en el camino correcto. Y hay que apoyarla con entusiasmo, porque forma parte de los retos que debemos abordar como país.



Cómo garantizar mayor disponibilidad de agua para nuestros productores, es un problema serio que hoy día nos aflige. Se requiere con urgencia una política de largo plazo no solamente de fomento de obras de riego y drenaje sino también de embalses para asegurar el agua necesaria a los fines de hacer frente a los desafíos que tenemos por delante.



Pero -reitero-, señor Presidente, además de la escasez de agua, hay que abordar lo concerniente a la productividad de la mano de obra y mejorar la eficacia productiva.



En consecuencia, apoyaré resueltamente la iniciativa en debate, que, como dije al comienzo, apunta en la dirección correcta que precisa el modelo agroexportador, en particular, y el exportador, en general, que nos hemos impuesto como país para enfrentar el desarrollo y procurar el bienestar de nuestra población.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, en la sesión de ayer solicité que este proyecto se incluyera en la tabla de Fácil Despacho. Sé que, por la relevancia de la materia de que trata, despierta en los señores Senadores mucho interés por intervenir en el debate. Pero, por esa misma importancia, debiéramos tramitarlo lo antes posible: aprobarlo en general ahora e introducirle los perfeccionamientos que estimemos convenientes después, en la discusión particular.



Quiero recordar a Sus Señorías que la iniciativa fue analizada por las Comisiones de Obras Públicas y de Agricultura, unidas, y se aprobó en general por la unanimidad de sus miembros presentes. 



Además, debo expresar, tal como señaló el señor Secretario, que en esa oportunidad yo me inhabilité de votar, aunque creo que no correspondía. Pero preferí proceder así para mayor transparencia, porque me he visto beneficiado por la ley Nº 18.450 en lo personal y en lo familiar. 



Señor Presidente, creo que todos somos testigos de la importancia de dicha normativa legal. Me atrevería a sostener que es una de las mejores leyes que existen en el país en materia de fomento, principalmente porque presenta un muy buen diseño, cosa que conserva el proyecto que nos ocupa. 



Históricamente, en Chile la legislación sobre fomento tiene plazos de aplicación asociados. Por eso, aunque algunos han planteado críticas al respecto, la iniciativa propone prorrogar por 12 años la vigencia de la ley sobre fomento a la inversión privada en obras de riego y drenaje. 



La razón por la cual se establecen tales plazos es la naturaleza de ese tipo de disposiciones, aunque algunos plantearon en el debate de las Comisiones unidas que la normativa que nos ocupa debiera regir de modo indefinido.



La aplicación de la ley Nº 18.450 vence el 1º de enero de 2010. Por tanto, se requiere tramitar la iniciativa en análisis en el transcurso del presente año, a fin de evitar la discontinuidad en una materia tan importante como es la inversión privada en obras de riego y drenaje.



Una de las cosas positivas de dicho cuerpo legal radica en que el subsidio se entrega una vez que la obra está terminada y en operaciones. Aquí no existen proyectos para los cuales se dio plata y después no se ejecutaron. No. El subsidio se entrega al privado, cualquiera que sea su tamaño, una vez que la Comisión Nacional de Riego certifica el funcionamiento de la obra de acuerdo a parámetros técnicos.



Ello ha permitido asegurar que los recursos que el Estado ha destinado a tales subsidios se han concretado en obras reales. Tal como hemos podido observar a lo largo de los caminos rurales y las carreteras del país, todos esos proyectos están obligados a mantener un letrero donde se señale el monto involucrado, la magnitud del beneficio y…

El señor NOVOA (Presidente).- Ha concluido su tiempo, señor Senador.

El señor LARRAÍN.- El Presidente de las Comisiones unidas debiera contar con más minutos para exponer.

El señor COLOMA.- ¿Por qué tanto apuro? 


El asunto en debate es importante para el mundo rural.

El señor NOVOA (Presidente).- Puede continuar, señor Senador.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, la ley N° 18.450 posee otra característica muy notable: beneficia al particular que, pudiendo postular a un subsidio máximo de 75 por ciento del monto de la obra, solicita porcentajes menores. Mientras menos pida, más posibilidades tiene de adjudicárselo. Por lo tanto, hay un incentivo a no requerir el 75 por ciento. De lo contrario, el concursante corre el riesgo de no obtener el subsidio en ese llamado, sin perjuicio de que puede postular nuevamente, que es otra ventaja importante.



Si se hace una inversión en obras de riego y no se recibe el subsidio en un llamado determinado, el particular puede postular de nuevo su proyecto hasta obtener el beneficio. El postulante cada vez solicita al Estado menos subsidio para tener más opciones de ganarlo.



Como dije, para percatarse de las inversiones y de los proyectos ejecutados en obras de riego, basta leer en los caminos rurales los letreros que señalan que se ha recibido el subsidio. Por esta vía, el país ha incorporado al regadío miles de hectáreas de terreno que antes eran de secano. 



Recuerdo a los señores parlamentarios que el Fisco también se ve beneficiado de muchas formas cuando aumentamos o mejoramos la productividad de esos campos.



En primer lugar, desde el punto de vista de las contribuciones, cuando los terrenos agrícolas mejoran la calidad del suelo -varios pasan de secano a riego-, automáticamente ello conlleva una recaudación fiscal bastante más considerable que la pagada antes por esos mismos predios. 



En consecuencia, la ley genera mayores entradas para el Estado, sin perjuicio de todos los tributos asociados a las actividades productivas. Por ejemplo, los terrenos antes de secano o los cerros que vemos en la Quinta Región que se han incorporado a la producción frutícola implican que el Fisco recibe mayores ingresos por concepto de IVA e impuesto a la renta y por muchas otras vías de recaudación…

El señor NOVOA (Presidente).- Terminó el tiempo adicional que se le había asignado, señor Senador.



Cerrado el debate.



Se procederá a la votación, durante la cual cada señor Senador podrá fundamentar su voto durante cinco minutos. Así se cumplirán las aspiraciones de todos de dejar constancia de sus opiniones en la Versión Oficial.
El señor NOVOA (Presidente).- En votación general.


--(Durante la votación).
El señor NOVOA (Presidente).- Para fundamentar su voto, tiene la palabra el Senador señor Longueira. 

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, ya señalé que me voy a acoger al artículo 8° del Reglamento de la Corporación. 



Solo quiero dar a conocer el proyecto a los señores Senadores que no forman parte de las Comisiones de Obras Públicas y de Agricultura, unidas. 



En primer lugar, la idea de legislar acerca de la materia que nos ocupa es fundamental, pues se trata de una iniciativa que modifica la ley N° 18.450, cuya vigencia termina el 1º de enero del 2010. Por lo tanto, de no aprobarse durante el transcurso del presente año nos quedaremos sin fomento a las obras de riego. 



El proyecto introduce una serie de enmiendas, que formaron parte de la discusión sostenida en las Comisiones unidas. La más importante de ellas -donde se centró el debate- se refiere a la dificultad que experimentan pequeños parceleros, pequeños campesinos, que han recibido subsidios para obras de riego -la estadística señala que son muchos los otorgados con tales fines, de acuerdo con el tamaño de los predios especificado en las postulaciones-, pues, como el beneficio se entrega cuando la obra está funcionando o certificada, deben hacer la inversión respectiva con anterioridad. Por ejemplo, si un pequeño agricultor se gana un subsidio, ha de conseguirse el cien por ciento de financiamiento para realizar los trabajos pertinentes, sin perjuicio de que con posterioridad el Estado le retribuya solo el 75 por ciento de lo invertido.



El proyecto modifica la actual normativa en cuanto al límite máximo del subsidio, aumentándolo desde 75 hasta 90 por ciento, en el caso de los pequeños productores. A lo mejor, dicha enmienda soluciona el problema de algunos beneficiarios para enterar su aporte, que ahora será de 10 por ciento y no de 25 por ciento, como ocurre hoy. 



Sin embargo, uno de los temas que tendremos que analizar en la discusión particular es cómo perfeccionamos la norma para que un pequeño agricultor, o parcelero, que gana el subsidio finalmente no lo pierda -es muy importante para su actividad- por tener que financiar el 100 por ciento del proyecto original, sin perjuicio de que el Estado, conforme a la actual legislación, le  retribuye el 75 por ciento y, de aprobarse el proyecto tal como viene, lo hará en un 90 por ciento.



En términos generales, la ley que se pretende modificar ha permitido -como señalé- mejorar el uso del recurso hídrico en el país. Este es un factor muy importante, pues conocemos la creciente escasez de agua en vastos sectores del país. Tanto es así, que la actividad minera debe competir en muchos lugares por la obtención de tan importante elemento. 



A mi juicio, dicha legislación ha generado un buen manejo de un recurso escaso como el agua. Por lo tanto, los beneficios de esta iniciativa, por el lado que se les analice, son muy importantes para el país en todo sentido. 



Por eso, propuse ayer tratar el proyecto en Fácil Despacho, pues abarca una materia en la que estamos todos de acuerdo, aun cuando genera gran interés en cada Senador por plantear su punto de vista sobre el particular. 



En la discusión en particular -ya lo mencioné- perfeccionaremos algunas normas o las analizaremos con mayor detalle. No obstante, mientras antes despachemos la iniciativa en general, más fácil será sacarla adelante en todos los trámites requeridos en el Congreso, ya que debe estar aprobada antes del 31 de diciembre del año en curso. 



He dicho. 

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag. 

El señor SABAG.- Señor Presidente, creo que la confusión se produjo al incluir el proyecto en Fácil Despacho por existir amplio consenso en su aprobación, ya que la ley N° 18.450 ha sido de gran beneficio para todos los agricultores del país: medianos, grandes y, también, pequeños. 



Sin embargo, como dicha legislación -tan positiva para el desarrollo productivo agrícola- vence el 1° de enero del año 2010, todos estamos preocupados frente a la necesidad de prorrogar su vigencia, la cual se propone ampliar por 12 años más en el proyecto en debate. 



Asimismo, se le introducen algunas adecuaciones como aumentar el valor del subsidio -ya se señaló- a los pequeños agricultores desde el 75 por ciento hasta el 90 por ciento. Actualmente representa una gran limitante para ellos enterar el 25 por ciento restante que les corresponde aportar. Tengo claro que se les considera su contribución en mano de obra o en terrenos. No obstante, experimentan grandes dificultades para completar el porcentaje faltante. 



Ahora, se propone elevar el subsidio a 90 por ciento, por lo que, si además se toma en cuenta la participación de los pequeños agricultores, es evidente que no deberán desembolsar tanto dinero, sino que más bien colaborarán con su trabajo o los terrenos donde se efectuarán las obras. 



El otro hecho importante es que se aumenta el máximo de bonificación al riego y drenaje de 24 mil a 30 mil UF. O sea, se podrán realizar obras de mayor envergadura, sobre todo por las asociaciones de canalistas, que también son favorecidas con esta iniciativa. 



Sin embargo, señor Presidente, a pesar de que en mi zona han sido beneficiados muchos pequeños y medianos agricultores, he observado que el costo de las obras es excesivamente alto. En efecto, grupos de campesinos me han señalado que con 80 ó 50 millones de pesos las pueden llevar a cabo. No obstante, al cumplir con la normativa les significa tener que pagar 200 millones, porque se requiere tal cantidad para el estudio respectivo, tanto para esto, tanto para lo otro, y, en definitiva, el valor de la obra aumenta considerablemente. 



Yo les quiero decir, Honorables colegas, que en otros proyectos, como en los de agua potable rural, el Gobierno gasta 200 ó 240 millones de pesos y se demora 6 años en ejecutarlos. Pero nosotros hemos concretado algunos por 25 millones de pesos, en 6 meses; es decir, con un costo equivalente a 10 por ciento de aquella cifra e igual porcentaje en cuanto a tiempo. Eso se logra con una mejor gestión. Y ahí están las obras, las han ido a ver, y han comprobado que tienen la misma calidad de las realizadas por la Dirección de Obras Hidráulicas (DOH), pero a un costo mucho mayor. 



En cuanto a obras menores de riego, a veces bastan 50 millones de pesos para su concreción y sobra plata. Pero no. Es preciso hacerla con tal empresa, bajo ciertas condiciones, lo cual eleva el valor de los trabajos, prácticamente, a 200 millones de pesos. 



A pesar de tratarse de una muy buena ley, deseo llamar la atención sobre la necesidad de que haya una mejor gestión de los recursos. Por ejemplo, es preciso tratar de que los estudios de ingeniería se pacten o se analicen con anterioridad en la Comisión Nacional de Riego, con el objeto de evitar que sean valorizados a cualquier precio y de que se ajusten a los parámetros entregados por el organismo rector.



Así es que apoyo con mucho agrado este proyecto que prorroga por 12 años la ley de fomento al riego, que ha sido de gran beneficio para los agricultores. No ha existido mezquindad para nada. He visto a propietarios agrícolas y a sus señoras, a ambos, obtener subsidios. He participado en ceremonias donde se han entregado sin pequeñeces ni diferencias gran cantidad de tales estímulos. 



Deseo que lo mismo ocurra con los pequeños y medianos agricultores, que son los que más necesitan subsidios y, muchas veces, ni siquiera pueden postular a ellos, porque carecen de recursos para pagar los estudios previos. En cambio, los grandes sí los tienen, y, por eso, han hecho mayor uso de este beneficio, que en general ha sido muy bueno para el desarrollo productivo del país. 



Voto favorablemente el proyecto en debate. 

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Coloma. 

El señor COLOMA.- Señor Presidente, quiero hacer referencia en esta fundamentación de voto a dos elementos que no han sido abordados en el debate y que pueden ser importantes. 



En primer lugar, encuentro muy relevante reflexionar sobre el procedimiento utilizado tanto por el Senado como por el Gobierno al momento de la presentación de la ley en proyecto. 



Al respecto, debo señalar, porque lo considero justo, que hace algunos años se acercaron a la Comisión de Agricultura -que en ese entonces yo presidía- los señores Nelson Pereira (de la Comisión Nacional de Riego), Juan Antonio Arrese y Reinaldo Ruiz con el propósito de iniciar un trabajo conjunto destinado, en ese instante, a prorrogar la vigencia de la ley sobre fomento al riego, y, además, a introducirle elementos modernizadores que permitieran -y ese fue el objetivo principal de la normativa- incorporar hasta 400 mil hectáreas de riego los próximos años y aprovechar de mejor forma el elemento hídrico en nuestro país. Entendiendo que, si bien el objetivo final de la iniciativa es el mejoramiento de la capacidad productiva del potencial agrícola, también se produce un efecto ambiental por una debida utilización del agua.



Digo lo anterior porque, en su momento, se realizó un seminario -hay referencia de él en el informe- al cual asistieron los dirigentes de las organizaciones vinculadas al riego existentes desde Arica a Coihaique                         -lamentablemente, no pudimos contar con Punta Arenas para ese efecto-, y vinieron todas. Me parece que ahí surgió este proyecto de ley, obviamente, con un aporte relevante del Gobierno, pero con la participación ciudadana desde su origen.



En esa oportunidad, analizamos la posibilidad de aumentar el máximo de bonificación al riego y drenaje de 24 mil a 30 mil UF, ya que el proyecto desde sus inicios estuvo pensado en mejorar la capacidad de riego del país, más que en otro elemento. 



Asimismo, vimos si era conveniente o no la diferenciación de los subsidios. Esto surgió del debate y quizás no tiene que ver directamente con la naturaleza de la disposición, pero se estimó que sería una forma de facilitar que el pequeño agricultor tuviera más acceso a estos beneficios. 



Del mismo modo, se consideró la necesidad de introducir objetivos ambientales a la iniciativa; es decir, hay un premio a la utilización novedosa de diversos sistemas en materia de riego que devuelvan lo más posible del capital hídrico del país.



En definitiva, el proyecto está pensado como una inversión pública importante, pero, adicionalmente, contempla el cuidado del medio ambiente y el mejoramiento de la capacidad productiva nacional.



Digo lo anterior porque, de los años que me ha correspondido ocupar un escaño en el Senado, pienso que este ha sido uno de los episodios o de los ejercicios más interesantes de creatividad y de apertura de mente para entender que aquí no hemos considerado únicamente la necesidad de utilizar recursos. De más está señalar que este subsidio es -así se explicó- el más eficiente que existe en Chile. No hay ningún otro que lo supere a la hora de medir su rentabilidad social, pues ha permitido no solo que el país pueda soñar con ser potencia exportadora, sino, adicionalmente, que vastos sectores del territorio nacional -algunos precisamente de la Séptima Región-, a partir de esta legislación que es bastante antigua, tengan acceso a una opción de riego.



Señor Presidente, me parece de justicia reflexionar sobre la forma en que la autoridad política vinculada al riego enfrentó esta materia. El Ejecutivo tuvo la posibilidad de haber enviado un proyecto que, como cualquier otro, se pudo haber tramitado de manera normal. Sin embargo, aquí se innovó, y con las ideas matrices se generó el seminario, se desarrolló un debate y se recogieron opiniones. Por eso, a mi juicio, más allá del perfeccionamiento de que pueda ser objeto en la discusión en particular, estamos ante una iniciativa que ha generado gran interés.



No se trata de un proyecto más. Aquí no son platas más o platas menos, sino que es una nueva forma de entender el uso del agua en Chile. Es una nueva forma de entender la necesidad de sacarle más rentabilidad al suelo agrícola. Es una nueva forma de entender que la actividad agrícola puede tener un espacio más relevante en el futuro del país.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, deseo repetir y hacerme partícipe de los elogios vertidos respecto de la ley vigente y de los beneficios que ha producido en todo el país. En pocas Regiones, como en la de Atacama, este subsidio del Estado es tan valorado.



¿Y por qué digo esto? Porque en la zona norte se está produciendo una situación extraordinariamente seria con el agua. Las obras de riego y de drenaje han dado origen a una condición que beneficia no solo a los agricultores -como aquí se ha planteó-, sino que, además, genera desarrollo, mayor productividad y empleo, y mejora los ingresos fiscales.



Es totalmente cierto lo que sostuvo el Senador señor Longueira, en el sentido de que muchos predios rústicos antes no pagaban contribuciones, o estas eran muy menguadas, y que ahora, con pequeñas obras se han transformado en agentes productivos de recursos para el Estado, afectos a IVA y a impuesto a la renta.



Sin embargo, dicha legislación ha sido beneficiosa también para las personas. Porque a muchos productores, especialmente a los pequeños, se les ha podido llevar de una etapa de subsistencia a una productiva que les ha generado una mejor condición de vida.



Por otra parte, la lucha contra la desertificación, que parece una cuestión lejana para algunos, es un asunto extraordinariamente importante en las zonas norte y centro del país. La ley de fomento al riego ha causado efectos realmente impresionantes. Es cosa de ir a la Región de Atacama, o a la Quinta o Cuarta Regiones, y observar cómo se ha ido encaramando por los cerros la producción de distintos frutales, lo cual genera desarrollo y eleva la calidad de vida de la gente.



El proyecto contiene varias modificaciones al subsidio que otorga la actual legislación. Por ejemplo, se prorroga su vigencia por el plazo de doce años; se aumenta el máximo de bonificación al riego y drenaje de 24 mil a 30 mil unidades de fomento; se mejoran los incentivos para los pequeños productores incrementando el monto máximo del subsidio desde 75 por ciento hasta 90 por ciento.



Señor Presidente, justamente por lo señalado -permítame  una pequeña reflexión-, el mecanismo que aquí se emplea debiera copiarse en otros subsidios que otorga el Estado, porque, en el caso que nos ocupa, se entrega uno y se reciben de vuelta dos. Además, tiene una consecuencia muy importante en la sociedad y en la economía del país, ya que aquí no se dan los peces, sino que a la gente se le generan condiciones para poder pescar, produciéndose, adicionalmente, efectos colaterales favorables.



Por eso, respecto al subsidio a la utilización de la energía solar térmica, por ejemplo, hemos sostenido que este procedimiento parece mucho más lógico. Y así se lo hemos planteado al Gobierno, porque aquí es el interesado quien percibe y recibe el beneficio.



Por supuesto, coincido con el análisis formulado por el señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra, en cuanto a que ojalá pudiéramos tomar medidas para que los costos de los procesos de análisis de las obras y de los intermediarios que actúan entre el Fisco y el beneficiario sean menores. Porque  he visto muchas veces que tales estudios valen 20 por ciento o más que el proyecto definitivo, lo cual no tiene ninguna presentación. Eso demuestra por qué hay “pragmáticos” que cuando se habla de subsidios creen ver al diablo. Sin embargo, existen buenos subsidios.



Pienso que todas las ayudas del Estado debieran ir por esa línea, en el sentido de establecer los incentivos en el beneficiario, a fin de que estos cumplan con su objetivo, de que haya menos elusión de los recursos fiscales y de que se generen todas las ventajas que hemos descrito tantas veces con motivo de la ley en comento.  

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, como miembro de la Comisión de Agricultura estoy muy conforme con el proyecto. Y concuerdo plenamente con los avances y valoraciones que de él ya se han señalado en esta Sala.

Sin embargo, precisamente por lo anterior, en este momento  extraño la presencia de la señora Ministra de Agricultura, quien podría habernos ayudado a aclarar ciertas dudas y haber asumido algunos compromisos luego de las intervenciones de los señores Senadores. A mi juicio, una forma correcta de legislar es como lo señala la Constitución Política: mediante acuerdos entre el Ejecutivo y el Parlamento. 



Por lo tanto, mi primera aprensión se refiere a la ausencia de la señora Ministra o, en su caso, del señor Subsecretario. Y lo lamento por las razones que he mencionado.



Más adelante haré algunas consultas con relación, entre otras materias, a la forma de la concursabilidad. 



Debo precisar que el problema del uso y de la escasez de agua no se produce solo en la zona norte, como aquí se ha señalado. En la Novena y en muchas otras Regiones del sur de Chile existen inundaciones por causa de las lluvias y también sequías. Luego de 15 días sin llover, ya comienza la sequía en gran parte del territorio. De modo que el contenido del proyecto puede ayudar el día de mañana a solucionar la situación de muchas personas que incluso carecen de agua para beber. Y, de alguna manera, no solo las ayudaría a ellas como grupo familiar, sino que también contribuiría al abastecimiento hídrico para el ganado.



De ahí la importancia de este proyecto.



Sin perjuicio de ello, tengo algunas consultas que hacer. Y, para este efecto, me habría gustado que estuviera presente la señora Ministra.



Por ejemplo, se establecen distintas categorías de pequeños productores agrícolas. Unos, los que defina el INDAP; pero no se señala cuál es el límite. Y otros, los que llegan a una “superficie de riego ponderada” -así la llama el precepto respectivo- de hasta 30 hectáreas; sin embargo, en este caso no hay una calificación concreta.



En segundo lugar, la iniciativa tiene una gran ventaja: obliga a llamar a una concursabilidad trimestral. Por lo tanto, no se trata de que haya concursos una vez al año o algo por el estilo, sino que se exige que exista una concursabilidad donde puedan ir repitiéndose quienes no resulten beneficiados en alguno de ellos, en forma próxima y a corto plazo.



Ahora, con muy buen criterio, el proyecto dice que “La Comisión llamará a concursos en conjunto o separadamente para bonificar proyectos de riego o de drenaje de los productores agrícolas, (…) organizaciones y comunidades señaladas en el artículo 3º”, y agrega que podrá llamar en forma separada a concursos respecto de los otros productores agrícolas.



Empero, señor Presidente, me preocupa la norma que dispone que “La Comisión llamará anualmente a un número similar de concursos para pequeños productores agrícolas y para productores agrícolas empresarios”. ¿Por qué? Porque obviamente, al establecerse el mismo número de productores pequeños y de productores de mayor entidad, los recursos involucrados en los concursos a que se llame para estos últimos van a ser muy superiores, pues sus proyectos serán más grandes. En consecuencia, ahí vamos a tener una distorsión, ya que quienes necesitan más van a recibir menos.



Esa es una de las consultas que quería hacerle a la Ministra: si existe posibilidad de cambiar el procedimiento. Ello, porque tengo dudas respecto a la constitucionalidad de una indicación que diga algo distinto de la que se señala acá.



Por consiguiente, lamentando la ausencia ministerial, termino manifestando que este proyecto, no obstante ser espectacularmente bueno, tiene algunos aspectos que pueden mejorarse en el Senado.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, como quienes se han pronunciado sobre esta materia, quiero expresar mi apoyo a esta iniciativa, mediante la cual se busca renovar la ley Nº 18.450, que en los últimos 25 años ha significado una gran ayuda y provocado un enorme impacto en la evolución de nuestra agricultura. 



La verdad es que, hoy por hoy, el PIB agrícola representa más de 11 por ciento -si sumamos una y otra cosa-, lo cual quiere decir que, gracias a algunas contribuciones hechas en el último tiempo, durante aquel período, se ha podido dar un salto cualitativo en una actividad que se hallaba muy dejada de la mano de Dios.



Quizá por la filosofía con que se ha actuado, como bien señaló el Senador señor Prokurica, aquí no estamos ante subsidios de carácter asistencialista, sino frente a subsidios que fomentan la creación de riqueza, de empleo, que apuntan a la estructura del desarrollo. 



Eso ha permitido las innovaciones experimentadas, que, en lo concreto, han significado, por ejemplo, que entre 1997 y 2007 se tecnificaran 211 mil hectáreas de riego y que la superficie transformada por la vía de agregar sistemas de riego tecnificado se haya prácticamente triplicado, pasando de 247 mil a 622 mil hectáreas.



Este proyecto mantiene la filosofía central, que atrae, por la forma como se premia, la inversión privada. De hecho, los particulares han aportado en promedio 10 mil millones de pesos por año, lo que significa, según los períodos, entre 40 y 60 por ciento de las inversiones.



Eso nos hace concluir que se trata de una legislación exitosa. Empero, no por eso podemos pensar que debe terminarse. Al contrario, tiene que continuar.



Existe aún una significativa baja eficiencia en muchos lugares de riego donde todavía se mantienen los sistemas gravitacionales, no tecnificados, que arrojan pérdidas incluso superiores a 70 por ciento en el uso de las aguas.



También se han incorporado Regiones sin tradición agrícola, como las del norte.



Por otro lado, tal como refería un señor Senador, está ocurriendo que fundamentalmente desde la Novena Región hacia el sur, hoy día, por la baja disposición de agua o por la impredecible disponibilidad del recurso, será necesario usar los mismos mecanismos de embalse y de riego tecnificado que se han venido empleando en todo el valle central.



O sea, el objetivo de aseguramiento hídrico, sumado a los cambios climáticos futuros, obligan a Chile a hacer un nuevo esfuerzo en materia de fomento al riego. Debe haber una integración con otros elementos -por ejemplo, las políticas de embalse en toda la precordillera o las de tranques intraprediales en todo el sector secano- para lograr que se incremente la eficacia en el uso del agua y, por tanto, se alcancen las finalidades centrales de aumentar la productividad agrícola y mejorar el rendimiento de los cultivos.



Con todo, hay algunas inquietudes que quisiéramos plantear.



Desde luego, el hecho de que esta iniciativa tenga duración. Yo entiendo que los proyectos de fomento sean limitados en el tiempo. Pero este es un problema de muchas décadas. No veo el sentido de fijarle plazo de término.



En seguida, se establecen restricciones a los predios de más de cien hectáreas.



¿Por qué?



Aquí no hay que confundir la ayuda que se debe dar a los pequeños agricultores. Yo sugiero incluso -hemos conversado el punto con el Senador Longueira- aumentar la bonificación máxima y, a lo mejor, llevarla de 90 a 95 por ciento, pero dejando a todos los predios con  respaldo -conforme a la filosofía de la ley vigente- y sin entrar en disminuciones sobre la base de una escala que baja hasta el 25 por ciento, pues esto hace perder parte del impacto de la iniciativa en el desarrollo económico nacional.



Hay una serie de otras cuestiones menores: por qué se suprimen los concursos  trimestrales; por qué interfieren en los concursos públicos elementos que no son esencialmente técnicos, o qué significa el concepto de “hectárea beneficiada”, en circunstancias de que no es la cantidad de hectáreas lo que cuenta sino, probablemente, la calidad de ellas, que puede ser muy distinta de un lugar a otro.



En fin, hay conceptos que será necesario revisar para conseguir que la ley en comento sea lo más eficaz posible.



Sin embargo, en lo fundamental, creo que se está logrando el objetivo de preservar una normativa que ha sido esencial para fortalecer nuestra actividad agrícola con miras a alcanzar la meta de convertir a Chile en una potencia agroalimentaria que requiere otro tiempo para lograr el éxito completo, dadas precisamente las fallas o limitaciones que aún tiene nuestro sistema de riego en dicho ámbito.



Por todas esas razones, señor Presidente, voto que sí. 

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, como se ha manifestado, la ley que se propone modificar presenta múltiples ventajas desde el punto de vista de la generación de empleo, de la ampliación de la superficie agrícola y pecuaria. Y la línea base del proyecto es prorrogarla, hacerla más efectiva e incorporar en mejor forma a los pequeños productores agrícolas.



Hasta la fecha, las fallas que han impedido la participación de todos los sectores han estado, por una parte, en el acceso a líneas de crédito para implementar las obras y, una vez pagado el subsidio, recuperar los recursos invertidos en ellas; y por otra, en la disposición de una cantidad suficiente y adecuada de proyectos, para lo cual debiera haber un fondo especial o, de alguna manera, vinculado estrechamente con ello.



Ahora, hay legislaciones iguales o mejores que la mencionada.



Por ejemplo, el decreto ley Nº 701, de 1974, que bonifica la forestación, es mucho más directo: basta cumplir los requisitos, sin concurso, y en forma automática operan dos líneas de crédito o bancarias por las cuales se asignan los recursos pertinentes; gracias a él se ha recuperado una cantidad relevante de superficie que estaba en proceso de erosión y desertificación, a lo cual no se halla ajena ninguna Región de Chile.



Sin embargo, como lo hemos denunciado muchas veces, ese decreto ley no está funcionando y se ha desperfilado su uso al aplicarse a la recuperación de suelos, dunas y superficies bastante oscuras en cuanto a forestación y buen empleo de los fondos.



El proyecto además es muy importante, si se mira hacia el futuro, por los fenómenos del cambio climático. Desde luego, hay alteraciones en el régimen de precipitaciones, en el nivel de las temperaturas y, por ende, en el volumen de los caudales. Las líneas de nieve van subiendo y, si bien puede existir una merma en la cantidad de agua, la agresividad de esa disminución y su oportunidad corresponden a regímenes hidrológicos totalmente distintos. Y esto hay que tenerlo bastante en cuenta.



En segundo lugar, se plantea también una bonificación al drenaje, considerada como una opción productiva. Sin embargo, los humedales, que son algunos de los terrenos a drenar, poseen alto valor desde el punto de vista del ecosistema e incluso desde las perspectivas de la biodiversidad y del atractivo turístico. De modo que será necesario poner especial cuidado en este aspecto.



A raíz de que obras ambientales o de efectos ambientales adicionales se contemplan como susceptibles de recibir los beneficios de la ley, hice presente en las Comisiones unidas la existencia de un vacío en lo referente a defensas fluviales.



Nosotros queremos recuperar determinados terrenos o hacerlos de producción permanente. No obstante, en forma paralela, debido al cambio climático y a una deficiencia en la atención del Estado, no se están protegiendo de la erosión que provocan los cursos de agua los predios productivos o potencialmente productivos del país. Se necesitan obras de encauzamiento y defensas como enrocados, gaviones, forestación de orilla y, en definitiva, forestación completa de cuencas.



Hoy el Estado solo se preocupa de proteger la infraestructura pública -caminos, puentes, bocatomas- de algunas ciudades, y los citados predios no quedan resguardados. Esta es una buena ocasión para incorporarlos. Por eso, solicito formalmente que los Ministerios de Obras Públicas y de Agricultura -ojalá el Senado así lo acuerde- consideren las obras fluviales indispensables para proteger los terrenos agrícolas y pecuarios a través de una mejor dotación de maquinaria y de un adecuado presupuesto.



Con tales observaciones, más las que efectuaré durante la discusión particular, voto favorablemente.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, este es un proyecto muy importante.



Como dijeron varios señores Senadores, permite focalizar el uso de los recursos en actores que hasta ahora no han sido el eje principal de las obras de riego. Ello hace posible, en particular, acentuar más las obras de riego colectivas que las individuales.



Eleva -aquí ya se ha mencionado- el techo del valor de los proyectos de 24 mil a 30 mil unidades de fomento, lo cual apunta precisamente a mejorar la accesibilidad a proyectos colectivos.



Cambia -y esto es inmensamente significativo- la focalización de los recursos. Ya no solo los usuarios definidos por el INDAP sino también los pequeños y medianos productores serán objeto de subsidios de 90, 80 ó 75 por ciento, con un máximo de 25 por ciento para los postulantes con predios de más de 100 hectáreas.



Y permítanme decir lo siguiente.



El proyecto define una nueva unidad de riego. La tradición era hablar de “hectáreas de riego básico”, concepto proveniente de la nomenclatura de la Reforma Agraria. Ahora se utilizará otro, más inclusivo. Y eso es importante. 



Sin embargo, como representante de una zona donde se realiza mucho riego, debo connotar que por momentos resulta muy violento saber que terrenos de cientos de hectáreas -¡cientos!-, con grandes letreros, pertenecientes a empresarios tremendamente acaudalados -no digo “un poco” sino “tremendamente acaudalados”-, han estado gozando de un subsidio de 75 por ciento, y no una vez, sino dos, tres veces.



Hay una zona que llama mucho la atención a quienes gustan de recorrer el país: el valle de Colchagua, en particular entre Colchagua y Cardenal Caro. Allí existen grandes superficies que han sido inmensamente beneficiadas, lo que ha generado una enorme irritación a los medianos y pequeños agricultores.



La normativa en estudio, sin duda, corrige profundamente aquello. Y estimo relevante subrayarlo, porque con la enmienda a la ley se trata, sobre todo, de poner énfasis en los proyectos colectivos.



Ejemplo: en Rapel, comuna de Navidad, los minifundistas locales, que hoy no son capaces de poner en marcha un proyecto colectivo, con el cambio que significa la iniciativa podrán recibir una mayor bonificación.



Otro debate interesante que se plantea, señor Presidente, dice relación a cómo facilitar el financiamiento de los proyectos. Ahí se debe avanzar. Es uno de los temas que conversamos en las Comisiones unidas. 



La iniciativa -me interesa decirlo- también permite complementar el espíritu de la modificación introducida al Código de Aguas tiempo atrás. Porque, ya que las aguas están disponibles, ha de procurarse que la gente pueda usarlas bien.



En esa materia igualmente hay que avanzar. 



Y quiero dar un ejemplo. 



Los regantes de la Sexta Región no pueden inscribir ni una gota de agua más porque ENDESA afirma ser dueña de todos los sobrantes del vital elemento. Es uno de los problemas existentes: una empresa que no hace uso de todos los derechos y que incluso no paga patente por todos los que tiene inscritos va a restringir la eficacia y eficiencia de la ley que estamos modificando.



Todos estos son debates que deberemos profundizar en el segundo informe.



Estamos frente a una legislación muy importante. En nuestra opinión, hace justicia a la demanda de quienes desean usar en forma más adecuada el recurso hídrico y permite modernizar su transporte.



Al respecto, un dato digno de destacar: solo en el traslado se tiende a perder 50 por ciento del agua.



Si mejoramos ese aspecto, haremos un tremendo beneficio al país.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Romero.

El señor ROMERO.- Señor Presidente, siento que este debate a veces se inclina hacia posiciones más bien ideológicas y que no obedecen a la realidad. 



Cuando la ley original se dictó, quiso desarrollar el país dentro de una mirada moderna, con visión de futuro. A tal efecto, fue necesario disponer del vehículo indispensable para implementar y aplicar dicha visión. Y ese vehículo fue la Comisión Nacional de Riego -se creó en 1976 a través de un decreto que tuve el privilegio de firmar-, cuya historia de 33 años ha de considerarse para poder entender cuál era y cuál es el desarrollo de la actividad en comento.



Estamos ante una situación a veces incomprendida. Porque aquí no se trata de colocar a unos por encima de otros; tampoco, de discriminar a nadie, sino de darle al país, como un todo, la posibilidad de desenvolverse y realizar una aplicación eficaz de un recurso escaso. Y tal aplicación hoy se hace más necesaria que nunca, por los efectos del cambio climático, que algunos señores Senadores ya han destacado.



De eso no cabe la menor duda. Por ejemplo, ayer la Novena Región no requería obras de riego para desarrollar actividades completamente nuevas en el futuro de la zona. Hoy quizás compite, en fruticultura, en mejores condiciones, por el cambio climático, que otras de la zona central que tradicionalmente llevaban a cabo tal cultivo.



Lo importante es entender la filosofía. Esta no consiste en decir: “Mire, aquí algunos se van a aprovechar de determinada situación”. ¡No! 



En tal sentido, me parece un error conceptual hacer una escala carente de sentido -y voy a presentar indicaciones en ese punto-, porque hay que observar las cosas desde otra perspectiva. ¿Y cuál es? Cuando se hace referencia a una cantidad de hasta 75 por ciento de la bonificación, no cabe entender que quien presenta un proyecto de riego necesariamente va a recibir ese monto, porque se trata de un concurso. Y para poder medir y llevar a cabo este último es fundamental asumir que el empresario que postula -pequeño, mediano o grande- tendrá la posibilidad de ganar o quedar dentro en la medida en que prepare un planteamiento que sea el menos gravoso para el Fisco, es decir, que no alcance a 75 por ciento. Por el contrario, el que resulta exitoso es el que representa 40, 50, 60 por ciento. Entonces, conviene comprender el punto. Si cuando se presenten un pequeño agricultor o una asociación de agricultores pequeños no necesariamente van a recibir 90 por ciento, sino que deberán considerar ese porcentaje como un horizonte, como un techo máximo.



Por ello, la Comisión Nacional de Riego ha sido un organismo serio y técnico. Realiza una evaluación adecuada de cómo se debe aplicar la norma para que el concurso sea incentivador de la eficiencia y permita que efectivamente los proyectos también colaboren al empleo.



Otra de las indicaciones que presentaré tiende a que a cualquiera que concurse se le permita que sus propios trabajadores participen de la acción o labor respectivas. Porque hoy día existen normativas que excluyen a aquellos que se desempeñan en el predio. Entonces, una propiedad pequeña tiene que contratar a foráneos para poder emprender este tipo de tarea, porque el proyecto no incluye a la mano de obra cuando es propia, lo que es un absurdo.



Pienso, señor Presidente, que estamos llevando a cabo el perfeccionamiento de una gran iniciativa y un gran organismo como la Comisión Nacional de Riego.



Voy a votar favorablemente.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Me parece, señor Presidente, que esta es una muy buena noticia para los productores agrícolas, independiente de su nivel. Creo que, efectivamente, la inversión en riego realizada durante los últimos treinta años ha estado ligada fundamentalmente a los fondos concursables, que buscan desarrollar una mejor infraestructura y un mejor aprovechamiento de las aguas.



A mi juicio, no se puede eludir la discusión, un poco más de fondo, en términos de cuál es el rol subsidiario del Estado en la materia y hacia dónde dirigimos los esfuerzos, desde el punto de vista de los recursos financieros, para apoyar el mejoramiento de la productividad en el sector agrícola.



Y, a diferencia del señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra, estimo que la experiencia práctica, al menos en la Región que represento, indica que es muy importante determinar mecanismos que permitan, de alguna manera, diferenciar la forma como se seleccionan los proyectos según las condiciones de los productores agrícolas que postulan. Claramente, no es lo mismo cuando participa en un concurso un gran empresario agrícola o una comunidad de aguas cuyos miembros son productores que ya se han desarrollado en tecnología, en todo lo que significa una capacidad productiva, y, desde el punto de vista empresarial y económico, con una gestión potente, grande, orientada a la exportación, la agroindustria, etcétera, y lo que pueden significar otras comunidades de aguas, o juntas de regantes, o comunidades agrícolas, cuya productividad es mucho menor o con un muy incipiente grado de tecnología que han podido implementar en riego.



Y ello, porque, desde el punto de vista técnico -como aquí se ha dicho, con toda razón-, son seleccionados los mejores proyectos. Y el que cuenta con más recursos aumenta sus posibilidades de presentar los mejores, no solo desde el punto de vista económico, sino también de la eficacia. Por lo tanto, en el momento de postular a un concurso, va en mejores condiciones que otros que no pueden acceder a financiamiento, que carecen de capacidad técnica, que no disponen de las asesorías adecuadas y cuyos proyectos, por lo tanto, son mucho más rudimentarios.



En ese sentido, juzgo que es bueno que exista, como criterio, la priorización de proyectos dirigidos a los pequeños productores no solo en términos del monto del subsidio que se les puede entregar. También tiene que haber una cierta dirección de los concursos, al menos en un porcentaje de los fondos, dirigida al sector mencionado.



En el ámbito de las indicaciones o la discusión particular, se pueden discutir ese y muchos otros temas. La verdad es que es algo largo. Lo único que puedo afirmar es que la realidad del progreso agrícola de la Cuarta Región no hubiera sido posible sin estos fondos. Y rescato lo dicho acá al respecto, porque la creación de tales recursos concursables ha significado la diferencia de desarrollo existente hoy día en ella, respecto de lo que se registraba cuarenta años atrás. Resulta innegable. Y bienvenido sea que en 1976, como decía el Senador señor Romero, se haya establecido el sistema. Ha sido bien aprovechado.



Lo que pasa es que se requiere perfeccionarlo. Y dirigirlo mejor. En dicha Región, por lo menos, para poder financiar proyectos de mejoramiento de riego a los pequeños productores, que son, en su gran mayoría, los que conforman la agricultura local, no se puede seguir dependiendo exclusivamente del factor económico, del factor técnico, porque es algo que, las más de las veces, los ha dejado fuera. Y es preciso recurrir, entonces, a fondos de emergencia, a fondos especiales, en circunstancias de que me parece mucho más transparente que queden establecidos en la propia ley.



Por último, señor Presidente, estos proyectos cumplen un doble objetivo. Una vez que se implementan, permiten generar empleo, el cual resulta muy focalizado, ya que se trata de gente que trabaja en los mismos predios en donde se implementan los mejoramientos de riego. Y eso soluciona dos problemas, porque, aparte la ayuda al mejoramiento de la infraestructura productiva, se crean ocupaciones sobre todo en los momentos en que en el sector agrícola ellas son estacionales y pasan por una situación difícil.



En consecuencia, considero que esta es una de las iniciativas que es preciso respaldar total y absolutamente, y en la discusión particular trataremos de mejorarla.



Voto a favor.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, pienso que este es un proyecto valioso y significativo que abre la puerta a un debate más amplio con relación al tema del agua, que creo que en poco tiempo más se transformará en el principal. Es el que predominará en el futuro.



Y comparto la inspiración de la iniciativa en el sentido de que el Estado coloque recursos donde son más necesarios. En este caso, se pueden destinar a los pequeños productores agrícolas, de modo que estos revistan el carácter de destinatarios principales del esfuerzo que el primero lleva a cabo.



Pero como se ha planteado, a la pasada, lo relativo a una discusión “ideológica”, entre comillas, a partir de la intervención del Senador señor Letelier, quisiera observar que en todas partes se hace presente ese aspecto, de todas maneras. Por ejemplo, la normativa en estudio se consigna en la tabla como “Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S. E. la Presidente de la República, que modifica la ley Nº 18.450, sobre fomento a la inversión privada en obras de riego y drenaje”. Este último cuerpo legal es de “fomento a la inversión privada”. Y es el sello que se le puso. Pero su artículo 1º señala: “El Estado, durante catorce años contados desde la vigencia de esta ley, bonificará hasta en un 75%, el costo”, etcétera. O sea, el financiamiento es del Estado, que coloca dicho porcentaje del “costo de estudios, construcción y rehabilitación de obras de riego”. Y, sin embargo, la ley -repito- es denominada “de fomento de la inversión privada”.



Entonces, se podría observar que lo ideológico se hace presente en todas partes, de manera que no nos escandalicemos tanto ni tengamos la piel tan delicada en relación con el asunto.



Estimo que lo valioso, señor Presidente, es que existe un compromiso del Estado para poder ampliar y garantizar la provisión de lo que en Chile es deficiente, que es la cantidad de agua que se utiliza con el propósito de atender las necesidades de la población, el riego y la producción agrícola.



Ignoro si la tabla que se contempla es la exacta, porque las condiciones geográficas del país son distintas. Resultan completamente diferentes la situación del norte grande, seco, y la del sur, lluvioso y húmedo.



Sin embargo, en el caso de Chiloé, por ejemplo, es muy difícil establecer de antemano un criterio, porque, paradójicamente, uno de sus problemas más serios lo constituye el agua. Para el desarrollo de la isla, en efecto, no hay la suficiente, y una de las mayores inversiones que necesita para el futuro es en esa área. Posiblemente, habrá que destinar importantes recursos a plantas desalinizadoras, porque la producción agrícola, en especial la de hortalizas, y la ganadería, sobre todo la ovina, no cuentan con bastante cantidad de dicho elemento. Y la geografía local presenta un desafío muy especial para la inversión tradicional en ese ámbito, de modo que necesariamente deberán buscarse alternativas.



Por tal razón, entiendo que la tabla cumple una función limitada, es un referente. Pero mantengo la esperanza de que los términos en que se aprobaría, contenidos en la letra b) del número 1) del ARTÍCULO ÚNICO, no se transformen en un obstáculo para las grandes inversiones que el país debe hacer en regadío.



Comparto, sí, el espíritu de que estas últimas se hallen focalizadas en las necesidades de los pequeños productores agrícolas.



Estimo que el proyecto importa un avance en el enfrentamiento de uno de los desafíos que depara el futuro de Chile, como es la disponibilidad de agua.



Voto a favor.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (26 votos favorables).


Votaron los señores Allamand, Ávila, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Naranjo, Novoa, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



No votó el señor Longueira, en virtud del artículo 8º del Reglamento.
El señor NOVOA (Presidente).- Corresponde fijar plazo para indicaciones.



¿Alguna sugerencia?

El señor COLOMA.- Que sea un término breve, señor Presidente.

El señor ALLAMAND.- Tres semanas.

El señor SABAG.- Conforme.

El señor ÁVILA.- El Senador señor Longueira no precisó el impedimento que lo afecta

El señor NOVOA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se determinará el 8 de junio para tal efecto.



--Así se acuerda.
El señor LONGUEIRA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor NOVOA (Presidente).- Puede intervenir, Su Señoría.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, deseo hacer una breve precisión en cuanto a la votación anterior. La verdad es que resulta bastante difícil encontrarse inhabilitado respecto de una ley cuya vigencia expira. Empero, para una mayor transparencia, preferí no pronunciarme, porque he usado el mecanismo que contempla y la conozco.



Por otra parte, me asalta una duda. Entiendo que el proyecto fue objeto de una calificación de urgencia. No sé si el Ejecutivo la retiró. Me surgió la interrogante por la fecha que se acaba de acordar para la presentación de indicaciones.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene razón, señor Senador. La urgencia fue calificada de “simple”.



Si la Sala coincide en que el 8 de junio es un plazo adecuado, le pediremos al Ejecutivo que la retire y la haga presente nuevamente, de manera que se puedan formular las indicaciones hasta ese día.

VI. ORDEN DEL DÍA

CAMBIO DE FECHAS PARA ELECCIÓN PRESIDENCIAL

El señor NOVOA (Presidente).- Proyecto de reforma constitucional, iniciado en moción de los Senadores señores Coloma y Novoa, en primer trámite, sobre fecha de la elección presidencial, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


--Los antecedentes sobre el proyecto (4592-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de reforma constitucional: (moción de los Senadores señores Coloma y Novoa).

En primer trámite, sesión 59ª, en 10 de octubre de 2006.


Informe de Comisión:


Constitución, sesión 9ª, en 14 de abril de 2009.

Discusión:



Sesiones 13ª, en 29 de abril de 2009 (queda para segunda discusión); 14ª, en 5 de mayo de 2009. (se solicita aplazamiento de la votación).

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La iniciativa requiere, para su aprobación, 23 votos favorables.



Como Sus Señorías recordarán, la relación se efectuó en la sesión de ayer, ocasión en la que se solicitó el aplazamiento de la votación.

El señor NOVOA (Presidente).- En discusión general.



Tiene la palabra el Senador señor Chadwick.

El señor CHADWICK.- La cedo a mi Honorable colega Coloma, quien es uno de los autores de la reforma, señor Presidente, por lo que me parece más apropiado que intervenga.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, además de agradecer al Honorable señor Chadwick, quiero hacer una breve reflexión y una proposición.



La primera se refiere a que se trata de un proyecto que presentamos con usted hace tres años. O sea, quienquiera que imagine algo que se preste a dudas o abrigue malos pensamientos respecto de que la iniciativa tiene una implicancia electoral contingente puede despejar sus inquietudes sin más.

El señor GAZMURI.- ¡La concibieron para el Senador señor Longueira…!

El señor COLOMA.- Y el objetivo básico que se persigue es aplicar las reglas del sentido común para los efectos de la elección presidencial, que hoy día, por mandato de la Carta, se verifica en el mes de diciembre, cada cuatro años.



Es del caso señalar que la segunda vuelta -así lo estableció el constituyente- debe llevarse a cabo en un periodo posterior, de aproximadamente treinta días, lo que cae en el mes de enero. Objetivamente, en un país menos potenciado por el fragor electoral se tendrá que entender que esa no es la época ideal para tal efecto. Habiéndose verificado ya segundas vueltas y siendo probable que también tengan lugar en el futuro, lo razonable es que no interfieran en el legítimo descanso de los chilenos, ni en la celebración de la Navidad y el Año Nuevo, para no complicar la vida de millones de personas que salen de vacaciones o se dedican al turismo, en sus más grandes acepciones, y que, obviamente, pagan un costo por una forma tan particular de fijar el proceso electoral.



Ese fue el espíritu de la iniciativa que elaboramos con el Honorable señor Novoa. Es algo que nos pareció razonable. No veo a nadie que me diga lo contrario. El problema radica en que puede ser contingente.



Entonces, sobre la base de que se trata de una idea razonable, señor Presidente, pido que el proyecto vuelva a la Comisión para incorporar un artículo transitorio en virtud del cual el nuevo sistema entre en vigor a partir de la elección presidencial subsiguiente, esto es, en 2013.



Espero que nadie abrigue suspicacias en cuanto a quién puede convenirle esa fecha.



De ese modo, podemos mejorar el proceso electoral, facilitarles la vida a nuestros compatriotas, aplicar criterios más convenientes y no generar el grado de nerviosismo que, a veces, generan estos proyectos.



Formulo la proposición con el fin específico que he expuesto. Y ojalá que, a partir de ello y despejadas todas las dudas, el texto se pueda aprobar, pues creo que es bueno para Chile.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se procederá en esa forma y se fijará un breve plazo para formular indicaciones, de manera que sea posible incorporar una norma transitoria tendiente a efectuar la corrección respectiva, sobre la base de la situación que se puede presentar en la próxima elección presidencial, y se establezca un sistema permanente a partir de aquellas que se celebren en el futuro. Se me ocurre que será un texto corto.



La Mesa sugiere el lunes 1º de junio como término para la presentación de indicaciones.



--Así se acuerda.

LÍMITE A MULTA POR INFRACCIÓN A NORMAS SOBRE

PROTECCIÓN FITOSANITARIA

El señor NOVOA (Presidente).- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Honorables señores Muñoz Aburto, Escalona, Letelier, Naranjo y Navarro, en primer trámite constitucional, que limita la multa por infracción a las normas sobre protección fitosanitaria en los casos en que la internación de elementos prohibidos al país obedece a un error o descuido, con informe de la Comisión de Agricultura.
--Los antecedentes sobre el proyecto (5931-01) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (moción de los Senadores señores Muñoz Aburto, Escalona, Letelier, Naranjo y Navarro).

En primer trámite, sesión 31ª, en 1 de julio de 2008.


Informe de Comisión:


Agricultura, sesión 11ª, en 15 de abril de 2009.


Discusión:



Sesiones 13ª, en 29 de abril de 2009 (queda para segunda discusión); 14ª, en 5 de mayo de 2009 (se solicita aplazamiento de la votación).

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Cabe recordar -ayer se hizo la relación de esta iniciativa- que la Comisión rechazó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Espina, Naranjo y Vásquez), atendido que la ley N° 20.275, publicada el 27 de agosto de 2008, regula la protección del patrimonio fitozoosanitario del país y establece una multa que fluctúa de 3 a 30 unidades tributarias mensuales, lo que otorga un margen de flexibilidad que permite absolver casos en que la conducta infractora no esté cubierta por la culpabilidad de la persona.



En la sesión de ayer se solicitó el aplazamiento de la votación.

El señor NOVOA (Presidente).- En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Pronunciarse a favor implica aprobar el informe de la Comisión, que recomienda rechazar la idea de legislar. 

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Muñoz Aburto, para fundar el voto.



--(Durante la votación).

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, quiero ser muy claro, para no llamar a dudas.



Comparto la preocupación de muchos colegas por la protección del patrimonio fitozoosanitario del país; pero les pido atención y apertura de criterio para comprender las dificultades que ello está creando en algunas zonas.



Ya durante la discusión de la ley N° 20.161 expresé que sus bienintencionadas disposiciones generarían complicación a los viajeros en todo el territorio y particularmente en Regiones como la de Magallanes, donde el ir y venir hacia y desde provincias argentinas fronterizas es incesante y con una motivación mucho más doméstica que en la zona central.



Las estadísticas confirman lo dicho. A modo meramente ilustrativo, puedo señalar que, según el Servicio Nacional de Aduanas, solo en el mes de enero pasado entraron a Chile por los pasos ubicados en la Duodécima Región alrededor de 27 mil vehículos y más de 100 mil pasajeros. En el mismo período, por el Paso Los Libertadores -reconocido por su intenso flujo, que potencialmente incluye a más o menos 8 millones de pobladores de la zona central- ingresaron una cantidad de móviles muy similar y 150 mil personas.



No sé si los señores Senadores logran comprender el problema. El tránsito de pasajeros en Magallanes alcanza a un elevado porcentaje de la población. Muchos de sus habitantes viajan a suelo argentino con regularidad: acuden a trabajar, visitan a familiares, van de compras a las ciudades vecinas e incluso a recibir atención médica.



Al respecto, debo hacer presente que existe un convenio entre el Servicio de Salud de Magallanes y el Servicio Médico de la provincia de Santa Cruz, en virtud del cual algunos pacientes, cuando aquí faltan especialistas, son atendidos en Río Gallegos, capital de la provincia de Santa Cruz.



Ese tipo de tránsito, llamémosle doméstico, funcional y no turístico, condiciona una mayor existencia de conductas infractoras, asociadas más a errores o descuidos que a acciones maliciosas. 



Estoy hablando, no del turista que porta algún objeto que pudo prever que debía declarar o que no quiso hacerlo, sino de familias a las cuales entre las compras de supermercados en localidades transandinas se les pasa una verdura o un jamón; de un menor que desprevenidamente trae un sándwich de casa de sus parientes; de un obrero o camionero que olvida botar una fruta.



En poco más de un año de vigencia, solo en Magallanes existen más de 300 juicios en juzgados de policía local. Y deseo graficarlo con el siguiente ejemplo.



A una señora se le impuso una multa de más de 100 mil pesos por traer una naranja. La fruta fue destruida por funcionarios del Servicio Agrícola y Ganadero (SAG), pero la multa se le aplicó igual. 



Lo que pretendemos con el proyecto -lo presentamos conjuntamente con los Senadores señores Naranjo, Escalona Letelier y Navarro- es que la multa referida se rebaje a media unidad tributaria mensual.



La razón para ello es que muchos de los sancionados con multas que exceden los 110 mil pesos son personas modestas, que han viajado a la nación vecina con los fines señalados y no han advertido siquiera las consecuencias de sus actos.  



En tal sentido, la cuantía parece claramente desproporcionada. 



Lo expuesto y, además, los procedimientos de control, en lugar de impulsar el cumplimiento de las normas legales generan una franca animadversión en los recintos fronterizos, la que termina expresándose en agresiones e insultos al personal encargado de la fiscalización.



Señor Presidente, reitero que comparto plenamente que es preciso proteger el patrimonio fitozoosanitario del país. Asimismo, pienso que la ley N° 20.161 significó un avance, al igual que la N° 20.275, que redujo la multa de 6 a 3 unidades tributarias mensuales. Pero su monto origina problemas innecesarios. Y, como toda obra humana es perfectible, debería corregirse para evitar este tipo de situaciones, en especial por sus efectos en Regiones, donde el tránsito es muy elevado y tiene fines eminentemente domésticos.



Por lo demás, si se actuara con la debida rigurosidad, el control por parte del SAG tendría que extenderse también a quienes internan al territorio nacional, por ejemplo, chaquetas de cuero o de lana. Y ello resultaría absurdo.



Señor Presidente, por los antecedentes que he enunciado, solicito rechazar el informe de la Comisión de Agricultura.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, muchas veces he concordado en algunas ideas con los autores de este proyecto de ley; pero no puedo estar más en desacuerdo con el planteamiento que se hace en él. Y quiero mencionar ejemplos prácticos sobre lo que ocurre en distintas zonas del país.



¿Alguien puede creer que rebajando las multas y disminuyendo los controles se ocasionará menor daño a nuestro patrimonio fito y zoosanitario? 



¡Esa es una cuestión que no entiende nadie, señor Presidente! Y es más: parece que algunas personas no valoran el patrimonio de que disponemos, el que se ha mantenido en gran parte gracias a Dios y a la Naturaleza, porque tenemos verdaderas fronteras del mar, de la cordillera, del desierto y de los hielos. 



Pero, ¡por favor!, al escuchar al señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra me daba la impresión de que él no viviera en Chile.



Hace algunos meses, en la Región de Atacama -que represento en esta Corporación-, a raíz del ingreso de un par de moscas de la fruta se gastaron millones de dólares en exterminar ese foco. 



Gracias a la eficiencia de nuestros organismos: del SAG y de otras reparticiones del Estado, que se movilizaron y utilizaron todos los recursos disponibles, se pudo evitar una plaga. Si no, el daño para los productores agrícolas de uva de exportación habría sido mucho mayor, pues en virtud de la cuarentena decretada por dicho Servicio se tuvo que fumigar y adoptar una serie de medidas. 



Señor Presidente, el problema a que se refiere la iniciativa se presenta no solo en el sur, sino también -con mayor razón- en el norte. 



Entonces, debo manifestar, derechamente, que si nosotros no protegemos nuestro patrimonio fito y zoosanitario, nadie se preocupará de hacerlo. Y no debemos bajar la guardia en cuanto a los controles que hoy día se realizan y de los cuales derivan las multas que se aplican. A mi juicio, habría que subir su monto. 



Si el Honorable colega visitara algunos de los países europeos, que cuidan muy a fondo su patrimonio, e internara algún producto causante de plagas o enfermedades, le podrían imponer una pena hasta de cárcel. Y es lo que han pedido muchos expertos en Chile.



Pienso que, considerando las multas actuales o una cantidad superior, seguramente la familia le dirá al niñito que regresa de Argentina: “Bote el sándwich antes de irnos, porque nos pueden aplicar una sanción”. Y no: “Si lo pillan, pagamos 30 lucas y arreglamos el problema”.



Yo he visto irresponsabilidades tremendas en esta materia. 

El señor ÁVILA.- ¡Así es!

El señor PROKURICA.- A lo largo del territorio existen zonas donde se cultivan productos de exportación que tenemos que cuidar entre todos. De lo contrario, los costos que tendrán que pagar el Fisco, por los gastos en que deberá incurrir para aplacar estas plagas; los trabajadores, por la falta de empleo, y los productores, serán enormes. 



Entonces, no puedo considerar la rebaja en el monto de las multas como un mecanismo adecuado para proteger nuestro patrimonio fitozoosanitario y para luchar contra lo que lo amenace.



La última reflexión del señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra fue aún más curiosa. Dijo que el ingreso de un producto vegetal podría ocurrir sin mala fe, por un descuido. ¡Pero al país le da lo mismo si se debe a mala fe o a un descuido! 



Cabe preguntarse si acaso muchos de los virus que afectan al salmón o a otras especies fueron introducidos voluntariamente. Puede ser. 



En esta línea hay que tener mano dura, porque, de no ser así, los costos serán tremendos para nuestro patrimonio, para el Estado y para todos los chilenos.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Naranjo.

El señor NARANJO.- Señor Presidente, solo quiero reiterar algo que sostuve en la sesión anterior, en el sentido de que retiré mi patrocinio a esta iniciativa, porque en paralelo se estaba discutiendo otra que me parecía mucho más lógica.



Por consiguiente, creo que no tiene sustento fomentar lo que se propone en el proyecto.



Entiendo el espíritu de corazón de abuelita -entre comillas- del Senador señor Muñoz Aburto, quien busca impulsar la iniciativa diciendo: “Mire, no actuemos de esta forma, porque la señora apenas traía una manzanita, una guinda”. Sin embargo, en mi concepto -como muy bien se ha señalado aquí-, el corazón de abuelita no tiene cabida cuando está en juego la tremenda inversión que durante muchos años ha realizado nuestro país en materia sanitaria, particularmente en el sector agrícola.



Por consiguiente, reitero que comprendo lo que Su Señoría pretende, dado el buen ánimo con que lo planteó, pero ello es muy ajeno a lo que Chile necesita hoy, considerando lo complejo que resulta participar en una economía globalizada, donde -aunque a algunos les pueda sonar como chiste o mofa- es posible utilizar técnicas bastante despreciables para dejar fuera del mercado a alguna nación. 

El señor PROKURICA.- Así es.

El señor NARANJO.- Y, con tal fin, se realizan importaciones o exportaciones de sustancias tóxicas. 



En efecto, al estudiar cómo compiten los productores en el ámbito internacional, muchas veces se observa que se utiliza cualquier tipo de herramientas para desplazar a una nación de los mercados. 



No seamos ingenuos en esta materia. Chile ha logrado una penetración en los mercados del mundo tremendamente importante que debemos defender, porque hay quienes se esfuerzan e invierten para sacarnos. 



Por ello, me parece de una ingenuidad tremenda descuidar nuestras fronteras ante una situación fitosanitaria que requiere un control lo más riguroso posible para proteger lo que hemos conseguido en estos años.



Acabamos de aprobar una iniciativa tendiente a fomentar la inversión privada en obras de riego, y parece absurdo que, mientras por un lado adoptamos medidas que apuntan en la dirección correcta, por el otro estemos descuidando nuestras fronteras fitozoosanitarias.



Por esas razones retiré mi respaldo al proyecto en comento, e invito a la Sala a votar en forma favorable lo que propone la Comisión de Agricultura.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Romero.

El señor ROMERO.- Señor Presidente, me alegro por la intervención del Senador señor Naranjo. 



Al leer quiénes patrocinaban esta iniciativa, me pareció un contrasentido que una persona que conoce las ciencias agrícolas -Su Señoría es ingeniero agrónomo, al igual que el Honorable señor Gazmuri- figurara dándole su respaldo. Ahora, ninguno de ellos lo hace.



Cuando presentamos el primer proyecto, que tenía por finalidad proteger el patrimonio fito y zoosanitario de Chile, luego convertido en ley, lo hicimos con el convencimiento de que en ese ámbito radica una inversión enorme del país. Los desastrosos resultados de la plaga de la mosca de la fruta en el valle del Aconcagua -que el Senador señor Ávila y quien habla conocemos muy bien- le significaron una estocada a fondo al lugar donde se inició el proceso de fruticultura en nuestra nación. 



Si midiéramos los alcances de la inversión efectuada por Chile en esta materia, desde mediados de los años cincuenta y principios de los sesenta, podríamos llegar a concluir que para proteger nuestro patrimonio se han utilizado recursos que exceden los 600 ó 700 millones de dólares.



El Honorable señor Prokurica tiene toda la razón al decir que Chile es una verdadera isla. Y como tal, ostenta el privilegio de competir en mejores condiciones que otros países por disponer de una protección natural: el desierto más seco del mundo en el norte; la cordillera y el territorio austral.



Probablemente, como el Senador señor Muñoz Aburto representa a la Región de Magallanes, que no es una zona de fruticultura extensiva o intensiva -como quiera llamársele-, no ha medido en un sentido real cuáles serían los efectos de la introducción de la mosca de la fruta o de la fiebre aftosa. Su Señoría debe tener cuidado, porque siento que esta última, que se encuentra muy cerca de sus fronteras, también puede convertirse en una amenaza. 



Señor Presidente, nos asiste la obligación ética de preservar nuestro patrimonio fitozoosanitario y evitar su destrucción.



Por ello, es razonable entender que el monto de una multa es excesivo y que se puede reducir o perfeccionar su aplicación de acuerdo con los cánones que correspondan. Pero no es posible convertirlo en nada, porque, ciertamente, eso implicaría perder todo el trabajo efectuado en los últimos años para que la gente tome conciencia y adopte el hábito de no introducir elementos riesgosos para el patrimonio en comento.



Recuerdo que presentamos el proyecto que mencioné anteriormente porque muchas veces a los chilenos nos molestaba, cuando viajábamos a países desarrollados, tener que firmar una declaración mediante la cual se reconocía que no se portaba determinada mercadería que podía ser riesgosa, y que, al final, si ello no era efectivo, la sanción recayera en haber presentado un testimonio falso, de faltar a la fe.



Yo diría que el Servicio Nacional de Aduanas y el Servicio Agrícola y Ganadero, en particular, han actuado con mucho criterio. A lo mejor han ocurrido casos como el que mencionó el Senador señor Muñoz Aburto respecto a una naranja o a la mitad de una, pero de verdad siento que debemos ser muy realistas para cautelar esta materia.



Por eso, votaré a favor de la sugerencia de la Comisión.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, cuando se trata de poner en blanco y negro cosas que no lo son, o cuando se esgrimen argumentos sin relación con el debate de fondo, no se avanza, porque no se escucha.



No está en discusión la importancia de defender el patrimonio fitozoosanitario del país. No obstante, ello se alegó en las intervenciones de los Senadores señores Naranjo, Romero y Prokurica. En eso estamos todos de acuerdo. Pero no es el punto en cuestión. ¡No lo es!



Lo único que pido es que alguien logre entender qué se persigue.



En la norma que se plantea modificar se habla de “productos de origen vegetal o animal”. No se precisa más. Y eso forma parte de la discusión. Porque, técnicamente, sería posible no declarar una chomba que se compra en Uruguay. Pero ¿es un producto animal? Claro que lo es. Y lo mismo podría ocurrir si uno trae un coco tallado, una artesanía vegetal inerte hace años.



En síntesis, señor Presidente, el concepto antes mencionado no está bien definido y los criterios para hacerlo no son parejos. Y lo que propone el proyecto no dice relación a si debe haber multas o no, ni tampoco a si hay que llenar declaraciones o no. 



Muchos somos partidarios de que exista la obligación de que toda línea aérea informe durante el vuelo acerca de lo que no se puede ingresar al país para dar más eficacia a un instrumento…

El señor SABAG.- ¡Sí lo hacen!

El señor LETELIER.- No todas están obligadas. 



Hace un tiempo se promovió firmar una declaración jurada. Ello fue considerado útil, incluso por el Senador señor Romero, y muchos lo defendimos.



El punto en cuestión radica en que a la persona que viene a nuestro país no siempre le queda claro qué productos está prohibido ingresar o cuáles se deben declarar.



Por ende, se propone que existan distintas categorías de multa. La discusión no es sobre las multas, sino respecto del rango de ellas frente a ciertas situaciones. Porque todos queremos cambiar la cultura de quienes vienen a nuestro país y también de los chilenos que salen de él y vuelven, pues no todos tienen la misma sensibilidad ni similar conciencia.



No es admisible suponer que hay dolo, es decir, mala intención de una persona que no declara un suéter o una cuchara de artesanía tallada en madera que le regalaron; pero ella no piensa que eso puede acarrear algún daño al patrimonio fitozoosanitario de la nación. Y creo que en la gran mayoría de los casos no genera la amenaza de la que aquí se ha hablado.



Entiendo que algunos deseen hacer un alegato en una dirección. Pero ello no dice relación al proyecto presentado. Este busca que la autoridad correspondiente cuente con un rango distinto de multas y que estas partan de un valor más bajo, en caso de que la situación lo amerite, lo que será calificado por la autoridad respectiva.



Señor Presidente, me parece que eso es útil para un país que se globaliza y se internacionaliza y en el cual queremos ir cambiando la mentalidad.



Deseo insistir respecto al concepto de producto de origen vegetal o animal. Algunas personas que desde Madrid traen jamón serrano sellado nunca reflexionan sobre la necesidad de declararlo, por creer que está autorizado. Y lo omiten no por mala fe, sino porque estiman que no está prohibido, pues más encima lo compraron en el duty free. Se trata del mismo producto que se vende en Chile, cuando uno baja del avión.



Entonces, lo que se quiere es promover ciertos criterios. Nadie cuestiona la necesidad de defender un patrimonio que es de todos los chilenos. El objetivo es establecer un mecanismo más eficaz y enseñar más ampliamente.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ávila.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, el proyecto tiene el mérito de traer a colación un debate que requiere siempre estar actualizado. El único problema es que apunta en dirección exactamente contraria a la que aconseja el sentido común.



En Chile, desde hace mucho tiempo, exhibimos con orgullo políticas que en esta materia hasta el momento han dado resultado y nos han librado de situaciones que representan  altos costos para el Erario y para los particulares.



Cuando la manzana se muerde o se introduce desaprensivamente al país, trae consecuencias. Si se llegare a cuantificar el costo que significan para el Estado las plagas que por esa vía pueden ingresar al territorio nacional, nos percataríamos que significan millones. A veces el SAG debe reorientar sus presupuestos de funcionamiento normal para atender requerimientos que emanan de este tipo de situaciones.



Señor Presidente, en un primer instante me había parecido atendible el planteamiento de la iniciativa. Pero, como muchas veces ocurre, el debate resulta muy ilustrativo y ayuda de sobremanera a enfocar bien los problemas.



La mejor contribución que se puede hacer hoy en la Sala es rechazar categóricamente la propuesta, para dar una señal más en orden a que ninguna de las instancias del Estado chileno se encuentra disponible para rebajar, atenuar o reblandecer las normas vigentes relativas a la defensa del patrimonio fitozoosanitario del país.



Por eso, voto a favor del informe, que propone rechazar el proyecto.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Por 16 votos a favor, 3 en contra y una abstención, se aprueba la propuesta de la Comisión de Agricultura, quedando rechazado en general el proyecto.



Votaron a favor los señores Arancibia, Ávila, Chadwick, Coloma, García, Gazmuri, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Naranjo, Novoa, Prokurica, Romero y Sabag.



Votaron en contra los señores Escalona, Letelier y Muñoz Aburto.



Se abstuvo el señor Girardi.

_____________
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En este momento, ha llegado a la Mesa un segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de reforma constitucional, en segundo trámite, sobre transparencia, modernización del Estado y calidad de la política, con urgencia calificada de “simple” (boletín Nº 4.716-07). (Véase en los Anexos, documento 5).


--Queda para tabla.

_____________

El señor NOVOA (Presidente).- Sus Señorías, ahora no hay en la Sala el número suficiente de Senadores para votar. Se encuentran presentes solo doce, y la próxima iniciativa tiene quórum de ley orgánica.



Ante ello, prefiero levantar la sesión, aun cuando entiendo que el proyecto fue aprobado por unanimidad.



Tiene la palabra el Senador señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, tal como Su Señoría señala, la iniciativa fue aprobada en forma unánime y requiere quórum especial.



Dado que se ha extendido el tiempo del Orden del Día, pido que seamos muy cuidadosos en solicitar la inclusión de proyectos en Fácil Despacho, siempre que efectivamente tengan ese tratamiento.


Por otra parte, tal vez se podrían agrupar las iniciativas de la tabla dando prioridad a las de quórum especial. Porque muchos Senadores o van a trabajar a las Comisiones u otros se retiran por tener actividades en sus Regiones. 


En el Orden del Día, figuran proyectos de quórum especial ubicados después de otros que no lo exigen. Algunos han sido aprobados por unanimidad en las Comisiones, y no tiene sentido que se rechacen por falta de quórum.



Tampoco me parece elegante que, después de que Su Señoría, en forma tan acertada, extendiera el tiempo del Orden del Día, estemos permanentemente levantando la sesión antes del término acordado para ella.


Entonces, sugiero, en primer lugar, que se levante la sesión -como Su Señoría propone- y que el proyecto quede en primer lugar para la sesión siguiente; y, en segundo término, que prioricemos las iniciativas de quórum especial y no introduzcamos entremedio otras que no lo requieren, de manera que al menos durante las dos primeras horas haya suficientes Senadores en la Sala.
El señor NOVOA (Presidente).- En este momento, no hay quórum para adoptar acuerdo alguno. Por lo tanto, voy a levantar la sesión.

El señor ROMERO.- Pero tome nota de los hechos.

El señor NOVOA (Presidente).- Desgraciadamente, el orden de la tabla no depende del quórum, sino de las urgencias. Hay un Reglamento que la Mesa debe cumplir.



Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, entiendo que ya no pudimos votar esta iniciativa, pues se pidió aplazamiento de la votación, que no es lo mismo que segunda discusión. Pregunto si es factible aprovechar el tiempo llevando a cabo aunque sea parte del debate y colocar el proyecto en votación en el primer lugar en la próxima sesión ordinaria.

El señor NOVOA (Presidente).- Señor Senador, ya se efectuó el debate. Solo procede votar, y en este instante no hay quórum para ello.

El señor PIZARRO.- Me queda claro.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gazmuri.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, quiero solamente formular una sugerencia.



En realidad, con la modificación de extender el Orden del Día a tres horas, hemos ganado durante los miércoles por lo menos un tiempo adicional, porque antes no había quórum a las diecisiete y hoy empieza a no haberlo a las dieciocho. De modo que hemos hecho un pequeño avance.



Quiero sugerir, señor Presidente, que plantee en la instancia que corresponda -entiendo que es una medida de orden administrativo- la posibilidad de que la asistencia se tome al final  de la sesión y no al comienzo. Esto último es similar a lo que pasaba en los colegios o en los liceos, donde nadie podía retirarse de clases.



Entonces, creo que, con el simple expediente de que la asistencia, que ahora es pública, se tome antes de la hora de Incidentes,  tendríamos una mejor performance legislativa.

El señor NOVOA (Presidente).- La sugerencia del señor Senador deberá ser analizada por los Comités.

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor HORVATH:



Al señor Ministro del Interior y a la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social, sobre  DECLARACIÓN DE ÁREA  DE CATÁSTROFE A ZONAS SUR Y AUSTRAL, Y MANTENCIÓN DE FUNCIONAMIENTO DE GUARDERÍAS INFANTILES FRENTE A CRISIS DE SALMONICULTURA, y al señor Ministro de Obras Públicas y a la señora  Ministra de Agricultura, a fin de representarles NECESIDAD DE IMPLEMENTAR PROGRAMAS ESTATALES ESPECIALES PARA PROTECCIÓN DE PREDIOS AGRÍCOLAS, PECUARIOS Y RURALES.
)------------------(
El señor NOVOA (Presidente).- Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 18:16.







Manuel Ocaña Vergara,
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ACTAS APROBADAS

SESION 11ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 15 DE ABRIL DE 2.009



Presidencia del Titular del Senado, Honorable Senador señor Novoa y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Bianchi.



Asisten los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Arancibia, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Zaldívar.



Concurren, asimismo, los señores Ministros de Defensa Nacional, don Francisco Vidal Salinas; de Hacienda, don Andrés Velasco Brañes; Secretario General de la Presidencia, don José Antonio Viera-Gallo Quesney y de Justicia, don Carlos Maldonado Curti; la señora Subsecretaria de Carabineros, doña Javiera Blanco Suárez y el señor Subsecretario de Investigaciones, don Ricardo Navarrete Betanzo.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de la sesiones séptima y octava, ambas ordinarias, de 7 y 8 de abril del año en curso, que no han sido observadas.

_______________

CUENTA

Mensajes



Cinco de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero, retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica distintos cuerpos legales, con el objeto de mejorar las condiciones de financiamiento para personas y empresas (Boletín N° 6.437-05).



Con el segundo, retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce perfeccionamientos a la normativa que regula los gobiernos corporativos de las empresas (Boletín N° 5.301-05).



Con los dos siguientes, retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 18.450, sobre fomento a la inversión privada en obras de riego y drenaje (Boletín N° 6.392-09).



2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Ministerio de Energía, estableciendo modificaciones al decreto ley N° 2.224, de 1978, y a otros cuerpos legales (Boletín N° 5.766-08).



-- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con el último, hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto del proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Orpis, que modifica la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas, en lo relativo a precursores químicos (Boletín N° 6.431-07).



-- Se tiene presente la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, informa que ha prestado su aprobación al proyecto de ley que crea el sistema intersectorial de protección social e institucionaliza el subsistema de protección integrada a la infancia Chile Crece Contigo (Boletín N° 6.260-06) (con urgencia calificada de “suma”).



-- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y a la de Hacienda, en su caso.



Con el segundo, comunica que ha aprobado el informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2004, referido al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia (Boletín N° 4.234-03) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).



-- Queda para Tabla.



Del señor Fiscal Nacional del Ministerio Público, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Pérez Varela, acerca de la delincuencia y problemas de seguridad que afectan a los habitantes de la provincia de Arauco.



-- Queda a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



De la Comisión de Defensa Nacional, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que moderniza el Ministerio de Defensa Nacional (Boletín N° 3.994-02) (con urgencia calificada de “simple”).



De la Comisión de Economía, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un sistema institucional para el desarrollo del turismo, modifica el decreto ley N° 1.224, que crea el Servicio Nacional de Turismo y otras normas legales (Boletín N° 5.687-23) (con urgencia calificada de “simple”).



De la Comisión de Agricultura, recaídos en los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que prohíbe la venta de plaguicidas que indica (Boletín N° 4.877-01).



2.- Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Escalona, Letelier, Naranjo y Navarro, que limita la multa por infracción a las normas sobre protección fitosanitaria en los casos en que la internación de elementos prohibidos al país obedece a un error o descuido (Boletín Nº 5.931-01).



Certificado de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señores Novoa, Bianchi y Núñez, que modifica el Reglamento del Senado para adecuarlo a la ley N° 20.285, sobre acceso a la información pública (Boletín N° S 1.162-09).


-- Quedan para Tabla.



De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaídos en los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señores Horvath, Bianchi y Zaldívar, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República la adopción de medidas para revitalizar y proteger el área de Chaitén (Boletín N° S 1.153-12).



2.- Proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señores Navarro, Ávila, Naranjo, Ominami y Vásquez, relativo a los criterios utilizados para determinar la calidad de una comuna como “turística” o de “turismo social” (Boletín N° S 1.159-12).



-- Queda para el Tiempo de Votaciones de la próxima sesión ordinaria.

Proyecto de acuerdo



De los Honorables Senadores señores Espina, Allamand, Chadwick, Coloma, García, Kuschel, Larraín, Longueira, Orpis y Romero, sobre medidas que faciliten la inscripción electoral (Boletín N° S 1.164-12).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Comunicaciones



Del Comité Partido Demócrata Cristiano, con  la que informa que ha elegido como sus representantes a los Honorables Senadores señores Ruiz-Esquide y Sabag.



De las Comisiones de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, de Minería y Energía, y Especial de Ciencia, Tecnología e Innovación, unidas, con la que comunican que han elegido como Presidente al Honorable Senador señor Orpis, en reemplazo del Honorable Senador señor Vásquez.



-- Se toma conocimiento.

Solicitud de permiso constitucional



Del Honorable Senador señor Sabag, para ausentarse del país a contar del día 17 de abril de 2009.



-- Se otorga el permiso solicitado.

- - -



Durante la sesión llega a la Mesa el informe de  las Comisiones de Hacienda y de Defensa Nacional, unidas, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto supremo N° 412, del Ministerio de Defensa Nacional, del año 1992, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Estatuto del Personal de Carabineros de Chile y establece normas de ajuste remuneracional para el personal de las fuerzas de orden y seguridad pública (Boletín N° 6.434-02) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).



-- Según lo acordado por los Comités, queda para la Tabla de esta sesión.

- - -



A continuación, el señor Presidente propone a la Sala que el informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2004, referido al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, correspondiente al Boletín N° 4.234-03, que fue aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, se incluya en el Orden del Día de esta sesión y que se tratado como si fuera de Fácil Despacho.


Así se acuerda.



Asimismo, efectúa la misma proposición respecto del proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señores Novoa, Bianchi y Núñez, que modifica el Reglamento del Senado para adecuarlo a la ley N° 20.285, sobre acceso a la información pública, correspondiente al Boletín N° S 1.162-09, que cuenta con un Certificado de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Así se acuerda.

- - -



Seguidamente, el señor Presidente concede el uso de la palabra al señor Secretario General, quien señala que la Comisión de Salud solicita que se recabe el acuerdo de la Sala para abrir un nuevo plazo para formular indicaciones respecto del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.451, con el fin de determinar quienes pueden ser considerados donantes de órganos y la forma en que puede manifestar su voluntad, correspondiente al Boletín N° 4.999-11, hasta las 12:00 horas del día lunes 27 de abril del año en curso.



Así se acuerda. 

________________

RECIBIMIENTO A SU EXCELENCIA  EL PRESIDENTE DEL SENADO DE AUSTRALIA



El señor Presidente señala que corresponde recibir a Su Excelencia el señor Presidente del Senado de Australia, quien se encuentra de visita en nuestro país, e inmediatamente después, procede a hacer uso de la palabra.



A continuación, el señor Presidente impone al Excelentísimo señor John Hogg, Presidente del Senado de Australia, la condecoración al mérito en el grado de Gran Oficial del Senado de la República de Chile.



Seguidamente, hace uso de la palabra el señor Presidente del Senado de Australia.



Posteriormente, el señor Presidente suspende la sesión con el objeto de despedir al señor Presidente del Senado de Australia.

- - -



Se suspende la sesión a las 16:41 horas.



Se reanuda la sesión a las 16:46 horas.
- - 



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra a la Honorable Senadora señora Matthei, quien solicita que se recabe el acuerdo de la Sala para que el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce perfeccionamientos a la normativa que regula los gobiernos corporativos de las empresas, correspondiente Boletín N° 5.301-05, sea tratado como si fuera de Fácil Despacho.



Así se acuerda.



A continuación, el señor Presidente recaba el acuerdo de la Sala para que la votación de los proyectos que se tratarán como si fueran de Fácil Despacho, se realice sin fundamento de voto.



Así se acuerda.
______________

FÁCIL DESPACHO

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que crea una bonificación por calidad de satisfacción al usuario y establece normas que indica para los funcionarios del Servicio de Registro Civil e Identificación, con informe de la 

Comisión de Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea una bonificación por calidad de satisfacción al usuario y establece normas que indica para los funcionarios del Servicio de Registro Civil e Identificación, correspondiente al Boletín N° 6.433-05, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “suma”.


Añade que la Comisión de Hacienda, discutió este proyecto en general y en particular, en virtud de un acuerdo adoptado por la Sala en la sesión 7ª, ordinaria, del día 7 de abril recién pasado y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García, Ominami y Sabag.



El señor Secretario General agrega que, en cuanto a la discusión en particular, la Comisión de Hacienda aprobó el articulado del proyecto por la referida unanimidad en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.

- - -



En discusión en general y particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra a la Honorable Senadora señora Matthei y al Honorable Senador señor Escalona.


Cerrado el debate y sometida a votación en general y particular la iniciativa, es aprobada por 27 votos a favor.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Arancibia, Bianchi, Cantero, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Zaldívar. Fundamentan su voto, los Honorables Senadores señores Coloma, Gómez, Ominami y Navarro.


Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1º.- Establécese, a contar del 1 de enero de 2010, para el personal de planta y a contrata del Servicio de Registro Civil e Identificación una bonificación anual, ligada a la calidad de atención prestada a los usuarios del servicio, que será evaluada por una entidad externa de conformidad al procedimiento establecido en el número 6) del artículo 4°.

Esta bonificación anual corresponderá al personal que haya prestado servicios, sin solución de continuidad, en el Servicio de Registro Civil e Identificación, durante a lo menos seis meses del año objeto de la evaluación de la calidad de atención a los usuarios, y que se encuentre, además, en servicio en dicha institución a la fecha del pago de la respectiva cuota de la bonificación. A esta bonificación se le aplicará lo dispuesto en el artículo 72 del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda.


Artículo 2º.- El monto anual que corresponderá a cada funcionario por concepto de la bonificación será el equivalente en unidades de fomento a $813.600, valor que incluye el bono compensatorio a que se refiere el artículo siguiente. Para estos efectos se considerará la unidad de fomento vigente al 31 de enero de 2009. La expresión en unidades de fomento se efectuará considerando dos decimales. 


La bonificación no servirá de base de cálculo para ninguna otra remuneración o beneficio legal, tendrá carácter tributable e imponible para fines de previsión y salud. 


El monto anual expresado en unidades de fomento, a que se refiere el inciso primero, se pagará en ocho cuotas mensuales iguales conjuntamente con las remuneraciones correspondientes a los meses de enero, febrero, abril, mayo, julio, agosto, octubre y noviembre. Para determinar el valor mensual se estará al valor de la unidad de fomento del día primero del mes en que corresponda efectuar el pago de la cuota respectiva. Las imposiciones se deducirán de la parte que, sumada a las respectivas remuneraciones mensuales, no exceda del límite máximo de imponibilidad.


La base imponible para pensiones y salud conforme a los límites de imponibilidad establecidos por la legislación vigente, se determinará rebajando de la cantidad señalada en el inciso anterior la cotización que proceda conforme el sistema previsional, consignado en el artículo siguiente.  


Artículo 3°.- El personal a que se refiere el artículo 1° de esta ley tendrá derecho a un bono no imponible destinado a compensar las deducciones por concepto de cotizaciones para pensiones y salud a que esté afecta la bonificación a que se refieren los artículos precedentes, cuyo monto será el que resulte de aplicar los siguientes porcentajes sobre la base imponible a que se refiere el inciso cuarto del artículo anterior, según sea el sistema o régimen previsional de afiliación del trabajador: 


20,5% para los afiliados al sistema del decreto ley Nº 3.500, de 1980. 


25,62% para los afiliados al régimen general de la ex Caja Nacional de Empleados Públicos y Periodistas, Sección Empleados Públicos. 


21,62% para los afiliados al régimen previsional de la ex Caja Nacional de Empleados Públicos y Periodistas, con rebaja de imposiciones de la letra a) del artículo 14 del decreto con fuerza de ley Nº 1.340 bis, de 1930. 


Para el personal afiliado a un sistema o régimen previsional diferente de los señalados, el bono a que se refiere el inciso anterior será equivalente a la suma de las cotizaciones para salud y pensiones que, con respecto a la referida bonificación, le corresponda efectuar al trabajador. 


Este bono compensatorio se calculará conforme a los límites de imponibilidad establecidos por la legislación vigente y a lo dispuesto en el inciso anterior.


Artículo 4°.- La concesión de la bonificación a que se refieren los artículos 1° y 2° de esta ley se sujetará a lo dispuesto en el presente artículo:


1) Se concederá anualmente en función del incremento que experimente, conforme a la tabla del número 3), el índice de satisfacción neta del usuario. Se entenderá por índice de satisfacción neta el porcentaje que resulte de la resta entre el porcentaje de usuarios que efectúen una buena calificación sobre la calidad de atención proporcionada por el Servicio de Registro Civil e Identificación y aquel porcentaje de aquellos que califiquen de manera deficiente dicha calidad de atención.  Mediante un reglamento, expedido por el Ministerio de Justicia, suscrito, además, por el Ministro de Hacienda se determinará la puntuación requerida a través de nota, porcentaje u otro factor análogo de evaluación que se considerará para efectos de calificar como buena o deficiente la calidad de atención prestada a los usuarios por el servicio, así como cualquier otra norma necesaria para la adecuada concesión de la bonificación.

2) Para todos los efectos legales y reglamentarios el índice de satisfacción neta de los usuarios que se considerará como base será el determinado para el año 2009 de conformidad a las reglas fijadas en el artículo segundo transitorio de esta ley.

3) El grado de crecimiento del índice de satisfacción neta de los usuarios se efectuará anualmente en función del índice alcanzado el año inmediatamente anterior conforme a la siguiente tabla:
	Índice de Satisfacción Neta
	Exigencia de crecimiento del Índice 

	Bajo 40% de nivel  satisfacción neta de los usuarios
	3% anual

	Entre el 40% y  menos de 60% de nivel  satisfacción neta de los usuarios
	2% anual

	Entre 60% y menos del 65% de nivel  satisfacción neta de los usuarios
	1,5% anual

	Entre el 65% y más de nivel de satisfacción neta de los usuarios
	0,5% anual



4) Alcanzado el índice de satisfacción neta de los usuarios equivalente al 70%, la bonificación a que se refieren los artículos 1° y 2° de esta ley se concederá en función de la mantención de dicho nivel de satisfacción.


5) El monto de la bonificación se determinará en función de la siguiente tabla de cumplimiento, aplicada siempre sobre el incremento que haya experimentado el índice de satisfacción neta de los usuarios respecto al fijado para el año inmediatamente anterior:


100% de la bonificación en el evento que el Servicio del Registro Civil e Identificación cumpla el 90% o más del crecimiento del índice fijado para el año respectivo.


85% de la bonificación en el evento que el Servicio del Registro Civil e Identificación cumpla menos del 90% e igual o más del 80% del crecimiento del índice fijado para el año respectivo.


70% de la bonificación en el evento que el Servicio del Registro Civil e Identificación cumpla menos del 80% e igual o más del 70% del crecimiento del índice fijado para el año respectivo.


Cualquier cumplimiento inferior al 70% del crecimiento del estándar fijado para el año respectivo no dará derecho a bonificación alguna. 


6) La evaluación del índice de satisfacción neta de los usuarios se efectuará anualmente en el mes de septiembre del año respectivo, mediante un instrumento de evaluación a los usuarios del Servicio de Registro Civil e Identificación, la que se sujetará a las siguientes reglas:


a) La evaluación se aplicará tanto respecto de los usuarios individuales como institucionales. La ponderación que se asigne a los usuarios individuales e institucionales respecto del total de la muestra será determinada anualmente por resolución exenta del Ministerio de Justicia, visada por la Dirección de Presupuestos. Con todo, la opinión de los usuarios individuales siempre deberá tener una ponderación mayor que la de los institucionales.


b) La evaluación se efectuará tanto respecto de los servicios presenciales como los prestados a través de plataforma electrónica por el Registro Civil e Identificación. La ponderación que se asigne a los servicios presenciales y los prestados a través de la plataforma electrónica respecto del total de la muestra será determinada anualmente por resolución exenta del Ministerio de Justicia, visada por la Dirección de Presupuestos.


c) La evaluación no considerará variables de carácter externo que pueden incidir en el usuario a la hora de valorar dicha calidad pero que no son imputables al servicio que prestan los funcionarios. La determinación de las variables externas que no deben considerarse en la evaluación se efectuará anualmente mediante resolución exenta del Ministerio de Justicia visada por la Dirección de Presupuestos. Mediante igual procedimiento, se podrá efectuar un ajuste al grado de crecimiento del índice de satisfacción neta de los usuarios, en el evento que el Servicio asuma nuevas funciones que incidan de manera relevante en el cumplimiento del incremento del estándar fijado para el año respectivo. 


d) El grupo objetivo respecto al cual se aplicará la evaluación estará compuesto por personas naturales mayores de 18 años y las empresas o instituciones que hayan tenido contacto con el Servicio de Registro Civil e Identificación a través de cualquiera de sus canales de atención en los últimos 12 meses previos a aplicación del instrumento que determine el índice de satisfacción neta del usuario. La selección muestral será aleatoria, representativa y de carácter nacional. 


e) La evaluación será aplicada por una entidad externa. Dicha entidad será seleccionada y contratada por el Ministerio de Justicia a través de licitación pública, debiendo las respectivas bases de licitación ser visadas por la Dirección de Presupuestos.


f) Para efectos de la evaluación del índice de satisfacción neta de los usuarios se aplicará el instrumento de evaluación diseñado para el año base de conformidad a lo previsto en el artículo segundo transitorio.


7) Mediante decreto expedido en el mes de diciembre de cada año, bajo la fórmula “Por Orden del Presidente de la República”, suscrito por los Ministros de Justicia y Hacienda, se señalará el índice de satisfacción neta de los usuarios, alcanzado en el año respectivo, así como el incremento experimentado respecto del año anterior. Igualmente dicho decreto, determinará el porcentaje de la bonificación por calidad de satisfacción al usuario que le corresponderá para el año siguiente, según el grado de crecimiento experimentado por el índice de satisfacción neta de los usuarios. Para la dictación de este decreto se tomará como antecedente el resultado de la evaluación a que se refiere el número anterior. El referido decreto consignará, además, en función del índice de satisfacción neta de los usuarios alcanzado en el año respectivo el porcentaje de incremento exigido para el año siguiente, de conformidad a la tabla establecida en el número 3) del presente artículo.  


8) El Ministerio de Justicia deberá generar canales que permitan la participación del Servicio y los funcionarios en el proceso de diseño y aplicación del mecanismo de evaluación del índice de satisfacción neta de los usuarios. Para estos efectos deberán establecerse, a través del Subsecretario de Justicia, las instancias de carácter consultivo e informativo que permitan recoger comentarios, sugerencias y alcances que formulen los funcionarios, a través de sus asociaciones, si las hubiere o del delegado del personal, en su caso. 


Artículo 1° transitorio.- Durante el año 2009, el personal de planta y a contrata del Servicio de Registro Civil e Identificación, tendrá derecho a una bonificación anual equivalente en unidades de fomento a $ 657.627, valor que incluye el bono compensatorio a que se refiere el artículo 3° de esta ley. Para estos efectos se considerará la unidad de fomento vigente al 31 de enero de 2009.


La expresión en unidades de fomento se efectuará considerando dos decimales.


Esta bonificación no servirá de base de cálculo para ninguna otra remuneración o beneficio legal. Tendrá carácter tributable e imponible para fines de previsión y salud.

El monto anual expresado en unidades de fomento, a que se refiere el inciso primero, se pagará en ocho cuotas mensuales iguales conjuntamente con las remuneraciones correspondientes a los meses de enero, febrero, abril, mayo, julio, agosto, octubre y noviembre. Para determinar el valor mensual se estará al valor de la unidad de fomento del día primero del mes en que corresponda efectuar el pago de la cuota respectiva. Las imposiciones se deducirán de la parte que, sumada a las respectivas remuneraciones mensuales, no exceda del límite máximo de imponibilidad.


La base imponible para pensiones y salud conforme a los límites de imponibilidad establecidos por la legislación vigente, se determinará rebajando de la cantidad señalada en el inciso anterior la cotización que proceda conforme el sistema previsional consignado en el artículo 3° de esta ley.  


El pago de las cuotas que de conformidad a este artículo se hayan devengado a la fecha de publicación de la presente ley se efectuará junto con las remuneraciones correspondientes al mes de pago posterior a la fecha de publicación de esta ley.


De presentarse la condición señalada en el inciso anterior, para determinar los impuestos e imposiciones a que se encuentra afecta la presente bonificación durante dicho período, se distribuirá su monto en proporción a los meses  que éste corresponda y los cuocientes se sumarán a las remuneraciones mensuales que correspondan. Con todo, las imposiciones se deducirán de la parte que, sumada a las respectivas remuneraciones mensuales, no exceda del límite máximo de imponibilidad.


A este beneficio, se le aplicará lo dispuesto en el artículo 72 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda.


Artículo 2° transitorio.- La determinación del índice de satisfacción neta de los usuarios del año 2009, que para todos los efectos legales y reglamentarios será el año base, se efectuará mediante evaluación efectuada por una entidad externa contratada, mediante licitación pública, por el Ministerio de Justicia. Para estos efectos, las bases de licitación deberán ser visadas por la Dirección de Presupuestos.


Para los efectos previstos en el inciso anterior, previamente se licitará el diseño del instrumento que deberá aplicar la entidad externa  a fin de evaluar la calidad neta de satisfacción del usuario. Esta licitación pública será efectuada por el Ministerio de Justicia, debiendo la Dirección de Presupuestos visar las bases de licitación respectivas, así como integrar el equipo técnico que actúe como contraparte de la entidad que se adjudique el diseño del instrumento de evaluación. 


En el evento que el índice de satisfacción neta de los usuarios determinado para el año base, de conformidad al procedimiento contemplado en el inciso primero, fuere superior a un 60% de satisfacción por parte de los usuarios en función de la atención prestada por el Servicio de Registro Civil e Identificación, durante los años 2010 y 2011 la bonificación a que se refieren los artículos 1° y 2° de esta ley se concederá sin necesidad de exigir el crecimiento del índice determinado para el año base. Sin perjuicio de lo anterior, se efectuará las evaluaciones correspondientes a los años respectivos. 


De darse el supuesto previsto en el inciso anterior, el estándar que se considerará para determinar el incremento exigido a partir del año 2012 será el que se haya fijado para el año base.


Si el índice de satisfacción neta del año base fuere inferior al 60%, la evaluación para determinar el grado de crecimiento efectivo del referido índice, para efectos del pago de la bonificación a que se refieren los artículos 1° y 2° de la presente ley durante el año 2010, se efectuará a más tardar en el mes de diciembre del año 2009.


Artículo 3° transitorio.- Concédese, por una sola vez, un bono a los funcionarios de planta y a contrata del Servicio de Registro Civil e Identificación de un monto $ 150.000 para los funcionarios que en el mes anterior al pago del beneficio hayan obtenido una remuneración líquida igual o inferior a $ 750.000 y de $ 100.000 a los funcionarios que a esa misma fecha tengan remuneraciones líquidas superiores con un tope de $ 1.200.000 líquido. El bono se pagará en el mes siguiente al de publicación de esta ley conjuntamente con las remuneraciones del mes respectivo. 


Para efectos de este artículo se considerará remuneración líquida el total de las de carácter permanente correspondiente a dicho mes, con la sola deducción de los impuestos y de las cotizaciones previsionales de carácter obligatorio. Este bono no será imponible ni tributable y, en consecuencia, no estará afecto a descuento alguno y se le pagará al personal en servicio a la fecha del pago.


Artículo 4° transitorio.- Facúltase al Presidente de la  República para que establezca, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Justicia, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas  necesarias para regular las siguientes materias:


1) Modificar la planta de personal de directivos del Servicio de Registro Civil e Identificación, permitiendo la creación y supresión de cargos y la modificación de denominaciones y grados. El Jefe de Servicio mediante resolución, y sin sujeción a las normas del artículo 15 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, encasillará en los cargos que se creen en virtud del ejercicio de esta facultad a personal de dicha planta que está nombrado en cargos en calidad de titular aunque no cumpla los nuevos requisitos que se fijen en virtud de lo dispuesto en el número 2) del presente artículo. 


La modificación a la planta a que se refiere el inciso anterior entrará en vigencia una vez practicado el encasillamiento respectivo.


El encasillamiento del referido personal quedará sujeto a las siguientes condiciones:


a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral.


b) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones ni modificación de los derechos previsionales. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria. Dicha planilla se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquélla de las remuneraciones que compensa.

c) Los cambios de grado que se produjeren por efecto del encasillamiento no serán considerados promoción y los funcionarios conservarán, en consecuencia, el número de bienios que estuvieren percibiendo; asimismo, mantendrán el tiempo de permanencia en el grado para tal efecto.

d) No podrá significar un aumento de los cargos que conforman la planta de directivos  del Servicio de Registro Civil e Identificación como tampoco de la dotación máxima de personal fijada a la institución para el año en que se ejerza la facultad.


2) Modificar o establecer, los requisitos específicos para el ingreso y promoción de las plantas de personal del Servicio de Registro Civil e Identificación.

Con todo, los requisitos que se establezcan en el ejercicio de esta facultad no serán exigibles para efectos de la permanencia en el cargo respecto de quienes se desempeñan en calidad de titulares o a contrata en el  servicio a la fecha de entrada en vigencia de él o los  decretos con fuerza de ley a que se refiere este artículo.

Artículo 5° transitorio.- El mayor gasto que se derive de la aplicación de esta ley durante el año 2009 se financiará con cargo a  los ingresos propios que genere el Servicio de Registro Civil e Identificación.”.

_______________
ORDEN DEL DÍA

Informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2004, referido al Tribunal de Defensa de la Libre 

Competencia


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia, como si fuera de Fácil Despacho, de conformidad a lo acordado precedentemente por la Sala.



El señor Secretario General señala que se trata del informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2004, referido al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, correspondiente al Boletín N° 4.234-03, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”.


Agrega que la divergencia, entre ambas Corporaciones se suscitó con motivo del rechazo por la Honorable Cámara de Diputados de la enmienda que realizó el Senado al artículo 39 bis, en lo que respecta a impedir al organizador de la conducta ilícita de prácticas concertadas acceder a beneficios contemplados en dicho artículo.



El señor Secretario General añade que la Comisión Mixta, por la unanimidad de sus integrantes presentes, Honorables Senadores señores Coloma, García y Novoa y Honorables Diputados señores Burgos, Encina y Tuma, efectuó la siguiente proposición como forma y modo de resolver las discrepancia entre ambas Cámaras:



--“En el inciso quinto del artículo 39 bis nuevo, que se introduce por el número 16, que ha pasado a ser 18), del artículo 1°, intercalar en su inciso quinto, entre la expresión “misma” y el punto final (.), lo siguiente: “, salvo que se acredite durante el proceso que dicho acreedor fue el organizador de la conducta ilícita coaccionando a los demás a participar en ella”.”.


El señor Secretario General hace presente que el señor Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción subrogante, dejó constancia, para los efectos de la historia fidedigna del establecimiento de la ley, de que los requisitos mencionados son copulativos y que para todos los efectos de la comprensión de esta figura jurídica se ha seguido el modelo aplicable en la Unión Europea.



Finalmente, informa a la Sala que, en sesión del día de hoy, la Honorable Cámara de Diputados aprobó la proposición efectuada por la Comisión Mixta.



En discusión la proposición de la Comisión Mixta, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Espina, quien consulta respecto de los alcances de dicha propuesta.



A continuación, el señor Presidente hace uso de la palabra, para explicar la referida proposición.



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Espina y Navarro.



Cerrado el debate y sometida a votación la proposición, es aprobada por 20 votos a favor y 2 abstenciones.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Arancibia, Bianchi, Coloma, Escalona, Espina, Frei, Gazmuri, Horvath, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Naranjo, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Ruiz-Esquide y Sabag. Fundamentan su voto, el Honorable Senador señor Espina.


Se abstienen, los Honorables Senadores señores Navarro y Ominami. Fundamenta su voto, el Honorable Senador señor Ominami.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto de ley aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY



“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley Nº 211, de 1973:


1) Modifícase el artículo 3° en los siguientes términos:


a) En el inciso primero, intercálase, entre las palabras “medidas” y “correctivas”, la expresión “preventivas,”.”.

b) Modifícase el inciso segundo en los siguientes términos:


b-1. En su encabezado, intercálase entre la palabra “competencia” y la coma (,) que le sigue, la siguiente frase “o que tienden a producir dichos efectos”.


b-2. Sustitúyese la letra a), por la siguiente:


“a) Los acuerdos expresos o tácitos entre competidores, o las prácticas concertadas entre ellos, que les confieran poder de mercado y que consistan en fijar precios de venta, de compra u otras condiciones de comercialización; limitar la producción; asignarse zonas o cuotas de mercado; excluir competidores; o afectar el resultado de procesos licitatorios.”.


b-3. Sustitúyese en la letra b) la frase “de una empresa o conjunto de empresas que tengan un controlador común” por los términos  “de un agente económico, o un conjunto de ellos,“.


2) Modifícase el artículo 6° en los siguientes términos:


a) Sustitúyese su inciso segundo por el siguiente:


“El Tribunal tendrá dos suplentes, un abogado y un licenciado o con post grado en ciencias económicas.”.


b) Intercálase el siguiente inciso tercero, nuevo:

“No podrá ser elegido como miembro titular o suplente del Tribunal quien haya desempeñado el cargo de Fiscal Nacional Económico o cualquier cargo directivo en la Fiscalía Nacional Económica en el año anterior al inicio del concurso público de antecedentes convocado para el nombramiento respectivo.”.

c) Sustitúyese su inciso tercero por el siguiente:


“El Presidente de la República designará al abogado suplente y el Consejo del Banco Central al licenciado o post graduado en ciencias económicas, conforme al procedimiento señalado en la letra b) precedente, para lo cual se podrán considerar las mismas nóminas y concursos previstos para el nombramiento de los titulares.”.


d) Suprímese, en su inciso quinto, la oración “Asimismo, por ese medio, se determinará el orden en que los suplentes reemplazarán a los integrantes titulares.”.


e) Sustitúyese su inciso séptimo, por los siguientes:

“Es incompatible el cargo de integrante del Tribunal con la condición de:


a) Funcionario público;


b) Administrador, gerente, trabajador dependiente de sociedades anónimas abiertas o sometidas a las reglas de estas sociedades, como asimismo, de sus matrices, filiales, coligantes o coligadas; y


c) Asesor o prestador de servicios profesionales, en materias que digan relación con la libre competencia a personas naturales o jurídicas sometidas a la jurisdicción del Tribunal, considerándose también que asesora o presta servicios profesionales si percibe cualquier clase de remuneración, honorario o regalía de personas naturales o jurídicas que asesoran o prestan servicios profesionales en dichas materias.


Los ministros suplentes sólo estarán afectos a la incompatibilidad señalada en la letra c) precedente. 


Las personas que al momento de su nombramiento, o durante el ejercicio del cargo, ostenten cualquiera de las condiciones señaladas en el inciso séptimo de este artículo, deberán renunciar a ellas.”.


3) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 7°, la frase “nuevos períodos sucesivos” por los términos “sólo un período sucesivo”.


4) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 9°, la expresión “dos” por el término “tres”.


5) Sustitúyese el artículo 10 por el siguiente:


“Artículo 10.- La remuneración mensual de los integrantes titulares del Tribunal será la suma equivalente a la remuneración bruta mensualizada de carácter permanente del cargo de Fiscal Nacional Económico. Los integrantes suplentes, en su caso, recibirán mensualmente la suma de treinta unidades tributarias mensuales y, además, la suma de diez unidades tributarias mensuales por cada sesión a la que asistan en la que no concurra el titular correspondiente, con un máximo de sesenta unidades tributarias mensuales, cualquiera que sea el número de sesiones a las que hayan asistido.


En el caso de ausencia injustificada, calificada por la mayoría de los demás miembros del Tribunal, al ministro titular se le descontará un monto equivalente al 50% de lo que haya recibido el suplente que lo hubiera reemplazado.”.


6) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 11:


a) Sustitúyese su inciso segundo por el siguiente:


“En todo caso, se presume de derecho que el ministro titular o suplente, según corresponda, también estará inhabilitado cuando:


a) El interés en esa causa sea de su cónyuge o de sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o segundo de afinidad; o de personas que estén ligadas al mismo por vínculos de adopción, o de las empresas o sociedades en las cuales estas mismas personas sean sus representantes legales, mandatarios, directores, gerentes o desempeñen otros cargos directivos, posean directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas un porcentaje del capital de la sociedad superior al 10%, o que les permita elegir o hacer elegir uno o más de sus administradores, o ejerzan una influencia decisiva en la administración o gestión de la sociedad según lo dispuesto por el artículo 99 de la ley Nº 18.045, de Mercado de Valores, y 


b) Asesore o preste servicios profesionales a personas naturales o jurídicas que tengan la calidad de parte en esa causa, o lo haya hecho en los dos años anteriores a la fecha de ingreso de aquélla o durante la investigación por parte de la Fiscalía Nacional Económica que la haya originado.”.

b) Intercálanse los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos, pasando los actuales incisos tercero, cuarto, quinto y sexto a ser quinto, sexto, séptimo y octavo, respectivamente:


“Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos octavo, noveno y décimo del artículo 6°, será causal de recusación respecto de los integrantes titulares o suplentes, haber sido asesor o prestador de servicios de alguna de las partes durante el año que preceda a la notificación de la demanda o la publicación del decreto que ordena la iniciación del procedimiento del artículo 31; la existencia de relaciones laborales, comerciales, societarias o en comunidades de carácter profesional, con los abogados o asesores de alguna de las partes, o, el desempeño o ejercicio profesional en las mismas dependencias, oficinas o inmuebles con estos últimos, aun cuando ello no revista participación en ingresos o el desarrollo de funciones comunes o coordinadas.

Asimismo, será causal de recusación que el ministro asesore o preste servicios profesionales a personas naturales o jurídicas que tengan o hayan tenido en los dos años anteriores a la fecha de ingreso de la causa en cuestión, la calidad de contraparte de las personas a que se refiere la letra b) del inciso segundo de este artículo, en algún proceso judicial o de negociación comercial, que pueda afectar la imparcialidad del ministro.”.


c) Reemplázase en el inciso cuarto, que ha pasado a ser sexto, la frase “preferentemente por el suplente que corresponda de la misma área profesional” por la oración “por el suplente de su misma área profesional, salvo que esta regla impida al Tribunal sesionar con el quórum mínimo establecido en el artículo 9°”.


7) Agrégase el siguiente artículo 11 bis, nuevo:


“Artículo 11 bis.- Sin perjuicio de las incompatibilidades establecidas en el artículo 6°, los integrantes titulares y suplentes del Tribunal no podrán ser administradores, gerentes o trabajadores dependientes, ni asesorar o prestar servicios profesionales, a personas naturales o jurídicas que hayan tenido la calidad de parte en alguna causa que conoció el respectivo ministro, por el  plazo de un año contado desde que dicho ministro cesó en su cargo, salvo que la dictación de la sentencia sobre una causa que hubiera conocido el ministro se encontrare pendiente, en cuyo caso el término de un año se contará desde la notificación de la sentencia.



La infracción de esta prohibición será sancionada con inhabilitación absoluta para desempeñar cargos públicos por el período de cinco años y con una multa a beneficio fiscal equivalente al último año de remuneraciones percibidas en el cargo, sanciones que serán aplicadas por la Corte Suprema a requerimiento de cualquier interesado.


El requerimiento a que alude el inciso precedente señalará con claridad y precisión los hechos que configuraren la infracción y a él se acompañarán  o se ofrecerán, si fuera el caso, los medios de prueba en que se fundaren. Si el requerimiento no cumpliere estos requisitos, el pleno, convocado al efecto, lo declarará inadmisible en cuenta, sin más trámite.



Admitido a tramitación el requerimiento, el Presidente de la Corte Suprema dará traslado de éste al inculpado el que deberá ser evacuado dentro de los ocho días hábiles siguientes a la fecha de recepción del oficio respectivo, que le será remitido junto con sus antecedentes por la vía que se estime más expedita.


Evacuado el traslado o transcurrido el plazo previsto en el inciso precedente, el Presidente de la Corte citará a una audiencia en que se recibirá la prueba que se hubiere ofrecido y designará el ministro ante el cual deberá rendirse; efectuadas las diligencias o vencidos los plazos sin que se hubieren evacuado, ordenará traer los autos en relación ante el pleno de la Corte Suprema, especialmente convocado al efecto. La Corte Suprema sólo podrá decretar medidas para mejor resolver una vez terminada la vista de la causa.


Cualquiera de las partes podrá comparecer ante la Corte Suprema hasta antes de la vista de la causa.


La sentencia que acoja la sanción a que se refiere este artículo, dará derecho a quien se estime afectado a interponer recurso de revisión del fallo en que haya participado el sancionado, cuando considerare que su actuación y decisión fue perjudicial a sus intereses. ”.


8) Modifícase el artículo 12, de la siguiente manera:


a) Incorpórase, en su inciso primero, la siguiente letra e) nueva:


“e) Incurrir en cualquiera de los casos contemplados en los incisos octavo y siguientes del artículo 6º.”.


b) Sustitúyese, en su inciso segundo, la frase “letras c y d”, por la siguiente: “letras c, d y e”.


9) Sustitúyese el número 2) del artículo 18, por el siguiente:


“2) Conocer, a solicitud de quien tenga interés legítimo, o del Fiscal Nacional Económico, los asuntos de carácter no contencioso que puedan infringir las disposiciones de la presente ley, sobre hechos, actos o contratos existentes o por celebrarse, para lo cual, podrá fijar las condiciones que deberán ser cumplidas en dichos hechos, actos o contratos;”.

10) Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 20:


a) Intercálanse, en su inciso segundo, a continuación de la primera oración, las siguientes: “El requerimiento o demanda deberá contener la exposición clara y determinada de los hechos, actos o convenciones que infringirían la presente ley e indicar el o los mercados en que incidiría la presunta infracción. En el evento que la demanda o requerimiento no contenga las indicaciones señaladas previamente o cualquiera otra de las exigidas por el artículo 254 del Código de Procedimiento Civil y demás reglas aplicables, el tribunal dará un plazo de tres días hábiles para que el demandante o requirente subsane dichas omisiones. Vencido el plazo anterior, sin haber sido subsanadas las omisiones, el tribunal mediante resolución fundada, podrá no admitir a tramitación la demanda o el requerimiento.”.


b) Sustitúyese, en el inciso tercero, la expresión “dos” por “tres”.


c) Intercálase, a continuación del inciso tercero, el siguiente inciso cuarto, nuevo:


“Sin perjuicio de lo anterior, las acciones para perseguir las conductas previstas en la letra a) del artículo 3° prescribirán en el plazo de cinco años, y el cómputo de la prescripción no se iniciará mientras se mantengan en el mercado los efectos imputables a la conducta objeto de la acción.”.


11) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 21:

a) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo:


“La resolución que reciba la causa a prueba deberá notificarse por cédula. Transcurridos 30 días hábiles, contados desde la dictación de dicha resolución sin que ésta se hubiere notificado, el Tribunal procederá a notificarla de conformidad con el inciso cuarto.”.


b) Reemplázase el inciso segundo, que pasa a ser tercero, por los siguientes:


“Las sentencias definitivas deberán notificarse personalmente o por cédula.

Las demás resoluciones serán notificadas por cualquier medio seguro que las partes de común acuerdo fijen y en subsidio por el estado diario. En el caso de que opten por medios electrónicos, la notificación deberá suscribirse mediante firma electrónica avanzada.”.


c) Suprímese su actual inciso tercero.

12) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 22:


a) Agrégase, en su inciso tercero, a continuación de la expresión “ejecutoriada”, pasando el punto aparte a ser seguido, lo siguiente: “En todo caso, sólo se admitirán por punto de prueba, declaraciones de tres testigos por cada parte, salvo que el tribunal, a petición fundada al presentarse la lista de testigos, amplíe dicho número. No regirá respecto de los testigos lo establecido en los artículos 358, 360, número 2, 373, 374, 376, 377 y 378 del Código de Procedimiento Civil.”.


b) Agrégase, en su inciso cuarto, a continuación de la expresión “caso”, pasando el punto final a ser coma (,), lo siguiente: “el que podrá efectuar las preguntas que estime convenientes, impedir que las declaraciones y las preguntas de las partes se desvíen hacia aspectos irrelevantes o inadmisibles y resolver de plano las objeciones que le fuesen formuladas.”.


c) Intercálanse los siguientes incisos sexto, séptimo y octavo, nuevos, pasando el actual inciso sexto a ser noveno:


“El Tribunal dispondrá el registro de todas las audiencias a que hubiere lugar en forma íntegra, por cualquier medio que asegure su fidelidad.

La prueba instrumental podrá presentarse hasta diez días antes de la fecha fijada para la vista de la causa. A solicitud de parte, el Tribunal podrá decretar reserva respecto de terceros ajenos al proceso o confidencialidad incluso respecto de las demás partes, de aquellos instrumentos que contengan fórmulas, estrategias o secretos comerciales o cualquier otro elemento cuya revelación pueda afectar significativamente el desenvolvimiento competitivo de su titular. Los instrumentos que tengan carácter reservado o confidencial en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo de la letra a) del artículo 39, deberán presentarse siempre en tal carácter por la Fiscalía Nacional Económica, y el Tribunal deberá mantener la reserva o confidencialidad de los mismos.


Sin perjuicio de lo anterior, de oficio o a petición de parte, el Tribunal podrá ordenar a la parte que corresponda, en cualquier etapa del proceso e incluso como medida para mejor resolver, que prepare una versión pública del instrumento para que las otras partes ejerzan su derecho a objetarlo u observarlo. Si la referida versión pública es insuficiente como antecedente válido para fallar la causa, el Tribunal podrá decretar de oficio y por resolución fundada, el término de la reserva o confidencialidad del instrumento, y ordenará ponerlo en conocimiento de las demás partes.”.


13) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 26:


a) Intercálanse, en la letra c), a continuación de la palabra “anuales”, las frases “y, en el caso de sancionar una conducta prevista en la letra a) del artículo 3°, hasta por una suma equivalente a treinta mil unidades tributarias anuales”, y las siguientes oraciones tercera y cuarta, nuevas:“Las multas aplicadas a personas naturales no podrán pagarse por la persona jurídica en la que ejercieron funciones ni por los accionistas o socios de la misma. Asimismo, tampoco podrán ser pagadas por cualquier otra entidad perteneciente al mismo grupo empresarial en los términos señalados por el artículo 96 de la Ley de Mercado de Valores, ni por los accionistas o socios de éstas.”.


b) Sustitúyese su inciso tercero, por el siguiente:


“Para la determinación de las multas se considerarán, entre otras, las siguientes circunstancias: el beneficio económico obtenido con motivo de la infracción, la gravedad de la conducta, la calidad de reincidente del infractor y, para los efectos de disminuir la multa, la colaboración que éste haya prestado a la Fiscalía antes o durante la investigación.”.

14) Suprímese el inciso final del artículo 27.


15) Modifícase el artículo 31, en el siguiente sentido:


a) Sustitúyense los numerales 1) y 2) del inciso primero, por los siguientes numerales 1), 2) y 3), pasando los actuales numerales 3) y 4) a ser 4) y 5), respectivamente:


“1) El decreto que ordene la iniciación del procedimiento se publicará en el Diario Oficial y en el sitio de Internet del Tribunal y se notificará, por oficio, a la Fiscalía Nacional Económica, a las autoridades que estén directamente concernidas y a los agentes económicos que, a juicio exclusivo del Tribunal, estén relacionados con la materia, para que, en un plazo no inferior a quince días hábiles, éstos y quienes tengan interés legítimo puedan aportar antecedentes. 


Tratándose de materias que se relacionen especialmente con zonas determinadas, podrá ordenar que la notificación también se practique mediante la publicación de un aviso en los periódicos locales respectivos.


El Tribunal arbitrará siempre las condiciones necesarias para que todos los intervinientes puedan imponerse del expediente.


2) Vencido el plazo anterior, quienes hayan ejecutado o celebrado, o se propongan ejecutar o celebrar los hechos, actos o contratos consultados, podrán evaluar las recomendaciones que hubiere efectuado la Fiscalía Nacional Económica en la etapa de aporte de antecedentes y comunicar por escrito al Tribunal su concordancia  con las mismas.

3) Vencido el plazo señalado en el numeral 1, el Tribunal deberá citar a una audiencia pública, la cual se llevará a efecto dentro de un plazo no inferior a quince días ni superior a treinta días contado desde la notificación, la que se practicará mediante un aviso publicado en el Diario Oficial y en el sitio de Internet del Tribunal, para que quienes hubiesen aportado antecedentes puedan manifestar su opinión. 


En caso de efectuarse la comunicación descrita en el numeral 2, el Tribunal tendrá un plazo de quince días para citar a la audiencia pública, contados desde que haya sido recibida dicha comunicación, la que deberá llevarse a efecto de conformidad con lo señalado en el párrafo precedente.”.


b) En su inciso final, reemplazar la oración “Las resoluciones que fijen condiciones que deben ser cumplidas en actos o contratos podrán también ser objeto de recurso de reclamación.”, por la frase “Las resoluciones de término, sea que fijen o no condiciones, sólo podrán ser objeto del recurso de reclamación a que se refiere el artículo 27. Dicho recurso deberá ser fundado y podrán interponerlo el o los consultantes, el Fiscal Nacional Económico y cualquiera de los terceros que hubieren aportado antecedentes de conformidad con lo dispuesto en el numeral 1.”.


16) Sustitúyense los incisos segundo y tercero del artículo 33 por los siguientes:


“La Fiscalía Nacional Económica tendrá su sede en Santiago. Estará a cargo de un funcionario denominado Fiscal Nacional Económico, que será nombrado por el Presidente de la República mediante el proceso de selección de altos directivos públicos previstos en el párrafo 3° del Título VI de la ley Nº 19.882. Durará cuatro años en su cargo. 

El Fiscal Nacional Económico cesará en sus funciones por las siguientes causales:


a) Término del período legal de su designación;


b) Renuncia voluntaria aceptada por el Presidente de la República;


c) Destitución por negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones, y


d) Incapacidad.


La remoción por las causales señaladas en las letras c) y d) será dispuesta por el Presidente de la República, con el informe favorable de la Corte Suprema, a requerimiento del Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción. El informe favorable deberá ser emitido por el pleno de la Corte, especialmente convocado al efecto, y deberá reunir el voto conforme de la mayoría de sus miembros en ejercicio.


Al Fiscal Nacional Económico le corresponderá ejercer tanto la jefatura superior como la representación judicial y extrajudicial del servicio.


Sin perjuicio de los requisitos generales para ingresar a la Administración Pública, el Fiscal deberá acreditar título de abogado y diez años de ejercicio profesional o tres años de antigüedad en el servicio.”.


17) Introdúcense las siguientes modificaciones en el inciso segundo del artículo 39:


a) Agréganse en la letra a) los siguientes incisos tercero y cuarto, pasando el actual tercero a ser quinto:


“Asimismo, el Fiscal Nacional Económico podrá disponer  de oficio o a petición del interesado, que ciertas piezas  del expediente sean reservadas o confidenciales, siempre que tengan por objeto proteger la identidad de  quienes hayan efectuado declaraciones o aportado antecedentes en conformidad al artículo 39 bis, o que contengan fórmulas, estrategias o secretos comerciales o cualquier otro elemento cuya revelación pueda afectar significativamente el desenvolvimiento competitivo de su titular, o resguardar la eficacia de investigaciones de la Fiscalía.


Lo anterior es sin perjuicio que en un proceso en curso y previo traslado, se aplique lo dispuesto en el inciso octavo del artículo 22, o que se ordene por el tribunal otorgar copias de piezas del expediente que no se hayan agregado al proceso, suprimiendo en ellas todas las referencias que pudieren revelar las identidades u objeto de protección aludidos precedentemente.


b) Suprímense en la letra b) las expresiones  “que se rigen por lo dispuesto en la letra i) de este artículo.”, sustituyendo la coma que las precede por un punto aparte.


c) Agrégase al final de la letra f), sustituyendo el punto y coma (;) por una coma (,), lo siguiente: “como asimismo, a proporcionar los antecedentes que obren en sus archivos y que el Fiscal Nacional Económico les requiera, aun cuando dichos antecedentes se encuentren calificados como secretos o reservados, de conformidad a la legislación vigente, caso este último en que se requerirá la autorización previa del Tribunal.


d) Intercálase en la letra l), a continuación de la expresión “entendimiento” y antes de los términos “con agencias”, lo siguiente “con otros servicios públicos y universidades, en materias de cooperación recíproca. Asimismo, celebrar convenios”.


e) Sustitúyese al final de la letra m) la coma (,) y la letra “y” que la sigue, por un punto y coma (;).


f) Intercálanse a continuación de la letra m), las siguientes letras n) y ñ), nuevas, pasando la actual n) a ser o):

n) En casos graves y calificados de investigaciones destinadas a acreditar conductas de las descritas en la letra a) del artículo 3°, solicitar, mediante petición fundada y con la aprobación previa del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, autorización al Ministro de la Corte de Apelaciones que corresponda de acuerdo al turno, para que Carabineros o la Policía de Investigaciones, bajo la dirección del funcionario de la Fiscalía Nacional Económica que indique la solicitud, proceda a:


n.1) Entrar a recintos públicos o privados y, si fuere necesario, a allanar y descerrajar;


n.2) Registrar e incautar toda clase de objetos y documentos que permitan acreditar la existencia de la infracción;


n.3) Autorizar la interceptación de toda clase de comunicaciones, y


n.4) Ordenar a cualquier empresa que preste servicios de comunicaciones, que facilite copias y registros de las comunicaciones transmitidas o recibidas por ella.


La circunstancia de haber concurrido a la aprobación referida precedentemente, no será causal de inhabilidad de los ministros del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia para conocer del proceso.


Para otorgar la autorización a que se refiere el párrafo primero, el Ministro de Corte de Apelaciones deberá verificar la existencia de antecedentes precisos y graves acerca de la existencia de prácticas de colusión, reunidos por la Fiscalía con anterioridad a la solicitud de autorización para hacer uso de las facultades de esta letra. En la autorización, se deberá especificar con precisión, la singularización de las medidas, el tiempo por el cual podrán ejercerse y las personas a las que dichas medidas pueden afectar.

El ejercicio de las facultades conferidas en el párrafo primero, deberá sujetarse a los requisitos y formalidades establecidos en los artículos 205; 207; 208; 209, incisos primero, segundo y tercero, no siendo aplicable la remisión de los antecedentes al fiscal regional para los efectos previstos en este último inciso; 210; 212 a 214, y 216 a 225, salvo el inciso tercero del artículo 222, del Código Procesal Penal. Sin perjuicio de lo anterior, la Fiscalía no podrá interceptar las comunicaciones entre el sujeto investigado y aquellas personas que, por su estado, profesión o función legal, como el abogado, medico o confesor, tuvieren el deber de guardar el secreto que se les hubiere confiado.

Las expresiones “fiscal” o “Ministerio Público” a que hacen referencia las disposiciones del Código Procesal Penal, se entenderán hechas, para los efectos de la presente ley, al “Fiscal Nacional Económico”. Las referencias a “juez” o “juez de garantía”, se entenderán efectuadas al Ministro de la Corte de Apelaciones señalado en el párrafo primero de este literal; las alusiones a “juicio oral” se entenderán al “procedimiento”, y las efectuadas a “imputado” se entenderán hechas al “afectado”.


En caso que la Fiscalía no cumpliere con alguno de los requisitos o formalidades indicados en el párrafo cuarto, los afectados podrán reclamar ante el Ministro de Corte de Apelaciones a que se refiere el párrafo primero, el que resolverá de forma inmediata, en una sola audiencia, sin forma de juicio y oyendo a las partes.

Los resultados de las actuaciones establecidas en el párrafo primero, no podrán ser utilizados como medios de prueba en el procedimiento ante el Tribunal, cuando el desempeño o ejercicio de ellas hubiere tenido lugar fuera de los supuestos establecidos en la ley o cuando no se hubieren cumplido los requisitos previstos para su procedencia y hubiere sido declarado así, en la forma señalada en el párrafo precedente, por el Ministro de Corte de Apelaciones allí referido.


Los antecedentes que se obtengan en virtud del ejercicio de las facultades contenidas en esta letra, no podrán ser utilizados por la Fiscalía en ninguna otra investigación, salvo que medie una nueva autorización judicial;

ñ) Suscribir acuerdos extrajudiciales con los agentes económicos involucrados en sus investigaciones, con el objeto de cautelar la libre competencia en los mercados.


El Tribunal tomará conocimiento del acuerdo en una sola audiencia, sin forma de juicio, convocada especialmente al efecto, dentro del quinto día hábil de recibidos los antecedentes, durante la cual podrá escuchar alegatos de las partes comparecientes al acuerdo. El Tribunal deberá aprobar o rechazar el acuerdo en un plazo máximo de quince días hábiles, contados desde la fecha de la audiencia. Estas resoluciones una vez ejecutoriadas serán vinculantes para las partes que comparecieron al acuerdo y en su contra sólo procederá el recurso de reposición, y.

18) Agrégase el siguiente artículo 39 bis, nuevo:


“Artículo 39 bis.- El que ejecute una conducta prevista en la letra a) del artículo 3° podrá acceder a una reducción o exención de la multa cuando aporte a la Fiscalía Nacional Económica antecedentes que conduzcan a la acreditación de dicha conducta y a la determinación de los responsables.


Para acceder a uno de estos beneficios, el ejecutor de la conducta deberá cumplir los siguientes requisitos:


1.- Proporcionar antecedentes precisos, veraces y comprobables que representen un aporte efectivo a la constitución de elementos de prueba suficientes para fundar un requerimiento ante el Tribunal;


2.- Abstenerse de divulgar la solicitud de estos beneficios hasta que la Fiscalía  haya formulado el requerimiento u ordene archivar los antecedentes de la solicitud, y


3.- Poner fin a su participación en la conducta inmediatamente después de presentar su solicitud.


Para acceder a la exención de la multa, además de cumplir los requisitos señalados en el inciso anterior, el ejecutor de la conducta deberá ser el primero que aporte los antecedentes a la Fiscalía, dentro del grupo de responsables de la conducta imputada.


Para acceder a una reducción de la multa, además de cumplir los requisitos señalados en el inciso segundo, el ejecutor de la conducta deberá aportar antecedentes adicionales a los presentados por quien primero acompañó antecedentes a la Fiscalía en virtud de este artículo. En todo caso, la rebaja de la multa que solicite el Fiscal en su requerimiento, no podrá ser superior al 50%  de la mayor multa solicitada para los demás ejecutores de la conducta que no pueden acogerse a los beneficios de este artículo.


En su requerimiento el Fiscal individualizará a cada ejecutor de la conducta que cumplió los requisitos para acceder al beneficio de exención o reducción de la multa. Si el Tribunal diere por acreditada la conducta, no podrá aplicar multa a quien haya sido individualizado como acreedor de una exención, como tampoco una multa mayor a la solicitada por el Fiscal a quien haya sido individualizado como acreedor de una reducción de la misma, salvo que se acredite durante el proceso que dicho acreedor fue el organizador de la conducta ilícita coaccionando a los demás a participar en ella.


Quien alegue la existencia de la conducta prevista en la letra a) del artículo 3°, fundado a sabiendas en antecedentes falsos o fraudulentos con el propósito de perjudicar a otros agentes económicos acogiéndose a los beneficios de este artículo, será sancionado conforme a lo establecido en el artículo 210 del Código Penal.”.

19) En el artículo 41, incorpórase a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “Para determinar si corresponde investigar o desestimar las denuncias que se formulen, la Fiscalía podrá solicitar, dentro del plazo de 60 días de recibida la denuncia,  antecedentes a particulares, como también llamar a declarar a cualquier persona que pudiere tener conocimiento del hecho denunciado. La entrega de antecedentes y la prestación de declaración señaladas previamente serán siempre voluntarias, y la Fiscalía Nacional Económica no podrá ejercer el apercibimiento previsto en el inciso primero del artículo 42 mientras no haya iniciado formalmente una investigación.”.

20) Modifícase el artículo 42, en los siguientes términos:


a.- En el inciso tercero, reemplázase,  la expresión “letras a), g) y h) del artículo 39” por “letras a), g), h), y n) del artículo 39, y en el artículo 41”.


b.- Sustitúyese el inciso cuarto, por el siguiente 

“La infracción a esta prohibición se castigará con las penas indicadas en los artículos 246, 247 y 247 bis del Código  Penal y con las sanciones disciplinarias que puedan aplicarse administrativamente por la misma falta. Asimismo, serán aplicables las normas de responsabilidad funcionaria y del Estado contempladas en la ley Nº 19.880, en el decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, y en la ley N° 18.575, sobre Bases Generales de la Administración del Estado.”.


Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones  en la ley Nº 19.733, sobre las libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo:


1) Suprímese el artículo 37.


2) Reemplázase el artículo 38 por el siguiente:


“Artículo 38.- Cualquier hecho o acto relevante relativo a la modificación o cambio en la propiedad de un medio de comunicación social, deberá ser informado a la Fiscalía Nacional Económica, dentro de treinta días de ejecutado.


Con todo, tratándose de medios de comunicación social sujetos al sistema de concesión otorgada por el Estado, el hecho o acto relevante deberá contar, previo a su perfeccionamiento, con informe de la Fiscalía Nacional Económica referido a su efecto sobre la competencia, la que deberá emitirlo dentro de los treinta días siguientes a la recepción de los antecedentes. En caso que el informe sea desfavorable, el Fiscal Nacional Económico deberá comunicarlo al Tribunal para efectos de lo dispuesto en el artículo 31 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción. De no evacuarse el informe dentro del referido plazo, se entenderá que no amerita objeción alguna por parte de la Fiscalía.”.


3) Derógase el artículo 43.


Artículo primero transitorio.- Esta ley entrará en vigencia transcurridos noventa días desde su publicación en el Diario Oficial, salvo las modificaciones incorporadas a los artículos 9°, 10, 26 y 30, del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley Nº 211, de 1973, y sus modificaciones introducidas por la ley Nº 20.088, las cuales regirán desde la publicación de esta ley.


Artículo segundo transitorio.- Los integrantes suplentes del Tribunal que a la entrada en vigencia de esta ley se encuentren ejerciendo el cargo, se mantendrán en él hasta el día que venza su período de acuerdo al decreto de nombramiento y no se les aplicará el régimen de remuneraciones que incorpora esta ley, hasta que se reduzca el número de suplentes en conformidad al inciso siguiente.


La designación de dos integrantes suplentes en conformidad a lo dispuesto en el artículo 6° del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley Nº 211, de 1973, y sus modificaciones introducidas por la ley Nº 20.088, con las modificaciones establecidas en el número 2) del artículo 1° de esta ley, sólo se efectuará con ocasión de la renovación que corresponda a los que expiren en sus funciones el año 2014.

Artículo tercero transitorio.- Las modificaciones introducidas por el numeral 3) del artículo 1°, serán aplicables a los integrantes titulares del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia a contar del 12 de mayo de 2010.

Artículo cuarto transitorio.- Las nuevas modalidades de nombramiento y remoción del Fiscal Nacional Económico que establece esta ley, se aplicarán a partir de la fecha en que quede vacante el referido empleo.

Artículo quinto transitorio.- El gasto que represente la aplicación de esta ley durante el año 2009, se financiará con cargo al ítem 50-01-03-24-03.104 de la Partida del Tesoro Público de la Ley de Presupuestos para dicho año.”.
_______________

Proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señores Novoa, Bianchi y Núñez, que modifica el Reglamento del Senado para adecuarlo a la ley N° 20.285, sobre acceso a la información pública, con informe de la Comisión de Constitución, 

Legislación, Justicia y Reglamento


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia, como si fuera de Fácil Despacho, de conformidad a lo acordado precedentemente por la Sala.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de acuerdo que modifica el Reglamento del Senado para adecuarlo a la ley N° 20.285, sobre acceso a la información pública, correspondiente al Boletín N° S 1.162-09.


Agrega que los Honorables Senadores señores Bianchi y Larraín presentaron diversas indicaciones a este proyecto y que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, propone aprobar el texto despachado en general con las siguientes enmiendas:

Artículo único

Incorporar el siguiente número 1), nuevo:


1) En el artículo 27, reemplazar en su número 20a. la expresión “Etica del Senado” por “Ética y Transparencia del Senado”.

Número 1)

Pasa a ser número 2)


Reemplazar su encabezado por el que sigue:


“2) En el artículo 221, en su 6° numeral reemplazar su conjunción final “y” y la coma (,) que le antecede, por un punto y coma (;), e incorporar como numerales 7° y 8°, nuevos, pasando su actual numeral 7° a ser 9°, los siguientes:”.


En el numeral 7º, nuevo, que propone, sustituir la expresión “ley número” por “ley N°”, e intercalar entre la palabra “Transparencia” y la coma (,), que le sigue, la expresión “de la Función Pública y Acceso a la Información de la Administración del Estado”.


En el numeral 8º, nuevo, propuesto, reemplazar la mención “Secretario del Senado” por “Secretario General del Senado”; sustituir la expresión “cómo se notificarán las resoluciones, ” por “y se notificarán sus resoluciones”, y reemplazar su punto final por una coma (,) y una conjunción copulativa “y”.

Número 2)

Pasa a ser número 3)


En el epígrafe que propone, reemplazar “ETICA” por “ÉTICA”.

Número 3)

Pasa a ser número 4)


Suprimir el inciso segundo del artículo 229, nuevo, propuesto.

o o o


Intercalar como número 5), nuevo, el siguiente:


“5) En el artículo 231, reemplazar el guarismo “236” por “237”.”.

o o o

Número 4)

Pasa a ser número 6)

Reemplazar su encabezado por el siguiente:


“6) En el artículo 233, incorporar como letras d), e) y f), nuevas, al artículo 233, reemplazando en la letra b) la coma (,) y la conjunción final “y” que le sigue por un punto y coma (; ) y sustituyendo en la letra c) el punto final por un punto y coma (;), las siguientes:”.


Sustituir la denominación de las letras “c)”, “d)” y “e)” propuestas por “d)”, “e)” y “f)”, respectivamente. 


En la letra d) propuestas, que ha pasado a ser letra e), reemplazar las palabras “de conformidad con el inciso cuarto” por “en las circunstancias excepcionales a que se refiere el inciso final”, 


En la letra e) propuestas, que ha pasado a ser letra f), sustituir la conjunción final “y”, y la coma (,) que le antecede por un punto final (.). 

Número 5)

Pasa a ser número 7)


En su encabezado, suprimir la frase “cambiando la numeración correlativa de los que siguen”


En el artículo 234, nuevo, propuesto, efectuar las siguientes modificaciones a su inciso primero: 


En su encabezado, reemplazar las expresiones “En el caso de que el Secretario” y “no entregue o deniegue injustificadamente la entrega de” por “Si el Secretario” y “no entregare o denegare injustificadamente”, respectivamente.


Sustituir la denominación “a.”, “b.” y “c.” por “a)” “b) y “c”, respectivamente. 


En su letra a., que ha pasado a ser a), sustituir la expresión  “deberá acompañarse de” por la voz “acompañar”. 


En su letra c., quer ha pasado a ser c), reemplazar las palabras “de la fecha” por “contados desde la fecha”.

o o o


Intercalar como número 8), nuevo, el siguiente:


“8) Reemplazar la numeración de los artículos 234, 235, 236 y 237 por 235, 236, 237 y 238, respectivamente.”.



El señor Secretario General agrega, finalmente, que estas enmiendas fueron aprobadas por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión.

- - -



A continuación, el señor Presidente señala que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 133 del Reglamento del Senado, corresponde votar las referidas enmiendas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite discusión y votación separada, lo que no ha ocurrido.



Cerrado el debate y sometidas a votación las modificaciones al proyecto de acuerdo, son aprobadas por 24 votos a favor y uno en contra.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Escalona, Espina, Frei, Gazmuri, Girardi, Gómez, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Núñez, Ominani, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Sabag y Zaldívar. Fundamentan su voto, los Honorables Senadores señores Espina, Navarro y Núñez,
- - -



Seguidamente, y para los efectos de la historia fidedigna del establecimiento de esta reforma al Reglamento, el señor Presidente precisa que, en primer término, el obligado a entregar la información es el Secretario General del Senado y si él no lo hace, un órgano distinto a él, como es la Comisión de Ética de la Corporación, es la que debe resolver el reclamo y añade que, salvo la posibilidad de sancionar al señor Jefe del Servicio, no se consideran sanciones en esta reforma. 


Añade que coincide con el planteamiento formulado por el Honorable Senador señor  Núñez, en el sentido de que es necesario introducir diversas modificaciones al Reglamento, y va a ser tarea de la actual Mesa, tener un estatuto interno acorde con el funcionamiento actual del Senado. 


El señor Presidente, finalmente, señala que si a un particular se le niega la información, éste puede dirigirse a la Comisión de Ética y, en caso de mantenerse la negativa, existe el derecho de recurrir de protección, para que el Senado cumpla su obligación.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto de acuerdo despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes enmiendas a los Títulos XVI y XVIII del Reglamento del Senado:


1) En el artículo 27, reemplazar en su número 20a. la expresión “Etica del Senado” por “Ética y Transparencia del Senado”.


2) En el artículo 221, en su 6° numeral reemplazar su conjunción final “y” y la coma (,) que le antecede, por un punto y coma (;), e incorporar como numerales 7° y 8°, nuevos, pasando su actual numeral 7° a ser 9°, los siguientes:

“7° Mantener a disposición del público en la página web del Senado, en forma permanente, completa y actualizada al menos mensualmente, la información a que se refieren los incisos segundo y tercero del artículo sexto de la ley N° 20.285 y pronunciarse respecto de las demás solicitudes que se presenten al Senado, sea entregando la información o negándola, en los casos previstos en el artículo 21 de la Ley de Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información de la Administración del Estado, dentro de un plazo máximo de veinte días hábiles contados desde la presentación de la solicitud.


8° El requerimiento sobre información deberá cumplir con los requisitos del artículo 12 de Ley de Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información de la Administración del Estado. El Secretario General del Senado mantendrá publicada en la página web de la Corporación la forma como se tramitarán las solicitudes de información y se notificarán sus resoluciones, los procedimientos para reclamar de las mismas y tendrá a disposición del público, en medios físicos y electrónicos, los formularios para solicitar información, y”.


3) Reemplázase el epígrafe Título XVIII, por el siguiente:

“TITULO XVIII”

COMISIÓN DE ÉTICA Y TRANSPARENCIA DEL SENADO”.

4) Reemplázase el artículo 229 por el siguiente:


“Artículo 229.- Existirá una Comisión de Ética y Transparencia del Senado, con el objetivo de conocer y resolver cualquier situación de orden ético que afecte a los senadores, preocuparse de establecer normas de buenas prácticas para un mejor desempeño de las funciones del Senado y velar por el cumplimiento de las normas de transparencia y acceso a la información pública.”.


5) En el artículo 231, reemplazar el guarismo “236” por “237”.


6) En el artículo 233, incorporar como letras d), e) y f), nuevas, al artículo 233, reemplazando en la letra b) la coma (,) y la conjunción final “y” que le sigue por un punto y coma (; ) y sustituyendo en la letra c) el punto final por un punto y coma (;), las siguientes:


“d) Conocer del reclamo que se presente por la no entrega o negativa injustificada de acceso a la información pública;


e) Conocer las consultas y pronunciarse respecto de los contratos que se celebren en las circunstancias excepcionales a que se refiere el inciso final del artículo 4° de la ley número 19.886;


f) Ejercer las demás funciones que le encomiende la ley.”.


7) Agrégase el siguiente artículo 234, nuevo,:


“Artículo 234.- Si el Secretario General del Senado, en su carácter de Jefe del Servicio, no entregare o denegare injustificadamente la información solicitada, el afectado podrá reclamar ante la Comisión de acuerdo con el siguiente procedimiento:


a) La reclamación deberá señalar claramente la infracción cometida y los hechos que la configuran, y acompañar de los medios de prueba que los acrediten, en su caso.


b) La reclamación deberá presentarse dentro del plazo de quince días, contado desde la notificación de la denegación de acceso a la información o desde que haya expirado el plazo previsto en el número 7° del artículo 221.


c) La Comisión se pronunciará sobre el reclamo dentro de quince días contados desde la fecha en que éste se presente, salvo que la Comisión decida solicitar antecedentes para mejor resolver, en cuyo caso la resolución deberá adoptarse dentro de 10 días contados desde la fecha en que el reclamo quede en estado de ser resuelto. Los plazos se suspenderán mientras el Senado se encuentre en receso.


En contra de la resolución de la Comisión no procederá recurso alguno.”.


8) Reemplazar la numeración de los artículos 234, 235, 236 y 237 por 235, 236, 237 y 238, respectivamente.”.”.

________________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que introduce perfeccionamientos a la normativa que regula los gobiernos corporativos de las empresas, con informe de la Comisión de 

Hacienda.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia, como si fuera de Fácil Despacho, de acuerdo a lo resuelto precedentemente por la Sala.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce perfeccionamientos a la normativa que regula los gobiernos corporativos de las empresas, correspondiente al Boletín N° 5.301-05, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “simple”.



Añade que la Comisión de Hacienda discutió este proyecto solamente en general, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado, y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García, Ominami y Sabag, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.



El señor Secretario General, finalmente, hace presente que, el artículo 241, que está contenido en el número 43) artículo 1º del proyecto, tiene el carácter de norma de quórum calificado, según lo establece el número 23 del artículo 19 de la Carta Fundamental, por lo que requiere para su aprobación de la mayoría absoluta de los señores Senadores en ejercicio, según lo establece el inciso tercero del artículo 66  de la Constitución Política de la República.

- - -



En discusión en general el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra a  los Honorables Senadores señora Matthei y señor Escalona.



Cerrado el debate y sometida a votación en general la iniciativa, es aprobada por 22 votos a favor, de un total de 38 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Gazmuri, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Naranjo, Novoa, Núñez, Pérez Varela, Prokurica y Zaldívar. 



A continuación, el señor Presidente propone a la Sala fijar como plazo para formular indicaciones hasta las 18:00 horas del día lunes 11 de mayo del año en curso, lo que, no habiendo objeción, así se acuerda. 



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“ARTÍCULO 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.045, Ley de Mercado de Valores:


1) Modifícase el artículo 1°, de la siguiente forma:


a) Agrégase en el inciso primero, entre la expresión “valores;” y “los emisores” la frase “las sociedades anónimas abiertas;”.


b) Elimínase el inciso segundo.


2) Elimínanse los incisos tercero y cuarto del artículo 3°.


3) Modifícase el artículo 4°, de la siguiente forma:


a) Sustitúyese el inciso segundo, por el siguiente:


La Superintendencia establecerá, mediante norma de carácter general, cuáles tipos de ofertas de valores constituyen ofertas públicas y cuáles constituyen ofertas privadas, teniendo en consideración, entre otras materias, el número y tipo de inversionistas a los cuales se destina la oferta, los medios a través de los cuales se comunica o materializa la oferta, y el monto de los valores ofrecidos.”.


b) Sustitúyese en el inciso tercero la palabra “resoluciones” por “normas”.


4) Agrégase la siguiente letra f), en el artículo 4° bis: 


“f) Inversionistas calificados: a los inversionistas institucionales e intermediarios de valores en operaciones de cuenta propia, como también aquellas personas naturales, personas jurídicas o entidades que la Superintendencia determine mediante norma de carácter general.”.


5) Modifícase el artículo 5° de la siguiente forma:


a) Sustitúyese en el inciso segundo la expresión “inscribirán” por la frase “deberán inscribir”.


b) Sustitúyese en la letra c) del inciso segundo la frase que va desde la expresión “a que se refiere el inciso segundo del artículo 1°, y” por la frase “anónimas y sociedades en comandita que tengan 500 o más accionistas o, a lo menos, el 10% de su capital suscrito pertenezca a un mínimo de 100 accionistas, excluidos los que individualmente o a través de otras personas naturales o jurídicas, excedan dicho porcentaje, y”.


c) Agrégase en la letra d) del inciso segundo entre la palabra “sociedades” y la palabra “que”, la expresión “anónimas”, y antes del punto final (.) la frase “o que por obligación legal deban registrarlas”. 


d) Agrégase el siguiente inciso final: “La solicitud de inscripción de un emisor en el registro de valores deberá estar necesariamente acompañada de una solicitud de inscripción de los valores que dicho emisor ofrecerá públicamente.”.


6) Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 6°, la frase “los valores y sociedades” por las palabras “las acciones”; agrégase, entre la expresión “refiere” y la expresión “el”, las expresiones “la letra c)”, y sustitúyese la expresión “el inciso segundo del artículo 1°” por “del artículo 5°”. 


7) Sustitúyese el artículo 7°, por el siguiente: 


“Artículo 7°. Las personas o entidades que por disposición legal deban quedar sometidas a la fiscalización, al control o a la vigilancia de la Superintendencia y no sean de aquellas a que se refiere el inciso primero del artículo 1º, quedarán excluidas de esta ley, salvo mención expresa en contrario, y no estarán obligadas a inscribirse en el Registro de Valores. Sin embargo, las personas antes indicadas deberán ejecutar los actos y cumplir con las obligaciones de información que les impongan las leyes que las rigen.


La Superintendencia establecerá, por norma de carácter general, la información que las entidades indicadas en el inciso anterior y las sociedades anónimas especiales regidas por el Título XIII de la ley N° 18.046, que no sean emisoras de valores, deben proporcionar a la Superintendencia y al público en general. Dicha información deberá ser equivalente en calidad, periodicidad, publicidad y forma a la exigida a los emisores de valores, pero considerando la naturaleza o tipo de entidad y el propósito de la ley que la sometió al control de la Superintendencia. Para el debido control, la Superintendencia podrá determinar que las entidades informantes se inscriban en registros especiales fijando, por norma de carácter general, los requisitos para ello.”.


8) Modifícase el artículo 10, de la siguiente forma:


a) Reemplázase el actual inciso primero del artículo 10, por el siguiente:


“Artículo 10. Las entidades inscritas en el Registro de Valores quedarán sujetas a esta ley y a sus normas complementarias y deberán proporcionar información a la Superintendencia y al público en general con la periodicidad, publicidad y en la forma que la Superintendencia determine por norma de carácter general.”.


b) Agrégase en el inciso segundo, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido, lo siguiente:


“Será responsabilidad del directorio de cada entidad adoptar una política interna que contemple los procedimientos, normas de control interno y responsabilidades que aseguren dicha divulgación. La política respectiva, deberá ajustarse a la norma de carácter general que dicte la Superintendencia.”.


c) Modifícase el inciso cuarto, de la siguiente forma:


i) Elimínase la palabra “hábil”. 


ii) Intercálase entre la palabra “adopción” y el punto final (.), la frase “por los medios tecnológicos que habilite la Superintendencia”.


9) Reemplázanse en el inciso primero del artículo 11, las expresiones “entidades distintas a las sociedades anónimas, pero sujetas a la fiscalización de la Superintendencia de conformidad a la presente ley” por las expresiones “emisores de valores de oferta pública distintos de las sociedades anónimas”.


10) Modifícase el artículo 12, de la siguiente forma: 


a) Reemplázase el actual inciso primero, por el siguiente: 


“Las personas que directamente, o a través de otras personas naturales o jurídicas controlen o posean el 10% o más del capital suscrito de una sociedad anónima abierta, o que a causa de una adquisición de acciones lleguen a tener dicho porcentaje, así como los directores, liquidadores, ejecutivos principales, administradores y gerentes de dichas sociedades, deberán informar a la Superintendencia y a cada una de las bolsas de valores del país en que la sociedad tenga acciones registradas para su cotización, de toda adquisición o enajenación, directa o indirecta, que efectúen de acciones de esa sociedad o de contratos o valores cuyo precio o resultado dependa o esté condicionado, en todo o en parte significativa, a la variación o evolución del precio de dichas acciones, dentro del mismo día en que se ha efectuado la transacción o transacciones respectivas, por los medios tecnológicos que habilite la Superintendencia.”.


b) Agrégase el siguiente inciso tercero: 


“La Superintendencia determinará, mediante norma de carácter general, los medios a través de los cuales se deberá enviar la información que establece este artículo.”.


11) Reemplázanse en el artículo 13 las expresiones “las sociedades fiscalizadas” por las expresiones “los emisores”.


12) Modifícase el artículo 15, de la siguiente forma: 


a) Reemplázase la letra a), por la siguiente: 


“a) En el caso de acciones cuando el emisor no ha reunido los requisitos establecidos en la letra c) del inciso segundo del artículo 5° de la presente ley durante el curso de los 6 meses precedentes;”.


b) En la letra b), reemplázanse las expresiones “un emisor inscrito voluntariamente lo solicite” por las siguientes “los valores hubiesen sido inscritos voluntariamente y así lo solicite su emisor”.


13) Reemplázase el epígrafe del Título IV, por el siguiente:

“TITULO IV

DE LAS TRANSACCIONES SOBRE VALORES DE OFERTA PÚBLICA”.


14) Agréganse los siguientes artículos 16, 17, 18, 19 y 20: 


“Artículo 16. Los emisores de valores de oferta pública, deberán adoptar una política interna que establezca los procedimientos, normas de control interno y responsabilidades, conforme a las cuales los directores, gerentes, administradores y ejecutivos principales, así como las entidades controladas directa o indirectamente por ellos, podrán adquirir o enajenar, directa o indirectamente, valores de la sociedad o valores cuyo precio o resultado dependa o esté condicionado, en todo o en parte significativa, a la variación o evolución del precio de dichos valores.


Dicha política podrá imponer, entre otras, las siguientes limitaciones a las personas indicadas en el inciso anterior: 


a) Una prohibición total y permanente de efectuar cualquiera de las operaciones indicadas en el inciso anterior.


b) Una prohibición transitoria, por períodos definidos por el directorio en atención a las actividades, eventos o procesos de la entidad, durante el cual deberán abstenerse de realizar cualquiera de las operaciones indicadas en el inciso anterior.


c) Una prohibición permanente de adquirir y enajenar, o de enajenar y posteriormente adquirir, los valores indicados en el inciso anterior, si entre tales operaciones no hubiere transcurrido a lo menos un plazo determinado de días hábiles bursátiles. 


En los casos indicados en las letras anteriores, así como en los demás que pueda adoptar la política interna de cada entidad, se podrá establecer que la violación de la prohibición genere para el infractor, además de las responsabilidades funcionarias que correspondan, la obligación de pagar, a la entidad respectiva, una multa equivalente a un porcentaje de la operación o del monto total de la ganancia obtenida, o pérdida evitada, mediante las operaciones realizadas. La aplicación de esta multa no obstará a la aplicación de las sanciones legales que sean procedentes cuando además se haya infringido la ley.  


Será responsabilidad del directorio o administrador de cada entidad adoptar la política indicada en este artículo, la que, debidamente actualizada, deberá ser puesta en conocimiento del público en general, lo que podrá cumplirse mediante su publicación en el sitio en Internet de las entidades que cuenten con tales medios.


Artículo 17. Las personas indicadas en el artículo anterior deberán informar a cada una de las bolsas de valores del país en que el emisor tenga valores registrados para su cotización, su posición en valores del emisor y de las entidades del grupo empresarial de que dicho emisor forme parte, incluyendo aquellos que posean a través de entidades controladas por ellas, sea directa o indirectamente. Esta información deberá proporcionarse cuando las personas asuman su cargo o sean incorporadas al registro público indicado en el artículo 68, cuando abandonen el cargo o sean retiradas de dicho registro, así como cada vez que dicha posición se modifique en forma significativa. 


Artículo 18. Las personas indicadas en el artículo 16 deberán, además, informar mensualmente y en forma reservada, al directorio o administrador del emisor, su posición en valores de los principales proveedores, clientes y competidores del giro de la entidad, incluyendo aquellos valores que posean a través de entidades controladas, directa o indirectamente, por ellas. El directorio o administrador del emisor será responsable de elaborar y mantener debidamente actualizado, un listado reservado que identifique a dichos principales proveedores, clientes y competidores del giro de la entidad. 


Artículo 19. La Superintendencia, mediante norma de carácter general, podrá establecer contenidos y criterios mínimos a los cuales deberá ajustarse la política a que se refiere el artículo 16, definirá casos que puedan eximirse de su aplicación y normas que faciliten el cálculo y la aplicación de la multa indicada en el artículo 16.


Asimismo, la Superintendencia determinará, mediante norma de carácter general, los criterios mínimos y las excepciones que se deberán considerar en la preparación y presentación de la información contemplada en los artículos 17 y 18, la que también deberá ser puesta a disposición de la Superintendencia en la oportunidad y forma que ésta establezca.


Artículo 20. Las sociedades anónimas abiertas informarán a la Superintendencia y a las bolsas de valores en que se transen sus acciones, las transacciones de sus acciones que efectúen sus personas relacionadas, en la forma y con la periodicidad que determine la Superintendencia mediante norma de carácter general.”.


15) En la letra a) del artículo 23, intercálase entre la expresión “inscripción” y el punto seguido (.), la frase “, en la medida que se ajusten a las normas dictadas en conformidad con el artículo 44 letra e)” y agrégase la siguiente oración a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.): “El registro de las acciones en una bolsa de valores deberá solicitarse dentro de los 60 días siguientes a la fecha de la inscripción de dichas acciones en el Registro de Valores.”.

16) Modifícase el artículo 33, de la siguiente forma: 


a) Agrégase en el inciso primero, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), lo siguiente:


“Sin perjuicio de ello, los corredores de bolsa y agentes de valores deberán, además, definir, hacer pública y mantener debidamente actualizada, una política interna que regule los procedimientos, mecanismos de control y responsabilidades que les serán aplicables en el manejo de la información que obtuvieren de las decisiones de adquisición, aceptación o rechazo de ofertas específicas o venta de sus clientes, así como de cualquier estudio, análisis u otro antecedente que pueda incidir en la oferta o demanda de valores en cuya transacción participen. Esta política y sus modificaciones deberán ajustarse a la norma de carácter general que dicte la Superintendencia.”.


b) Modifícase el inciso segundo de la siguiente forma: 


i) Intercálase, entre las palabras “sujeto a” y “los reglamentos”, la expresión “su política interna y a”. 


ii) Intercálase, entre las palabras “respectiva” y “aprobados”, una coma (,).


17) Modifícase el artículo 54, de la siguiente forma: 


a) Intercálase en el inciso primero, entre las expresiones “toda persona” y “que, directa”, la frase “o grupo de personas con acuerdo de actuación conjunta”  y reemplázanse las expresiones “que haga oferta pública de sus acciones” por la expresión “abierta”.


b) Modifícase el inciso segundo, de la siguiente forma: 


i) Intercálase, entre las palabras “nacional” y el punto seguido (.), la frase “y en el sitio en Internet de las entidades que pretendan obtener el control, de disponer de tales medios”.


ii) Reemplázase la palabra “iniciado” por la expresión “formalizado”. 


iii) Intercálase, entre las palabras “documentación” y “de esa”, la expresión “reservada”. 


18) Reemplázanse en el artículo 54 A,  las expresiones “que haga oferta pública de sus acciones” por la expresión “anónima abierta”.


19) Suprímese el párrafo segundo de la letra f) del artículo 59.


20) Suprímese el inciso final del artículo 60.


21) Sustitúyese el artículo 61 por los dos siguientes:


Artículo 61. El que con el objeto de inducir a error en el mercado de valores difunda información falsa o tendenciosa, aún cuando no persiga con ello obtener ventajas o beneficios para si o terceros, sufrirá la pena de presidio menor en sus grados mínimo a medio.


La pena señalada en el inciso precedente se aumentará en un grado, cuando la conducta descrita la realice el que en razón de su cargo, posición, actividad o relación, en una entidad fiscalizada por la Superintendencia, posea o tenga acceso a información privilegiada.


Artículo 61 bis. En los delitos contemplados en los artículos 59, 60 y 61, además de las penas allí previstas, se podrá imponer la pena accesoria de inhabilitación especial para el ejercicio de la profesión, si el autor ha actuado prevaleciéndose de su condición profesional; o la de inhabilitación especial de cinco a diez años para desempeñarse como gerente, director, liquidador o administrador a cualquier título de una sociedad o entidad sometida a fiscalización de la Superintendencia respectiva.


22) Modifícase el artículo 68, de la siguiente forma:


a) Modifícase el inciso primero, de la siguiente forma: 


i) Intercálase, entre la expresión “efecto,” y “dichas”, la frase “será responsabilidad del directorio de”.


ii) Reemplázase la expresión “dentro del plazo de tercero día hábil de ocurrido el hecho deberán comunicarle todo nombramiento, vacancia o reemplazo que se produzca respecto de esos cargos” por la frase “entregar a la Superintendencia el listado de personas que integrarán el registro público y dar aviso de cualquier modificación que le afecte dentro del plazo de tercero día hábil de ocurrido el hecho”. 


b) Modifícase el inciso segundo, de la siguiente forma: 


i) Intercálase, entre la expresión “persona” y la expresión “que”, la expresión “natural”.


ii) Reemplázase, la frase “facultades relevantes de representación o decisión en la sociedad en materias propias del giro, independientemente de la denominación que se les otorgue” por la oración “la capacidad de planificar, dirigir o controlar la conducción superior de los negocios o la política estratégica de la entidad, ya sea por sí solo o junto con otros. En el desempeño de las actividades precedentemente señaladas no se atenderá a la calidad, forma o modalidad laboral o contractual bajo la cual el ejecutivo principal esté relacionado a la entidad, ni al título o denominación de su cargo o trabajo”.


23) Modifícase la letra a), del artículo 96 de la siguiente forma: 


a) Sustitúyese la conjunción “y” por una coma (,). 


b) Intercálase, entre la palabra “controlador” y el punto y coma (;), la expresión “y los miembros del grupo controlador”. 


24) Modifícase la letra c), del artículo 100 de la siguiente forma: 


a) Intercálase, entre las palabras “administradores” y “o liquidadores”, la expresión “, ejecutivos principales”. 


b) Intercálase, entre la expresión “afinidad,” y la conjunción “y”, la frase “así como toda entidad controlada, directa o indirectamente, por cualquiera de ellos,”.


25) Modifícase el artículo 101, de la siguiente forma: 


a) Suprímese el inciso segundo, pasando el actual inciso tercero, a ser inciso segundo. 


b) Reemplázanse en el actual inciso tercero, que ha pasado a ser inciso segundo, las expresiones “los incisos precedentes” por las expresiones “el inciso precedente”.


26) Modifícase el inciso segundo del artículo 164, de la siguiente forma: 


a) Sustitúyese la palabra “operaciones”, por la expresión “decisiones”. 


b) Intercálase, entre las palabras “adquisición” y “o enajenación” las expresiones “, aceptación o rechazo de ofertas específicas”.


c) Intercálase, entre las palabras “institucional” y “en el” la frase “o controlador de una sociedad”. 


27) Modifícase el artículo 165, de la siguiente forma: 


a) Sustitúyese el inciso primero del artículo 165 por el siguiente:


“Cualquiera persona que de conformidad a lo dispuesto en el artículo 166, o que en razón de su cargo, posición, actividad o relación con el respectivo emisor de valores o con las personas señaladas en el artículo siguiente, posea o tenga acceso a información privilegiada, deberá guardar estricta reserva y no podrá utilizarla en beneficio propio o ajeno, ni adquirir o enajenar, para sí o para terceros, directa o indirectamente, los valores sobre los cuales posea información privilegiada.”.


b) Modifícase el inciso tercero, de la siguiente forma: 


i) Reemplázase la expresión “tengan” por la palabra “posean”. 


ii) Reemplázase la expresión “corredor”, por la frase “intermediario, y la operación se ajuste a su política interna, establecida de conformidad al artículo 33”.


28) Reemplázase el artículo 166 por el siguiente:


“Artículo 166. Se presume que poseen información privilegiada las siguientes personas:


a) Los directores, gerentes, administradores, ejecutivos principales y liquidadores del emisor o del inversionista institucional, en su caso, así como las entidades controladas, directa o indirectamente, por ellos;


b) Las personas indicadas en la letra a) precedente, que se desempeñen en el controlador del emisor o del inversionista institucional, en su caso;


c) Las personas controladoras o sus representantes, que realicen operaciones o negociaciones tendientes a la enajenación del control, y 


d) Los directores, gerentes, administradores, apoderados, ejecutivos principales, asesores financieros u operadores de intermediarios de valores, respecto de la información del inciso segundo del artículo 164 y de aquella relativa a la colocación de valores que les hubiere sido encomendada.


También se presume que tienen información privilegiada, en la medida que puedan tener acceso directo al hecho objeto de la información, las siguientes personas: 


a) Los ejecutivos principales y dependientes de las empresas de auditoría externa del emisor o del inversionista institucional, en su caso;


b) Los socios, gerentes administradores y ejecutivos principales y miembros de los consejos de clasificación de las sociedades clasificadoras de riesgo, que clasifiquen valores del emisor o a este último;


c) Los dependientes que trabajen bajo la dirección o supervisión directa de los directores, gerentes, administradores, ejecutivos principales  o liquidadores del emisor o del inversionista institucional, en su caso;


d) Las personas que presten servicios de asesorías permanente o temporal al emisor o inversionista institucional, en su caso, en la medida que la naturaleza de sus servicios les pueda permitir acceso a dicha información;


e) Los funcionarios públicos dependientes de las instituciones que fiscalicen a emisores de valores de oferta pública o a fondos autorizados por ley, y 


f) Los cónyuges o convivientes de las personas señaladas en la letra a) del inciso primero, así como cualquier persona que habite en su mismo domicilio.”.


29) Sustitúyese el artículo 167 por el siguiente:


“Artículo 167. Las personas que en razón de su cargo o posición, posean, hayan tenido o tengan acceso a información privilegiada, obtenida directamente del emisor o inversionista institucional, en su caso, o a través de las personas indicadas en el artículo anterior, estarán obligadas a dar cumplimiento a las normas de este Título aunque hayan cesado en la relación o posición respectiva.”. 


30) Intercálase en el inciso primero del artículo 168, entre las palabras “gerentes” y “u operadores”, así como entre las expresiones “gerentes” y “o liquidadores”, la expresión “, ejecutivos principales”. 


31) Intercálase en el último inciso del artículo 169, entre las palabras “apoderados,” y “asesores”, la expresión “ejecutivos principales,”.


32) Intercálase en el inciso primero del artículo 170, entre las palabras “Título” y “, como también”, la expresión “y de lo dispuesto en el inciso primero del artículo 33”.


33) Intercálase en el inciso primero del artículo 171, entre las palabras “valores” y “que”, las expresiones “de oferta pública” y elimínanse las expresiones “y los valores de las instituciones y entidades a que se refieren los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 3° de esta ley”.


34) Intercálanse en el artículo 179, los siguientes  incisos tercero y cuarto, pasando los actuales incisos tercero y cuarto a ser incisos quinto y sexto: 


“Las personas antes indicadas podrán ejercer el derecho a voto de los valores bajo su custodia, pero solamente cuando hayan recibido instrucciones expresas en que se identifique claramente la forma en que el dueño desea que sean votados y tal voto se realice de viva voz, dejando constancia de ello en el acta. Para ello, podrán dividir su voto incluso en situaciones distintas de las elecciones de directores y deberán indicar expresamente al votar cada una de las materias sometidas a consideración de los inversionistas, el número total de acciones propias por las que votan y el número total de acciones por cuenta de terceros que votan a favor, en contra o respecto de las que no recibieron instrucciones. Las instrucciones de los dueños deberán constar en un registro reservado, que contendrá la información y deberá conservarse por el tiempo que la Superintendencia determine mediante norma de carácter general.


Los valores que no puedan ser votados conforme a lo dispuesto en el inciso anterior se considerarán, no obstante, en el cálculo del quórum de asistencia en el caso de entidades que no hayan adoptado mecanismos de votación a distancia autorizados por la Superintendencia.”.


35) Modifícase el artículo 198, de la siguiente forma:


a) Reemplázanse, en el inciso primero, las expresiones “que hagan oferta pública de sus acciones” por la expresión “abiertas”.


b) Reemplázanse, en el inciso segundo, las expresiones “que hagan oferta pública de sus acciones” por la expresión “abiertas”.


36) Modifícase el artículo 199, de la siguiente forma: 


a) Reemplázanse, en el inciso primero, las expresiones “que haga oferta pública de las mismas” por la expresión “anónima abierta”.


b) En la letra a), intercálase entre las palabras “persona” y “tomar”, la frase “o grupo de personas con acuerdo de actuación conjunta”.


c) En la letra b), reemplázase la expresión “69 ter de la ley N°18.046” por las palabras “199 bis”. 


d) En la letra c), intercálase entre las palabras “persona” y “pretende”, la expresión “o grupo de personas con acuerdo de actuación conjunta” y reemplázanse las expresiones “que haga oferta pública de sus acciones” por la expresión “sociedad anónima abierta”.


37) Agrégase el siguiente artículo 199 bis:


“Artículo 199 bis. Si como consecuencia de cualquier adquisición, una persona o grupo de personas con acuerdo de actuación conjunta alcanza o supera los dos tercios de las acciones emitidas con derecho a voto de una sociedad anónima abierta, deberá realizar una oferta pública de adquisición por las acciones restantes, dentro del plazo de 30 días, contado desde la fecha de aquella adquisición. 


Dicha oferta deberá hacerse a un precio no inferior al que correspondería en caso de existir derecho a retiro.


De no efectuarse la oferta en el plazo señalado y sin perjuicio de las sanciones aplicables al incumplimiento, nacerá para el resto de los accionistas el derecho a retiro en los términos del artículo 69 de la ley Nº 18.046. En este caso, se tomará como fecha de referencia para calcular el valor a pagar, el día siguiente al vencimiento del plazo indicado en el inciso primero.


No regirá la obligación establecida en el inciso primero, cuando se alcance el porcentaje ahí referido como consecuencia de una reducción de pleno derecho del capital, por no haber sido totalmente suscrito y pagado un aumento dentro del plazo legal, o a causa de una oferta pública de adquisición de acciones válidamente efectuada por la totalidad de las acciones de la sociedad. Tampoco será aplicable en los casos en que el referido porcentaje se alcance a consecuencia de las operaciones indicadas en el inciso segundo del artículo 199.”. 


38) Sustitúyese en el inciso primero del artículo 201, la frase “las hubieren vendido” por la frase “le hubieren vendido antes o en la oferta”. 


39) Intercálase, en el inciso primero del artículo 203, entre la palabra “sociedades” y la expresión “que” las expresiones “anónimas abiertas” y suprímense las expresiones “y que hagan oferta pública de sus acciones”.


40) Intercálase en el inciso primero del artículo 205, entre las palabras “30 días” y el punto final (.) la frase “, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 206. Tanto el primero como el último día del plazo comenzarán y terminarán, respectivamente, a la apertura y cierre del mercado bursátil en que se encuentren registrados los valores de la oferta”.


41) Intercálase en el inciso segundo del artículo 206, entre las palabras “inicial” y el punto seguido (.) la frase “y tengan, al momento de ser publicadas, la misma fecha de vencimiento de la oferta con que compiten”. 


42) Sustitúyese, en el artículo 217, la frase “Las sociedades anónimas que hagan oferta pública de sus valores estarán autorizadas” por la frase “Los emisores de valores de oferta pública estarán autorizados”.


43) Incorpórase el siguiente Título XXVIII, a continuación del artículo 238:

“TÍTULO XXVIII

DE LAS EMPRESAS DE AUDITORÍA EXTERNA


Artículo 239. Para los efectos de esta ley, las empresas de auditoría externa son sociedades que, dirigidas por sus socios, prestan principalmente los siguientes servicios a sociedades anónimas abiertas y otras entidades regidas por esta ley:


a) Examinan, a base de pruebas, las evidencias que respaldan los importes y las informaciones contenidas en la contabilidad y los estados financieros de las entidades; 


b) Evalúan los principios de contabilidad utilizados y la consistencia de su aplicación con los estándares relevantes, así como las estimaciones significativas hechas por la administración, y


c) Informan sus conclusiones respecto de la presentación general de la contabilidad y los estados financieros, indicando con un razonable grado de seguridad, si ellos están exentos de errores significativos y cumplen con los estándares relevantes en forma cabal, consistente y confiable. 


Las referencias hechas en esta u otras leyes a auditores externos inscritos en el registro de la Superintendencia o a expresiones similares, deberán entenderse efectuadas a las empresas de auditoría externa que se encuentren inscritas en el Registro de Empresas de Auditoría Externa que llevará la Superintendencia de conformidad con el presente Título, en adelante el “Registro”.


Toda empresa de auditoría externa podrá prestar sus servicios a los emisores de valores y a las sociedades anónimas abiertas y especiales, siempre que ella, los socios que suscriban los informes de auditoría, los encargados de dirigir la auditoría y todos los miembros del equipo de auditoría, tengan independencia de juicio respecto de la entidad auditada y cumplan con las disposiciones de este título.


Artículo 240. Las empresas de auditoría externa quedarán sometidas a la fiscalización de la Superintendencia en lo referido a los servicios de auditoría externa, los que sólo podrán prestar cuando se encuentren inscritas en el Registro.


La Superintendencia deberá efectuar la inscripción en el Registro una vez que la empresa de auditoría externa acredite el cumplimiento de los requisitos legales y de reglamentación interna.


Las empresas de auditoría externa, al solicitar su inscripción en el Registro, deberán acompañar copia de su reglamento interno, en el que se establecerá, a lo menos, las siguientes materias relativas a la actividad de la empresa: (i) las políticas de procedimiento, control y análisis de auditoría; (ii) las políticas de confidencialidad, manejo de información privilegiada y solución de conflictos de intereses, y (iii) las políticas de independencia de juicio e idoneidad técnica del personal encargado de la dirección y ejecución de la auditoría externa. La Superintendencia, mediante norma de carácter general, podrá normar los contenidos esenciales de dichas políticas, los estándares mínimos de idoneidad técnica y sus formas de acreditación.


La inscripción a que se refieren los incisos anteriores podrá ser cancelada o suspendida hasta por el plazo de un año, cuando la Superintendencia así lo resuelva, mediante resolución fundada y previa audiencia de la empresa de auditoría externa afectada, por haber incurrido ésta en algunas de las siguientes causales:


a) Dejar de cumplir con alguno de los requisitos necesarios para la inscripción. La Superintendencia, en casos calificados, podrá otorgar al interesado un plazo para subsanar el incumplimiento, el que en ningún caso podrá exceder de 120 días;


b) Incurrir en infracciones graves o reiteradas a las obligaciones que le imponen esta ley, sus normas complementarias u otras disposiciones que los rijan;


c) Incurrir en forma culposa o dolosa en transacciones incompatibles con las sanas prácticas de los mercados de valores;


d) Dejar de desempeñar la función de auditoría externa, en los términos señalados en el artículo 239 de esta ley, por más de un año;


e) Incumplir obligaciones resultantes de auditorías relacionadas con transacciones de valores de emisores auditados por ellos, y


f) Encontrarse un socio en alguna de las situaciones señaladas en el artículo 241 y mantenerse en ella por más de noventa días.


Artículo 241. No podrán ser socios de una empresa de auditoría:


a) Quienes sean funcionarios o trabajadores bajo contrato de trabajo o a honorarios del Banco Central de Chile, de la Superintendencia y de las Superintendencias de Bancos e Instituciones Financieras y de Administradoras de Fondos de Pensiones, así como quienes se encuentren afectos a las inhabilidades y prohibiciones establecidas en los artículos 35 y 36 de la ley Nº 18.046, exceptuando las labores docentes o académicas que puedan quedar incluidas en el N° 4 del citado artículo 35;


b) Quien haya sido sancionado grave o reiteradamente por la Superintendencia de conformidad al decreto ley Nº 3.538, de 1980, o al decreto con fuerza de ley Nº 251, del año 1931, del Ministerio de Hacienda; o condenado de conformidad a los artículos 59 a 61 de esta ley o al artículo 134 de la ley Nº 18.046; 


c) Quien haya sido sancionado grave o reiteradamente por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras o por la Superintendencia de Pensiones;


d) Quien, al tiempo de ejecutarse los hechos, fuera controlador o administrador de una persona jurídica sancionada de conformidad a las normas citadas en las letras b) y c) precedentes, y 


e) Los administradores de bancos e instituciones financieras, bolsas de valores, intermediarios de valores o de cualquier inversionista institucional y las personas que, directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, posean el 5% o más de su capital.


Artículo 242. Las empresas de auditoría externa podrán desarrollar actividades distintas de las señaladas en el artículo 239, siempre que no comprometan su idoneidad técnica o independencia de juicio en la prestación de los servicios de auditoría externa, y previo cumplimiento de su reglamento interno. 


Con todo, las empresas de auditoría externa no podrán prestar simultáneamente y respecto de una misma entidad de las indicadas en el inciso final del artículo 239, servicios de auditoría externa y cualquiera de los servicios indicados a continuación:


a) Auditoría interna;


b) Desarrollo o implementación de sistemas contables y de presentación de estados financieros;


c) Teneduría de libros;


d) Tasaciones, valorizaciones y servicios actuariales que impliquen el cálculo, estimación o análisis de hechos o factores de incidencia económica que sirvan para la determinación de montos de reservas, activos u obligaciones y que conlleven un registro contable en los estados financieros de la entidad auditada;


e) Asesoría para la colocación o intermediación de valores y agencia financiera. Para estos efectos, no se entenderán como asesoría aquellos servicios prestados por exigencia legal o regulatoria en relación con la información exigida para casos de oferta pública de valores;


f) Asesoría en la contratación y administración de personal y recursos humanos, y


g) Patrocinio o representación de la entidad auditada en cualquier tipo de gestión administrativa o procedimiento judicial y arbitral, excepto en juicios tributarios o aduaneros, cuando la primera instancia jurisdiccional se tramite ante el Servicio de Impuestos Internos o el Servicio de Aduanas, y siempre que la cuantía del conjunto de dichos procedimientos no exceda del 5 por ciento del patrimonio contable de la entidad auditada. Las personas que presten tales servicios no podrán intervenir en la auditoría externa de la entidad auditada. Con todo, lo dispuesto en este literal no impedirá que la empresa de auditoría externa pueda declarar en juicio y proveer explicaciones relativas a materias de hecho, correspondientes a los servicios prestados a la entidad, los criterios utilizados o a la manera en que llegó a sus conclusiones.


En las sociedades anónimas abiertas, solamente cuando así lo acuerde el directorio, previo informe del comité de directores, de haberlo, se permitirá la contratación de la empresa de auditoría externa para la prestación de servicios que, no estando incluidos en el listado anterior, no formen parte de la auditoría externa.


Artículo 243. Se presume que carecen de independencia de juicio respecto de una sociedad auditada, las siguientes personas naturales que participen de la auditoría externa:


a) Las relacionadas con la entidad auditada en los términos establecidos en el artículo 100;


b) Las que tengan algún vínculo de subordinación o dependencia, o quienes presten servicios a la entidad auditada o a cualquier otra de su grupo empresarial;


c) Las que posean valores emitidos por la entidad auditada o por cualquier otra entidad de su grupo empresarial o valores cuyo precio o resultado dependa o esté condicionado, en todo o en parte significativa, a la variación o evolución del precio de dichos valores. Se considerará para los efectos de esta letra, los valores que posea el cónyuge y también las promesas, opciones y los que haya recibido éste en garantía;


d) Los trabajadores de un intermediario de valores con contrato vigente de colocación de títulos de la entidad auditada y las personas relacionadas de aquél; 


e) Las que tengan o hayan tenido durante los últimos doce meses una relación laboral o relación de negocios significativa con la entidad auditada o con alguna de las entidades de su grupo empresarial, distinta de la auditoría externa misma o de las otras actividades realizadas por la empresa de auditoría externa de conformidad con la presente ley, y


f) Los socios de la empresa de auditoría externa, cuando conduzcan la auditoría de la entidad por un período que exceda de 5 años consecutivos.


Artículo 244. Se entenderá que una empresa de auditoría externa no tiene independencia de juicio respecto de una entidad auditada en los siguientes casos:


a) Si tiene, directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, una significativa relación contractual o crediticia, activa o pasiva, con la entidad auditada o con alguna de las entidades de su grupo empresarial, distinta de la auditoría externa propiamente tal o de las demás actividades permitidas de conformidad al artículo 242;


b) Si, en forma directa o a través de otras entidades, posee valores emitidos por la entidad auditada o por cualquier otra entidad de su grupo empresarial, o


c) Si 25% o más de sus ingresos operacionales anuales, sumados a los de sus filiales y matrices, provienen del mismo grupo empresarial al que pertenece la entidad auditada. Esta causal de falta de independencia será aplicable solamente respecto de una entidad de las indicadas en el inciso final del artículo 239 y a contar del tercer año de inscrita la empresa de auditoría externa en el Registro.


Artículo 245. En el evento que exista o sobrevenga una causal de falta de independencia de juicio de las que se describen en los artículos precedentes, la empresa de auditoría externa deberá informar de ello al directorio o al órgano de administración de la entidad auditada y no podrá prestar o continuar prestando sus servicios de auditoría externa, salvo en las siguientes circunstancias:


a) En los casos del artículo 243, cuando las personas afectadas sean separadas del equipo de auditoría y se apliquen medidas correctivas que aseguren el reestablecimiento de la independencia de juicio respecto de la sociedad auditada, o


b) En caso que sobrevenga alguna de las causales relativas a falta de independencia del artículo 244, la empresa de auditoría externa podrá seguir prestando los servicios contratados para el ejercicio en curso.


Artículo 246. A las empresas de auditoría externa les corresponde especialmente examinar y expresar su opinión profesional e independiente sobre la contabilidad, inventario, balance y otros estados financieros conforme a las Normas de Auditoría de General Aceptación y las instrucciones que imparta la Superintendencia, en su caso. Adicionalmente a lo señalado en el artículo 239, las empresas de auditoría externa deberán:


a) Señalar a la administración de la entidad auditada y al comité de directores, en su caso, las deficiencias que se detecten dentro del desarrollo de la auditoría externa en la adopción y mantenimiento de prácticas contables, sistemas administrativos y de auditoría interna, identificar las discrepancias entre los criterios contables aplicados en los estados financieros y los criterios relevantes aplicados generalmente en la industria en que dicha entidad desarrolla su actividad, así como, en el cumplimiento de las obligaciones tributarias de la sociedad y la de sus filiales incluidas en la respectiva auditoría;


b) Comunicar a los organismos supervisores pertinentes, cualquier deficiencia grave a que se refiere el literal anterior y que, a juicio de la empresa auditora, no haya sido solucionada oportunamente por la administración de la entidad auditada, en cuanto pueda afectar la adecuada presentación de la posición financiera o de los resultados de las operaciones de la entidad auditada, y


c) Informar a la entidad auditada, dentro de los dos primeros meses de cada año, si los ingresos obtenidos de ella, por si sola o junto a las demás entidades del grupo al que ella pertenece, cualquiera sea el concepto por el cual se hayan recibido tales ingresos, e incluyendo en dicho cálculo aquellos obtenidos a través de sus filiales y matriz, superan el 10% del total de ingresos operacionales de la empresa de auditoría externa correspondientes al año anterior.


Artículo 247. Sólo para los fines de la auditoría externa, la entidad auditada deberá poner a disposición de la empresa de auditoría externa toda la información necesaria para efectuar dicho servicio, incluyendo todos los libros, registros, documentos y antecedentes de la entidad y de sus filiales, en su caso. 


En caso que la información puesta a su disposición sea confidencial o sujeta a reserva, la empresa de auditoría externa deberá mantenerla en secreto y será responsable de la revelación o utilización impropia que sus dependientes hagan respecto de ella.


Artículo 248. Toda opinión, certificación, informe o dictamen de la empresa de auditoría externa deberá fundarse en técnicas y procedimientos de auditoría que otorguen un grado razonable de confiabilidad, proporcionen elementos de juicio suficientes, y su contenido sea veraz, completo y objetivo. 


La empresa de auditoría externa deberá mantener, por a lo menos seis años contados desde la fecha de la emisión de tales opiniones, certificaciones, informes o dictámenes, todos los antecedentes que le sirvieron de base para su elaboración. La Superintendencia, mediante una norma de carácter general, podrá establecer medios y condiciones de archivo y custodia de tales antecedentes. En ningún caso podrán destruirse los documentos que digan relación directa o indirecta con alguna controversia o litigio pendiente.


El informe de auditoría externa de las entidades domiciliadas en Chile deberá ser suscrito a lo menos por el socio con domicilio y residencia en Chile que condujo la auditoría. Cuando sean citados, cualquiera que haya firmado los informes de auditoría deberá concurrir a las juntas de accionistas para responder las consultas que se le formulen respecto de su informe y respecto de las actividades, procedimientos, constataciones, recomendaciones y conclusiones, que sean pertinentes. La Superintendencia podrá autorizar mecanismos que permitan cumplir la obligación antedicha por medios de comunicación que garanticen la fidelidad y simultaneidad de sus opiniones.  


Artículo 249. Las empresas de auditoría externa, en la prestación de sus servicios de auditoría externa, y las personas que en su nombre participen en dicha auditoría, responderán hasta de la culpa leve por los perjuicios que causaren.”.


ARTÍCULO 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.046, Ley de Sociedades Anónimas:


1) Sustitúyese el artículo 2°, por el siguiente:


“Artículo 2°. Las sociedades anónimas pueden ser de tres clases: abiertas, especiales o cerradas.


Son sociedades anónimas abiertas aquéllas que inscriban voluntariamente o por obligación legal sus acciones en el Registro de Valores. 


Son sociedades anónimas especiales las indicadas en el Título XIII de esta ley.


Son sociedades anónimas cerradas las que no califican como abiertas o especiales.


Las sociedades anónimas abiertas y las sociedades anónimas especiales, quedarán sometidas a la fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros, en adelante la Superintendencia, o de otra Superintendencia que determine la ley.


Las sociedades anónimas que dejen de cumplir las condiciones para estar obligadas a inscribir sus acciones en el Registro de Valores, continuarán afectas a las normas que las rigen, mientras la junta extraordinaria de accionistas no acordare lo contrario por los dos tercios de las acciones con derecho a voto. En este caso, el accionista ausente o disidente tendrá derecho a retiro.


Cada vez que las leyes establezcan como requisito que una sociedad se someta a las normas de las sociedades anónimas abiertas o que dichas normas le sean aplicables, o se haga referencia a las sociedades sometidas a la fiscalización, al control o a la vigilancia de la Superintendencia, o se empleen otras expresiones análogas, se entenderá, salvo mención expresa en contrario, que la remisión es a las entidades informantes referidas en el artículo 7° de la Ley de Mercado de Valores y a las normas aplicables a las sociedades anónimas abiertas relativas exclusivamente a las obligaciones de información y publicidad para con los accionistas, la Superintendencia y el público en general. En todo lo demás, se regirán por las disposiciones de las sociedades anónimas cerradas o especiales, según corresponda. Salvo que fueren emisores de valores de oferta pública, las entidades informantes antes referidas no tendrán la obligación de inscribirse en el Registro de Valores.


Las disposiciones de la presente ley primarán sobre las de los estatutos de las sociedades que dejen de ser cerradas, por haber cumplido con algunos de los requisitos establecidos en el inciso segundo del presente artículo. Lo anterior es sin perjuicio de la obligación de estas sociedades de adecuar sus estatutos a las normas de la presente ley, conjuntamente con la primera modificación que en ellos se introduzca.”.


2) Elimínase en el inciso segundo, del artículo 3°, la expresión “generales”.


3) Modifícase el artículo 4°, de la siguiente forma:


a) Elimínase en el número 1), la expresión “, profesión”.


b) Reemplázase en el número 5), la expresión “privilegios” por la expresión “preferencias”.


c) Intercálase, en el número 7), entre la expresión “accionistas” y el punto y coma (;), las siguientes expresiones: “. Si nada se dijere, se entenderá que el ejercicio se cierra al 31 de diciembre y que la junta ordinaria de accionistas debe celebrarse en el primer cuatrimestre de cada año”.


4) Elimínase en el número 1), del artículo 5°, la expresión “, profesión” y en el número 3) del mismo artículo, reemplázase la expresión “privilegios” por la expresión “preferencias”.


5) Elimínase en el inciso segundo del artículo 5° A, la expresión “general”.


6) Modifícase el artículo 7°, de la siguiente forma:


a) Intercálase en el primer inciso, entre las palabras “sucursales” y “a disposición”, la expresión “, así como en su sitio en Internet, en el caso de las sociedades anónimas que dispongan de tales medios,”.


b) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser inciso tercero:


“Es de responsabilidad del directorio la custodia de los libros y registros sociales, así como que éstos sean llevados con la vigencia y regularidad exigida por la ley y sus normas complementarias. El directorio podrá delegar esta función, de lo que deberá dejarse constancia en actas.”.


c) Reemplázase, en el que ha pasado a ser inciso tercero, la expresión “el inciso precedente” por la expresión “el inciso primero”. 


7) Modifícase el artículo 12, de la siguiente forma:


a) Intercálase en el tercer inciso, entre las palabras “sociedades” y “abiertas”, la expresión “anónimas”.


b) Sustitúyese en el inciso final, las expresiones “sometidas a su control” por las expresiones “anónimas abiertas”.


8) Modifícase el artículo 14, de la siguiente forma:


a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:


“Solamente en las sociedades anónimas cerradas, los estatutos podrán estipular disposiciones que limiten la libre disposición de las acciones.”.


b) Sustitúyese en el inciso segundo, las expresiones “se tendrán por no escritos” por las expresiones “serán inoponibles a la sociedad y a terceros”.


9) Modifícase el artículo 16, de la siguiente forma: 


a) Intercálase el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser inciso cuarto: 


“Los pagos parciales del saldo insoluto de las acciones suscritas y no pagadas, se abonarán a las respectivas acciones impagas de acuerdo a su antigüedad de emisión, de una en una, hasta completar el pago de la totalidad de ellas.”.


b) Intercálase, en el actual inciso tercero que ha pasado a ser inciso cuarto, entre las palabras “pagado” y “gozarán”, la expresión “no tendrán derecho a voto, pero”.


10) Modifícase el artículo 20, de la siguiente forma: 


a) En el inciso segundo, sustitúyense las expresiones “que hagan oferta pública de sus acciones” por la palabra “abiertas”.


b) En el inciso segundo, elimínase la expresión “o privilegios”.


11) Modifícase el artículo 24, de la siguiente forma: 


a) Sustitúyese la oración final del inciso primero, por la siguiente: “Vencido el plazo establecido por la junta de accionistas sin que se haya enterado el aumento de capital, el directorio podrá optar porque éste quede reducido a la cantidad efectivamente pagada o continuar con los procedimientos de cobro del saldo insoluto de las acciones suscritas y no pagadas.”.


b) Modifícase el inciso tercero, de la siguiente forma: 


i) Elimínase la palabra “abierta”. 


ii) Agrégase, al final, después del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “Las acciones destinadas a los planes de compensación mencionados sólo podrán ser ofrecidas a los trabajadores a prorrata de la cantidad de acciones del respectivo aumento de capital, en la parte no reservada para tales fines,  que sean efectivamente suscritas y pagadas.”. 


iii) Suprímese el actual inciso cuarto.


12) Modifícase el inciso segundo del artículo 26, de la siguiente forma:


a) Reemplázase la expresión “nominal si lo tuvieren,” por la oración “que resulte de dividir el capital a enterar por el número de acciones a emitir,”.


b) Reemplázase la expresión “pérdida en los resultados sociales” por las expresiones “una disminución del capital a enterar. Vencido el plazo para el entero del aumento de capital, el mayor valor aumentará de pleno derecho el capital de la sociedad”.


13) Reemplázase en el inciso segundo del artículo 27 A, la expresión “tres” por la palabra “cinco”.


14) Modifícase el artículo 27 C, de la siguiente forma: 


a) Modifícase el inciso segundo, de la siguiente forma:


i) Reemplázase la frase “se trate de cumplir un programa o plan de compensación a trabajadores de la sociedad, o respecto de la venta de una cantidad de acciones que” por la oración “la cantidad total de acciones a ser vendidas”.


ii) Elimínase la frase “en ambos casos se”.


b) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo: 


“El plazo previsto en el inciso primero será de 5 años cuando las acciones se hayan adquirido para cumplir un programa o plan de compensación a trabajadores de la sociedad aprobado por la junta de accionistas, caso en el cual tampoco será obligatoria la oferta preferente a los accionistas.”.


15) Modifícase el artículo 28, de la siguiente forma: 


a) Reemplázase en el inciso primero, la expresión “treinta” por el guarismo “15”. 


b) Intercálase en el inciso segundo, entre las palabras “nacional” y “, en el que”, la frase “y en el sitio en Internet de las sociedades anónimas abiertas que dispongan de tales medios”.


16) Reemplázase en el artículo 29, la expresión “73” por “76”.


17) Intercálase en el último inciso del artículo 31, entre las palabras “debiere” y “constituir”, la expresión “designar los directores independientes y”.


18) Agrégase en el inciso final del artículo 32, después del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: 


“En el caso que la referida vacancia corresponda a uno de los directores independientes a que se refiere el artículo 50 bis y su suplente, en su caso, el directorio deberá citar a junta de accionistas para proceder a la renovación total del directorio dentro del plazo máximo de sesenta días contados desde la vacancia.”.


19) Modifícase el artículo 36, de la siguiente forma:


a) En el número 1), reemplázase la expresión “y diputados”, por la expresión “, diputados y alcaldes”.


b) En el número 2), reemplázase las expresiones “y subsecretarios de Estado”, por las expresiones “de Estado, subsecretarios, intendentes, gobernadores, secretarios regionales ministeriales y embajadores”.


c) Reemplázanse los números 3) y 4), por los siguientes:


“3) Los funcionarios de las Superintendencias que supervisen a la sociedad respectiva o sobre una o más de las sociedades a que el grupo pertenece, y


4) Los corredores de bolsa y los agentes de valores, así como sus directores, gerentes, ejecutivos principales y administradores. Esta restricción no se aplicará en las bolsas de valores.”.


20) Reemplázase el inciso segundo del artículo 37, por el siguiente: 


“El director que adquiera una calidad que lo inhabilite para desempeñar dicho cargo o que incurriere en incapacidad legal sobreviniente, cesará automáticamente en él. De igual forma cesará en su cargo aquel director que notifique su renuncia indeclinable, mediante ministro de fe, al presidente del directorio.”.


21) Agrégase al artículo 39, el siguiente inciso final, nuevo: 


“No obstante lo dispuesto en el inciso primero, en las sociedades anónimas cerradas el directorio podrá también actuar válidamente a través de acuerdos adoptados fuera de sesiones, los que deberán constar en escrituras públicas firmadas por todos sus miembros titulares. Para ser oponibles respecto de terceros, deberá dejarse constancia de estas escrituras en el libro de actas del directorio, bajo la responsabilidad del presidente, o de quien haga sus veces, y del secretario del directorio, quienes deberán velar por el respeto de lo establecido en el artículo 92.”.


22) Modifícase el artículo 40, de la siguiente forma: 


a) Elimínase en el inciso primero, la palabra “general”. 


b) Intercálase en el inciso segundo, entre las palabras “en los” y “gerentes”, la expresión “ejecutivos principales,”.


23) En el artículo 41 inciso tercero, elimínase la palabra “general” la primera vez que aparece. 


24) Modifícase el artículo 42, de la siguiente forma: 


a) Elimínase en el número 1), la expresión “, sino sus propios intereses o los de terceros relacionados”;


b) Modifícase el número 2), de la siguiente forma:


i) Intercálase, entre las palabras “de los” y “ejecutivos”, la expresión “gerentes, administradores o”.


ii) Intercálase, entre las palabras “ejecutivos” y “en la”, la expresión “principales”.


c) Modifícase el número 3) de la siguiente forma: 


i) Reemplázase la expresión “ejecutivos y dependientes” por la frase “administradores, ejecutivos principales y dependientes,”. 


ii) Intercálase, entre las palabras “auditores” y “, a rendir”, la expresión “externos y a las clasificadoras de riesgo”.


25) Agrégase en el inciso final del artículo 43, después del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: 


“En el caso de las sociedades anónimas abiertas, esta divulgación se hará de acuerdo al artículo 10 de la ley Nº 18.045.”.


26) Reemplázase el artículo 44, por el siguiente: 


“Artículo 44. A menos que los estatutos establezcan algo distinto, una sociedad anónima cerrada sólo podrá celebrar actos o contratos que involucren montos relevantes en los que uno o más directores tengan interés por sí o como representantes de otra persona, cuando dichas operaciones sean conocidas y aprobadas previamente por el directorio y se ajusten a condiciones de equidad similares a las que habitualmente prevalecen en el mercado.


El directorio deberá pronunciarse con la abstención del director con interés. En el acta de la sesión de directorio correspondiente, deberá dejarse constancia de las deliberaciones para aprobar los términos y condiciones  de los respectivos actos o contratos, y tales acuerdos serán informados en la próxima junta de accionistas por el que la presida, debiendo hacerse mención de esta materia en su citación. 


Se presume de derecho que existe interés de un director en toda negociación, acto, contrato u operación en la que deba intervenir en cualquiera de las siguientes situaciones: (i) él mismo, su cónyuge o sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad; (ii) las sociedades o empresas en las cuales sea director o dueño, directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, de un 10% o más de su capital; (iii) las sociedades o empresas en las cuales alguna de las personas antes mencionadas sea director o dueño, directo o indirecto, del 10% o más de su capital, y (iv) el controlador de la sociedad o sus personas relacionadas, si el director no hubiera resultado electo sin los votos de aquél o aquéllos.


Para los efectos de este artículo, se entiende que es de monto relevante todo acto o contrato que supere el 1% del patrimonio social, siempre que dicho acto o contrato exceda el equivalente a 2.000 unidades de fomento y, en todo caso, cuando sea superior a 20.000 unidades de fomento. Se presume que constituyen una sola operación todas aquellas que se perfeccionen en un período de 12 meses consecutivos por medio de uno o más actos similares o complementarios, en los que exista identidad de partes, incluidas las personas relacionadas, u objeto.


La infracción a este artículo no afectará la validez de la operación y sin perjuicio de las sanciones que correspondan, otorgará a la sociedad, a los accionistas y a los terceros interesados, el derecho de exigir indemnización por los perjuicios ocasionados. En caso de demandarse los perjuicios ocasionados por la infracción de este artículo, corresponderá a la parte demandada probar que el acto o contrato se ajustó a condiciones de mercado o que las condiciones de negociación reportaron beneficios a la sociedad que justifican su realización.


Con todo, no será aplicable lo establecido en el inciso primero si la operación ha sido aprobada o ratificada por la junta extraordinaria de accionistas con el quórum de 2/3 de la junta.


En el caso de las sociedades anónimas abiertas, se aplicará lo dispuesto en el Título XVI.”.


27) Intercálase en el artículo 46, el siguiente inciso segundo, nuevo: 


“En las sociedades anónimas abiertas, será responsabilidad del directorio que la información referida en el inciso anterior no sea divulgada a una o más personas distintas de aquellas que por su cargo, posición o actividad en la sociedad deban conocer dicha información, antes de ser puesta a disposición de los accionistas y el público. Se entenderá que se cumple con este requisito cuando simultáneamente a dicha divulgación se proporcione la misma documentación o presentaciones al público conforme a la norma de carácter general que dicte la Superintendencia. La obligación de informar prescrita en este inciso, es sin perjuicio de lo establecido en los artículos 9° y 10 de la ley N° 18.045. 


28) Suprímese en el inciso primero del artículo 47, la palabra “titulares”.


29) Modifícase el artículo 48, de la siguiente forma: 


a) Agrégase en el inciso tercero, después del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: 


“Con todo, la unanimidad de los directores que concurrieron a una sesión podrá disponer que los acuerdos adoptados en ella se lleven a efecto sin esperar la aprobación del acta, de lo cual se dejará constancia en un documento firmado por todos ellos que contenga el acuerdo suscrito.”.


b) Agrégase en el inciso quinto, después del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: 


“Salvo acuerdo unánime, las sesiones de directorio de las sociedades anónimas abiertas deberán ser grabadas, por quien haga las veces de secretario, en medios que permitan registrar fielmente el audio de las deliberaciones. Dichas grabaciones deberán ser guardadas en reserva por la sociedad, hasta la aprobación del acta respectiva por todos los directores que deban firmarla, y puestas a disposición de los directores que deseen comprobar la fidelidad de las actas sometidas a su aprobación. En caso que un director estime que existen discrepancias fundamentales y substanciales entre el contenido de las actas y el de las grabaciones, podrá solicitar que a ellas se incorporen, palabra por palabra, el contenido de las grabaciones en los pasajes respectivos. El presidente podrá someter dicha solicitud a la resolución de una reunión de directorio extraordinaria, si estima que las discrepancias no son fundamentales y substanciales.”.


c) Agrégase en el inciso final, después del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: 


“La Superintendencia podrá autorizar, mediante norma de carácter general, que las sociedades bajo su control adopten para tales fines los mecanismos que permitan el uso de firma electrónica u otros medios tecnológicos que permitan comprobar la identidad de la persona que suscribe.”.


30) Suprímese el actual inciso final del artículo 50.


31) Reemplázase el actual artículo 50 bis, por el siguiente: 


“Artículo 50 bis. Las sociedades anónimas abiertas deberán designar los directores independientes y el comité de directores a que se refiere este artículo, cuando tengan un patrimonio bursátil igual o superior al equivalente a 1.000.000 de unidades de fomento y a lo menos un 12,5% de sus acciones emitidas con derecho a voto, se encuentren en poder de accionistas que individualmente controlen o posean menos del 10% de tales acciones.


Si durante el año se alcanzare el patrimonio y el porcentaje accionario a que se refiere el inciso anterior, la sociedad estará obligada a designar los directores y el comité a contar del año siguiente; si se produjere una disminución del patrimonio bursátil a un monto inferior al indicado o se redujere el porcentaje accionario antes referido, la sociedad no estará obligada a mantener los directores ni el comité a contar del año siguiente.


El directorio deberá estar integrado por a lo menos un director independiente. 


Se considerará independiente para estos efectos a quien no mantiene alguna relación con la sociedad, las demás sociedades del grupo del que ella forma parte, su controlador, ni con los ejecutivos principales de cualquiera de ellos, que pueda privar a una persona sensata de un grado razonable de autonomía, interferir con sus posibilidades de realizar un trabajo objetivo y efectivo, generarle un potencial conflicto de interés o entorpecer su independencia de juicio. 


Asimismo, se presumirá que no son independientes aquellas personas que en cualquier momento dentro de los últimos dieciocho meses estuvieren en alguna de las siguientes circunstancias: 


1) Mantuvieren cualquier vinculación, interés o dependencia económica, profesional, crediticia o comercial, de una naturaleza y volumen relevante, con las personas indicadas en el inciso anterior; 


2)  Mantuvieren una relación de parentesco hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad, con las personas indicadas en el inciso anterior; 


3) Hubiesen sido directores, gerentes, administradores o ejecutivos principales de organizaciones sin fines de lucro que hayan recibido aportes, contribuciones o donaciones relevantes de las personas indicadas en el inciso anterior; 


4) Hubiesen sido socios o accionistas que hayan poseído o controlado, directa o indirectamente, 10% o más del capital; directores; gerentes; administradores o ejecutivos principales de entidades que han prestado servicios jurídicos o de consultoría, por montos relevantes, o de auditoría externa, a las personas indicadas en el inciso anterior, o 


5)  Hubiesen sido socios o accionistas que hayan poseído o controlado, directa o indirectamente, 10% o más del capital; directores; gerentes; administradores o ejecutivos principales de los principales competidores, proveedores o clientes de la sociedad. 


La Superintendencia, mediante norma de carácter general, podrá establecer criterios que complementen la calificación de independencia o falta de ella, de conformidad a los numerales del inciso anterior. 


Para poder ser elegidos como directores independientes, los candidatos deberán ser propuestos por accionistas que representen el 1% o más de las acciones de la sociedad, con a lo menos diez días de anticipación a la fecha prevista para la junta de accionistas llamada a efectuar la elección de los directores. Con no menos de dos días de anterioridad a la junta respectiva, el candidato y su respectivo suplente, en su caso, deberán poner a disposición del gerente general una declaración jurada en que señalen que aceptan ser candidato a director independiente, que cumplen con los requisitos de independencia antes indicados y que asumen el compromiso de mantenerse independientes por todo el tiempo en que ejerzan el cargo de director, bajo responsabilidad de responder de los perjuicios que su incumplimiento pueda causar a los accionistas. En caso que una persona no cumpla con alguno de los criterios de independencia indicados en el inciso quinto, podrá igualmente ser candidato si identifica explícitamente y con claridad en su declaración la o las relaciones concretas que configuran tal circunstancia.  


El directorio de la sociedad deberá proponer a la junta de accionistas el rechazo de determinados candidatos, fundadamente e indicando las causales específicas, cuando tenga conocimiento de situaciones que comprometan su independencia que no hayan sido incluidas en la declaración jurada del candidato. Los directores responderán personalmente de los perjuicios que causen a la sociedad o sus accionistas si, conociendo tales situaciones, omitan darlas a conocer en el directorio que deba pronunciarse acerca de los candidatos. 


Serán elegidos como directores independientes aquellos candidatos que, cumpliendo los requisitos anteriores, obtengan una votación tal que, al sustraer de ella los votos provenientes del controlador y de sus personas relacionadas, hubiesen resultado igualmente electos.


El director independiente que adquiera una inhabilidad sobreviniente para desempeñar dicho cargo cesará automáticamente en él, sin perjuicio de su responsabilidad frente a los accionistas. No se considerará inhabilidad sobreviviente aquella circunstancia descrita en el inciso quinto que haya sido dada a conocer por el director en su declaración jurada en conformidad al inciso séptimo. Tampoco se considerará inhabilidad sobreviniente la designación del director independiente como director en una o más filiales de la sociedad, en cuanto los directores de dichas entidades no sean remunerados.


El comité tendrá las siguientes facultades y deberes:


1) Examinar los informes de los auditores externos, el balance y demás estados financieros presentados por los administradores o liquidadores de la sociedad a los accionistas y pronunciarse respecto de éstos en forma previa a su presentación a los accionistas para su aprobación. Asimismo, deberá informar al directorio, en forma previa a la aprobación de los estados financieros que se presentarán a los accionistas, respecto de cualquier cambio relevante en los criterios contables aplicados durante el periodo correspondiente, respecto de las discrepancias entre los criterios contables aplicados en los estados financieros y los criterios relevantes aplicados generalmente en la industria en que dicha sociedad desarrolla su actividad, así como, respecto a las observaciones sobre los mecanismos de control interno y ajustes contables formuladas por la empresa de auditoría externa.


2) Proponer al directorio, los auditores externos y los clasificadores privados de riesgo, en su caso, que serán sugeridos a la junta de accionistas respectiva, así como los principales objetivos, criterios y alcances de su encargo. En caso de desacuerdo con el comité, el directorio podrá formular una sugerencia propia, sometiéndose ambas a consideración de la junta de accionistas.


3) Examinar los antecedentes relativos a las operaciones a que se refiere el Título XVI y evacuar un informe respecto a esas operaciones.


Una copia del informe será enviada al presidente del directorio, quien deberá dar lectura a éste en la sesión citada para la aprobación o rechazo de la operación respectiva.


4) Examinar los sistemas de remuneraciones y planes de compensación de los directores, gerentes y ejecutivos principales. En caso de desacuerdo con el comité, el directorio podrá formular una sugerencia propia, sometiéndose ambas a consideración de la junta de accionistas.


5) Proponer al directorio una política que contemple criterios y procesos de evaluación del desempeño del directorio.


6) Proponer al directorio que determinadas materias sean incluidas en la tabla de las sesiones del directorio, así como una política que defina criterios de forma y anticipación mínima para la entrega de la información relevante a los directores en forma previa a las sesiones.


7) Preparar un informe anual de su gestión, en que se incluyan sus principales recomendaciones a los accionistas para mejorar el gobierno de la sociedad, que será presentado a los accionistas en la memoria de la sociedad.


8) Proponer al directorio la renovación o reemplazo de la empresa de auditoría externa que haya dado a la sociedad el aviso que señala el artículo 246 letra c) de la ley N° 18.045, así como respecto de la conveniencia de contratar o no a la empresa de auditoría externa para la prestación de servicios que no formen parte de la auditoría externa, cuando ellos no se encuentren prohibidos de conformidad a lo establecido en el artículo 242 de la mencionada ley, en atención a si la naturaleza de tales servicios pueda generar un riesgo de pérdida de independencia.


9) Las demás materias que señale el estatuto social, o que le encomiende una junta de accionistas o el directorio, en su caso.


El comité estará integrado por 3 miembros, la mayoría de los cuales deberán ser independientes al controlador. En caso que hubiere más directores con derecho a integrar el comité, según corresponda, en la primera reunión del directorio después de la junta de accionistas en que se haya efectuado su elección, los mismos directores resolverán, por unanimidad, quiénes lo habrán de integrar. En caso de desacuerdo, se dará preferencia a la integración del comité por aquellos directores que hubiesen sido electos con un mayor porcentaje de votación, sin considerar los votos del controlador y de sus personas relacionadas.


En caso de haber solamente un director independiente en la sociedad, sólo él podrá integrar el comité con derecho a voto. Con todo, los directores que integren el comité deberán siempre dejar constancia en actas de su opinión, respecto de las materias sometidas a votación. 


Si las labores del comité son delegadas en subcomités, la integración de dichos comités se regirá por lo dispuesto en los incisos anteriores. El presidente del directorio no podrá integrar el comité ni sus subcomités, salvo que sea director independiente. 


Las deliberaciones, acuerdos y organización del comité se regirán, en todo lo que les fuere aplicable, por las normas relativas a las sesiones de directorio de la sociedad. El comité comunicará al directorio la forma en que solicitará información, así como también sus acuerdos.


Los directores integrantes del comité serán remunerados. El monto de la remuneración será fijado anualmente en la junta ordinaria de accionistas, acorde a las funciones que les corresponde desarrollar, pero no podrá ser inferior a la remuneración prevista para los directores titulares, más la mitad de la diferencia entre esa suma y la remuneración del presidente del directorio. 


La junta ordinaria de accionistas determinará un presupuesto de gastos de funcionamiento del comité y sus asesores, el que no podrá ser inferior a la suma de las remuneraciones anuales de los miembros del comité, y éste podrá requerir la contratación de la asesoría de profesionales para el desarrollo de sus labores, conforme al referido presupuesto.


Las actividades que desarrolle el comité, su informe de gestión anual y los gastos en que incurra, incluidos los de sus asesores, serán presentados en la memoria anual e informados en la junta ordinaria de accionistas. Las propuestas efectuadas por el comité al directorio que no hubieren sido recogidas por este último, serán informadas a la junta de accionistas previo a la votación de la materia correspondiente.


Los directores que integren el comité en el ejercicio de las funciones que señala este artículo, además de la responsabilidad inherente al cargo de director, responderán solidariamente de los perjuicios que causen a los accionistas y a la sociedad.


Las sociedades anónimas abiertas que no tengan el patrimonio mínimo y porcentaje accionario señalados en el inciso primero, podrán acogerse voluntariamente a las normas precedentes; en ese caso, deberán cumplir estrictamente con las disposiciones de este artículo.”.


32) Modifícase el artículo 51, de la siguiente forma: 


a) Sustitúyese la palabra “deberán” por “podrán”. 


b) Intercálase, entre la palabra “independientes” y “con el”, una coma (,).


33) Reemplázse, en el inciso primero del artículo 52, la expresión “auditores externos independientes” por la frase “una empresa de auditoría externa regida por el Título XXVIII de la ley N° 18.045”.


34) Reemplázase el actual artículo 53, por el siguiente:  


Art. 53. El Reglamento determinará los requisitos, derechos, obligaciones, funciones y demás atribuciones relativas a los auditores externos e inspectores de cuentas. 


El informe de los auditores externos e inspectores de cuentas será incorporado en la memoria junto con los estados financieros y éstos podrán concurrir a las juntas generales de accionistas con derecho a voz pero sin derecho a voto.


Los auditores externos e inspectores de cuenta responderán hasta de la culpa leve por los perjuicios que causaren.”.


35) Agrégase al artículo 54, el siguiente inciso final, nuevo: 


“En el caso de las sociedades anónimas abiertas, la memoria, el informe de los auditores externos y los estados financieros auditados de la sociedad, deberán ponerse a disposición de los accionistas en el sitio en Internet de las sociedades que dispongan de tales medios.”.


36) Suprímese en el número 4) del artículo 57, la expresión “, o el 50% o más del pasivo”.


37)  En el artículo 58, sustitúyese el número 4), por el siguiente: 


“4) A junta ordinaria o extraordinaria, según sea el caso, cuando así lo requiera la Superintendencia, con respecto a las sociedades anónimas abiertas o especiales, sin perjuicio de su facultad para convocarlas directamente. En el caso de las sociedades anónimas cerradas, la Superintendencia podrá efectuar la citación a junta ordinaria o extraordinaria, según sea el caso, cuando el directorio no convoque a junta debiendo hacerlo, en los términos indicados en los incisos anteriores, y así se lo requieran accionistas que representen, a lo menos, el 10% de las acciones emitidas con derecho a voto, expresando en la solicitud los asuntos a tratar en la junta.”.


38) Agrégase en el inciso segundo del artículo 59, a continuación de la expresión “tratadas en ella”, la frase “e indicación de la forma de obtener copias íntegras de los documentos que fundamentan las diversas opciones sometidas a su voto, los que deberán además ponerse a disposición de los accionistas en el sitio en Internet de las sociedades que dispongan de tales medios”.


39) Intercálase en el artículo 60, entre las palabras “podrán” y “celebrarse”, la expresión “auto convocarse y”.


40) Modifícase el artículo 62, de la siguiente forma:


a) Intercálase, en el inciso primero, entre la expresión “días” y la expresión “de”, la expresión “hábiles”.


b) Agrégase, en el inciso primero, después del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: 


“Con todo, podrán participar en reemplazo de los accionistas inscritos a tal fecha, los accionistas que producto de una adquisición debidamente registrada con posterioridad al cierre del registro, hubiesen adquirido el control de una sociedad anónima cerrada.”.


c) Suprímese en el inciso segundo, la expresión “generales”.


d) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo: 


“Las materias sometidas a decisión de la junta deberán llevarse individualmente a votación, salvo que, por acuerdo unánime de los accionistas presentes con derecho a voto, se permita omitir la votación de una o más materias y se proceda por aclamación. En todas las votaciones que se efectúen en las juntas, el controlador deberá ser siempre el primer accionista en votar y su voto deberá manifestarse de viva voz, debiendo dejar constancia de ello en el acta de la respectiva junta.”.


41) Agrégase al artículo 64, el siguiente inciso final, nuevo: 


“La Superintendencia, mediante norma de carácter general, podrá autorizar a las sociedades anónimas abiertas, para establecer sistemas que permitan el voto a distancia, siempre que dichos sistemas resguarden debidamente los derechos de los accionistas.”.


42) Modifícase el artículo 67, de la siguiente forma: 


a) Intercálase en el número 9), entre las palabras “activo,” y “sea que”, la expresión “o el de una filial, siempre que ésta represente al menos un 20% del activo de la sociedad, en su caso,”. 


b) Reemplázase en el número 11) el punto final por un punto y coma (;).


c) Reemplázase en el número 13), la expresión “, y” por un punto y coma (;).


d) Agréganse los siguientes numerales 15) y 16):


“15) En las sociedades anónimas abiertas, establecer el derecho de compra a que hace referencia el inciso segundo del artículo 71 bis, y 


16) Aprobar o ratificar la celebración de actos o contratos con partes relacionadas, de conformidad a lo establecido en los artículos 44 y 147.”.


e) Intercálase en el inciso final, entre las palabras “modificación” y “o supresión”, la expresión “, prórroga”.


43) Modifícase el artículo 69, de la siguiente forma: 


a) Reemplázase el número 3), por el siguiente: 


“3)  Las enajenaciones a que se refiere el Nº 9) del artículo 67;”.


b) Intercálase en el número 5), entre las palabras “aumento” y “o la reducción”, la expresión “, prórroga”.


44) Elimínase el artículo 69 ter.


45) Intercálase el siguiente artículo 71 bis, nuevo: 


“Artículo 71 bis. También dará derecho a retiro en favor de los accionistas minoritarios, el que un controlador adquiera más del noventa y cinco por ciento de las acciones de una sociedad anónima abierta. Este derecho a retiro deberá ser ejercido dentro del plazo de 30 días contado desde la fecha en que el accionista controlador alcance la participación indicada, lo que se comunicará dentro de los dos días hábiles siguientes a través de un aviso destacado publicado en un diario de circulación nacional y en el sitio en Internet de la sociedad, si ella dispone de tales medios. 


Asimismo, cuando así se haya establecido en los estatutos de la sociedad, dicho controlador podrá exigir que todos los accionistas minoritarios que no opten por ejercer su derecho a retiro le vendan sus acciones, siempre que haya alcanzado el porcentaje indicado en el inciso anterior a consecuencia de una oferta pública de adquisición de acciones, efectuada por la totalidad de las acciones de la sociedad anónima abierta, o de la serie de acciones respectiva, en la que haya adquirido, de accionistas no relacionados, a lo menos un quince por ciento de tales acciones. El precio de la compraventa respectiva será el establecido en dicha oferta, debidamente reajustado y más intereses corrientes.


El controlador deberá notificar que ejercerá su derecho de compra dentro de los quince días siguientes al vencimiento del plazo previsto para el ejercicio del derecho a retiro indicado en el inciso primero, mediante carta certificada enviada al domicilio registrado en la sociedad por los accionistas respectivos, así como a través de un aviso destacado publicado en un diario de circulación nacional y en el sitio en Internet de la sociedad, si ella dispone de tales medios. 


La compraventa se entenderá perfeccionada quince días después de notificado el ejercicio del derecho de compra sin necesidad que las partes firmen el respectivo traspaso, debiendo proceder la sociedad a registrar las acciones a nombre del controlador y poner inmediatamente a disposición de los accionistas el producto de la venta, de la misma forma prevista para el reparto de los dividendos sociales. En el caso de acciones prendadas, la sociedad registrará las acciones a nombre del controlador sin alzar la prenda respectiva, pero retendrá el producto de la venta hasta que ello ocurra. Para estos efectos se aplicará lo dispuesto en el artículo 18 en todo aquello que resulte aplicable.


La Superintendencia, mediante norma de carácter general, podrá establecer los procedimientos y regulaciones que faciliten el legítimo ejercicio de estos derechos.”.


46) Agrégase al artículo 72, el siguiente inciso final: 


“En las sociedades anónimas abiertas, el acta de la más reciente junta de accionistas deberá quedar a disposición de los accionistas en el sitio en Internet de las sociedades que cuenten con tales medios.”.


47) Modifícase el artículo 74, de la siguiente forma: 


a) Modifícase el inciso tercero, de la siguiente forma: 


i) Intercálase entre las expresiones “formulen” y “accionistas que”, la frase “el comité de directores, en su caso, y”. 


ii) Reemplázase, a continuación de la palabra “sociales”, la conjunción “y” por una coma (,).


iii) Intercálase entre las palabras “dichos” y “accionistas así”, la expresión “comité o”.


b) Intercálase en el inciso cuarto, entre las palabras “formulado” y “los accionistas mencionados”, la expresión “el comité y”.


48) Intercálase en el inciso segundo del artículo 76, entre la palabra “determine” y el punto final (.), la frase “, y publicarse en el sitio en Internet de la sociedad, si ella dispone de tales medios”.


49) Modifícase el artículo 89, de la siguiente forma: 


a) Modifícase el inciso primero de la siguiente forma: 


i) Reemplázase la expresión “Las” por las expresiones “En el caso de las sociedades anónimas cerradas, las”. 


ii) Reemplázase la frase “y las que efectúe una sociedad anónima abierta, ya sea directamente o a través de otras entidades pertenecientes a su grupo empresarial,” por las expresiones “y aquellas realizadas”.


b) Reemplázase el actual inciso segundo, por el siguiente: 


“En el caso de las sociedades anónimas abiertas, se aplicará lo dispuesto en el Título XVI.”.


50) Modifícase el artículo 103, de la siguiente forma:


a) Intercálase en el número 2), entre las palabras “reunirse” y “todas”, la frase “, por un período ininterrumpido que exceda de 10 días,”.


b) Elimínase en el número 3), la expresión “general”.


c) En el número 5), sustitúyese las expresiones “no sometida a la fiscalización de la Superintendencia en razón de esta ley o de otras leyes” por las expresiones “anónimas cerradas”.


51) Modifícase el artículo 107 de la siguiente forma:


a) En el inciso primero, sustitúyese las expresiones “sometida al control de la Superintendencia en razón de esta ley o de otras leyes” por la expresión “abierta o especial”.


b) Reemplázase, en el inciso primero, la palabra “determine” por la expresión “pueda determinar”.


52) En el inciso primero del artículo 119, sustitúyanse las expresiones “sujetas a su fiscalización” por las expresiones “anónimas abiertas o especiales”.


53) Elimínase en el encabezado del Título XI, la expresión “ANÓNIMAS”.


54) Elimínase en el inciso primero del artículo 121, la palabra “anónima”.


55) Agrégase en el inciso final del artículo 125, después del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: 


“Este derecho no podrá ser ejercido por los directores, gerentes, administradores y ejecutivos principales de la sociedad. Tampoco por aquellos accionistas que individualmente posean, directa o indirectamente, acciones cuyo valor libro o bursátil supere las 5.000 unidades de fomento, de acuerdo al valor de dicha unidad a la fecha de presentación de la demanda.”.


56) En el artículo 129, luego del punto aparte (.) que pasa a ser seguido (.), agrégase el siguiente párrafo: ”Salvo que las sociedades anónimas especiales sean emisores de valores, no deberán inscribirse en el Registro de Valores de la Superintendencia, pero deberán cumplir con las obligaciones de información y publicidad que les impongan las leyes o la superintendencia que las rige, y les será aplicable los dispuesto en el inciso segundo del artículo 7° de la ley N° 18.045.”.


57) Agréganse en el inciso primero del artículo 133 bis, entre las palabras “sociales” y “o” las siguientes expresiones “, las políticas internas definidas por el directorio en conformidad a la ley”.


58) Incorpórase el siguiente Título XVI, nuevo, a continuación del artículo 145, pasando el actual Título XVI a ser Título XVII:

“TITULO XVI

DE LAS OPERACIONES CON PARTES  RELACIONADAS EN LAS SOCIEDADES ANÓNIMAS ABIERTAS Y SUS 
FILIALES


Artículo 146. Son operaciones con partes relacionadas de una sociedad anónima abierta toda negociación, acto, contrato u operación en que deba intervenir la sociedad y, además, alguna de las siguientes personas:


1) Una o más personas relacionadas a la sociedad, conforme al artículo 100 de la ley N° 18.045;


2) Un director, gerente, administrador, ejecutivo principal o liquidador de la sociedad, por sí o en representación de personas distintas de la sociedad, o sus respectivos cónyuges o parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad inclusive;


3) Las sociedades o empresas en las que las personas indicadas en el número anterior sean dueños, directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, de un 10% o más de su capital, o directores, gerentes, administradores, ejecutivos principales, y


4) Aquellas que establezcan los estatutos de la sociedad o fundadamente identifique el comité de directores, en su caso, aun cuando se trate de aquellas indicadas en el inciso final del artículo 147.


Artículo 147. Una sociedad anónima abierta sólo podrá celebrar operaciones con partes relacionadas cuando ellas contribuyan al mejor interés social, se ajusten en precio, términos y condiciones a aquellas que prevalezcan en el mercado al tiempo de su aprobación, y cumplan con los requisitos y procedimientos que se señalan a continuación:


1) Los directores, gerentes, administradores, ejecutivos principales o liquidadores que tengan interés o participen en negociaciones conducentes a la realización de una operación con partes relacionadas de la sociedad anónima, deberán informar inmediatamente de ello al directorio o a quien éste designe. Quienes incumplan esta obligación serán solidariamente responsables de los perjuicios que la operación ocasionare a la sociedad y sus accionistas.


2) Antes que la sociedad otorgue su consentimiento a una operación con parte relacionada, ésta deberá ser aprobada por la mayoría absoluta de los miembros del directorio, con exclusión de los directores o liquidadores involucrados, quienes no obstante deberán hacer público su parecer respecto de la operación si son requeridos por el directorio, debiendo dejarse constancia en el acta de su opinión. Asimismo, deberá dejarse constancia de los fundamentos de la decisión y las razones por las cuales se excluyeron a tales directores.


3) Los acuerdos adoptados por el directorio para aprobar una operación con una parte relacionada serán dados a conocer en la próxima junta de accionistas, debiendo hacerse mención de los directores que la aprobaron. De esta materia se hará indicación expresa en la citación a la correspondiente junta de accionistas.


4) En caso que la mayoría absoluta de los miembros del directorio deba abstenerse en la votación destinada a resolver la operación, ésta sólo podrá llevarse a cabo si es aprobada por la unanimidad de los miembros del directorio no involucrados o, en su defecto, si es aprobada en junta extraordinaria de accionistas con el acuerdo de dos tercios de las acciones emitidas con derecho a voto.


5) Si se convocase a junta extraordinaria de accionistas para aprobar la operación, el directorio designará al menos un evaluador independiente para informar a los accionistas respecto de las condiciones de la operación, sus efectos y su potencial impacto para la sociedad. En su informe, los evaluadores independientes deberán también pronunciarse acerca de los puntos que el comité de directores, en su caso, haya solicitado expresamente que sean evaluados. El comité de directores de la sociedad o, si la sociedad no contare con éste, los directores no involucrados, podrán designar un evaluador independiente adicional, en caso que no estuvieren de acuerdo con la selección efectuada por el directorio.


Los informes de los evaluadores independientes serán puestos por el directorio a disposición de los accionistas al día hábil siguiente de recibidos por la sociedad, en las oficinas sociales y en el sitio en Internet de la sociedad, de contar la sociedad con tales medios, por un plazo mínimo de 15 días hábiles contado desde la fecha en que se recibió el último de esos informes, debiendo comunicar la sociedad tal situación a los accionistas mediante hecho esencial. 


Los directores deberán pronunciarse respecto de la conveniencia de la operación para el interés social, dentro de los 5 días hábiles siguientes desde la fecha en que se recibió el último de los informes de los evaluadores.


6) Cuando los directores de la sociedad deban pronunciarse respecto de operaciones de este Título, deberán explicitar la relación que tuvieran con la contraparte de la operación o el interés que en ella tengan. Deberán también hacerse cargo de la conveniencia de la operación para el interés social, de los reparos u objeciones que hubiese expresado el comité de directores, en su caso, así como de las conclusiones de los informes de los evaluadores o peritos. Estas opiniones de los directores deberán ser puestas a disposición de los accionistas al día siguiente de recibidos por la sociedad, en las oficinas sociales así como en el sitio en Internet de las sociedades que cuenten con tales medios, y dicha situación deberá ser informada por la sociedad mediante hecho esencial. 


7) Sin perjuicio de las sanciones que correspondan, la infracción a este artículo no afectará la validez de la operación, pero otorgará a la sociedad o a los accionistas el derecho de demandar, de la persona relacionada infractora,  el reembolso en beneficio de la sociedad de una suma equivalente a los beneficios que la operación hubiera reportado a la contraparte relacionada, además de la indemnización de los daños correspondientes. En este caso, corresponderá a la parte demandada probar que la operación se ajustó a lo señalado en este artículo.


No obstante lo dispuesto en los números anteriores, las siguientes operaciones con partes relacionadas podrán ejecutarse sin los requisitos y procedimientos establecidos en los números anteriores, previa autorización del directorio:


a) Aquellas operaciones que no sean de monto relevante. Para estos efectos, se entiende que es de monto relevante todo acto o contrato que supere el 1% del patrimonio social, siempre que dicho acto o contrato exceda el equivalente a 2.000 unidades de fomento y, en todo caso, cuando sea superior a 20.000 unidades de fomento. Se presume que constituyen una sola operación todas aquellas que se perfeccionen en un periodo de 12 meses consecutivos por medio de uno o más actos similares o complementarios, en los que exista identidad de partes, incluidas las personas relacionadas, u objeto;


b) Aquellas operaciones que, conforme a políticas generales de habitualidad, determinadas por el directorio de la sociedad, sean ordinarias en consideración al giro social. En este último caso, el acuerdo que establezca dichas políticas o su modificación será informado como hecho esencial y puesto a disposición de los accionistas en las oficinas sociales y en el sitio en Internet de las sociedades que cuenten con tales medios, sin perjuicio de informar las operaciones como hecho esencial cuando corresponda, y 


c) Aquellas operaciones entre personas jurídicas en las cuales la sociedad posea, directa o indirectamente, al menos un 95% de la propiedad de la contraparte.


Artículo 148. Ningún director, gerente, administrador, ejecutivo principal, liquidador, controlador, ni sus personas relacionadas, podrá aprovechar para sí las oportunidades comerciales de la sociedad de que hubiese tenido conocimiento en su calidad de tal. Se entenderá por oportunidad comercial todo plan, proyecto, oportunidad u oferta exclusiva dirigida a la sociedad, para desarrollar una actividad lucrativa en el ámbito de su giro o uno complementario a él.


Los accionistas podrán utilizar para sí tales oportunidades comerciales cuando el directorio de la sociedad las haya previamente desechado, o si hubiere transcurrido un año desde la adopción del acuerdo de postergar o aceptar la oportunidad comercial, sin que se hubiese iniciado su desarrollo. 


Sin perjuicio de las sanciones que correspondan, la infracción a este artículo no afectará la validez de la operación y dará derecho a la sociedad o a los accionistas a pedir el reembolso, a favor de la sociedad, de una suma equivalente a los beneficios que la operación hubiere reportado al infractor y los demás perjuicios que se acrediten.


Artículo 149. Las disposiciones de este título serán aplicables tanto a las sociedades anónimas abiertas como a todas sus filiales, sin importar la naturaleza jurídica de éstas.”.


ARTÍCULO 3°.- Sustitúyese en el artículo 430 del Código de Comercio, las expresiones que van desde “La sociedad” hasta “abierta”, por las siguientes: “La sociedad por acciones que durante más de 90 días seguidos tenga 500 o más accionistas o, a lo menos, el 10% de su capital suscrito pertenezca a un mínimo de 100 accionistas, excluidos los que individualmente o a través de otras personas naturales o jurídicas, excedan dicho porcentaje, por el solo ministerio de la ley se transformará en una sociedad anónima”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS



Artículo primero transitorio.- Las modificaciones que introduce esta ley regirán a contar del 1 de enero del año siguiente al de su publicación en el Diario Oficial.



Artículo segundo transitorio.- La inscripción de las entidades inscritas en el Registro de Valores que no sean emisores de valores de oferta pública a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley será cancelada, pero pasarán a formar parte y quedarán inscritas, por el solo ministerio de la ley, en el registro especial de otras entidades informantes referido en el artículo 7°, incorporado por esta ley en la de Mercado de Valores, sin que ello genere derecho a retiro en favor de los accionistas de la sociedad. Para todos los efectos legales que correspondan, se considerará como día de inscripción en el referido registro especial de las entidades antes indicadas, el registro al sexagésimo día de la dictación de la norma de carácter general que deberá dictar la Superintendencia de Valores y Seguros para regular la obligación y requisitos de inscripción de las entidades informantes y sus correspondientes obligaciones de información y publicidad.



Artículo tercero transitorio.- Dentro de los 180 días siguientes a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, la Superintendencia de Valores y Seguros deberá dictar una norma de carácter general que constituya el Código del Emisor de Valores de Oferta Pública. Dicha norma de carácter general deberá organizarse por títulos, párrafos y artículos y deberá refundir, sistematizar y reemplazar todos las normas de carácter general y circulares dictadas por la Superintendencia que digan relación con los requisitos de inscripción en el Registro de Valores de emisores de valores y de emisiones de valores y toda información periódica y continua que deban entregar los emisores de valores de oferta pública. Dicho Código deberá, en lo posible, establecer la mayor cantidad de reglas comunes para distintos tipos de emisores y de emisiones de valores, sin perjuicio que deberá también establecer reglas especiales para emisiones de valores considerando las diferentes clases de valores existentes. Cualquier formulario o información específica complementaria de la norma de carácter general, deberá regularse mediante circulares que hagan expresa referencia al artículo correspondiente del Código.



Artículo cuarto transitorio.- Dentro de los 30 días siguientes a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, la Superintendencia de Valores y Seguros deberá dictar la norma de carácter general referida en el artículo 7°, incorporado por esta ley en la de Mercado de Valores, y que constituya el Código de Otras Entidades Informantes. Dicha norma de carácter general deberá organizarse por títulos, párrafos y artículos y deberá refundir, sistematizar y reemplazar todos las normas de carácter general y circulares dictadas por la Superintendencia que digan relación con los requisitos de inscripción en registros especiales de la Superintendencia de Valores y Seguros y toda información periódica y continua que deban entregar dichas entidades.”.
________________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que modifica diversos cuerpos legales con el objeto de mejorar las condiciones de financiamiento para personas y empresas, con informe de las Comisiones de Economía y de 

Hacienda, unidas.

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica diversos cuerpos legales con el objeto de mejorar las condiciones de financiamiento para personas y empresas, correspondiente al Boletín N° 6.437-05, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”.

Añade que las Comisiones de Hacienda y Economía unidas, de conformidad a la autorización otorgada por la Sala en la sesión 7ª, ordinaria, del 7 de abril del año en curso, discutieron este proyecto en general y en particular, y aprobaron idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, Flores, Sabag, García y Vásquez. Sobre el particular, hace presente que los Honorables Senadores señora Matthei y señores Sabag y García concurrieron a la votación con dos votos cada uno, puesto que ellos tres son integrantes de ambas Comisiones.


El señor Secretario General señala que, en cuanto a la discusión en particular, la Comisión informante propone aprobar el proyecto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados con las siguientes enmiendas:

ARTÍCULO 1°


-Sustituirlo por el siguiente: 


“Artículo 1°.- Reemplácese el inciso primero del artículo 136 de la ley Nº 18.045, de Mercado de Valores, por el siguiente:


“Artículo 136.- Las sociedades securitizadoras no podrán tener en cada uno de sus patrimonios separados activos que hayan sido originados o vendidos por un mismo banco o institución financiera relacionado a la misma, salvo que en los títulos de deuda que sean emitidos por dicha sociedad se exprese claramente la circunstancia de haber sido originados o vendidos por un banco o institución financiera relacionado y el porcentaje que ellos representan dentro del total de activos del patrimonio separado. La misma restricción se aplicará a las administradoras de fondos de inversión de créditos securitizados a que se refiere la ley Nº 18.815, respecto de la inversión de cada fondo que administre.”. 

ARTÍCULO 2°


-Modificarlo del siguiente modo:


a) Modifíquese en el número 1), la letra d), de la siguiente manera:


i) Sustitúyese su encabezado por el siguiente:


“d) Intercálese el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto:”


ii) Suprímese el inciso cuarto, que se intercala. 


b) Modifíquese en el número 7), el artículo 104 que se incorpora, en el siguiente sentido:


i) Elimínese en la letra b) del número 2), las expresiones “y sociedades financieras”.


ii) Reemplácese el título del numeral 3, por el siguiente:


“3.- Impuesto sobre las diferencias entre valores nominales y de colocación y tratamiento de las diferencias entre valores adquisición en bolsa y valores nominales.”.


iii) Sustitúyese el párrafo tercero del numeral 3, por el siguiente:


“Los ingresos correspondientes al monto en que el capital nominal de los instrumentos que cumplan con los requisitos para acogerse a lo dispuesto en este artículo supere su valor de adquisición en bolsa, no constituirán renta para el tenedor de tales instrumentos que los posea desde dicha adquisición y hasta su pago total o rescate, debiendo incluir esta diferencia entre los ingresos no constitutivos de renta del ejercicio en que ocurra dicho pago o rescate. El monto del ingreso no constitutivo de renta será equivalente a la diferencia entre el valor de adquisición del instrumento y su valor nominal a la fecha del pago total o rescate, los que, para tales efectos, deberán reajustarse a dicha fecha conforme a las reglas contenidas en el artículo 41.”.


iv) Incorpórese en el número 5) el siguiente párrafo final: 


“Las pérdidas obtenidas en la enajenación, en bolsa o fuera de ella, de los instrumentos adquiridos en bolsa a que se refiere este artículo, solamente serán deducibles de los ingresos no constitutivos de renta del contribuyente.”.


v) Reemplácese el número 6), por el siguiente: 


“6.- Los instrumentos emitidos por el Banco Central de Chile o por la Tesorería General de la República podrán acogerse a lo dispuesto en este artículo aunque no cumplan con uno o más de los requisitos señalados en el número 1), siempre que los respectivos títulos se encuentren incluidos en la nómina de instrumentos elegibles que, para estos efectos, establecerá el Ministro de Hacienda mediante decreto supremo expedido bajo la fórmula “Por Orden del Presidente de la República”. Tratándose de los instrumentos emitidos por el Banco Central de Chile, su inclusión en dicha nómina de instrumentos elegibles deberá ser previamente solicitada por dicho organismo. 


Respecto de los instrumentos a que se refiere este número, los requisitos dispuestos en las letras a) y b) del número 2 se entenderán cumplidos, cuando la adquisición o enajenación tenga lugar en alguno de los sistemas establecidos por el Banco Central de Chile o por el Ministerio de Hacienda, según corresponda, para operar con las instituciones o agentes que forman parte del mercado primario de dichos instrumentos de deuda. Asimismo, tales requisitos se entenderán cumplidos cuando se trate de adquisiciones o enajenaciones de instrumentos elegibles que correspondan a operaciones de compra de títulos con pacto de retroventa que efectúe el Banco Central de Chile con las empresas bancarias.”.


c) Reemplácese en el número 7), la letra c), del artículo 105, que se incorpora,  por la siguiente: 


“c) El resultado proveniente del contrato de que trata este artículo, será determinado por el cedente en cada ejercicio comprendido en el mismo, y será equivalente a la diferencia entre el pasivo que corresponda proporcionalmente a cada ejercicio y los pagos a que se refiere la letra b). En esa misma oportunidad, y de acuerdo a las mismas reglas, la sociedad securitizadora deberá registrar en la contabilidad del patrimonio separado respectivo, los resultados provenientes del contrato a que se refiere este artículo, sin perjuicio que los excedentes obtenidos en la gestión del patrimonio separado no estarán afectos al Impuesto a la Renta en tanto dichos excedentes no sean traspasados al patrimonio común de la sociedad securitizadora.


El Servicio, previa citación, podrá tasar el precio o valor de la cesión a que se refiere este artículo en los casos en que éste sea notoriamente inferior o superior a los corrientes en plaza o de los que normalmente se cobren en convenciones de similar naturaleza considerando las circunstancias en que se realiza la operación.”. 
ARTÍCULO 4°


-Eliminar en el texto del artículo 57, que el numeral 1) propone reemplazar en la ley N° 16.395, lo siguiente: “, y podrá ser reiterada cada treinta días mientras se mantenga el incumplimiento”. 

ARTÍCULO 5º

NÚMERO 1


-Modificar, en el numeral 1), el artículo 21 de la ley Nº 18.833, que se reemplaza, en el siguiente sentido:


a) Reemplácese los incisos quinto y sexto por los siguientes:


“Será requisito para inscribirse en el referido registro, contar con la autorización de la Superintendencia de Seguridad Social, la que podrá revocar dicha autorización por resolución fundada, previa consulta a la Superintendencia de Valores y Seguros, en aquellos casos que las Cajas de Compensación incumplan gravemente con las instrucciones que al efecto imparta dicho organismo. 


Para contar con la autorización de la Superintendencia de Seguridad Social y para inscribirse y permanecer en el Registro, las Cajas deberán acreditar que cumplen con los requisitos de solvencia y liquidez fijados por dicho organismo. Las resoluciones que dicte la Superintendencia de Seguridad Social de conformidad a este artículo podrán ser reclamadas de conformidad con lo dispuesto en el articulo 58 de la ley Nº 16.395.”.


b) Elimínese en el inciso final la frase “, o cualquier otra entidad”. 
- - -



En discusión en general, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Prokurica; al señor Ministro de Hacienda y al Honorable Senador señor Sabag.



Cerrado el debate y sometida a votación en general la iniciativa, es aprobada por 27 votos a favor.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Ruiz-Esquide y Sabag.



Seguidamente, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 120 del Reglamento del Senado, el señor Presidente da por aprobado el proyecto en particular, al no haberse formulado indicaciones.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Sustitúyese el inciso primero del artículo 136 de la ley Nº 18.045, de Mercado de Valores, por el siguiente: 


“Artículo 136. Las sociedades securitizadoras no podrán tener en cada uno de sus patrimonios separados activos que hayan sido originados o vendidos por un mismo banco o institución financiera relacionado a la misma, salvo que en los títulos de deuda que sean emitidos por dicha sociedad se exprese claramente la circunstancia de haber sido originados o vendidos por un banco o institución financiera relacionado y el porcentaje que ellos representan dentro del total de activos del patrimonio separado. La misma restricción se aplicará a las administradoras de fondos de inversión de créditos securitizados a que se refiere la ley N° 18.815, respecto de la inversión de cada fondo que administre.”.


Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la Ley sobre Impuesto a la Renta contenida en el artículo 1° del decreto ley Nº 824, de 1974:


1) Modifícase el número 2° del artículo 20, de la siguiente forma: 


a) Sustitúyese en la letra e) la expresión “, y” por un punto y coma (;); 


b) Sustitúyese en la letra f) el punto final (.) por la expresión “, y”;


c) Agrégase la siguiente letra g):


“g) Instrumentos de deuda de oferta pública a que se refiere el artículo 104, las que se gravarán cuando se hayan devengado.”;


d) Intercálase el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto:


“Los intereses a que se refiere la letra g), se considerarán devengados en cada ejercicio, a partir del que corresponda a la fecha de colocación y así sucesivamente hasta su pago. El interés devengado por cada ejercicio se determinará de la siguiente forma: (i) dividiendo el monto total del interés anual devengado por el instrumento, establecido en relación al capital y la tasa de interés de la emisión respectiva, por el número de días del año calendario en que el instrumento ha devengado intereses, y (ii) multiplicando dicho resultado por el número de días del año calendario en que el título haya estado en poder del contribuyente respectivo. Los períodos de colocación se calcularán desde el día siguiente al de la fecha de su adquisición y hasta el día de su enajenación o el último día del ejercicio, lo que ocurra primero, ambos incluidos.”.


2) Intercálase en el inciso tercero del artículo 21, entre la expresión “este artículo” y las palabras “y del impuesto”, precedida de una coma la frase “, del inciso segundo del artículo 104”.


3) Agrégase en el artículo 54, el siguiente numeral 4°: 


“4°. Los intereses provenientes de los instrumentos de deuda de oferta pública a que se refiere el artículo 104, los que se gravarán cuando se hayan devengado en la forma establecida en el número 2º del artículo 20.”.


4) Modifícase el artículo 59 de la siguiente forma: 


a) Modifícase el inciso primero en la forma que se señala: 


i) Elimínase la frase “dentro de los dos meses siguientes al término del 
ejercicio respectivo”;


ii) Sustitúyese la expresión “condiciones” por la palabra “plazo”;


iii) Agrégase, entre la expresión “Impuestos Internos” y el punto final (.), las expresiones “mediante resolución”. 


b) Modifícase el número 1), como se indica a continuación: 


i) Intercálase en la letra b) del inciso primero, entre la expresión “internacionales” y el punto seguido (.), la frase “, así como por compañías de seguros y fondos de pensiones extranjeros que se encuentren acogidos a lo establecido en el artículo 18 bis de esta ley y su reglamento”;


ii) Agrégase en el inciso primero, la siguiente letra h) nueva:


“h) Los instrumentos de deuda de oferta pública a que se refiere el artículo 104, los que se gravarán cuando se hayan devengado en la forma establecida en el número 2° del artículo 20.”;


iii) Modifícase el inciso segundo, de la siguiente forma:


iii.1) Sustitúyese la conjunción “o” que precede a la expresión “abono”, por una coma (,); 


iii.2) Intercálase entre las expresiones “abono en cuenta” y la expresión “, de intereses” la frase “o, en el caso de instrumentos a que se refiere la letra h), devengo”; 


iii.3) Elimínase la expresión “devengados”; 


iii.4) Sustitúyense las expresiones “b), c) y d)” por la frase “b), c), d) y h)”; 


iii.5) Intercálase, entre las palabras “considerando” y la expresión “respecto de”, la palabra “también”; 


iii.6) Sustitúyese la frase “refiere esta última letra” por las expresiones “refieren estas dos últimas letras”;


c) Modifícase la letra b) del inciso tercero, de la siguiente forma: 


i) Sustitúyese la frase “b), c) y d)” por las expresiones “b), c), d) y h)”; 


ii) Intercálase entre las palabras “considerando” y la expresión “respecto”, la frase “también,”; 


iii) Sustitúyese la frase “refiere esta última letra” por las expresiones “refieren estas dos últimas letras,”;


5) Agrégase en el artículo 74, el siguiente numeral 7º:


“7º. Los emisores de los instrumentos de deuda de oferta pública a que se refiere el artículo 104, con una tasa de 4% por los intereses devengados durante el ejercicio respectivo, conforme a lo dispuesto en los artículos 20, número 2°, letra g), 54, número 4° y en la letra h), del número 1, del inciso cuarto, del artículo 59.  Esta retención reemplazará a la que se refiere el número 4º de este artículo respecto de los mismos intereses, pagados o abonados en cuenta a contribuyentes sin domicilio ni residencia en el país. En el caso de contribuyentes domiciliados o residentes en Chile, la retención podrá darse de abono a los impuestos anuales de Primera Categoría o Global Complementario que graven los respectivos intereses, según corresponda, con derecho a solicitar la devolución del excedente que pudiese resultar de dicho abono.


No obstante lo anterior, los mencionados emisores podrán liberarse de su obligación de practicar la retención sobre los intereses devengados en favor de inversionistas que no tengan la calidad de contribuyentes para los efectos de esta ley. Para ello será necesario que tales inversionistas así lo soliciten expresamente y por escrito al emisor, mediante una declaración jurada en que identifique los instrumentos de deuda respectivos y el período en que han estado en su propiedad, todo ello en la forma y oportunidad que establezca el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución. En ausencia de dicha solicitud, el emisor deberá efectuar la retención conforme a lo establecido en el inciso anterior, la que no podrá ser imputada por el inversionista contra impuesto alguno y no tendrá derecho a devolución. El emisor deberá mantener a disposición del Servicio de Impuestos Internos las declaraciones juradas y demás antecedentes vinculados a las solicitudes respectivas, conforme a lo dispuesto por los artículos 59 y 200 del Código Tributario. La entrega maliciosa de información incompleta o falsa en la declaración jurada a que se refiere este inciso, en virtud de la cual no se haya retenido o se haya practicado una retención inferior a la que correspondiere conforme al inciso anterior, se sancionará en la forma prevista en el inciso primero, del número 4º, del artículo 97, del Código Tributario.


El emisor deberá declarar al Servicio de Impuestos Internos en la forma y plazo que éste determine, sobre las retenciones efectuadas de conformidad a este número. La no presentación de esta declaración o su presentación tardía, incompleta o errónea, será sancionada con la multa establecida en el número 6º, del artículo 97, del Código Tributario, conforme al procedimiento del artículo 165 del mismo texto legal.”;


6) Agrégase en el artículo 79, luego del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido, lo siguiente: “Las retenciones que se efectúen conforme a lo dispuesto por el número 7º del artículo 74, se declararán y pagarán dentro del mes de enero siguiente al término del ejercicio en que se devengaron los intereses respectivos, sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 69 del Código Tributario.”;


7) Incorpórase el siguiente Título VI, a continuación del artículo 103:

“TITULO VI

Disposiciones especiales relativas al mercado de capitales


Artículo 104.- No obstante lo dispuesto en los artículos 17 Nº 8° y 18 bis, no constituirá renta el mayor valor obtenido en la enajenación de instrumentos de deuda de oferta pública a que se refiere este artículo, en cuanto se cumplan los requisitos que a continuación se establecen:

1.- Instrumentos beneficiados.


Podrán acogerse a las disposiciones de este artículo, los instrumentos que cumplan con los siguientes requisitos copulativos:


a) Que se trate de instrumentos de deuda de oferta pública previamente inscritos en el Registro de Valores conforme a la ley Nº 18.045; 


b) Que hayan sido emitidos en Chile por contribuyentes que determinen su renta efectiva afecta al Impuesto de Primera Categoría por medio de contabilidad completa; 


c) Que hayan sido aceptados a cotización por a lo menos una Bolsa de Valores del país; 


d) Que hayan sido colocados a un valor igual o superior al valor nominal establecido en el contrato de emisión o que el emisor haya pagado o deba pagar el impuesto a que se refiere el número 3 siguiente, por el menor valor de colocación, y 


e) Que en el respectivo contrato de emisión, se haya indicado expresamente que los instrumentos se acogerán a lo dispuesto por este artículo. 


2.- Contribuyentes beneficiados.


Podrán acogerse a las disposiciones de este artículo, los contribuyentes que enajenen los instrumentos indicados en el número anterior y que cumplan con los siguientes requisitos copulativos:


a) Hayan adquirido y enajenado los instrumentos en una Bolsa local, en un procedimiento de subasta continua, que contemple un plazo de cierre de las transacciones que permita la activa participación de todos los intereses de compra y de venta, el que, para efectos de este artículo, deberá ser previamente autorizado por la Superintendencia de Valores y Seguros y el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución conjunta, y


b) Hayan adquirido y enajenado los instrumentos por intermedio de un corredor de bolsa o agente de valores registrado en la Superintendencia de Valores y Seguros, excepto en el caso de los bancos, en cuanto actúen de acuerdo a sus facultades legales.


3.- Impuesto sobre las diferencias entre valores nominales y de colocación y tratamiento de las diferencias entre valores de adquisición en bolsa y valores nominales.


Para acogerse a lo dispuesto en este artículo, cuando los instrumentos respectivos se hayan colocado por un valor inferior al valor nominal establecido en el contrato de emisión, la diferencia entre tales valores se gravará con un impuesto cuya tasa será la del Impuesto de Primera Categoría, tributo que el emisor deberá declarar y pagar dentro del mes siguiente a dicha colocación. Este tributo no tendrá el carácter de impuesto de Categoría para los efectos de esta ley.


La diferencia a que se refiere este número podrá deducirse como gasto por el emisor en el ejercicio de la colocación y siguientes, en la proporción que representen las amortizaciones de capital pagado en cada ejercicio, respecto del total del capital adeudado por la emisión.


Los ingresos correspondientes al monto en que el capital nominal de los instrumentos que cumplan con los requisitos para acogerse a lo dispuesto en este artículo supere su valor de adquisición en bolsa, no constituirán renta para el tenedor de tales instrumentos que los posea desde dicha adquisición y hasta su pago total o rescate, debiendo incluir esta diferencia entre los ingresos no constitutivos de renta del ejercicio en que ocurra dicho pago o rescate. El monto del ingreso no constitutivo de renta será equivalente a la diferencia entre el valor de adquisición del instrumento y su valor nominal a la fecha del pago total o rescate, los que, para tales efectos, deberán reajustarse a dicha fecha conforme a las reglas contenidas en el artículo 41.


4.- Disposiciones especiales relativas a los pagos anticipados.


En el caso del pago anticipado o rescate por el emisor del todo o parte de los instrumentos de deuda a que se refiere este artículo, se considerarán intereses todas aquellas sumas pagadas por sobre el saldo del capital adeudado.


Para los efectos de esta ley, los intereses a que se refiere este número se entenderán devengados en el ejercicio en que se produzca el pago anticipado o rescate.


5.- Disposiciones relativas a deberes de información, sanciones y normas complementarias.


El emisor, los depósitos de valores, las bolsas de valores del país que acepten los instrumentos a que se refiere este artículo a cotización, los representantes de los tenedores de tales instrumentos y los intermediarios que hayan participado en estas operaciones, deberán declarar al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y plazo que éste determine mediante resolución, las características de dichas operaciones, informando a lo menos la individualización de las partes e intermediarios que hayan intervenido, valores de emisión y colocación de los instrumentos y demás que establezca dicho Servicio. La no presentación de esta declaración o su presentación tardía, incompleta o errónea, será sancionada  con la multa  establecida  en el  número 6º, del artículo 97, del Código Tributario,  conforme al procedimiento del artículo 165 del mismo texto legal.


La emisión o utilización de declaraciones o certificados falsos, mediante los cuales se hayan invocado indebidamente los beneficios de este artículo, se sancionará en la forma prevista en el inciso primero, del número 4°, del artículo 97 del Código Tributario.


Las pérdidas obtenidas en la enajenación, en bolsa o fuera de ella, de los instrumentos adquiridos en bolsa a que se refiere este artículo, solamente serán deducibles de los ingresos no constitutivos de renta del contribuyente.


6.- Los instrumentos emitidos por el Banco Central de Chile o por la Tesorería General de la República podrán acogerse a lo dispuesto en este artículo aunque no cumplan con uno o más de los requisitos señalados en el número 1, siempre que los respectivos títulos se encuentren incluidos en la nómina de instrumentos elegibles que, para estos efectos, establecerá el Ministro de Hacienda mediante decreto supremo expedido bajo la fórmula “Por Orden del Presidente de la República”. Tratándose de los instrumentos emitidos por el Banco Central de Chile, su inclusión en dicha nómina de instrumentos elegibles deberá ser previamente solicitada por dicho organismo.


Respecto de los instrumentos a que se refiere este número, los requisitos dispuestos en las letras a) y b) del número 2 se entenderán cumplidos cuando la adquisición o enajenación tenga lugar en alguno de los sistemas establecidos por el Banco Central de Chile o por el Ministerio de Hacienda, según corresponda, para operar con las instituciones o agentes que forman parte del mercado primario de dichos instrumentos de deuda. Asimismo, tales requisitos se entenderán cumplidos cuando se trate de adquisiciones o enajenaciones de instrumentos elegibles que correspondan a operaciones de compra de títulos con pacto de retroventa que efectúe el Banco Central de Chile con las empresas bancarias.


Artículo 105.- Los contribuyentes del Impuesto de Primera Categoría que determinen su renta efectiva según contabilidad completa, que cedan o prometan ceder a sociedades securitizadoras establecidas en el Título XVIII de la ley Nº 18.045, el todo o parte de los flujos de pago que se generen con posterioridad a la fecha de la cesión y que comprendan más de un ejercicio, provenientes de sus ventas o servicios del giro, para la determinación de los impuestos que establece esta ley, deberán aplicar las siguientes normas:


a) Los ingresos por ventas o servicios del giro correspondientes a los flujos de pago cedidos o prometidos ceder, de los contribuyentes a que se refiere este artículo, se deberán imputar en los ejercicios comprendidos en la cesión en que se perciban o devenguen, conforme a las normas generales de esta ley, deduciéndose también de acuerdo a las mismas normas, los costos y gastos necesarios para la obtención de tales ingresos;


b) Para todos los efectos de esta ley, el cedente deberá considerar como un pasivo la totalidad de las cantidades percibidas, a que tenga derecho a título de precio de la cesión o promesa, en contra de la sociedad securitizadora durante los ejercicios comprendidos por el contrato de cesión o promesa de cesión de flujos de pago. Igualmente, el cedente considerará como un pago del pasivo a que se refiere esta letra, todas las cantidades pagadas a la sociedad securitizadora en cumplimiento de las obligaciones que emanan del contrato de cesión o promesa de cesión de flujos de pago durante los períodos respectivos;


c) El resultado proveniente del contrato de que trata este artículo será determinado por el cedente en cada ejercicio comprendido en el mismo, y será equivalente a la diferencia entre el pasivo que corresponda proporcionalmente a cada ejercicio y los pagos a que se refiere la letra b). En esa misma oportunidad, y de acuerdo a las mismas reglas, la sociedad securitizadora deberá registrar en la contabilidad del patrimonio separado respectivo, los resultados provenientes del contrato a que se refiere este artículo, sin perjuicio que los excedentes obtenidos en la gestión del patrimonio separado no estarán afectos al Impuesto a la Renta en tanto dichos excedentes no sean traspasados al patrimonio común de la sociedad securitizadora.


El Servicio, previa citación, podrá tasar el precio o valor de la cesión a que se refiere este artículo en los casos en que éste sea notoriamente inferior o superior a los corrientes en plaza o de los que normalmente se cobren en convenciones de similar naturaleza considerando las circunstancias en que se realiza la operación.”.


Artículo 3°.- Reemplázase la letra d), del número 1., del artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 251, de 1931, del Ministerio de Hacienda, Ley de Seguros, por la siguiente:


“d) Participación en convenios de créditos en los que concurran al menos un banco o institución financiera no relacionado con la compañía, conforme a las normas de carácter general que dicte la Superintendencia, debiendo contemplarse en éstas el riesgo de crédito del deudor, y”.


Artículo 4.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 16.395, que fija el texto refundido de la Ley de Organización y Atribuciones de la Superintendencia de Seguridad Social:


1) Reemplázase el artículo 57º por el siguiente:


“Artículo 57°.- Sin perjuicio de las facultades que corresponden a la Superintendencia de Seguridad Social, en virtud de lo prescrito en los artículos anteriores, ésta podrá aplicar a las instituciones sometidas a su fiscalización, así como a sus directores, jefes de servicio, gerentes generales y ejecutivos relacionados con la administración superior de las mismas, que incurrieren en infracciones a las leyes, reglamentos, estatutos y demás normas que las rijan o a sus instrucciones o dictámenes emitidos en uso de sus atribuciones legales, las sanciones a que se refiere el artículo 28 del decreto ley Nº 3.538, de 1980, previa investigación de los hechos. La multa a que se refiere el Nº 2 de dicha disposición legal, ascenderá hasta un monto equivalente a 1.000 Unidades de Fomento. En el evento que dicha multa se aplique a personas naturales, de ella deberá responder personalmente el infractor.


Las sanciones que se impongan constarán en un registro público que para tal efecto llevará la Superintendencia de Seguridad Social, el cual será difundido por los medios que establezca el Superintendente.”.


2) Modifícase el artículo 58º, de la siguiente manera:


a) Reemplázase en el inciso primero la frase “artículo 45 del decreto con fuerza de ley N° 251, de 1931,” por “artículo 28, del decreto ley Nº 3.538, de 1980,”. 


b) Reemplázase en el inciso segundo la expresión “medio sueldo vital, escala a) del departamento de Santiago.” por “al veinte por ciento del monto de la multa.”.


3) Reemplázase en el artículo 59º, la frase “artículo 45 del decreto con fuerza de ley Nº 251, de 1931,” por “artículo 28 del decreto ley Nº 3.538, de 1980,”.


Artículo 5°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.833, que establece un estatuto general para las Cajas de Compensación de Asignación Familiar: 


1) Reemplázase el artículo 21, por el siguiente:


“Artículo 21.- Las cajas de Compensación podrán establecer un régimen de prestaciones de crédito social, consistente en préstamos de dinero y que estará regida por un reglamento especial. 


Bajo este régimen, las Cajas de Compensación podrán otorgar préstamos destinados al financiamiento de la adquisición, construcción, ampliación y reparación de viviendas y al refinanciamiento de mutuos hipotecarios, los que deberán garantizarse con primera hipoteca constituida sobre la vivienda objeto del contrato.


Las Cajas de Compensación podrán otorgar y administrar mutuos hipotecarios endosables de los señalados en el Título V del decreto con fuerza de ley Nº 251, de 1931, siendo aplicables, en lo pertinente, las disposiciones contenidas en las leyes Nº 19.439 y Nº 19.514. Para estos efectos deberán inscribirse en el registro especial que lleva la Superintendencia de Valores y Seguros, y les serán aplicables las disposiciones del citado Título V, salvo lo dispuesto en la letra a) del artículo 88.


En relación a las materias señaladas en el inciso anterior, la Superintendencia de Valores y Seguros fiscalizará y podrá sancionar a las Cajas de Compensación inscritas en el Registro, así como a sus directores, gerentes generales, ejecutivos y empleados de las mismas, con todas sus facultades legales.


Será requisito para inscribirse en el referido registro contar con la autorización de la Superintendencia de Seguridad Social, la que podrá revocar dicha autorización por resolución fundada, previa consulta a la Superintendencia de Valores y Seguros, en aquellos casos que las Cajas de Compensación incumplan gravemente con las instrucciones que al efecto imparta dicho organismo. 


Para contar con la autorización de la Superintendencia de Seguridad Social y para inscribirse y permanecer en el registro, las Cajas deberán acreditar que cumplen con los requisitos de solvencia y liquidez fijados por dicho organismo. Las resoluciones que dicte la Superintendencia de Seguridad Social de conformidad a este artículo podrán ser reclamadas de conformidad con lo dispuesto en el articulo 58 de la ley Nº 16.395.


La administración de los mutuos hipotecarios endosables que otorguen las Cajas de Compensación también podrá encargarse a un banco, sociedad financiera o a alguno de los agentes administradores de mutuos hipotecarios endosables a que se refiere el Titulo V citado precedentemente, o cualquier otra entidad autorizada por ley para administrar tales mutuos. 


Podrán ser cesionarios de estos créditos los bancos, las sociedades financieras, las aseguradoras y reaseguradoras, y otras entidades reguladas por leyes especiales facultadas para realizar este tipo de inversiones.”.


2) Derógase el artículo 68.


Artículo 6°.- Modifícase el artículo 2º de la ley Nº 20.318, que Faculta al Presidente de la República para realizar un aporte extraordinario de capital al Banco del Estado de Chile y amplía el Patrimonio del decreto ley Nº 3472, de 1980, que crea el Fondo de Garantía para Pequeños Empresarios, de la siguiente forma:


1) Reemplázase en el inciso primero, el guarismo “100.000” por el guarismo “500.000”.


2) Agrégase en el inciso segundo, la siguiente oración luego del punto final que se suprime “cuyas ventas anuales superen las 25.000 unidades de fomento y no excedan las 100.000 unidades de fomento, y de 50.000 unidades de fomento o su equivalente en moneda extranjera, para cada empresa cuyas ventas anuales superen las 100.000 unidades de fomento y no excedan las 500.000 unidades de fomento.”.


3) Reemplázase en el inciso tercero, la frase “a que se refiere el inciso primero de este artículo” por la frase “cuyas ventas anuales superen las 25.000 unidades de fomento y no excedan las 100.000 unidades de fomento”.


4) Agrégase en el inciso tercero, a continuación del punto final que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Para el caso de las empresas cuyas ventas anuales superen las 100.000 unidades de fomento y no excedan las 500.000 unidades de fomento, el Fondo no podrá garantizar más del 30% del saldo deudor de cada financiamiento de hasta 50.000 unidades de fomento o su equivalente en moneda extranjera.”.


5) Reemplázase en su inciso cuarto el guarismo “100.000”, por el guarismo “500.000”.


Artículo 7°.- Amplíase, a contar del día primero del mes siguiente al de la publicación de la presente ley, hasta un máximo de treinta y seis meses, en cuotas fijas o variables, el plazo que el inciso primero del artículo 192 del Código Tributario concede al Servicio de Tesorerías para otorgar facilidades para el pago de impuestos adeudados, sólo respecto de aquellos impuestos girados hasta el día 31 de marzo de 2009 y que se encuentren sujetos a cobranza administrativa o judicial. La facultad que se concede al Servicio de Tesorerías en este artículo, se podrá ejercer hasta el 30 de junio del año 2010. La primera de las cuotas deberá ser enterada al momento de suscribir el convenio, no pudiendo exceder su monto una treintaiseisava parte del monto total adeudado, salvo que el deudor, en forma expresa, solicite pagar un monto mayor.


Artículo 1º transitorio.- Lo dispuesto en el número 1) del artículo 5º de esta ley, entrará en vigencia sesenta días después de su publicación en el Diario Oficial.


Artículo 2º transitorio.- Las modificaciones a que se refiere el artículo 6º de la presente ley, comenzarán a regir a partir de la fecha de la primera licitación siguiente a su publicación en el Diario Oficial, que efectúe el Administrador del Fondo de conformidad al decreto ley Nº 3472, de 1980, que Establece un Fondo de Garantía para Pequeños Empresarios.


Artículo 3º transitorio.- Las modificaciones a que se refiere el literal i), de la letra b), del número 4), del artículo 2º de la presente ley, comenzarán a regir a partir del primer día del mes siguiente a la publicación en el Diario Oficial de la presente ley, beneficiando a los créditos otorgados a contar de tal fecha por las compañías de seguros y fondos de pensiones extranjeros a que la norma se refiere.”.
__________________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que modifica el decreto supremo N° 412, del Ministerio de Defensa Nacional, del año 1992, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Estatuto del Personal de Carabineros de Chile y establece normas de ajuste remuneracional para el personal de las fuerzas de orden y seguridad pública, con informe de las 

Comisiones de Hacienda y Defensa Nacional


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto supremo N° 412, del Ministerio de Defensa Nacional, del año 1992, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Estatuto del Personal de Carabineros de Chile y establece normas de ajuste remuneracional para el personal de las fuerzas de orden y seguridad pública, correspondiente al Boletín N° 6.434-02, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”.


Añade que las Comisiones de Hacienda y de Defensa Nacional, unidas, discutieron este proyecto en general y en particular, según lo acordaron los Comités y lo ratificó la Sala en las sesión 9ª, ordinaria, del día de ayer, y aprobaron la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Matthei y señores Arancibia, Escalona, Flores, García, Gazmuri, Ominami, Prokurica, Sagab y Zaldívar.



El señor Secretario General  agrega que, en cuanto a la discusión en particular, las Comisiones unidas proponen aprobar el texto de la Honorable Cámara de Diputados, con las siguientes modificaciones:

Artículo 1º

Inciso primero



Reemplazar su encabezado por el siguiente:



“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Estatuto del Personal de Carabineros de Chile, fijado por el decreto con fuerza de ley (I) N° 2, de 1968, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se aprobó por decreto supremo N° 412, del Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría de Carabineros, de 1991.”. 

Número 1)

Letra v)



Reemplazar, en su párrafo segundo, la expresión “los alumnos de las Escuelas Institucionales” por “los alumnos en formación policial en las respectivas Escuelas Institucionales”. 

Artículo 3º

Inciso primero



Intercalar, entre las palabras “Asistentes Policiales” y la coma (“,”) que les sigue, la frase “de la Policía de Investigaciones de Chile”. 
Inciso cuarto



Reemplazar la frase “del decreto supremo N° 412, de 1992, del Ministerio de Defensa Nacional, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Estatuto del Personal de Carabineros de Chile.” por “del Estatuto del Personal de Carabineros de Chile, fijado por el DFL (I) N° 2, de 1968, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se aprobó por decreto supremo N° 412, del Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría de Carabineros, de 1991.”. 

- - -



Intercalar un artículo 4º, nuevo, del siguiente tenor:



“Artículo 4°.- La asignación de la letra v) agregada al artículo 46 y la gratificación de la letra d) agregada al artículo 51, ambas del Estatuto del Personal de Carabineros de Chile, fijado por el DFL (I) N°2, de 1968, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se aprobó por decreto supremo N°412, del Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría de Carabineros, de 1991, serán aplicables al personal de la Policía de Investigaciones de Chile, siendo la de dicha letra d) aplicables a quienes estén en posesión de los grados de Inspector a Subprefecto y reúnan las demás exigencias que establece.”. 

Artículo 4º

Pasa a ser Artículo 5º.

Sustituirlo por el siguiente:



“Artículo 5°.- Concédese al personal del escalafón de Oficiales Policiales y al personal del Escalafón de Asistentes Policiales de la Policía de Investigaciones de Chile que sea de dotación y cumpla servicios en unidades operativas señaladas en el respectivo reglamento de sobresueldos y gratificaciones especiales, una asignación especial operativa no imponible equivalente al 35% del sueldo base más el diferencial por goce de sueldos superiores, de acuerdo con el citado reglamento, el que deberá ser suscrito por el Ministro de Hacienda.



Esta asignación será compatible con el sobresueldo de la letra a), del artículo 48 del Estatuto del Personal de Carabineros de Chile, fijado por el DFL (I) N° 2, de 1968, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se aprobó por decreto supremo N° 412, del Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría de Carabineros, de 1991.



El personal que se encuentre percibiendo esta asignación especial al momento de ser destinado a la Academia Superior de Estudios Policiales, para realizar estudios tendientes a obtener el título de Oficial Graduado, continuará percibiendo el beneficio mientras duren los referidos estudios.



Del mismo modo, el personal que se encuentre percibiendo la asignación especial y sea aceptado para realizar un curso de especialidad o de perfeccionamiento en planteles institucionales o extrainstitucionales, tendrá derecho a continuar percibiendo esta asignación.



Con todo, el personal que se encuentre en posesión de alguno de los sobresueldos establecidos en las letras c), d) o e) del artículo 48 del Estatuto del Personal de Carabineros de Chile, fijado por el DFL (I) N° 2, de 1968, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se aprobó por decreto supremo N° 412, del Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría de Carabineros, de 1991, expresamente consultados en el reglamento de sobresueldos y gratificaciones especiales de la Policía de Investigaciones de Chile y opte por la compatibilidad del artículo 49 del mencionado cuerpo legal, no podrá acceder a esta asignación. 


Este beneficio no se considerará para el cálculo de la gratificación de zona, y será incompatible con la gratificación especial de reacción táctica establecida en el artículo 3° de la presente ley, con la asignación policial consultada en la letra n) del artículo 46 del Estatuto del Personal de Carabineros de Chile, fijado por el DFL (I) N°2, de 1968, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se aprobó por decreto supremo N°412, del Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría de Carabineros, de 1991, y con todas las asignaciones, sobresueldos o Gratificaciones Especiales que, a su vez, sean incompatibles con dicha asignación policial.”. 

Artículo 5º

Pasa a ser Artículo 6º



Reemplazar la frase “del decreto supremo N° 412, de 1992, del Ministerio de Defensa Nacional, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Estatuto del Personal de Carabineros de Chile.” por “del Estatuto del Personal de Carabineros de Chile, fijado por el DFL (I) N° 2, de 1968, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se aprobó por decreto supremo N° 412, del Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría de Carabineros, de 1991, siempre que se cumpla con el reglamento respectivo, el que deberá ser suscrito por el Ministro de Hacienda.”. 

Artículo 6º

Pasa a ser Artículo 7º



Suprimir la voz “Reemplázase”.



- Sustituir la palabra “únicamente” por “Únicamente”.



- Reemplazar la preposición “por”, por las palabras “será de”. 

Artículo 7º



Pasa a ser Artículo 8º



Reemplazar las expresiones “de Carabineros de Chile y de la Policía de Investigaciones de Chile, según corresponda” por “de las respectivas Instituciones”. 

Artículo 8º



Eliminarlo 

Artículo 3º transitorio



Reemplazar las expresiones “artículo 4º” y “artículo 5º” por “artículo 5º” y “artículo 6º”, respectivamente. 

- - -



El señor Secretario General señala que la modificación que incorpora un artículo 4º nuevo fue aprobada con el voto en contra del Senador señor Arancibia y dos abstenciones de los Senadores señores Zaldívar y García y añade que la supresión del artículo 8º, fue acordada con el voto en contra del Honorable señor García, como miembro de la Comisión de Defensa Nacional, y con la abstención del mismo señor Senador, pero ahora en su calidad de integrante de la Comisión de Hacienda.



Agrega que las demás enmiendas fueron aprobadas por la unanimidad de los integrantes de las Comisiones unidas informantes.

- - -



A continuación, el señor Presidente recaba el acuerdo de la Sala para autorizar el ingreso a ella de la señora Subsecretaria de Carabineros y del señor Subsecretario de Investigaciones.



Así se acuerda.

- - -



En discusión en general y particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Arancibia y Gazmuri; al señor Ministro de Defensa Nacional y a los Honorables Senadores señores Sabag, Bianchi,  Prokurica, Navarro, Orpis, Escalona y Frei.



Cerrado el debate y sometida a votación en general la iniciativa, es aprobada por 28 votos a favor.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero y Sabag.

- - -


Seguidamente, el señor Presidente pone en votación todas las enmiendas que fueron aprobadas por unanimidad en las Comisiones informantes, las que son aprobadas con la misma votación precedentemente señalada.



Luego, el señor Secretario General señala que corresponde ocuparse de la modificación recaída en el artículo 4°, nuevo, la que, como se indicó precedentemente, fue aprobada en las Comisiones informantes con el voto en contra del Honorable Senador señor Arancibia y la abstención del Honorable Senador señor Zaldívar.



En discusión la enmienda, ningún señor Senador hace uso de la palabra.



Cerrado el debate y sometida a votación la enmienda, es rechazada por 26 votos y una abstención.



Votan por su rechazo, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Chadwick, Coloma, Espina, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero y Sabag. Fundamenta su voto, el Honorable Senador señor Gazmuri.



Se abstiene, el Honorable Senador señor Escalona.

- - -



Luego, el señor Secretario General señala que corresponde ocuparse de la supresión del artículo 8° del proyecto, la que, como se indicó precedentemente, fue aprobada con el voto en contra del Honorable señor García, como miembro de la Comisión de Defensa Nacional, y con la abstención del mismo señor Senador, pero ahora en su calidad de integrante de la Comisión de Hacienda.



En discusión la enmienda, ningún señor Senador hace uso de la palabra.

- - -



Durante la votación de esta enmienda, el señor Presidente concede el uso de la palabra a la Honorable Senadora señora Matthei, quien explica que el Honorable Senador señor García, al momento de votar esta modificación en las Comisiones unidas informantes, precisó que uno de los votos que debía emitir, lo hacía en representación del Honorable Senador señor Prokurica - quien integra la Comisión de Defensa Nacional - el cual tenía una voluntad distinta de la que él estaba ejerciendo personalmente, en su calidad de integrante de la Comisión de Hacienda.



Cerrado el debate y sometida a votación la enmienda, es aprobada 31 votos y una abstención.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide y Sabag. Fundamentan su voto, los Honorables Senadores señores Escalona, García, Navarro, Orpis y Prokurica.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


"Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Estatuto del Personal de Carabineros de Chile, fijado por el decreto con fuerza de ley (I) N° 2, de 1968, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se aprobó por decreto supremo N° 412, del Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría de Carabineros, de 1992:


1) En el artículo 46, agrégase la siguiente letra v):


“v) Asignación especial no imponible: El personal de Carabineros de Chile afecto al sistema de remuneraciones de este Estatuto, tendrá derecho a una asignación especial no imponible ascendente al 38,9% aplicado sobre el sueldo base más el diferencial por goce de sueldos superiores, la que no se considerará para el cálculo de la asignación de zona.


Con todo, no tendrá derecho a esta asignación el personal afecto al régimen de remuneraciones del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2001, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 15.076, las personas contratadas sobre la base de una renta global única y el personal a contrata nombrado como Profesor Civil, tenga o no el título de profesor y los alumnos en formación policial en las respectivas Escuelas Institucionales. Tampoco será aplicable al personal que estando afecto al sistema de remuneraciones del presente Estatuto, perciba los beneficios establecidos en el artículo 9° de la ley Nº 20.212.

No obstante lo establecido en el párrafo segundo de esta letra y en el artículo 6° del decreto ley N° 1.487, de 1976, el personal de la Subsecretaría de Investigaciones, afecto al sistema de remuneraciones del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1980, del Ministerio de Defensa Nacional, Estatuto del Personal de la Policía de Investigaciones, tendrá derecho a la asignación especial a que se refiere el párrafo primero de esta letra, en un monto equivalente al 6,6% aplicado sobre la misma base de cálculo.


Este beneficio no se considerará remuneración para los efectos de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 2º de la ley Nº 18.263, en la ley N° 18.694 y en el artículo 59 de la ley Nº 18.961.”.


2) Modifícase el artículo 51 en la siguiente forma:


A) Agrégase la siguiente letra d):


“d) Efectiva de Piloto: Los Oficiales de Fila de Orden y Seguridad de los grados de Teniente a Teniente Coronel que se encontraren en posesión del título de Piloto de aeronaves otorgado por organismo competente; tuvieren licencia de piloto vigente de acuerdo a los requerimientos de la Dirección General de Aeronáutica Civil, y desempeñaren en forma efectiva y principal esta especialidad como piloto policial, percibirán una gratificación especial equivalente al 50% del sueldo base más el diferencial por goce de sueldos superiores.


Esta gratificación de carácter no imponible, no se considerará para el cálculo de la asignación de zona, será compatible con los sobresueldos establecidos en el artículo 48, letras a) y d) número 1, e incompatible con todas las gratificaciones de este artículo.”.


B) Agrégase la siguiente letra e), nueva:


“e) De Operaciones Policiales Especiales: El personal de Orden y Seguridad que teniendo el título de Operaciones Policiales Especiales desempeñare en forma efectiva y principal funciones propias de la especialidad en Reparticiones, Unidades y,o Secciones de Operaciones Policiales Especiales, percibirá una gratificación especial equivalente al 30% del sueldo base más el diferencial por goce de sueldos superiores.


El pago de la presente gratificación se materializará mediante la dictación anual de un decreto del Ministerio respectivo, expedido bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, que establecerá las reparticiones, unidades, dotación y número de beneficiarios. Dicho decreto deberá contar, además, con la firma del Ministro de Hacienda.


Esta gratificación de carácter no imponible, no se considerará para el cálculo de la asignación de zona y será compatible con los sobresueldos establecidos en el artículo 48, letras a), b), y d) número 12, e incompatible con todas las gratificaciones de este artículo.”.


C) Agrégase la siguiente letra f):


“f) De Fuerzas Especiales: El personal de Orden y Seguridad que siendo de dotación de Reparticiones o Unidades de Fuerzas Especiales, desarrolle servicios policiales efectivos, percibirá una gratificación especial equivalente al 20% del sueldo base más el diferencial por goce de sueldos superiores.


El pago de la presente gratificación se materializará mediante la dictación anual de un decreto del Ministerio respectivo, expedido bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, que establecerá las reparticiones, unidades, dotación y número de beneficiarios. Dicho decreto deberá contar, además, con la firma del Ministro de Hacienda.


Esta asignación de carácter no imponible, no se considerará para el cálculo de la asignación de zona y será compatible con los sobresueldos establecidos en el artículo 48, letras a), b), y e), e incompatible con todas las gratificaciones de este artículo.”.


Artículo 2º.- La asignación mensual de carácter permanente, establecida en el inciso primero del artículo 1º de la ley Nº 19.467, únicamente, respecto de los profesionales funcionarios regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2001, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 15.076, de Carabineros de Chile, que desempeñen jornadas diurnas de 11, 22, 33 y 44 horas semanales, será de 18,6%.


La asignación del inciso anterior, será de 13,6% para los profesionales funcionarios de Carabineros de Chile que en iguales calidades jurídicas desempeñen cargos de 28 horas semanales bajo la modalidad establecida en el inciso séptimo del artículo 12 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2001, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº15.076, en los hospitales dependientes de dicha Institución, sólo en la medida que dichos profesionales funcionarios no se encuentren acogidos al beneficio establecido en el artículo 44 del citado decreto con fuerza de ley.


En todo caso, para los efectos de determinar el monto de la asignación que pudiere corresponder a los profesionales funcionarios citados en los incisos anteriores, el total de remuneraciones y beneficios sobre los que se aplicará el 18,6% o el 13,6%, incluirá, además, las horas extraordinarias y el recargo del artículo 10 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2001, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº15.076, la asignación del artículo 2º de la ley Nº 19.432 y las asignaciones de los artículos 1º y 2º de la ley Nº 19.230, todas cuando corresponda.


Artículo 3º.- Concédese al personal de los escalafones de Oficiales Policiales y de Asistentes Policiales de la Policía de Investigaciones de Chile, que integren las unidades de reacción táctica, una gratificación especial denominada de reacción táctica equivalente al 30% del sueldo base más el diferencial por goce de sueldos superiores.


Para tener derecho a la gratificación señalada en el inciso anterior, el citado personal deberá cumplir con las siguientes exigencias:


a) Haber aprobado el “Curso Básico en Técnicas y Tácticas Policiales” impartido por el Centro de Capacitación Profesional o tener acreditada la condición de especialista de las materias que trata dicho curso.


b) Haber aprobado la evaluación psicológica, médica, de capacidad física y un test de habilidad con armas de fuego que establezca la Policía de Investigaciones de Chile.


c) Desempeñar en forma efectiva y principal funciones operativas de reacción táctica en dichas unidades. 


El pago de la presente gratificación se materializará mediante la dictación anual de un decreto del Ministerio respectivo, expedido bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, que establecerá las unidades, dotación y número de beneficiarios. Dicho decreto deberá contar, además, con la firma del Ministro de Hacienda.


Esta asignación de carácter no imponible, no se considerará para el cálculo de la asignación de zona y será compatible con los sobresueldos establecidos en el artículo 48, letras a) y e) e incompatible con todas las gratificaciones establecidas en el artículo 51 del Estatuto del Personal de Carabineros de Chile, fijado por el DFL (I) N° 2, de 1968, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se aprobó por decreto supremo N° 412, de 1992, del Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría de Carabineros, de 1992.

Artículo 4°.- Concédese al personal del escalafón de Oficiales Policiales y al personal del Escalafón de Asistentes Policiales de la Policía de Investigaciones de Chile que sea de dotación y cumpla servicios en unidades operativas señaladas en el respectivo reglamento de sobresueldos y gratificaciones especiales, una asignación especial operativa no imponible equivalente al 35% del sueldo base más el diferencial por goce de sueldos superiores, de acuerdo con el citado reglamento, el que deberá ser suscrito por el Ministro de Hacienda.


Esta asignación será compatible con el sobresueldo de la letra a) del artículo 48 del Estatuto del Personal de Carabineros de Chile, fijado por el DFL (I) N° 2, de 1968, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se aprobó por decreto supremo N° 412, del Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría de Carabineros, de 1992.

El personal que se encuentre percibiendo esta asignación especial al momento de ser destinado a la Academia Superior de Estudios Policiales, para realizar estudios tendientes a obtener el título de Oficial Graduado, continuará percibiendo el beneficio mientras duren los referidos estudios.


Del mismo modo, el personal que se encuentre percibiendo la asignación especial y sea aceptado para realizar un curso de especialidad o de perfeccionamiento en planteles institucionales o extrainstitucionales, tendrá derecho a continuar percibiendo esta asignación.


Con todo, el personal que se encuentre en posesión de alguno de los sobresueldos establecidos en las letras c), d) o e) del artículo 48 del Estatuto del Personal de Carabineros de Chile, fijado por el decreto con fuerza de ley (I) N° 2, de 1968, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se aprobó por decreto supremo N° 412, del Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría de Carabineros, de 1992, expresamente consultados en el reglamento de sobresueldos y gratificaciones especiales de la Policía de Investigaciones de Chile y opte por la compatibilidad del artículo 49 del mencionado cuerpo legal, no podrá acceder a esta asignación.


Este beneficio no se considerará para el cálculo de la gratificación de zona, y será incompatible con la gratificación especial de reacción táctica establecida en el artículo 3° de la presente ley, con la asignación policial consultada en la letra n) del artículo 46 del Estatuto del Personal de Carabineros de Chile, fijado por el decreto con fuerza de ley (I) N° 2, de 1968, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se aprobó por decreto supremo N° 412, del Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría de Carabineros, de 1992, y con todas las asignaciones, sobresueldos o Gratificaciones Especiales que, a su vez, sean incompatibles con dicha asignación policial.

Artículo 5°.- El personal de la Policía de Investigaciones de Chile tendrá, además, derecho a percibir los sobresueldos establecidos en el artículo 48 letra d) números 2 y 10 del Estatuto del Personal de Carabineros de Chile, fijado por el decreto con fuerza de ley (I) N° 2, de 1968, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se aprobó por decreto supremo N° 412, del Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría de Carabineros, de 1992, siempre que se cumpla con el reglamento respectivo, el que deberá ser suscrito por el Ministro de Hacienda.


Artículo 6º.- Únicamente respecto de las Subsecretarías de Guerra, Marina y Aviación, el guarismo “16,5%” establecido en el inciso segundo del artículo 3° de la ley N° 20.327, será de “23,1%”.


Artículo 7º.- El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley durante el año 2009, se financiará con cargo a los recursos contemplados en la Partida Tesoro Público y a partir del año 2010 con cargo a los presupuestos de las respectivas Instituciones.


Artículo 1° transitorio.- El monto de la asignación especial no imponible establecida en el número 1) del artículo 1° de esta ley, se hará efectivo en dos etapas. A partir del primer día del mes siguiente de la fecha de publicación de la presente ley, la asignación especial no imponible ascenderá al 19,5% del sueldo base más el diferencial por goce de sueldos superiores; y en una segunda etapa, a partir del 1 de enero de 2010, se pagará el monto completo, esto es, el 38,9% del sueldo base más el diferencial por goce de sueldos superiores, en conformidad a la letra v) del artículo 46 del decreto supremo N° 412, de 1992, del Ministerio de Defensa Nacional, Estatuto del Personal de Carabineros de Chile.


Esta asignación, respecto del personal de la Subsecretaría de Investigaciones, también se aplicará en las mismas dos etapas indicadas en el inciso anterior. Durante la primera etapa el monto a pagar ascenderá al 1,2%, de la base correspondiente, y a contar del 1 de enero de 2010, será de 6,6%.


Artículo 2° transitorio.- El nuevo monto de la asignación a que se refiere el artículo 6° se hará efectivo en dos etapas. A partir del primer día del mes siguiente de la fecha de publicación de la presente ley, la asignación especial no imponible ascenderá al 17,7% de la base correspondiente, y en una segunda etapa, a partir del 1 de enero de 2010, se pagará en un 23,1%.


Artículo 3° transitorio.- Las gratificaciones y los porcentajes establecidos en las letras A), B) y C) del número 2) del artículo 1º, así como la gratificación a que se refiere el artículo 3°, la asignación del artículo 4° y los sobresueldos del artículo 5°, todos de esta ley, comenzarán a regir a partir del primer día del mes siguiente de la fecha de su publicación.


Artículo 4° transitorio.- Los porcentajes correspondientes a la asignación a que se refiere el artículo 2º de esta ley, se sujetarán a la progresión que a continuación se indica para cada uno de los años que se señalan, aplicados sobre la base correspondiente, comenzando su aplicación a partir del primer día del mes siguiente de la fecha de publicación de la presente ley:


a) Profesionales funcionarios que desempeñan jornadas de 11, 22, 33 y 44 horas semanales:


Año 2009: 11,8%


Año 2010: 18,6%


b) Profesionales funcionarios que desempeñan jornadas de 28 horas semanales:


Año 2009: 6,8%


Año 2010: 13,6%


Artículo 5° transitorio.- La asignación del costo de vida prevista en el artículo 197 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional, Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas, será aplicada al personal de Carabineros de Chile y de la Policía de Investigaciones de Chile que haya sido comisionado en el exterior en el segundo semestre de 2004, en misiones de una duración mayor a 31 días, en conformidad a lo dispuesto en el decreto supremo N° 4, de 2005, de la Subsecretaría de Guerra. El reajuste de dicha asignación operará con efecto retroactivo al 1 de julio de 2004 y hasta el 31 de diciembre de ese año, por el periodo que corresponda a la comisión de servicios.”.

_______________

Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, en primer trámite constitucional, que regula la inscripción automática, el sufragio voluntario y el voto de los chilenos en el extranjero, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, 

Justicia y Reglamento


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General  señala que se trata del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que regula la inscripción automática, el sufragio voluntario y el voto de los chilenos en el extranjero, correspondiente al Boletín N° 6.418-07, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola “suma”.


Añade que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento discutió este proyecto solamente en general, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado, y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores Chadwick, Espina y Gómez.



El señor Secretario General, finalmente, hace presente que este proyecto tiene el carácter de norma orgánica constitucional, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 18 de la Carta Fundamental, por lo que requiere para su aprobación de los cuatro séptimos de los señores Senadores en ejercicio, según lo establece el inciso segundo del artículo 66 de la  Constitución Política de la República.

- - -


A continuación, el señor Presidente recaba el acuerdo de la Sala para abrir la votación en general de este proyecto.



Así se acuerda.

- - -



Cerrado el debate y sometida a votación en general la iniciativa, es aprobada por  27 votos a favor.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Chadwick, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide y Sabag.



A continuación, el señor Presidente señala que corresponde fijar un plazo para formular indicaciones.



Sobre el particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Navarro y Longueira.



Luego, el señor Presidente propone a la Sala fijar como plazo para formular indicaciones hasta las 18:00 horas del día 27 de abril del año en curso, lo que, no habiendo objeción, así se acuerda. 



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 18.556, Orgánica Constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral: 


1) Reemplázase su Título Preliminar y los siguientes Títulos I, II y III por los siguientes:

“Título Preliminar


Artículo 1°.- La presente ley regula el régimen de inscripción electoral y la organización y funcionamiento del Servicio Electoral, como parte del sistema electoral público a que se refiere el artículo 18 de la Constitución Política de la República.


Artículo 2°.- Los organismos encargados del proceso de inscripción electoral son las Juntas Electorales, las Juntas de Actualización y el Servicio Electoral.

Título I

DEL REGISTRO ELECTORAL

1. Disposiciones Generales

Artículo 3°.- Créase un Registro Electoral bajo la dirección del Servicio Electoral, que contendrá la nómina de todos los chilenos comprendidos en los números 1 y 3 del artículo 10 de la Constitución Política de la República, mayores de 17 años, aún cuando se encontraren con su derecho a sufragio suspendido, o hubieren perdido la ciudadanía por cualquier causa.


Asimismo, el Registro Electoral contendrá la nómina de los demás chilenos y extranjeros, que cumplan con los requisitos para sufragar establecidos en los artículos 13 y 14 de la Constitución Política de la República, aún cuando se encontraren con su derecho a sufragio suspendido, o hubieren perdido la ciudadanía por cualquier causa.


Artículo 4°.- El Registro Electoral deberá contener los nombres y apellidos de los inscritos, e indicará para cada uno, el número de cédula nacional de identidad, la fecha de nacimiento, la nacionalidad, el sexo, el domicilio, la circunscripción electoral, con identificación de la Región, provincia y comuna a que pertenezca, o del Consulado en el que se encuentre registrado, en su caso.


Además, la nómina deberá incluir la foto, huella dactilar y la profesión de la persona inscrita si estos datos estuvieren a disposición del Servicio Electoral.


El Registro también deberá contener los antecedentes necesarios para determinar si la persona inscrita se encuentra con su derecho a sufragio suspendido o si ha perdido la ciudadanía o la residencia, en su caso. 

2. De la inscripción


Artículo 5°.- Los chilenos comprendidos en el número 1 del artículo 10 de la Constitución Política de la República, serán inscritos automáticamente en el Registro Electoral, a partir de la fecha en que cumplan los 17 años.


Asimismo, serán inscritos automáticamente, los extranjeros comprendidos en el número 3 del artículo 10 de la Constitución Política de la República, luego de obtener su carta de nacionalización de conformidad a la ley.


Artículo 6°.- Para los efectos de lo dispuesto en el artículo anterior, dentro de los 5 primeros días de cada mes, el Servicio de Registro Civil e Identificación deberá remitir al Servicio Electoral una lista de los chilenos comprendidos en el Artículo 10 N° 1 y N° 3 de la Constitución Política de la República que hayan cumplido 17 años en el mes inmediatamente anterior o hayan obtenido carta de nacionalización, según corresponda.


La referida lista deberá contener los nombres y los apellidos de dichas personas, el número de su rol único nacional, su fecha de nacimiento, y sexo.


Además, respecto de las personas que hayan obtenido cédula de identidad, el Servicio de Registro Civil e Identificación deberá añadir a la lista la fotografía, la huella dactilar, el domicilio declarado, con indicación de la comuna, y la profesión registrada si la hubiere.


En caso que la persona no hubiere obtenido cédula de identidad al momento de confeccionar la lista, el Servicio de Registro Civil e Identificación deberá comunicar el domicilio registrado al momento de solicitar la inscripción de nacimiento. En caso de ser más de dos domicilios los registrados, se estará al domicilio de la madre.


El domicilio informado conforme a los incisos anteriores, será considerado como domicilio electoral para los efectos de la inscripción en el Registro Electoral.


Si con posterioridad al envío de los antecedentes de una persona, ésta obtuviera cédula de identidad, o renovara la misma, el Servicio de Registro Civil e Identificación deberá enviar la fotografía y la copia de la huella dactilar correspondiente.


Artículo 7°.- Los chilenos comprendidos en los números 2 y 4 del artículo 10 y los extranjeros comprendidos en el artículo 14, ambos de la Constitución Política de la República, que acrediten cumplir con el requisito de avecindamiento exigido por el inciso 3° del artículo 13 o por el artículo 14 de la Constitución Política de la República, según corresponda, serán inscritos automáticamente en el Registro Electoral. 


Para estos efectos, el interesado deberá presentar la solicitud pertinente ante cualquier Junta de Actualización, acompañando los antecedentes que acrediten su avecindamiento en el país por el tiempo exigido, y declarando bajo juramento su domicilio electoral. Esta solicitud será remitida al Ministerio del Interior, quien, si correspondiere, emitirá un certificado que acreditará el hecho de haber cumplido el avecindamiento y lo remitirá al Servicio Electoral para que practique la correspondiente inscripción.


Los chilenos comprendidos en los números 2 y 4 del artículo 10 de la Constitución Política de la República, que se encuentren en el extranjero, podrán realizar este trámite ante los Consulados de Chile. 


Para los efectos de esta ley, se entenderá por Consulado a las Oficinas Consulares, incluyendo las Secciones Consulares de una Misión Diplomática, a cargo de un funcionario de la Planta del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores designado para desempeñar funciones consulares.


En cualquier caso, no se admitirán solicitudes de acreditación de avecindamiento entre el centésimo vigésimo día anterior a una elección y el primer día del mes siguiente a ésta.


Artículo 8°.- Mensualmente, el Servicio Electoral deberá comunicar a las personas el hecho de su inscripción en el Registro Electoral, indicando la circunscripción electoral en donde le corresponde votar, mediante carta certificada dirigida al domicilio electoral consignado en el Registro Electoral.


Esta comunicación deberá indicar si, al momento de la inscripción, la persona se encuentra con su derecho a sufragio suspendido o ha perdido la ciudadanía, inhabilitándolo para votar, con indicación de causa.


Además, el Servicio Electoral deberá poner a disposición del público en forma permanente, a través de su sitio Web y de una línea telefónica, un sistema de consulta en donde cada elector podrá verificar en qué circunscripción se encuentra inscrito y si está habilitado para votar.

3. De la actualización del registro electoral

Artículo 9°.- El Director del Servicio Electoral actualizará en forma permanente el Registro Electoral considerando las siguientes circunstancias:


a) Nuevas personas que cumplan con los requisitos para ser inscritas.


b) Fallecimiento de una persona inscrita, que deberá ser eliminada del registro.


c) Pérdida de ciudadanía de una persona inscrita de conformidad con lo dispuesto en el artículo 17° de la Constitución Política de la República, o su recuperación.


d) Suspensión del derecho a sufragio de una persona inscrita en conformidad con lo dispuesto en el artículo 16 de la Constitución Política de la República; y el cese de esta suspensión. 


e) Revocaciones de los permisos de residencia de extranjeros.


f) Solicitud de cambio de domicilio que signifique una nueva circunscripción electoral.


g) Reclamaciones acogidas en conformidad a la ley. 


El Director conservará los antecedentes en que se funde la actualización por un lapso no inferior a 5 años.


Artículo 10.- Para los efectos de lo dispuesto en el artículo anterior, dentro de los 5 primeros días de cada mes, el Servicio de Registro Civil e Identificación deberá enviar al Servicio Electoral un listado de aquellas personas cuyas defunciones hubieren sido registradas en el mes inmediatamente anterior, como asimismo, la de las personas que hubieren sido condenadas a pena aflictiva, y de las personas que hubieren perdido la nacionalidad.


El Servicio de Registro Civil e identificación comunicará, además, todas las rectificaciones de inscripciones de nacimiento de los ciudadanos, con indicación de los datos originales que fueron objeto de la rectificación, y cualquier cambio en los datos señalados en el artículo 6°, con excepción del domicilio.


El Servicio de Registro Civil e Identificación deberá proporcionar al Servicio Electoral cualquier otro antecedente que resulte necesario para la inscripción de los chilenos y extranjeros en el Registro Electoral, quedándole expresamente prohibido calificar los antecedentes de las personas o pronunciarse acerca del cumplimiento de los requisitos legales para el ejercicio del derecho a sufragio.


Artículo 11.-  El Tribunal Constitucional deberá comunicar al Servicio Electoral las sanciones que hubiere aplicado de conformidad con lo dispuesto en el numeral 15 del artículo 19 de la Constitución Política de la República, como asimismo el cumplimiento del plazo a que se refiere dicha disposición, dentro del los cinco días siguientes a la fecha en que la sentencia hubiere quedado firme o ejecutoriada.


Artículo 12.- El Ministerio del Interior informará al Servicio Electoral sobre las revocaciones de los permisos de residencia de extranjeros, tan pronto como queden ejecutoriados los actos administrativos que las dispongan, y siempre que ellas impongan al extranjero la obligación de hacer abandono del país.


Artículo 13.- Dentro de los 5 primeros días de cada mes, los Jueces de Garantía deberán comunicar al Servicio Electoral las personas respecto de las cuales el Ministerio Público o un querellante particular hubiere presentado acusación por delitos que merezcan pena aflictiva o por delito que la ley califique como conducta terrorista.


En la misma oportunidad, los Jueces de Garantía y los Tribunales Orales en lo penal, según corresponda, deberán comunicar al Servicio Electoral las personas que hubieren sido condenadas por delitos que merezcan pena aflictiva, aunque no sean condenados a pena aflictiva, o por delitos que la ley califique como conducta terrorista, o que fueren absueltas o sobreseídas por tales delitos. 


Artículo 14.- Los jueces de letras comunicarán al Servicio Electoral los nombres de las personas que hubieren sido declaradas en interdicción por causa de demencia, dentro del plazo de cinco días desde la fecha en que la sentencia hubiere quedado firme o ejecutoriada, indicando los antecedentes necesarios para su cabal identificación.


Asimismo, los jueces de letras comunicarán sobre las revocaciones de dichas declaratorias.


Artículo 15.- Las sentencias dictadas por Tribunales extranjeros tendrán validez en Chile para efectos de las causales establecidas en los números 1 y 2 del artículo 16, y en los número 2 y 3 del artículo 17, ambos de la Constitución Política de la República. 


Artículo 16.- El Senado deberá comunicar al Servicio Electoral las personas a las cuales se hubiere rehabilitado su ciudadanía conforme al inciso final del artículo 17 de la Constitución Política de la República.


Artículo 17.- Dentro de los cinco primeros días de cada mes, el Ministerio de Justicia deberá comunicar al Servicio Electoral las personas que hubieren extinguido su responsabilidad penal conforme a lo dispuesto en el artículo 93 del Código Penal.


Artículo 18.- Cualquier persona inscrita podrá solicitar al Servicio Electoral se modifique el domicilio anotado en el Registro Electoral, lo que se hará ante cualquier Junta de Actualización, mediante una comunicación escrita firmada por el peticionario al Director del Servicio Electoral, en formularios especialmente diseñados por este organismo, declarando bajo juramento su nuevo domicilio. Tratándose de ciudadanos chilenos residentes en el extranjero, la solicitud podrá realizarse ante la Junta Electoral del respectivo Consulado.


Los extranjeros sólo podrán solicitar cambios de domicilio entre circunscripciones electorales en Chile.


Las Juntas de Actualización deberán remitir sin más trámite al Servicio Electoral las solicitudes que reciban, en la forma y oportunidad que, por resolución, determine el Director del Servicio.


En cualquier caso, no se admitirán solicitudes de modificación de domicilio entre el centésimo vigésimo día anterior a la elección, y el primer día del mes siguiente a ésta. Asimismo, no se aceptarán solicitudes de cambio de domicilio a circunscripciones electorales que correspondan a la comuna o agrupación de comunas en la que se realizará un plebiscito, a partir del quinto día de publicado el decreto supremo que establece el día en que se realizará la votación plebiscitaria. 


El Servicio Electoral deberá notificar al elector, mediante carta certificada dirigida al nuevo domicilio electoral, el resultado de la solicitud indicando la nueva circunscripción en donde le corresponderá votar.


El Servicio Electoral podrá disponer otras formas para solicitar cambio de domicilio electoral a distancia a través de medios electrónicos, siempre que éstas garanticen la confiabilidad en la identidad del usuario y la seguridad de los datos del elector. 

Título II

DE LOS PADRONES ELECTORALES

Artículo 19.- El Servicio Electoral determinará el Padrón Electoral Nacional con ciento veinte días de antelación a la fecha en que deba verificarse una elección. Tratándose de plebiscitos, dicho padrón se determinará dentro de los cinco días siguientes a la publicación del decreto supremo que establece el día en que se realizará la votación plebiscitaria.


Dicho Padrón Electoral Nacional contendrá una nómina donde sólo figurarán los chilenos y extranjeros inscritos en el Registro Electoral que, a la fecha de la elección o plebiscito correspondiente, reúnan los requisitos necesarios para ejercer el derecho a sufragio.


El Servicio Electoral deberá publicar en su sitio Web el Padrón Electoral Nacional, en la oportunidad señalada en el inciso primero. Sin perjuicio de lo anterior, en cada Junta de Actualización habrá impreso un Padrón de los registrados para votar en la respectiva circunscripción, el que será proporcionado por el Servicio Electoral.


Artículo 20.- El Padrón Electoral Nacional se ordenará en forma alfabética y contendrá los nombres y apellidos del elector, y su, número de rol único nacional, sexo, comuna, provincia y región, y circunscripción electoral indicando el número de mesa en que le corresponde votar y el lugar que ocupa en ella.


Cada elector sólo podrá figurar una vez en el Padrón Electoral Nacional.


Artículo 21.- El Servicio Electoral, al momento de determinar el Padrón Electoral Nacional, asignará por orden alfabético a cada elector una Mesa Receptora de Sufragio, y un lugar en ella, según su circunscripción electoral.


Las Mesa Receptora de Sufragios tendrán un total de 350 electores. Cuando se cumpla con este total, se abrirá una nueva mesa y así sucesivamente, hasta que todos los electores tengan asignada una Mesa Receptora de Sufragio. Las mesas se ordenarán numérica y correlativamente dentro de cada circunscripción electoral.


Cada elector sólo podrá tener asignada una mesa y un lugar en ella.


Artículo 22.-  El Servicio Electoral confeccionará, con a lo menos treinta días de anticipación al acto eleccionario o plebiscitario correspondiente, el Padrón con la nómina definitiva de electores, tomando en consideración las reclamaciones acogidas de conformidad con lo dispuesto en el Título siguiente, quedando sujeto a las obligaciones establecidas en el inciso final del artículo 19.


Los nuevos inscritos producto de las reclamaciones, se incluirán alfabéticamente al final del Padrón Electoral Nacional y se les asignará una Mesa Receptora de Sufragio, en ese orden.


Artículo 23.-  El Servicio Electoral, en la misma oportunidad en que debe determinar el Padrón Electoral Nacional, deberá confeccionar los Padrones de Mesa que se utilizarán en la respectiva elección o plebiscito.


A cada mesa receptora de sufragios le corresponderá un padrón de mesa.


Cada Padrón de Mesa contendrá una nómina, ordenada alfabéticamente, de las personas habilitadas para votar en la Mesa Receptora de Sufragios respectiva.


Los Padrones de Mesa contendrán el nombre y apellidos de cada elector, su número de rol único nacional, su huella dactilar y su fotografía.


Cada elector podrá figurar sólo en un Padrón de Mesa y una vez en él.

Título III

DE LAS RECLAMACIONES

Artículo 24.- La persona que estimare que injustificadamente fue omitida del padrón electoral, podrá reclamar de este hecho, por escrito o verbalmente, dentro de los cinco días siguientes a la publicación de éste por el Servicio Electoral, ante el juez de letras de su domicilio. 


Tratándose de ciudadanos domiciliados en el extranjero, el tribunal competente para conocer de esta reclamación y de la señalada en el artículo siguiente, será el Juez de Letras de turno de la jurisdicción de la Corte de Apelaciones de Santiago. 


El juez resolverá con los antecedentes que el interesado le suministre, previo informe del Director del Servicio Electoral, el cual deberá ser emitido dentro de segundo día. El juez deberá fallar, con o sin informe, dentro del plazo de sexto día, contado desde la fecha de la presentación del reclamo. 


El juez ordenará la incorporación del reclamante en el padrón electoral en los casos en que hubiere lugar a ella.


La sentencia que se pronuncie en virtud de este artículo será apelable dentro del término de cinco días contado desde que sea notificada por cédula al afectado y al Director del Servicio Electoral, en sus respectivos domicilios. Conocerá del recurso la Corte de Apelaciones competente.


Ejecutoriada la sentencia, el Tribunal, de oficio o a petición de parte, la comunicará al Servicio Electoral, y éste procederá a cumplirla sin más trámite.


Artículo 25.- Cualquier persona podrá pedir al juez de letras competente la exclusión de quien haya sido incluido en el Padrón Electoral en contravención a la ley.


Esta presentación, para ser admitida, deberá ir acompañada de una boleta de depósito en arcas fiscales, de un centésimo de unidad tributaria mensual por cada inscripción impugnada. Esta suma se aplicará a beneficio fiscal si se desecha la reclamación.


El juez citará para dentro de quinto día al reclamante, y a la persona o personas cuya exclusión se pide, a fin de que concurran con sus medios de prueba. Para este efecto, el reclamante deberá notificar personalmente o por cédula a la persona o personas reclamadas en el domicilio señalado en el Padrón. Si la persona reclamada o alguna de ellas hubiere cambiado de domicilio, se le notificará por medio de un aviso que se publicará a costa del recurrente en un diario de los de mayor circulación en la localidad a que corresponda dicho domicilio.


En caso de que la reclamación afectare a un considerable número de personas o que el número de reclamos fuera muy elevado, podrá el juez ordenar que la citación se haga por medio de un aviso, que se publicará a costa del reclamante, en un diario de los de mayor circulación en la localidad que corresponda, y señalar diversas audiencias para oírlos, siempre que se celebren dentro del plazo de quince días, contado desde la fecha de ingreso del reclamo correspondiente.


La audiencia tendrá lugar con las partes que concurran. Si ninguna de ellas compareciere, el juez resolverá con el mérito de los antecedentes que se presenten.


No se admitirán incidentes dilatorios en la tramitación de estos reclamos.


La cédula de identidad emitida por el Servicio de Registro Civil e Identificación, llevada personalmente, será estimada como prueba suficiente en cuanto a los datos que ella contiene.


La resolución judicial se expedirá dentro de los tres días siguientes al señalado para la audiencia y se notificará a las partes por cédula. Ejecutoriada la sentencia que ordena la exclusión, se transcribirá al Director del Servicio Electoral para que efectúe la cancelación correspondiente.


Artículo 26.- Las Cortes de Apelaciones conocerán en cuenta de las apelaciones, o de la consulta, en su caso, sobre inclusiones o exclusiones del Padrón, sin esperar la comparecencia de los interesados, y deberán fallarlas en el término de ocho días, contado desde el ingreso de los autos en Secretaría. Contra estos fallos no procederá recurso alguno.”.


2) Intercálese, a continuación del nuevo Título III, los siguientes Título IV y V nuevos, pasando los siguientes Títulos y artículos a tener la numeración correlativa que corresponda:

“Título IV

DE LAS JUNTAS ELECTORALES

Y DE LAS JUNTAS DE ACTUALIZACIÓN

1.De las Juntas Electorales

Artículo 27.- En cada provincia habrá una Junta Electoral que tendrá las siguientes funciones:


a) Proponer al Director del Servicio Electoral, en los términos señalados en el artículo 37, la nómina de postulantes para ser designados miembros de las Juntas de Actualización, y 


b) Designar, a proposición de los alcaldes, los locales en que se constituirán y funcionarán las Juntas de Actualización.


Artículo 28.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, el Director del Servicio Electoral, por resolución fundada y previo informe de la Junta respectiva, podrá crear temporal o permanentemente otras Juntas Electorales, cuando circunstancias tales como la cantidad de población, la dificultad de comunicaciones o las distancias entre los diversos centros poblados lo hagan aconsejable.


La resolución designará a los integrantes de las nuevas Juntas Electorales, establecerá su territorio jurisdiccional y la localidad en que tendrán su sede. Esta resolución se publicará dentro de quinto día en el Diario Oficial y, además, en un periódico de la localidad respectiva, y si allí no lo hubiere, en el correspondiente de la capital provincial o regional. Sin perjuicio de lo anterior, podrán difundirse avisos por otros medios de comunicación social, cuando las circunstancias lo requieran.


Artículo 29.- Las Juntas Electorales, en las provincias cuya capital sea asiento de Corte de Apelaciones, estarán integradas por el Fiscal de esta última, el Defensor Público de la capital de la provincia y el Conservador de Bienes Raíces de la misma. Actuará de Presidente el primero de los nombrados y de Secretario, el último.


En las demás capitales de provincia, las Juntas se integrarán con el Defensor Público, el Notario Público y el Conservador de Bienes Raíces de ellas. Actuará de Presidente el primero de los nombrados y de Secretario el último.


Si hubiere más de uno de los funcionarios mencionados en los incisos precedentes, integrará la respectiva Junta el más antiguo de ellos en la categoría.


Los miembros de las Juntas Electorales serán permanentes y conservarán ese carácter en tanto desempeñen la función pública requerida para su designación.


Artículo 30.- Las Juntas Electorales que cree el Director del Servicio Electoral de acuerdo con las normas del artículo 28, se integrarán con el Defensor Público, un Notario y un Conservador de Bienes Raíces que tengan competencia en todo o parte del territorio jurisdiccional que se les asigne y, si hubiere más de uno de ellos, por los que tengan su oficio en la localidad en que tendrá su sede la respectiva Junta, de acuerdo con su antigüedad en la categoría, excluidos los que deban integrar otras Juntas de conformidad con los incisos primero y segundo del artículo anterior.


Si no hubiere alguno de los auxiliares de la administración de justicia señalados en el inciso anterior, la Junta Electoral se integrará con un Secretario del Juzgado de Letras, con otro Notario o con el Secretario Municipal de la Municipalidad que tenga asiento en la localidad sede de la Junta. Sin embargo, la falta de Conservador sólo podrá ser suplida por un Archivero Judicial o un Notario.


En estas Juntas actuará como Presidente el Defensor Público o, en su defecto, el miembro que designe el Director del Servicio Electoral, y como Secretario el Conservador de Bienes Raíces o, a falta de éste, el Archivero Judicial o el Notario que nomine el Director. La permanencia de sus miembros será la misma indicada en el inciso final del artículo anterior.


Artículo 31.- Para los efectos de la designación de los integrantes de las Juntas Electorales, el Director del Servicio Electoral requerirá de la Corte Suprema la nómina de los correspondientes funcionarios de la administración de justicia, con jurisdicción en el territorio de competencia de la Junta.


Los miembros serán notificados de su designación por el Secretario de la Corte de Apelaciones respectiva, a requerimiento del Director. La notificación se hará personalmente o por carta certificada que contendrá copia íntegra de la resolución. Se entenderá practicada esta última notificación al tercer día hábil siguiente de la recepción de la carta por la oficina de correos.


Las Juntas Electorales se instalarán el quinto día siguiente a la notificación del último de sus miembros, a las quince horas.


Artículo 32.- Si en alguna provincia no se reuniere el número de funcionarios suficientes para integrar una Junta Electoral, el Director dispondrá, mediante resolución fundada, que será publicada en la forma señalada en el artículo 28, que sus funciones sean cumplidas por la Junta Electoral de la provincia de la misma Región que tenga mayores facilidades de comunicación terrestre con aquélla.


Artículo 33.- Las Juntas Electorales celebrarán sus sesiones en el oficio del Secretario y podrán funcionar válidamente con dos de sus miembros. Si faltare alguno de ellos será sustituido por la persona a quien corresponda reemplazarlo en sus funciones.


Corresponderá a los Presidentes velar por el fiel y oportuno cumplimiento de las funciones que la ley encomienda a las Juntas. Podrán convocarlas cuando lo estimen necesario o lo pidan otros miembros. Las Juntas se reunirán, además, en las ocasiones que señale la ley o cuando hubiere asuntos que requieran de su conocimiento, lo que los Secretarios informarán de inmediato a los Presidentes, caso en el cual aquéllos efectuarán las citaciones correspondientes.


Artículo 34.- De todas las actuaciones de la Junta se levantarán actas que se estamparán en un libro denominado Protocolo Electoral. En ellas se indicará la fecha de la sesión, la individualización de los miembros asistentes, las materias tratadas y las resoluciones adoptadas. Estas actas serán firmadas por todos los miembros asistentes.


El Protocolo Electoral será público y se sujetará a las reglas que rigen los registros notariales.


El Protocolo se mantendrá bajo la custodia del Secretario de la Junta Electoral.

2. De las Juntas de Actualización


Artículo 35.- En cada comuna habrá una Junta de Actualización que tendrá las siguientes funciones:


a) Recibir solicitudes de cambio de domicilio de los ciudadanos y extranjeros que figuren en el Registro Electoral;


b) Recibir solicitudes y antecedentes para la acreditación del avecindamiento, y


c) Entregar comprobante de trámite realizado.


Las Juntas de Actualización podrán recibir las solicitudes de cambio de domicilio que se presenten, no obstante que ellas correspondan a comunas distintas de aquellas en que funcionen.


Artículo 36.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, el Director del Servicio Electoral, por resolución fundada, podrá crear otras Juntas de Actualización temporales o permanentes, cuando circunstancias tales como la cantidad de población, las dificultades de comunicación con la sede comunal, las distancias excesivas o la existencia de diversos centros poblados de importancia, lo hagan aconsejable.


Artículo 37.- Las Juntas de Actualización estarán integradas por tres miembros designados por el Director del Servicio Electoral, de los cuales dos lo serán a proposición en cuaterna de la Junta Electoral. Además, el Director podrá designar un miembro en calidad de suplente en cada Junta de Actualización para que, en caso de ausencia, pueda reemplazar a cualquiera de los otros miembros.


Tanto las personas propuestas como las designadas para integrar las Juntas de Actualización deberán cumplir los siguientes requisitos:


a) Ser ciudadanos mayores de veintiún años de edad;


b) Haber aprobado la enseñanza básica o su equivalente;


c) Ser videntes, y


d) Tener domicilio en la circunscripción electoral de la respectiva Junta de Actualización.


Las personas que se propongan para integrar las Juntas de Actualización, podrán ser, especialmente, ex funcionarios judiciales, públicos o municipales. Los organismos correspondientes podrán proporcionar nóminas, a solicitud de la Junta Electoral, de personas que consideren idóneas para ocupar dichos cargos. Los miembros de las Juntas de Actualización, en tanto conserven ese carácter, deberán abstenerse de desarrollar cualquier actividad político-partidista. La infracción a esta norma dará origen a su remoción inmediata, en conformidad al artículo 40.


No podrán ser miembros las personas que desempeñen cargos de representación popular o sean candidatos a ocuparlos, ni los que ejerzan cargos de la confianza exclusiva del Presidente de la República o sean dirigentes de partidos políticos.


Artículo 38.- Las Juntas de Actualización podrán constituirse y funcionar con dos miembros. En la primera sesión que celebren, elegirán un Presidente de entre sus miembros, nombramiento que no podrá recaer en la persona de libre designación del Director del Servicio Electoral. Esta última se desempeñará como Secretario de la Junta y actuará como ministro de fe para todos los efectos previstos en esta ley.


Los miembros de las Juntas de Actualización asumirán sus funciones el quinto día siguiente a la notificación de la resolución de nombramiento al último de ellos. Para estos efectos, el Secretario de la Junta Electoral remitirá una citación en la que se indicará el lugar, día y hora en que ella se constituirá.


Las resoluciones de nombramiento de los miembros de las Juntas de Actualización serán notificadas a éstos por el Secretario de la Junta Electoral respectiva. La notificación se hará personalmente o por carta certificada, que contendrá copia íntegra de la resolución. Se entenderá practicada esta última notificación al tercer día hábil siguiente de la recepción de la carta por la oficina de correos.


Artículo 39.- El cargo de miembro de una Junta de Actualización es obligatorio y nadie podrá excusarse de su desempeño sino por causa debidamente justificada. Las exclusiones serán solicitadas a la Junta Electoral respectiva, la que propondrá al Director su aceptación o rechazo. Si se aceptare la exclusión y el miembro hubiere sido designado a proposición de la Junta Electoral, ésta propondrá dos nombres para cada reemplazo que deba efectuarse. Si se tratare de la exclusión del miembro de libre designación del director, éste designará al reemplazante.


Artículo 40.- Los miembros de las Juntas de Actualización cesarán en sus funciones por suspensión de su derecho de sufragio, por no cumplir con los requisitos señalados en el artículo 37 o por remoción dispuesta por el Director del Servicio Electoral, quien, si se tratare de un miembro propuesto por la Junta Electoral, deberá oírla previamente. La Junta deberá informar en el término de tres días.


Los reemplazos se sujetarán a las normas del artículo precedente.


Artículo 41.- No podrán integrar simultáneamente una misma Junta los cónyuges o parientes legítimos consanguíneos o afines en toda la línea recta y en la colateral hasta el segundo grado inclusive, ni tampoco los padres e hijos de filiación no matrimonial, ni los adoptantes y adoptados. Si se presentare el caso, se procederá al reemplazo del miembro menos antiguo. Si la antigüedad fuere la misma, se reemplazará al de menor edad. Para estos efectos, se procederá en conformidad al artículo 39.


Artículo 42.- La concurrencia a las sesiones de la Junta será obligatoria para todos sus miembros. Las inasistencias que no fueren debidamente justificadas ante la Junta Electoral, serán sancionadas en la forma que dispone el artículo 67.


Artículo 43.- De todas las actuaciones de las Juntas se levantarán actas que firmarán todos los miembros presentes.


Además, las Juntas, al entrar en funciones por primera vez, levantarán acta de su instalación, en la que deberá dejarse constancia del carácter en que actúa cada uno de sus miembros y del documento que acredite su designación. 


Todas las actas se insertarán en el Libro de Actas que se dispondrá para estos efectos, y una copia del acta de instalación, firmada por sus miembros, se enviará el mismo día levantada al Director del Servicio Electoral.


Artículo 44.- Cada uno de los miembros de las Juntas tendrá derecho a un honorario de un décimo de unidad tributaria mensual por cada sesión a que asista, más un tercio de un milésimo de unidad tributaria mensual por cada solicitud de cambio de domicilio o de acreditación de avecindamiento recibida. Estos honorarios estarán exentos de todo impuesto.


Para los efectos del pago de tales honorarios los Presidentes remitirán mensualmente al Servicio Electoral un informe en que se detallarán las sesiones a que asistió cada uno de los miembros y el número de solicitudes de cambio de domicilio y de acreditación de avecindamiento recibidas en cada una de esas sesiones.


Para los efectos de las actas pertinentes y del pago de los honorarios respectivos, se considerará la doble jornada del artículo 45 como dos sesiones independientes.


El Servicio Electoral procederá al pago de los honorarios dentro de los treinta días siguientes a la fecha de recepción de dicho informe, considerándose el valor de la unidad tributaria mensual que rija en la fecha en que se extienda el documento de pago.


Artículo 45.- Las Juntas de Actualización funcionarán todos los días hábiles, de lunes a viernes, en doble jornada, de 9 a 13 horas y de 15 a 19 horas, y los sábados, de 10 a 14 horas. 


No obstante, el Director del Servicio Electoral podrá disponer que todas o algunas Juntas funcionen en días feriados en sustitución de días hábiles. Con todo, el Director, mediante resolución fundada que se publicará en el Diario Oficial y en un periódico de la Región respectiva, podrá suspender el funcionamiento de una o más Juntas de Actualización cuando la baja cantidad de población o las condiciones climáticas lo hagan aconsejable. En todo caso, dichas Juntas deberán tener períodos de funcionamiento de no menos de cuatro meses en cada año y por cuatro horas cada jornada. Estas modificaciones se establecerán mediante resolución fundada, que se publicará en extracto en el Diario Oficial, dentro de tercero día, y regirá desde el décimo día siguiente a la publicación referida.


Artículo 46.- Las Juntas de Actualización obrarán con entera independencia de cualquiera autoridad en el ejercicio de sus funciones. En todo caso, estarán sujetas a la fiscalización del Servicio Electoral.


Artículo 47.- Para el funcionamiento de las Juntas de Actualización corresponderá a las Municipalidades proporcionar los locales, mobiliario y servicios que se requieran y velar por su seguridad, aseo y mantención.


En los casos en donde las Juntas de Actualización no funcionen en el propio edificio de la municipalidad, éste deberá proporcionar locales permanentes o temporales emplazados en centros de fácil acceso público y de desplazamiento significativo de personas de la comuna respectiva.

3. De las Juntas Electorales en el Exterior

Artículo 48.- En cada Consulado, habrá una Junta Electoral presidida por el Cónsul e integrada, además, por otro funcionario del Servicio Exterior o, en caso de no haberlo, por un funcionario de las Plantas de Secretaría y Administración General del Ministerio de Relaciones Exteriores o, en su defecto, por un empleado chileno del consulado o misión diplomática, designado por el Presidente de la Junta, en el que recaerá la función de secretario.


En los casos de imposibilidad de integración de alguno de los miembros de la Junta, éste será sustituido por la persona chilena a quien corresponda reemplazarlo en sus funciones, o por aquella que, para estos efectos, designe el Servicio Electoral.


En cada ocasión que haya un cambio de alguno de los miembros de la Junta, se dejará constancia en un acta firmada por todos ellos.


Las Juntas Electorales en el exterior celebrarán sus sesiones en la sede de los respectivos consulados y sus miembros estarán obligados a asistir de conformidad con lo previsto en el artículo 42.


Para los efectos del cumplimiento de sus funciones como miembros de las Juntas Electorales, los funcionarios de los consulados estarán sujetos a las instrucciones impartidas por el Director del Servicio Electoral.


Artículo 49.- Las Juntas Electorales en el exterior ejercerán sus funciones en el territorio del Estado extranjero en que tenga su sede el respectivo Consulado.


Sin perjuicio de lo anterior, mediante resolución fundada del Director del Servicio Electoral, publicada en la forma establecida en el artículo 28 de esta ley, se podrá disponer que una Junta Electoral extienda sus funciones a uno o más Estados contiguos o cercanos a aquel en que tenga su sede el respectivo Consulado, cuando en ellos no existiere representación consular chilena, en los términos previstos en el inciso cuarto del artículo 7°.


En aquellos países donde existiera más de un consulado, todos ellos estarán habilitados para recibir solicitudes de cambio de domicilio de los chilenos residentes en el Estado respectivo. Corresponderá al Servicio Electoral y al Ministerio de Relaciones Exteriores, adoptar las providencias necesarias para la oportuna tramitación de las solicitudes.


Artículo 50.- Corresponderá a las Juntas Electorales en el exterior ejercer las funciones propias de las Juntas de Actualización. No obstante, no podrán recibir solicitudes de acreditación de avecindamiento o de cambio de domicilio de extranjeros.


No se aplicará a los integrantes de estas Juntas Electorales, lo establecido en el artículo 44 de esta ley.


Artículo 51.- Las Juntas Electorales en el exterior quedarán sujetas a las obligaciones a que se refiere el artículo 43.


Artículo 52.- Para el cumplimiento de las obligaciones señaladas en el artículo 35, las Juntas Electorales en el exterior funcionarán todos los días hábiles de atención del respectivo Consulado, de lunes a viernes, de 10 a 14 horas. 


Para los efectos del funcionamiento de las Juntas Electorales en el exterior, no serán considerados hábiles los feriados legales del Estado en que aquellas tengan su asiento.


Artículo 53.- Toda comunicación oficial y todo envío de materiales, cualquiera sea su naturaleza, entre el Servicio Electoral u otro órgano del Estado y las Juntas Electorales en el exterior, se hará a través de la Dirección General de Asuntos Consulares y de Inmigración del Ministerio de Relaciones Exteriores.

4. De las circunscripciones electorales

Artículo 54.- Las circunscripciones electorales son la unidad territorial electoral básica, formada por todo o parte del territorio comunal. En cada circunscripción electoral se determinarán Mesa Receptoras de Sufragios.


El Director del Servicio Electoral, por resolución fundada, podrá crear circunscripciones electorales cuando circunstancias tales como la cantidad de población, las dificultades de comunicación con la sede comunal, las distancias excesivas o la existencia de diversos centros poblados de importancia, lo hagan aconsejable.


La resolución determinará el territorio jurisdiccional de las nuevas circunscripciones, y se publicará dentro de quinto día en el Diario Oficial y, además, en la forma prescrita en el inciso segundo del artículo 28.


El Servicio Electoral dispondrá la ubicación de carteles, avisos u otros medios de publicidad en los lugares de la circunscripción más frecuentados por el público, para su adecuada difusión.

TÍTULO V

DEL ORDEN PÚBLICO Y SANCIONES

1.  Del mantenimiento del orden


Artículo 55.- Los Presidentes de las Juntas de Actualización deberán conservar el orden y garantizar la libertad de acceso de las personas que concurran a solicitar cambio de domicilio electoral o la acreditación de su avecindamiento. Esta atribución podrán ejercerla en el recinto en que funcione la respectiva Junta de Actualización y en un radio de veinte metros.


Artículo 56.- Los Presidentes de las Juntas de Actualización deberán impedir la formación de grupos de personas que entorpezcan el acceso de quienes concurran a solicitar cambio de domicilio electoral o la acreditación de su avecindamiento.


Ante la reclamación de cualquier interesado, los Presidentes instarán a dichos grupos a disolverse. Si no fueren obedecidos, los harán disolver por Carabineros y, en caso necesario, suspenderán las funciones de la respectiva Junta.


Artículo 57.- Si los desórdenes o formación de grupos ocurrieren dentro del recinto en que se practique la solicitud de cambio de domicilio o de acreditación de avecindamiento, el respectivo Presidente de la Junta pondrá, directamente o por intermedio de Carabineros, a disposición del juez competente a los perturbadores.


Artículo 58.- Los Presidentes de las Juntas, en caso necesario, podrán solicitar el auxilio de Carabineros hasta la terminación de su cometido.


La fuerza pública deberá cumplir sin más trámite las órdenes del Presidente y proceder a los arrestos a que diere lugar el requerimiento de aquél.


Artículo 59.- Si la Junta hubiere tenido la necesidad de suspender sus funciones, dejará constancia en acta de los hechos que hubieren dado lugar a la suspensión. Igual constancia dejará si hubiere requerido el auxilio de Carabineros, dando cuenta en ambos casos al Director del Servicio Electoral.


Artículo 60.- Ninguna tropa o partida de fuerza armada puede situarse en el recinto que señala el inciso primero del artículo 55, sin acuerdo expreso de la Junta.


Si la tropa o partida de fuerza armada llegare a situarse en dicho recinto, deberá retirarse a la primera intimación que le formulare el Presidente de la Junta. Si esta orden no fuere obedecida inmediatamente, el Presidente suspenderá las funciones de la Junta.


Artículo 61.- Carabineros cuidará de que se mantenga el libre tránsito en las calles o caminos que den acceso a los locales en que funcionen las Juntas e impedirá toda aglomeración de personas que dificulte a los interesados llegar a ellas o que los presionen de obra o de palabra.

De los procedimientos judiciales por faltas y delitos

contemplados en esta ley

Artículo 62.- Los delitos o faltas electorales se regirán por las disposiciones de la presente ley y, supletoriamente, por el Libro Primero del Código Penal.


Cualquier persona capaz de parecer en juicio, domiciliada en la región, podrá deducir querella para la investigación de los delitos sancionados en esta ley.


Artículo 63.- Las investigaciones criminales y procesos a que dé lugar esta ley se sujetarán a las reglas del Código Procesal Penal.


Artículo 64.- No procederá el indulto particular en favor de los condenados en virtud de esta ley.

3. De las sanciones

Artículo 65.- Sufrirán la pena de reclusión menor en su grado mínimo los miembros de las Juntas de Actualización que incurrieren en alguna de las siguientes conductas:


a) Recibir solicitudes de cambio de domicilios en un recinto distinto del que les corresponda;


b) Recibir solicitudes y antecedentes de acreditación de avecindamiento en un recinto distinto del que les corresponda;


c) Recibir solicitudes en días y horas distintos de la jornada de funcionamiento que señala la ley;


d) Negarse a recibir una solicitud de cambio de domicilio o de acreditación de avecindamiento, fuera de los casos contemplados por la ley;


e) Funcionar en número inferior al señalado por la ley;


f) Remitir una solicitud de cambio de domicilio que no hubiera sido requerida por la persona inscrita.


g) Impedir la presencia de otro miembro durante la tramitación de una solicitud de cambio de domicilio o de acreditación de avecindamiento.


Artículo 66.- Los Presidentes de las Juntas de Actualización que en el plazo legal no remitieren a su destino las solicitudes de cambio de domicilio o de acreditación de avecindamiento, salvo que acreditaren causa legítima o insuperable, sufrirán la pena de treinta días de prisión.


Artículo 67.- Los miembros de las Juntas de Actualización que injustificadamente no concurrieren al desempeño de sus funciones, sufrirán una pena de multa equivalente a un décimo de unidad tributaria mensual por la primera inasistencia, y del doble si incurrieren en la misma falta dentro de los treinta días siguientes. Si nuevamente incurrieren en ella dentro del mismo período, sufrirán la pena de dos días de prisión y cesarán inmediatamente en sus funciones.


El miembro que hubiere sido sancionado por cinco inasistencias durante un semestre sufrirá la pena de dos días de prisión y cesará de inmediato en sus funciones.


Artículo 68.- El que impidiere ejercer sus funciones a la Junta de Actualización o a alguno de sus miembros, sufrirá la pena de presidio menor en su grado mínimo. Igual pena sufrirá quien perturbare el orden en el recinto de la Junta o en sus alrededores, impidiéndole el desempeño de su cometido.


Artículo 69.- La persona que al momento de solicitar cambio de domicilio o la acreditación del avecindamiento suplantare a otra, sufrirá la pena de reclusión menor en su grado mínimo y multa de una a tres unidades tributarias mensuales.

Igual pena sufrirá quien proporcionare a la Junta datos falsos al solicitar la acreditación del avecindamiento.


Artículo 70.- El que ocultare, sustrajere o destruyere una solicitud de cambio de domicilio, o un Libro de Actas, sufrirá la pena de presidio menor en su grado mínimo.


Igual pena sufrirá quien ocultare, sustrajere o destruyere una solicitud de acreditación de avecindamiento o los antecedentes que la acompañan. 


Artículo 71.- El que cometiere falsedad en un Libro de Actas contrahaciendo o fingiendo firmas, alterando fechas o datos consignados en él, o haciendo cualquier alteración en lo obrado por la Junta, sufrirá la pena de presidio menor en su grado mínimo.


Artículo 72.- El que maliciosamente alterare la información contenida en el Registro Electoral, sufrirá la pena de presidio menor en su grado mínimo e inhabilitación perpetua para el desempeño de cargos y oficios públicos.


Artículo 73.- Si los delitos señalados en los dos artículos precedentes son cometidos por funcionarios del Servicio Electoral o por algún miembro de la Junta de Actualización, se les aplicarán las penas asignadas a los referidos delitos aumentadas en un grado.


Artículo 74.- Los funcionarios del orden administrativo o judicial que injustificadamente dejaren de cumplir con las obligaciones que les impone esta ley, sufrirán la pena de suspensión del cargo en su grado mínimo. En caso de reincidencia se aumentará la pena en un grado, y si nuevamente reincidieren, serán destituidos de los cargos que desempeñen con el solo mérito de la sentencia ejecutoriada que imponga la pena, quedando además absoluta y perpetuamente inhabilitados para el desempeño de cargos y oficios públicos, sin perjuicio de la responsabilidad civil o administrativa que pudiere corresponderles.


Artículo 75.- El que por negligencia extraviare documentos, solicitudes de cambio de domicilio, solicitudes de acreditación de avecindamiento, o libros de actas,  que se le hubieren confiado, sufrirá la pena de prisión en su grado máximo. Si en la desaparición de estos efectos mediare dolo, los autores del hecho sufrirán la pena de presidio menor en su grado mínimo e inhabilitación perpetua para cargos y oficios públicos.


Artículo 76.- Las multas que se impongan en virtud de esta ley serán a beneficio fiscal.”.


3) Introdúcense las siguientes modificaciones al actual artículo 90:


a) Sustitúyase su letra b) por el siguiente texto:


“b) Solicitar la colaboración y antecedentes que sean necesarios, de los distintos órganos del Estado, para el examen de las situaciones comprendidas en el ámbito de su competencia;”

b) Reemplázase, en su letra e), la expresión “el proceso de inscripción” por “los procesos de cambio de domicilio u otros”.


c) Reemplázase, en su letra f), la expresión “las inscripciones” por “los procesos de cambio de domicilio y otros,”.


d) Sustitúyese, en su letra h), la expresión “Archivo Electoral General” por “Registro Electoral”.


4) Reemplázase, en la letra h) del actual artículo 93, la frase “organismos relacionados con el proceso de inscripciones electorales” por “organismos electorales”.


5) Derógase el actual artículo 99.


6) Incorpórase, a continuación del actual artículo 101, el siguiente artículo final nuevo: 


“Artículo …...- El Ministerio de Justicia deberá encargar a una empresa de auditoría externa, inscrita en el registro que al efecto lleva la Superintendencia de Valores y Seguros, la elaboración de informes trimestrales, sobre todos aquellos antecedentes que de acuerdo los artículos 5° y 10 deba proporcionar el Servicio de Registro Civil e Identificación al Servicio Electoral.


Asimismo, el Servicio Electoral deberá encargar a una empresa de auditoría externa, inscrita en el registro que al efecto lleva la Superintendencia de Valores y Seguros, la elaboración de informes trimestrales, sobre la determinación del Registro Electoral y los Padrones.”.


Artículo 2º.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley Nº 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios:


1) Reemplázase el inciso 1º del artículo 11 por el siguiente:


“Artículo 11.- El patrocinio de candidaturas independientes deberá inscribirse ante cualquier notario por ciudadanos con derecho a sufragio que declaren bajo juramento o promesa no estar afiliados a un partido político legalmente constituido o en formación, y cuyos domicilios registrados en el Registro Electoral corresponda al distrito o circunscripción senatorial, según se trate de elecciones de Diputados o Senadores. Será notario competente cualquiera del respectivo territorio.”.


2) Sustitúyese, en el artículo 13, la frase “inscritos en cualquier parte del territorio nacional” por “habilitados para ejercer el derecho a sufragio”.


3) Reemplázase el artículo 37 por el siguiente:


“Artículo 37.- Habrán tantas Mesas Receptoras de Sufragio de cuanto resulte dividir a las personas registradas en el Padrón Electoral Nacional en mesas de 350 electores cada una, según su circunscripción electoral. La última Mesa Receptora de Sufragio de cada circunscripción podrá tener asignada un número menor de 350 electores.”.


4) Sustitúyese el artículo 38 por el siguiente:


“Artículo 38.- El Director del Servicio Electoral determinará el número de Mesas Receptoras de Sufragios en cada circunscripción y el Padrón de Mesa que corresponderá a cada una de ellas, con ciento veinte días de antelación a cada elección. Tratándose de plebiscitos, las Mesas y sus respectivos Padrones deberán determinarse dentro de los cinco días siguientes a la publicación del decreto supremo que establece el día en que se realizará la votación plebiscitaria.


Cada Mesa Receptora se compondrá de cinco vocales elegidos de entre los inscritos en el Padrón de Mesa respectivo y su nombramiento se hará siguiendo el orden numérico de tales Padrones.


El Padrón de Mesa determinado en esta oportunidad sólo podrá ser modificado por acogerse solicitudes o reclamos interpuestos conforme al Título III de la ley sobre Sistema de Inscripción Electoral y Servicio Electoral.”.


5) Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 40, la frase “ciudadanos inscritos en los Registros correspondientes a Mesas contiguas” por “ciudadanos que figuren en los Padrones de Mesas correspondientes a Mesas contiguas”.


6) Modifícase el artículo 41 del siguiente modo:


a) Reemplázase, en su inciso primero, antes del punto seguido, la expresión “Registro o Registros agrupados” por “Padrón de Mesa”.


b) Añádase, en el inciso primero, luego del punto final, que pasa a ser seguido, la siguiente frase: “En cualquier caso, los escogidos por cada miembro no podrán ser todos del mismo sexo.”.


c) Añádase, en el inciso cuarto, luego del punto final, que pasa a ser seguido, la siguiente frase: “Con todo, en el sorteo de las personas que se desempeñarán como vocales de las Mesas Receptoras, se deberá velar por que ésta no quede integrada sólo por personas de un mismo sexo.”.


7) Suprímese, en el artículo 42, la expresión “comenzando por las de varones,”.


8) Sustitúyese el artículo 47 por el siguiente:


“Artículo 47.- Los vocales sorteados por las Juntas Electorales que les corresponda actuar en la elección de Presidente de la República se entenderán convocados, por el sólo ministerio de la ley, para cumplir iguales funciones en el caso previsto en el inciso segundo del artículo 26 de la Constitución Política de la República, y en estos casos no se requerirá de la publicación y comunicación de que trata el artículo 43 de la presente ley.


9) Intercálase el siguiente artículo 47 bis:


“Artículo 47 bis.- Se concederá a las personas que ejerzan, de modo efectivo, las funciones de vocal de Mesa Receptora de Sufragio un bono de 0,4 UF, por cada acto electoral en el que participen.


El bono no constituirá remuneración o renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable y no estará afecto a descuento alguno.


Esta bonificación se pagará por la Tesorería General de la República mediante cheque nominativo enviado al domicilio del beneficiario o bien depositándolo en la cuenta bancaria que él indique al efecto. 


Para tal efecto, los delegados de las Juntas Electorales que correspondan, deberán remitir a la Tesorería General de la República, en la forma y en los plazos establecidos en el artículo 77, las nóminas con el nombre completo, número de cédula de identidad y domicilio de las personas que hubiesen ejercido, efectivamente, la función de vocales en el acto electoral respectivo, además de la identificación de la cuenta bancaria señalada por el beneficiario, en el caso que éste manifieste su voluntad de que se le deposite el bono en ella.


A quienes perciban maliciosamente el bono que otorga este artículo, se les aplicarán las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles, sin perjuicio del reintegro de las sumas percibidas indebidamente. 


10) Modifícase el artículo 55 del siguiente modo:


a) Reemplázase, en el numeral 1), la expresión “El o los Registros Electorales” por “El o los Padrones de Mesa”.


b) Reemplázase, en el numeral 2), la expresión “Registro” por “Padrón de Mesa”.


c) Reemplázase, en el inciso tercero, la expresión “Registro” por “Mesa”.


11) Modifícase el artículo 58 de la siguiente forma:


a) Reemplázase la primera oración del inciso segundo, por la siguiente:


“Recibido el paquete de útiles electorales y el o los Padrones de Mesa, los vocales abrirán el paquete y levantarán acta de instalación en la hoja dispuesta al efecto en el Padrón.”.


b) Reemplázase el inciso cuarto la expresión “Registro” por “Padrón de Mesa”.


12) Modifícase el artículo 60 del siguiente modo:


a) Sustitúyese, en su inciso primero, la expresión “con inscripción vigente en los Registros Electorales” por “en los Padrones de Mesa”.


b) Derógase el inciso segundo.


13) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 63, el vocablo “Registro” por “Padrón de Mesa”.


14) Sustitúyese, en la frase final del artículo 67, la expresión “de sus inscripciones” por “en el Padrón de Mesa”.


15) Reemplázase, en el inciso tercero del artículo 73, las expresiones “Registro” por “Padrón de Mesa”.


16) Reemplázase, en el artículo 75, la expresión “Registros” por “Padrones de Mesa”.


17) Suprímase, en el inciso primero del artículo 77, la expresión “con excepción de los Registros Electorales”.


18) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 88, el vocablo “Registro” por la expresión “Padrón de Mesa”.


19) Reemplázase el inciso segundo del artículo 91 por el siguiente:


“Dentro de las veinticuatro horas siguientes al término del funcionamiento del Colegio, el Secretario devolverá al Secretario de la Junta Electoral el Libro de Actas y las copias de actas de escrutinio que le hubieren sido proporcionadas.  En el mismo plazo, enviará las actas de escrutinio de las Mesas Receptoras de Sufragio al respectivo Director Regional del Servicio Electoral.”.


20) Intercálase, a continuación del artículo 91, el siguiente artículo:


“Artículo 91 bis.- Dentro de las veinticuatro horas de terminado el proceso de calificación de la elección o plebiscito, los Secretarios de Juntas Electorales remitirán a los respectivos Directores Regionales del Servicio Electoral, los Padrones de las Mesas Receptoras que hubieren funcionado en sus territorios jurisdiccionales.”.


21) Sustitúyese, en el número 4) del artículo 103, el vocablo “Registro” por “Padrón de Mesa”.


22) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 120, la frase “ni a los inscritos en el Registro Electoral respectivo” por “ni a los electores que figuren en el Padrón de Mesa”.


23) Reemplázase, en el artículo 127 la expresión “tener inscripción vigente” por “estar habilitado para votar”.


24) Reemplázase el numeral 3) del artículo 132 por el siguiente:


“3) Admitir el sufragio de personas que no figuren en el Padrón de la Mesa, o que no exhiban el documento que los habilita para votar.”.


25) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 134, el vocablo “registros” por la expresión “Padrones de Mesa”.


26) Reemplázase, en el número 4) del artículo 136, la expresión “Registro Electoral” por las palabras “Padrón de Mesa”.


27) Derógase el artículo 139.


28) Suprímase, en el artículo 140, la expresión “, para no sufragar”.


29) Elimínase, en el artículo 144, el guarismo “139”.


30) Sustitúyese el artículo 153 por el siguiente:


“Artículo 153.- Terminado el proceso de calificación de una elección o plebiscito, el Director del Servicio Electoral denunciará, ante los jueces de policía local de la comuna correspondiente a la respectiva circunscripción electoral, a los miembros de las Juntas Electorales, Mesas Receptoras, Colegios Escrutadores y Delegados de las primeras que hubieren incurrido en omisiones en el cumplimiento de las funciones que establece esta ley.”.


31) Reemplázase, en el artículo 160, la expresión “tener inscripción electoral vigente” por “con derecho a sufragio”.


32) Intercálese el siguiente Título XI, pasando los artículos del Título Final a tener la numeración correlativa que corresponda:

“TITULO XI

DE LAS VOTACIONES EN EL EXTRANJERO

Párrafo 1º

Del ámbito de aplicación


Artículo 178.- Las disposiciones del presente Título regulan los procedimientos para la realización de actos eleccionarios en el extranjero.


Artículo 179.- Procederá realizar votaciones en el extranjero cuando corresponda elegir Presidente de la República y en los casos de los plebiscitos regulados en el Capítulo XV de la Constitución Política de la República.


Artículo 180.- Las funciones y atribuciones que esta ley confiere a las Juntas Electorales a que se refiere la Ley Orgánica Constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral, en el caso de votaciones en el extranjero, corresponderán a las Juntas Electorales establecidas en el artículo 48 de dicha ley.


Artículo 181.- Para los efectos de la presente ley se entenderá por Consulado a las Oficinas Consulares, incluyendo las Secciones Consulares de una Misión Diplomática, a cargo de un funcionario de la Planta del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores designado para desempeñar funciones consulares.


Artículo 182.- Todas las necesidades de difusión e información en el extranjero establecidas por esta ley, se entenderán cumplidas a través de los medios más idóneos que determine el Cónsul por resolución fundada, considerando las características y circunstancias del país respectivo, tales como:


a) Afiches impresos,


b) Folletos informativos,


c) Páginas Web oficiales del Estado de Chile.


Los afiches se colocarán en lugares destacados y de acceso al público del Consulado y los folletos informativos se pondrán a disposición del público en la mayor cantidad de lugares con afluencia de chilenos.

Párrafo 2º

De los actos preparatorios


Artículo 183.- Serán aplicables a los actos preparatorios de las elecciones en que procedan votaciones en el extranjero, las normas del Título I de esta ley, con las salvedades que se establecen en los artículos siguientes.


Artículo 184.- Las Juntas Electorales en el extranjero velarán por la difusión de las cédulas electorales con las cuales se sufragará y sus características, conforme a lo establecido en el inciso primero del artículo 29. Esta difusión se llevará a cabo en la forma establecida en el artículo 182.


Con todo, será obligatoria la fijación en cada Consulado, de los carteles a que alude el inciso segundo del artículo 29.


Artículo 185.- La obligación de fijar tableros o murales señalada en el inciso primero del artículo 34, corresponderá a los Consulados.


Artículo 186.- Se prohíbe, en el extranjero, toda otra propaganda electoral que no sea aquella a que se refiere el señalado artículo 34, o que consista en cualquier material que los candidatos envíen a los electores.


La infracción de lo dispuesto por el inciso anterior podrá ser denunciada por cualquier elector ante el Consulado respectivo, el que deberá remitirla al tribunal competente, dentro de los tres días siguientes a la recepción de la denuncia, acompañando los medios de prueba en que se funde.


Artículo 187.- Las mesas receptoras de sufragios en el exterior se compondrán de tres vocales elegidos de entre los ciudadanos registrados en los Padrones de Mesa respectivos y su nombramiento se hará siguiendo el orden numérico de tales Padrones.


Para la designación de los vocales se aplicará el procedimiento establecido en los artículos 41 y siguientes, a partir del cuadragésimo quinto día anterior a una elección presidencial o plebiscito. Para estos efectos, se formará una lista con nueve nombres, cinco de los cuales serán escogidos por el Presidente y cuatro por el otro integrante de la Junta.


Artículo 188.- Los vocales sorteados para integrar las mesas receptoras de sufragios en el extranjero en las elecciones de Presidente de la República, deberán desempeñar esa función en las segundas votaciones que tengan lugar de conformidad a lo dispuesto en el artículo 26 de la Constitución Política de la República.


Artículo 189.- Para los efectos de la constitución de las mesas receptoras de sufragios en el extranjero, los vocales deberán reunirse el día anterior al acto eleccionario o plebiscitario en que les corresponda actuar, en el lugar y la hora que determine la Junta respectiva, lo que deberá difundirse de acuerdo a lo establecido en el artículo 182.


Artículo 190.- Para los efectos de determinar los locales en que deban funcionar las mesas receptoras de sufragios en el extranjero, las Juntas Electorales preferirán aquellos que correspondan al lugar de funcionamiento del Consulado. En caso que ello no fuere posible, las Juntas dejarán constancia en el mismo acto de las razones que determinan dicha imposibilidad.


Artículo 191.- Será responsabilidad del Cónsul la instalación de las mesas receptoras en los locales designados, debiendo proveer las mesas, sillas, urnas y cámaras secretas necesarias.


Artículo 192.- En cada Consulado funcionará, desde el tercer día anterior a la elección o plebiscito, una Oficina Electoral dependiente de la Junta Electoral, que estará a cargo de un Delegado que designará dicha Junta. Con todo, el día de la votación, la Oficina Electoral funcionará en el local de votación.


El Delegado designado por el Presidente de la Junta Electoral deberá ser un funcionario del Servicio Exterior o de las Plantas de Secretaría y Administración General del Ministerio de Relaciones Exteriores, o un empleado de nacionalidad chilena, de la respectiva Misión Diplomática o Consulado de Chile. Sólo a falta de los anteriores, el Delegado podrá ser cualquier ciudadano chileno, registrado en los Padrones de las Mesas respectivas.


El Delegado tendrá las facultades y funciones señaladas en los números 1, 2, 3, 4 y 5 del artículo 54, y no tendrá derecho a dieta.


Corresponderá, asimismo, al Delegado, recibir al término de cada escrutinio de mesa, los formularios de minuta a que se refiere el número 7) del artículo 71 y remitirlos directamente, por el medio más expedito de que disponga, uno al Ministerio del Interior y otro al Servicio Electoral, sin perjuicio de remitir los originales por intermedio de la Dirección General de Asuntos Consulares y de Inmigración.


Artículo 193.- Para la provisión de los útiles electorales a las mesas receptoras de sufragios en el extranjero, el Servicio Electoral los remitirá sellados al Jefe de la Sección Consular o Cónsul, correspondiendo a éstos su resguardo, traslado y distribución.

Párrafo 3º

Del acto electoral


Artículo 194.- Serán aplicables a las votaciones que tengan lugar en el extranjero las normas sobre Acto Electoral del Título II de esta ley, con las salvedades que se establecen en los artículos siguientes.


Artículo 195.- En todos los casos que la ley dispone la intervención de la fuerza pública durante el acto electoral, el Presidente de la mesa receptora de sufragios en el extranjero se limitará a dejar constancia en el Acta de los hechos acaecidos, sin perjuicio de efectuar las comunicaciones que fueren procedentes para la  realización de las denuncias que correspondieren.


Artículo 196.- Para los efectos del artículo 62, los electores que sufraguen en el extranjero podrán presentar su cédula nacional de identidad vigente otorgada por el Servicio de Registro Civil e Identificación, o pasaporte para chilenos válido.


Artículo 197.- En los casos de disconformidad notoria y manifiesta entre las indicaciones del Padrón de Mesa y la identidad del sufragante en el extranjero, corresponderá a la mesa determinar si sufraga o no, dejando constancia en el Acta.


Artículo 198.- En las votaciones que se efectúen en el extranjero, los sobres a que se refiere el inciso cuarto del artículo 73 se dirigirán al Presidente del Tribunal Calificador de Elecciones y al Cónsul.


Artículo 199.- Concluido el escrutinio por Mesas, el Secretario y el Presidente de la mesa receptora de sufragios  remitirá ambos sobres, que contienen el ejemplar del acta, al Cónsul. Este los hará llegar en forma separada al Presidente del Tribunal Calificador de Elecciones y al Servicio Electoral, en el plazo más breve posible, desde el cierre del acta o de la última de ellas si hubiese más de una.


Los Cónsules deberán confeccionar dos valijas diplomáticas especiales. Una contendrá las actas dirigidas al Presidente del Tribunal Calificador de Elecciones y la otra, las actas dirigidas al Servicio Electoral, debiendo adoptar los resguardos necesarios para que su despacho se efectúe por vías separadas. Las valijas serán remitidas a la Dirección General de Asuntos Consulares e Inmigración del Ministerio de Relaciones Exteriores dentro de las 48 horas siguientes a la última recepción. Dicha Dirección, a su vez, las remitirá de inmediato al Presidente del Tribunal Calificador de Elecciones y al Servicio Electoral.


Sin perjuicio de lo señalado en el inciso precedente, el Jefe de la Misión diplomática, el mismo día de la elección, debe informar al Director del Servicio Electoral, al Subsecretario del Ministerio del Interior y al Tribunal Calificador de Elecciones, mediante comunicación telefónica y fax o correo electrónico, los resultados del escrutinio de cada una de las mesas receptoras de sufragios.


Artículo 200.- Firmadas las actas, los Delegados de Juntas Electorales remitirán en paquete al Cónsul, los Padrones de Mesa que hubiere tenido a su cargo, los sobres a que se refiere el artículo 72, y los demás útiles usados en la votación. Cada paquete será sellado, se anotará la hora y será firmado por los vocales de la Mesa.


Artículo 201.- Dentro de las veinticuatro horas siguientes a la elección o plebiscito, el Cónsul enviará por valija diplomática especial a la Dirección General de Asuntos Consulares y de Inmigración del Ministerio de Relaciones Exteriores todos los sobres y útiles recibidos, la que a su vez, los remitirá al Servicio Electoral. El envío se hará en paquetes separados por cada Mesa Receptora, que indicarán en su cubierta el Consulado a que correspondan y el número de Mesa respectivo.


Artículo 202.- Se prohíbe la divulgación de los resultados electorales que se produzcan en el exterior antes de las 17 horas, hora de Chile continental, del día de la respectiva elección.

Párrafo 4º

De las normas sobre Escrutinio de los sufragios emitidos en el exterior y de los Colegio Escrutadores de votos en el extranjero


Artículo 203.- Para efectos de proceder al escrutinio general de los sufragios emitidos en el extranjero, existirá uno o más colegios escrutadores especiales, constituidos cada uno de ellos por los miembros de una de las Juntas Electorales de la Región Metropolitana y un secretario.


Para efectos de lo anterior, el Director del Servicio Electoral dispondrá, mediante resolución fundada que deberá publicarse en el Diario Oficial, con a lo menos veinte días de anticipación a aquel en que se deba celebrar una elección, el número de colegios escrutadores que existirán, individualizando la Junta Electoral que lo constituirá y asignando a cada una de ellas un número determinado de mesas. La asignación de mesas se iniciará por la Junta Electoral Primera de Santiago y se continuará según el orden correlativo.


Artículo 204.- Los colegios escrutadores de votos en el extranjero se constituirán a las 09:00 horas del día lunes subsiguiente al de la elección.


Artículo 205.- Se prohíbe a las misiones diplomáticas y oficinas consulares chilenas, a los integrantes de las Juntas Electorales en el exterior, a los vocales de mesas, a los candidatos y sus apoderados, dar a conocer resultados parciales o totales de la elección verificada en el exterior, antes del plazo establecido en el artículo 202.

Párrafo 5º

De las Reclamaciones Electorales en el exterior


Artículo 206.- Las normas relativas a las reclamaciones electorales señaladas en el Título IV de esta ley, serán aplicables a los hechos y actos ocurridos en los procesos electorales que se efectúen en el extranjero que pudieren haber viciado las elecciones y plebiscitos.


Artículo 207.- No procederán reclamaciones de nulidad relativas a los procedimientos de votación efectuados en el extranjero, que se refieran a la elección, funcionamiento o escrutinio de los Colegios Escrutadores.


Artículo 208.- Las solicitudes de rectificaciones de escrutinios y las reclamaciones de nulidad que formulen electores en el extranjero se interpondrán ante el Cónsul respectivo, dentro de segundo día de terminado el acto eleccionario. Este deberá remitir copias fidedignas, directamente y sin más trámite, al Tribunal Calificador de Elecciones, por el medio más expedito de que disponga. Ello, sin perjuicio de remitir los originales en valija especial dentro de las 48 horas siguientes a su recepción, a la Dirección General de Asuntos Consulares y de Inmigración del Ministerio de Relaciones Exteriores, para que ésta a su vez, las remita a la mayor brevedad a dicho órgano calificador.

Párrafo 6º

Del mantenimiento del orden público en el exterior


Artículo 209.- Corresponderá a los Cónsules, conforme a sus facultades, adoptar las providencias necesarias para permitir y resguardar el libre acceso a los locales en que funcionen las mesas receptoras de sufragios en el extranjero y evitar aglomeraciones.


Artículo 210.- Los Presidentes de las Juntas Electorales y mesas receptoras de sufragios deberán conservar el orden y la libertad de las votaciones que se efectúen en el extranjero y dispondrán las medidas conducentes a ese objetivo, en el lugar en que funcionen.


Asimismo, el Delegado de la Junta Electoral velará por la conservación del orden y el normal funcionamiento dentro de la Oficina Electoral a su cargo.


Artículo 211.- Los Presidentes de las Juntas Electorales y de las mesas receptoras de sufragios deberán velar por el libre acceso al recinto en que funcionen e impedir que se formen aglomeraciones en las puertas o alrededores que entorpezcan el acceso a los electores.


Ante la reclamación de cualquier elector, los Presidentes ordenarán disolver esas aglomeraciones. Si no fueren obedecidos, podrán suspender las funciones de la Junta o Mesa Receptora respectiva.


Artículo 212.- En caso de aglomeraciones, manifestaciones o incidentes graves que impidieren el desarrollo del acto electoral, el Presidente de la Junta Electoral solicitará al Jefe de Representación Consular o Cónsul, que recurra al auxilio de la fuerza pública del país respectivo, ajustándose en todo caso, al ordenamiento legal correspondiente y a las normas del derecho internacional.


Artículo 213.- Si la Junta o la mesa se hubieren visto en la necesidad de suspender sus funciones, las reiniciarán dejando constancia en las actas de los hechos que dieron lugar a la suspensión.


En el caso de una mesa receptora de sufragio, su Presidente suspenderá la votación hasta que se restablezcan las condiciones de orden y libertad necesarias para continuar la emisión y recepción de sufragios.  La votación suspendida se continuará en el mismo día hasta los límites horarios que señala el artículo 68.


El Presidente dará, en todo caso, aviso de su determinación al delegado de la Junta Electoral respectiva.

Párrafo 7º

De las sanciones y procedimientos judiciales


Artículo 214.- Sin perjuicio de las normas establecidas en el Título VII de esta ley, se aplicarán a las faltas y delitos establecidos en esta ley cometidos en el exterior, las reglas especiales que prescriben los artículos siguientes.


Artículo 215.- Tratándose de infracciones a las disposiciones de esta ley cometidas en el exterior, para las que se establezca la sanción de multa a beneficio municipal, se aplicará multa de igual entidad a beneficio fiscal.


Artículo 216.- En caso que un funcionario del Servicio Exterior o de las Plantas de Secretaría y Administración General del Ministerio de Relaciones Exteriores, de una Embajada o Consulado chilenos, incurriere en las faltas del artículo 130, sin perjuicio de las sanciones allí contempladas, el Subsecretario de Relaciones Exteriores deberá ordenar la instrucción del sumario administrativo correspondiente. En casos de reincidencia, se aplicará la medida disciplinaria de destitución.


Artículo 217.- Los miembros de las Juntas Electorales y de las mesas receptoras de sufragio en el exterior que tomen conocimiento de hechos que pudieren ser constitutivos de faltas o delitos previstos en esta ley, ocurridos en los procesos electorales que tengan lugar en el extranjero, dejarán constancia de los mismos en las actas que correspondan.


Los Presidentes de las Juntas y de las mesas deberán comunicar los hechos referidos al Servicio Electoral, para que éste los ponga en conocimiento del Tribunal competente.


Artículo 218.- Será competente para conocer de las infracciones señaladas en los artículos 144 y 186, cometidas en el extranjero, cualquier Juez de Policía Local con competencia en la provincia de Santiago.


Respecto de los delitos previstos en esta ley que se cometan en el extranjero, se aplicarán las normas de competencia del Código Orgánico de Tribunales.


Artículo 219.- Los Presidentes de mesas receptoras de sufragio en el exterior cumplirán la obligación señalada en el artículo 152, comunicando los hechos y responsables al Cónsul respectivo, quien los transmitirá a la Dirección General de Asuntos Consulares y de Inmigración del Ministerio de Relaciones Exteriores, para que ésta efectúe las denuncias que procedan.

Párrafo 8º

Disposiciones varias


Artículo 220.- En materia de independencia e inviolabilidad, será aplicable en el extranjero, el artículo 154.


El artículo 156 sólo será aplicable en caso que el empleador sea el Ministerio de Relaciones Exteriores de Chile, las Misiones Diplomáticas y los Consulados Chilenos.


Artículo 221.- En caso que los partidos políticos o los candidatos, según corresponda, establezcan sedes y nombren apoderados para las votaciones que deban efectuarse en el exterior, deberán ajustarse a las normas del Párrafo 2º del Título VIII de esta ley.


Artículo 222.- Tratándose de los locales de votación que funcionen en el extranjero, la obligación establecida en el artículo 165 corresponderá a los respectivos Presidentes de Juntas Electorales.


Artículo 223.- Para los efectos del artículo 175 bis, corresponderá al Jefe de la Sección Consular o Cónsul, según el caso, designar a un funcionario de su dependencia, de nacionalidad chilena, encargado de recibir la información a que se refiere ese artículo y transmitirla al Ministerio del Interior, debiendo también proveerlo del recinto con la infraestructura adecuada para el cumplimiento de sus funciones.


Artículo 224.- El Servicio Electoral deberá habilitar en su respectivo sitio Web, una página en la que se mantenga permanentemente actualizada toda la información legal y práctica en relación con el ejercicio del voto de los chilenos en el extranjero, así como un sistema de consultas para resolver las inquietudes previas a un acto eleccionario.”.


Artículo 3º.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el Decreto con Fuerza de Ley Nº1, de 2006, del Ministerio del Interior: 


1) Reemplázase, en el artículo 99, la expresión “inscritos en los Registros Electorales de” por “habilitados para votar en”.


2) Sustitúyese, en el artículo 100, la frase “inscritos en los Registros Electorales de la comuna” por “habilitados para votar en la comuna”.


3) Modifícase el artículo 101 en la siguiente forma:


a) Reemplázase, en su inciso tercero, la expresión “inscritos en los Registros Electorales de” por “habilitados para votar en”.


b) Sustitúyese, su inciso cuarto, por el siguiente:


“Las Juntas de Actualización no aceptarán solicitudes de cambio de domicilio a las comunas donde se efectuará un plebiscito, desde el día siguiente a aquel en que se publique en el Diario Oficial el decreto alcaldicio que convoque a plebiscito, hasta el primer día hábil del mes subsiguiente a la fecha en que el Tribunal Calificador de Elecciones comunique al Director del Servicio Electoral el termino del proceso de calificación del plebiscito.”.


4) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 113, la frase “inscritos en los registros electorales de” por “habilitados para votar en la”.


Artículo 4º.- Modifícase el inciso tercero del artículo 83 de la ley N° 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, cuyo texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado fue fijado por el Decreto con Fuerza de Ley N° 1-19.175, de 2005, del Ministerio del Interior, reemplazando la expresión “inscritos en los registros electorales de la provincia respectiva” por “con derecho a sufragio que hubieren sufragado en la respectiva provincia en la última elección municipal”.


Artículo 5º.- Incorpórense las siguientes modificaciones a la ley Nº 18.603, Orgánica Constitucional sobre Partidos Políticos: 


1) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 2º, la expresión “inscriptoras” por “de actualización”.


2) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 5º, la expresión “inscritos en los Registros Electorales” por “con derecho a sufragio”.


3) Modifícase el artículo 6º de la siguiente manera:


a) Reemplázase, en los incisos primero y segundo, las expresiones “inscritos en los Registros Electorales” por “con derecho a sufragio”.


b) Reemplázase, en el inciso tercero, la expresión “inscrito en los Registros Electorales de” por “habilitado para votar en la”.


4) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 18, la expresión “inscritos en los Registros Electorales” por “con derecho a sufragio”.


5) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 27, la expresión “estar inscrito en los Registros Electorales de la Región” por “que el domicilio que conste en el Registro Electoral esté ubicado en la Región”.


Artículo 6º.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley Nº 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral:


1) En su artículo 2º, agrégase en el inciso primero, reemplazando el punto final (.), por una coma (,), la frase “sea que dicho desembolso se verifique en Chile o en el extranjero.”.


2) Modificase el artículo 4° de la siguiente manera:


a) Reemplázase, en el inciso tercero, la expresión “inscritos en los Registros Electorales” por “personas con derecho a sufragio”.


b) Reemplázase, en el inciso cuarto, la expresión “inscritos en los Registro Electorales” por “personas con derecho a sufragio”.


c) Reemplázase, en el inciso quinto, la expresión “inscritos en los Registros Electorales del”, por “personas con derecho a sufragio en el”.


3) Intercálese, en el artículo 20, el siguiente inciso tercero, nuevo:


”Serán públicos todos los aportes de ciudadanos habilitados para votar en el extranjero.”.


4) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 34, la expresión “inscritos en los Registros Electorales” por “con derecho a sufragio”.


Artículo 7º.- Agrégase al artículo 6º del Código Orgánico de Tribunales, el siguiente Nº 11, nuevo:


”11.- Los establecidos en la Ley Orgánica Constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral, y los sancionados por el Título XI de la Ley Nº 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, cometidos por chilenos o por extranjeros al servicio de la República.”.


Artículo 8º.- El mayor gasto que irrogue la aplicación de la presente ley se financiará con los recursos que se aprueben en los respectivos presupuestos anuales de la Secretaría y Administración General y Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores y del Servicio Electoral, según corresponda.


Artículo 9º.- La presente ley comenzará a regir desde el primer día hábil del mes subsiguiente al de su publicación en el Diario Oficial.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo Primero.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 10, las Juntas Inscriptoras en actual funcionamiento dejarán de recibir inscripciones desde la publicación de la presente ley en el Diario Oficial. A contar desde esa fecha, las Juntas Inscriptoras tendrán un plazo de 5 días para remitir al Servicio Electoral todos los Registros Electorales de que dispongan, tanto en uso como en blanco.


Los secretarios de Juntas Electorales, en el plazo de veinte días desde la entrada en vigencia de esta ley, harán entrega al Servicio Electoral, en la forma que su Director disponga, de todos los ejemplares de los archivos electorales locales a su cargo.


El Director del Servicio Electoral dispondrá la inutilización y destrucción de esos ejemplares dentro del plazo de ocho meses, desde la vigencia de esta ley, previa su microfilmación.


Artículo Segundo.- Todas las personas que a la entrada en vigencia de la presente ley, se encuentren inscritas en los registros electorales de conformidad a la Ley 18.556 serán inscritas sin más trámite en el Registro Electoral.


Respecto de estas personas ya inscritas, el servicio Electoral queda eximido del deber de comunicar sus inscripciones, según lo dispuesto en el artículo 7º.


Artículo Tercero.- La primera lista que comunique el Servicio de Registro Civil e Identificación  al Servicio Electoral conforme a lo dispuesto en el artículo 5° deberá incluir a todos los chilenos comprendidos en los números 1 y 3 del artículo 10 de la Constitución Política que hayan cumplido 17 años.”.

- - -



Seguidamente, el señor Presidente anuncia que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

_______________

TIEMPO DE VOTACIONES

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Navarro, Ávila, Bianchi, Horvath, Naranjo, Ominami, Prokurica y Vásquez, que propone medidas en respaldo de la tercera versión de la campaña denominada “La 

Hora del Planeta”.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Navarro, Ávila, Bianchi, Horvath, Naranjo, Ominami, Prokurica y Vásquez, correspondiente al Boletín Nº S 1.154-12, mediante el cual se proponen medidas en respaldo de la tercera versión de la campaña denominada “La Hora del Planeta”.
- - -



A continuación, el señor Presidente explica que, con el solo propósito de que quedara constancia de que el Senado adhería a esta campaña, este proyecto de acuerdo permaneció en el Tiempo de Votaciones, sin perjuicio de que la Corporación, en su oportunidad, adoptó las medidas propuestas, consistente en apagar las luces de las edificios en las ciudades de Valparaíso y Santiago.



En mérito de lo anterior, el señor Presidente propone aprobar este proyecto de acuerdo.



Así se acuerda, y el proyecto de acuerdo es aprobado por la unanimidad de los señores Senadores presentes. 



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que diversos eventos marcaron el inicio de la campaña más grande a nivel mundial en la lucha contra el cambio climático, denominada "La Hora del Planeta 2009", que compromete a ciudades, corporaciones y personas, para apagar las luces por una hora, entre las 20:30 y las 21:30 horas, a través de 14 husos horarios, el próximo 28 de marzo;
2. Que hasta el momento más de 500 ciudades de 75 países han comprometido su participación en la campaña, esperándose que el día convenido sean más de mil millones de personas en 1.000 ciudades las que intervengan, demostrando su cohesión respecto de esta actividad vinculada a la lucha contra el cambio climático;
3. Que la idea consiste en que edificios de empresas, oficinas de gobierno, casas particulares, escuelas y monumentos apaguen sus luces no esenciales durante el lapso previsto, a objeto de crear conciencia y motivar a la gente para que se comprometa a actuar de manera sustentable en su vida diaria, y demostrar que, trabajando unidas, las personas pueden incidir positivamente en la lucha contra este problema global;
4. Que "La Hora del Planeta" surgió en Sydney, Australia, el año 2007, y convocó a dos millones de personas. Durante su realización más de 50 millones de personas en 400 ciudades apagaron sus luces, incluyendo iconos como la Casa de la Opera en Sidney, el templo Budista Wat Arun en Bangkok, el Coliseo en Roma, el Castillo Real en Estocolmo, el City Hall en Londres, el edificio Empire State en Nueva York, la Torre Sears en Chicago y el Golden Gate en San Francisco. Algunas corporaciones también demostraron su apoyo, por ejemplo, el logotipo de Coca-Cola en la plaza Times Square en Nueva York y la página de Google se oscurecieron durante todo el día en tributo a este evento;
5. Que algunas de las ciudades ya comprometidas en esta campaña son Adelaide, Brisbane, Canberra, Darwin, Hobart, Melbourne, Perth y Sydney en Australia; Santa Cruz de la Sierra en Bolivia; Sofía en Bulgaria; Toronto en Canadá; Hong Kong en China; San José en Costa Rica; Aalborg, Copenhage y Odense en Dinamarca; Suva en Fiji; Espoo y Helsinki en Finlandia; Ciudad de Guatemala en Guatemala, y Bolonia, Florencia, Milán, Nápoles, Palermo, Roma, Turín y Venecia en Italia, entre otras;
6. Que esta acción mundial pretende, además, constituirse en una exhortación para los líderes de los 170 países que se reunirán del 6 al 18 de diciembre de 2009, en Copenhague, en una conferencia sobre el clima, ocasión en que se firmaría un nuevo tratado global sobre cambio climático que sustituya al Protocolo de Kyoto, a partir de 2012. Esta conferencia sería la décimo quinta en el marco de la Convención sobre el Cambio Climático;
7. Que el 28 de marzo será un día simbólico en el que millones de personas en todo el mundo dedicarán una hora a tomar conciencia sobre los impactos del cambio climático sobre nuestro planeta, y
8. Que este evento puede incentivar a las personas a modificar sus hábitos y a tomar conciencia de la necesidad de detener el calentamiento planetario. Asimismo, podría significar un llamado de atención a los gobiernos, para que asuman su responsabilidad y adopten decisiones en defensa del futuro de la Tierra.


El Senado acuerda:


a) Respaldar y sumarse a la tercera versión de la campaña denominada "La Hora del Planeta" que propone apagar las luces el día 28 de marzo, entre las 20:30 y las 21:30 horas, a fin de advertir acerca de los efectos del cambio climático y la necesidad de realizar cambios en la conducta individual y colectiva de los chilenos, en orden a un consumo de energía responsable con las futuras generaciones.


b) Disponer el corte de energía eléctrica en todas las oficinas y servicios del Senado, que no afecten la seguridad ni el funcionamiento del edificio.


c) Solicitar a la Honorable Cámara de Diputados su adhesión a esta iniciativa, de manera que sea el Congreso Nacional en su conjunto el que efectúe este gesto de preocupación por el gasto energético y su relación con el cambio climático.


d) Solicitar al Supremo Gobierno que instruya a sus órganos y servicios dependientes para que también hagan su aporte a esta campaña.


e) Convocar a los municipios, por intermedio de la Asociación Chilena de Municipalidades, a objeto de que evalúen su participación activa en esta iniciativa mundial.”.
_____________
Proyecto de acuerdo presentado por el Honorable Senador señor Zaldívar, relativo a inversión en obras de infraestructura y fortalecimiento del sistema de concesiones, con informe de la 

Comisión de Obras Públicas


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por el Honorable Senador señor Zaldívar, correspondiente al Boletín Nº S 1.148-12, relativo a inversión en obras de infraestructura y fortalecimiento del sistema de concesiones.



Añade que la Comisión de Obras Públicas, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Kuschel, Romero y Sabag consideró no tener reparos ni observaciones a este proyecto de acuerdo.

- - -



Puesto en votación el proyecto de acuerdo, se produce el siguiente resultado: 11 votos a favor y uno en contra.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señores Bianchi, Cantero, Escalona, Girardi, Horvath, Larraín, Navarro, Orpis, Prokurica, Ruiz-Esquide y Sabag.



Vota por su rechazo, el Honorable Senador señor Naranjo.



A continuación, el señor Secretario General señala que no se alcanzó el quórum necesario para aprobar este proyecto de acuerdo, por lo que corresponde darlo por rechazado.



Seguidamente, el señor Presidente da por rechazado el proyecto de acuerdo.

_____________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Naranjo y Ominami, relativo a la posibilidad de que los bonos extraordinarios que el Estado otorgue a las personas que reciben asignaciones familiares o subsidio familiar se entreguen directamente a la cónyuge o conviviente que por orden judicial se 

encuentre recibiendo una pensión de alimentos.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Naranjo y Ominami, correspondiente al Boletín N° S 1.150-12, relativo a la posibilidad de que los bonos extraordinarios que el Estado otorgue a las personas que reciben asignaciones familiares o subsidio familiar se entreguen directamente a la cónyuge o conviviente que por orden judicial se encuentre recibiendo una pensión de alimentos.

- - -



Puesto en votación el proyecto de acuerdo, se produce el siguiente resultado: 9 votos a favor.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señores Bianchi, Escalona, Gazmuri, Girardi, Horvath, Naranjo, Navarro, Prokurica y Ruiz-Esquide.



A continuación, el señor Secretario General señala que no se alcanzó el quórum necesario para aprobar este proyecto de acuerdo, por lo que corresponde darlo por rechazado.



Seguidamente, el señor Presidente da por rechazado el proyecto de acuerdo.

______________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Navarro, Ominami y Vásquez, sobre rescate y divulgación de la obra 

del científico Charles Darwin.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Navarro, Ominami y Vásquez. correspondiente al Boletín N° S 1.156-12, sobre rescate y divulgación de la obra del científico Charles Darwin. 
- - -



Puesto en votación el proyecto de acuerdo, se produce el siguiente resultado: 9 votos a favor.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señores Cantero, Escalona, Gazmuri, Horvath, Kuschel, Navarro, Orpis, Prokurica y Ruiz-Esquide.



A continuación, el señor Secretario General señala que no se alcanzó el quórum necesario para aprobar este proyecto de acuerdo, por lo que corresponde darlo por rechazado.



Seguidamente, el señor Presidente da por rechazado el proyecto de acuerdo.

____________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Navarro, Ávila, Ominami y Vásquez, encaminado al otorgamiento de recursos para apoyar la realización de actividades relacionadas con el Año Internacional 

de la Astronomía.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Navarro, Ávila, Ominami y Vásquez, correspondiente al Boletín N° S 1.157-12, encaminado al otorgamiento de recursos para apoyar la realización de actividades relacionadas con el Año Internacional de la Astronomía.
- - -



A continuación, el señor Secretario General señala que no hay en la Sala el quórum exigido por el artículo 54 del Reglamento del Senado para adoptar acuerdos, por lo que corresponde, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 60 del citado cuerpo normativo, llamar a los Senadores por cinco minutos a fin de completar el número exigido, lo que se procede a realizar.



Transcurrido dicho tiempo, no se completa el quórum exigido por el artículo 54 del Reglamento de la Corporación, por lo que el Presidente procede a levantar la sesión.



Se deja constancia que, en ese momento, se encontraban presentes los Honorables Senadores señores  Bianchi, Cantero, Kuschel, Navarro, Novoa, Orpis, Prokurica y Ruiz Esquide.



Seguidamente, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Navarro, quien reitera el planteamiento que formulara en la sesión 7ª, ordinaria, del día 7 de abril del año en curso, en orden a que no se exija quórum para continuar con la sesión en estos casos, ya que, de esta forma, se hace imposible, en la práctica, la realización de la Hora de Incidentes.

______________

PETICIONES DE OFICIOS 



El señor Secretario General informa que los Honorables señores Senadores que se indican a continuación, han solicitado que se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- Del Honorable Senador señor Cantero: 



1) A la señora Ministra de Educación, requiriendo que disponga la ejecución de un programa especial de educación para zonas aisladas en la comunidad de Caspana, II Región.



2) Al señor Subsecretario de Telecomunicaciones, solicitando la instalación de una antena de telefonía celular en la comunidad de Caspana, II Región.



3) Al señor Intendente de la II Región y, por su intermedio, al Consejo Regional, con el objeto de que se considere la posibilidad de adquirir una ambulancia y nuevos motores electrógenos para la comunidad de Caspana, de esa Región.



- Del Honorable Senador señor Horvath:



1) Al señor Ministro de Obras Públicas, solicitando la adopción de las medidas necesarias para el mejoramiento del Camino Austral hacia Puerto Yungay, Tortel y Villa O’Higgins, XI Región.



2) A los señores Subsecretario de Pesca y Director Nacional de Pesca, con el objeto de que se disponga la investigación de las muertes masivas de peces y pingüinos en las Zonas Sur y Austral del país y la adopción de las medidas necesarias para dar solución a este problema. 



- Del Honorable Senador señor Romero al señor Intendente de la V Región, solicitando información acerca de la entrega de una ambulancia para el Hospital de Peñablanca, de esa Región.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre de los Honorables señores Senadores indicados, de conformidad al Reglamento del Senado.

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS 

Secretario General del Senado

SESION 12ª, ORDINARIA, EN MARTES 28 DE ABRIL DE 2.009

PARTE PUBLICA



Presidencia del Titular del Senado, Honorable Senador señor Novoa y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Bianchi.



Asisten los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Arancibia, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Zaldívar.



Concurren, asimismo, los señores Ministros de Defensa Nacional, don Francisco Vidal Salinas; Secretario General de la Presidencia, don José Antonio Viera-Gallo Quesney y de Economía, Fomento y Reconstrucción subrogante, don Jean-Jacques Duhart Saurel y los señores integrantes del Estado Mayor de la Defensa Nacional, Coronel de Ejército, don Guido Montini Gómez; Capitán de Navío, don Lesly Kelly Gaete y Coronel de Aviación, don Gustavo Urzúa Lira.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS



Las actas de las sesiones novena, ordinaria y décima, especial, ambas de 14 abril de 2009, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.

_______________

CUENTA

Mensajes



Veintiocho de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero, solicita se disponga lo necesario para que el Congreso Nacional se reúna en Congreso Pleno el día 21 de mayo próximo, con el fin de recibir la cuenta del estado administrativo y político de la Nación y propone, para tal efecto, que la mencionada sesión sea convocada para las 09:45 horas de dicho día.



-- Se accede a lo solicitado.



Con los dieciséis siguientes, retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre declaración de ausencia por desaparición forzada de personas (Boletín N° 5.971-17).


2.- Proyecto de ley que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas (Boletín N° 4.248-06).



3.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el artículo 66 de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades (Boletín N° 5.924-06).



4.- Proyecto de ley que establece normas sobre la actividad de lobby (Boletín N° 6.189-06).


5.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Sistema Intersectorial Protección Social e institucionaliza el Subsistema de Protección Integral a la Infancia “Chile Crece Contigo” (Boletín N° 6.260-06).


6.- Proyecto de reforma constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Allamand, Cantero, Espina, García y Romero, que reconoce el aporte de los pueblos originarios a la conformación de la nación chilena y proyecto de reforma constitucional que reconoce a los pueblos indígenas de Chile (Boletines números 5.324-07 y 5.522-07, refundidos).



7.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un nuevo asiento para el juzgado de letras de Chaitén (Boletín N° 6.072-07).


8.- Proyecto de reforma constitucional, en segundo trámite constitucional, que crea la Defensoría de las Personas (Boletín N° 6.232-07).


9.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que fija normas especiales para las empresas de menor tamaño (Boletín N° 5.724-26).


10.- Proyecto de ley que crea la Superintendencia de Educación (Boletín N° 5.083-04).


11.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce perfeccionamientos a la normativa que regula los gobiernos corporativos de las empresas (Boletín N° 5.301-05).


12.- Proyecto de ley que regula los servicios sanitarios rurales (Boletín N° 6.252-09).


13.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo, resguardando el derecho a la igualdad en las remuneraciones (Boletín Nº 4.356-13).


14.- Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señor Girardi, señora Matthei y señores Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide, que modifica la ley N° 19.451, con el fin de determinar quienes pueden ser considerados donantes de órganos y la forma en que pueden manifestar su voluntad (Boletín N° 4.999-11).



15.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Estatuto Orgánico de la Corporación Nacional del Cobre de Chile (CODELCO) y las normas sobre disposición de sus pertenencias mineras (Boletín N° 4.901-08).


16.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 4.808, sobre Registro Civil, estableciendo que el apellido de la madre anteceda al del padre (Boletines números 3.810-18 y 4.149-18, refundidos).



Con los ocho siguientes, retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que moderniza el Servicio Electoral (Boletín N° 6.139-06).



2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Ministerio del Deporte y de la Juventud (Boletín N° 5.697-29).


3.- Proyecto de reforma constitucional, en segundo trámite constitucional, en materia de transparencia, modernización del Estado y calidad de la política (Boletín N° 4.716-07).


4.- Proyecto de ley que regula la inscripción automática, el sufragio voluntario y el voto de los chilenos en el extranjero (Boletín N° 6.418-07).


5.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código Penal y el decreto ley N° 321, de 1925, para sancionar el femicidio, aumentar las penas aplicables a este delito y modificar las normas sobre parricidio (Boletines números 4.937-18 y 5.308-18, refundidos).



6.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.284, que establece normas para la plena integración social de personas con discapacidad (Boletín N° 3.875-11).



7.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, sobre comercio ilegal (Boletín N° 5.069-03).



8.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que introduce en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional las adecuaciones necesarias para adaptarla a la ley N° 20.050, que reforma la Constitución Política de la República (Boletín N° 3.962-07).



-- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con los dos siguientes, hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto de las iniciativas que a continuación se individualizan:



1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea la provincia de Marga Marga y modifica el territorio de las provincias de Valparaíso y Quillota, en la V Región de Valparaíso (Boletín Nº 5.005-06).



2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que concede permiso para trabajadores al interior de la locomoción colectiva (Boletín Nº 4.332-15).



-- Se tiene presente las urgencias y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con el último, retira la urgencia que hizo presente respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece medidas contra la discriminación (Boletín N° 3.815-07).



-- Queda retirada la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para prorrogar, por el plazo de un año, la permanencia de tropas y medios nacionales en Haití (con la urgencia del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República) (Boletín N° S 1.168-05).



-- Pasa a las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas.



Cuatro de la Honorable Cámara de Diputados:



Con los dos primeros, informa que ha prestado su aprobación a las enmiendas propuestas por el Senado respecto de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que modifica distintos cuerpos legales, con el objeto de mejorar las condiciones de financiamiento para personas y empresas (Boletín N° 6.437-05).



2.- Proyecto de ley que modifica el decreto supremo N° 412, del Ministerio de Defensa Nacional, del año 1992, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Estatuto del Personal de Carabineros de Chile y establece normas de ajuste remuneracional para el personal de las fuerzas de orden y seguridad pública (Boletín N° 6.434-02).



-- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos junto con sus antecedentes.



Con los dos siguientes, comunica que ha aprobado las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.871, que autorizó erigir un monumento en la localidad de Isla Negra, en memoria de Pablo Neruda (Boletín N° 6.357-24).



-- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



2.- Proyecto de acuerdo que aprueba el Segundo Protocolo adicional al Acuerdo de Asociación entre Chile y la Comunidad Europea y sus Estados miembros, para tener en cuenta la adhesión de Bulgaria y Rumania a la Unión Europea, suscrito en Bruselas el 24 de julio de 2007, y el Acta de Corrección de Errores del referido Segundo Protocolo (Boletín N° 6.261-10).



-- Pasa a las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda, en su caso.



Seis del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con el primero, remite copia autorizada de la sentencia dictada en relación con el proyecto de ley sobre sistema de compensación y liquidación de instrumentos financieros (Boletín N° 5.407-05).



-- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.



Con los dos siguientes, remite copia autorizada de las sentencias recaídas en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formulada en contra de los artículos 2.331 del Código Civil y 40, inciso segundo, de la ley N° 19.733, y en el requerimiento de inconstitucionalidad planteado respecto del inciso tercero del artículo 474 del Código del Trabajo.



-- Se toma conocimiento.



Con los tres siguientes, remite copia autorizada de igual número de requerimientos sobre acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formulados en contra del inciso segundo del artículo 1° y de los incisos primero, número 2, y segundo, del artículo 176 del Código Penal, y respecto del artículo 474, inciso tercero, del Código del Trabajo.



-- Se toma conocimiento y se remiten los antecedentes a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Contralor General de la República, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, acerca del estudio relativo a los reglamentos de los establecimientos de enseñanza en Chile.



Del señor Ministro del Interior subrogante, con el que contesta un acuerdo adoptado por el Senado a proposición de los Honorables Senadores señores Bianchi, Flores, García, Kuschel, Longueira, Muñoz Barra, Pérez Varela, Prokurica y Ruiz-Esquide, con el que se solicitó a Su Excelencia la Presidenta de la República el otorgamiento de un bono de fiscalización y cursos de capacitación para los funcionarios de los servicios administrativos de los Gobiernos Regionales (Boletín N° S 1.099-12).



Del señor Ministro de Hacienda, con el que da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, respecto del comportamiento de las tarifas eléctricas en la Región de Aysén.



Dos del señor Ministro Secretario General de la Presidencia:



Con el primero, responde un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Cantero, sobre instalaciones de gas en Antofagasta.



Con el segundo, contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Arancibia, acerca del proyecto de ley que establece el Estatuto Especial de Gobierno y Administración para el territorio de la Isla de Pascua (Boletín N° 5.940-06).



De la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social, mediante el cual da respuesta a un oficio expedido en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referido a las condiciones laborales de los conductores del Transantiago.



De la señora Ministra de Agricultura, con el que responde un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Vásquez, acerca de los efectos del cambio climático.



De la señora Subsecretaria de Marina, con el que contesta un oficio enviado en nombre de los Honorables Senadores señores Girardi y Horvath, relativo a la política de uso del borde costero.



Dos del señor Subsecretario de Pesca:



Con el primero, responde un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre la subdivisión de la cuota del recurso congrio del sur.



Con el segundo, contesta un oficio remitido en nombre de la Honorable Senadora señora Matthei, referido a medidas de apoyo a los pescadores artesanales de la IV Región.



Del señor Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras, con el que da respuesta a un oficio expedido en nombre del Honorable Senador señor Cantero, relativo al sistema de servicio al cliente otorgado por las instituciones financieras y crediticias.



Del señor Director de Presupuestos, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, acerca de la fecha de ingreso a tramitación legislativa del proyecto sobre bono de incentivo al retiro de los funcionarios no académicos de las universidades estatales.



Dos del señor Director del Servicio Electoral, con los que informa sobre el cambio de días de atención de las Juntas Inscriptoras y la creación de una Junta Inscriptora permanente en la comuna de Monte Patria.



Del señor Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal subrogante, con el que responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto de la capacidad de CONAF para hacer frente a incendios forestales.



Del señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Retiro, con el que da respuesta a un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Naranjo, sobre prestación de servicios profesionales de don Hartmut Hopp en centros de salud de ese municipio.



Informe de la Delegación de Parlamentarios que concurrió a la 120ª Asamblea de la Unión Interparlamentaria y Reuniones Conexas, efectuada entre el 4 y el 10 de abril de 2009 en Adís Abeba, Etiopía.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaídos en los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el artículo 66 de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades (Boletín N° 5.924-06) (con urgencia calificada de “suma”).



2.- Proyecto de reforma constitucional, en segundo trámite constitucional, en materia de asociacionismo municipal (Boletín Nº 5.224-07).



De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en la propuesta de Su Excelencia la Presidenta de la República, contenida en el oficio en que requiere el acuerdo del Senado para designar, como miembros del Consejo Consultivo Previsional, por el período que se indica, a las señoras Mónica Titze Menzel y Alejandra Candia Díaz y a los señores David Bravo Urrutia y Andras Uthoff Botka (Boletín N° S 1.161-05)(con la urgencia del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental).



-- Quedan para Tabla.

Moción



De los Honorables Senadores señores Pizarro y Núñez, con la que inician un proyecto de ley que declara el 15 de mayo de cada año como “Día nacional del pisco chileno” (Boletín N° 6.473-04).



-- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

Proyecto de acuerdo



De los Honorables Senadores señores Prokurica, Chadwick, Espina, Horvath, Kuschel, Naranjo, Orpis, Pérez Varela, Ruiz-Esquide y Sabag, sobre modificación de la tabla de costos generales de forestación (Boletín N° S 1.167-12).



-- Pasa a la Comisión de Agricultura.

- - -



Durante la sesión llegan a la Mesa el segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y el informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley que crea la Superintendencia de Educación (Boletín N° 5.083-04) (con urgencia calificada de “suma”).



-- Quedan para Tabla.

____________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General informa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:


1) Abrir nuevos plazos para presentar indicaciones respecto de las siguientes iniciativas:



1.1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que fija normas especiales para las empresas de menor tamaño (Boletín N° 5.724-26), hasta las 12:00 horas del día lunes 11 de mayo del año en curso.



1.2.- Proyecto de reforma constitucional, en segundo trámite constitucional, en materia de transparencia, modernización del Estado y calidad de la política (Boletín N° 4.716-07), hasta las 12:00 del día de mañana. Las indicaciones deberán presentarse en la Secretaría de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



2) Designar, por acuerdo unánime de sus miembros, al Honorable Senador señor Ricardo Núñez Muñoz como representante del Senado ante el Comité Calificador de Donaciones Privadas de la Ley de Donaciones Culturales, en reemplazo del ex Senador don Gabriel Valdés Subercaseaux. 

_______________

RECIBIMIENTO A SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DEL SENADO DE BOLIVIA 



El señor Presidente señala que corresponde recibir a Su Excelencia el señor Presidente del Senado de Bolivia, don Óscar Ortiz Antelo  quien se encuentra de visita en nuestro país, acompañado de los Senadores señores Tito Hoz de Vila y Orlando Careaga; y de los Cónsules generales de Chile en Bolivia y de Bolivia en Chile, e inmediatamente después, procede a hacer uso de la palabra.



A continuación, el señor Presidente impone al Excelentísimo señor Presidente del Senado de Bolivia, la Condecoración al Mérito en el grado de Gran Oficial del Senado de la República de Chile.



Seguidamente, hace uso de la palabra el señor Presidente del Senado de Bolivia.



Posteriormente, el señor Presidente suspende la sesión con el objeto de despedir al señor Presidente del Senado de Bolivia.

- - -



Se suspende la sesión a las 16:40 horas.



Se reanuda la sesión a las 16:44 horas.
- - -



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Muñoz Aburto, quien solicita que se recabe el acuerdo de la Sala para que la propuesta de Su Excelencia la Presidenta de la República, contenida en el oficio en que requiere el acuerdo del Senado para designar, como miembros del Consejo Consultivo Previsional, por el período que se indica, a las señoras Mónica Titze Menzel y Alejandra Candia Díaz y a los señores David Bravo Urrutia y Andras Uthoff Botka, correspondiente al Boletín N° S 1.161-05, sea incluida en la Tabla de Fácil Despacho de la sesión ordinaria del día de mañana.



El señor Presidente señala que así se procederá.
- - -



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Chadwick, quien solicita que se recabe el acuerdo de la Sala para que el proyecto de reforma constitucional, en primer trámite constitucional, destinado a permitir el reconocimiento de la jurisdicción de tribunales internacionales, correspondiente al Boletín N° 3.491-07, vuelva a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, para un nuevo primer informe.



Así se acuerda.
_____________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, sobre declaración de ausencia por desaparición forzada de personas, con informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad 

y Ciudadanía


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre declaración de ausencia por desaparición forzada de personas, correspondiente al Boletín N° 5.971-17, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “suma”.


Agrega que la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, discutió este proyecto solamente en general, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado, y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes presentes, Honorables Senadores señores Ávila, Chadwick, Naranjo y Kuschel, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.



El señor Secretario General agrega que este proyecto de ley, en el trámite de segundo informe, deberá ser discutido por la Comisión de Hacienda.



Hace presente, finalmente, que el artículo 21 del proyecto de ley tiene el carácter de norma orgánica constitucional, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 77 de la Carta Fundamental, por lo que requiere para su aprobación de los cuatro séptimos de los señores Senadores en ejercicio, según lo establece el inciso segundo del artículo 66 de la  Constitución Política de la República.

- - -



En discusión en general, el señor Presidente concede el uso de la palabra a  los Honorables Senadores señores Naranjo y Sabag; al señor Ministro Secretario General de la Presidencia y al Honorable Senador señor Arancibia.



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Arancibia, en nombre del Comité Partido Unión Demócrata Independiente, y de conformidad a lo dispuesto en el artículo 129 del Reglamento del Senado, solicita segunda discusión de esta iniciativa.



Ofrecido el uso de la palabra en primera discusión, ningún señor Senador hace uso de la palabra.



El proyecto queda para segunda discusión.



Queda pendiente el tratamiento de este asunto.

_______________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que moderniza el Ministerio de Defensa Nacional, con informe de la Comisión de 

Defensa Nacional


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que moderniza el Ministerio de Defensa Nacional, correspondiente al Boletín N° 3.994-02, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “simple”.



Añade que la Comisión de Defensa Nacional, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado, discutió este proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Flores, Pérez Varela y Prokurica, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.



El señor Secretario General  agrega que este proyecto de ley, en el trámite de segundo informe, deberá ser discutido por la Comisión de Hacienda.



Finalmente, hace presente, que los artículos 4°, 6°, 7°, 10, 11, 16, 22, 23, 25, 26, 27 y 28 permanentes y artículo 3° transitorio del proyecto tienen carácter de normas orgánicas constitucionales, de conformidad a lo dispuesto en los artículo 38 y 105 de  la Carta Fundamental, por lo que requieren para su aprobación de los cuatro séptimos de los señores Senadores en ejercicio, según lo dispone el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

- - -



A continuación, el señor Presidente recaba el acuerdo de la Sala para autorizar el ingreso a ella de los señores integrantes del Estado Mayor de la Defensa Nacional.



Así se acuerda.

- - -



Seguidamente, el señor Presidente informa a la Sala que durante la discusión en general de este proyecto en la Comisión de Defensa Nacional, el señor Ministro de esa Cartera de Estado entregó un informe reservado, el cual estima que debe ser conocido antes de votar la iniciativa, razón por la cual recaba el acuerdo de la Corporación para que, de conformidad a lo dispuesto en el número 2° del artículo 68 del Reglamento del Senado, la sesión continué en carácter de secreta con el objeto de recibir ese informe y para que, a continuación de su lectura, los Honorables señores Senadores que así lo deseen, efectúen las  intervenciones respecto de ese punto, y una vez concluidas las mismas, continúe la sesión pública.



Así se acuerda.



La Sala se constituye en sesión secreta a las 17:04 horas.



Se reanuda la sesión pública a las 18:02 horas

- - -



En discusión en general el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Gómez y Navarro y al señor Ministro de Defensa Nacional.



Cerrado el debate y sometida a votación en general la iniciativa, es aprobada por  28 votos a favor, de un total de 38 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la  Constitución Política de la República.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Coloma, Espina, Flores, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero y Sabag.



A continuación, el señor Presidente propone a la Sala fijar como plazo para formular indicaciones hasta las 12:00 horas del día lunes 1 de junio del año en curso, lo que, no habiendo objeción, así se acuerda. 



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“TÍTULO I

DE LA ORGANIZACIÓN DE LA DEFENSA NACIONAL

PÁRRAFO 1º

DEL MINISTERIO


Artículo 1º.- El Estado tiene el deber de resguardar la seguridad exterior del país y dar protección a su población.


El Presidente de la República tiene autoridad en todo cuanto tiene por objeto la seguridad externa de la República, de acuerdo con la Constitución y las leyes.


Para los efectos de ejercer dicha autoridad y conducir la defensa nacional, el Presidente de la República dispone de la colaboración directa e inmediata del Ministro de Defensa Nacional, en los términos establecidos por la Constitución y las leyes.


Al Presidente de la República le corresponde disponer de las fuerzas de aire, mar y tierra, organizarlas y distribuirlas de acuerdo con las necesidades de la seguridad nacional. Las referidas fuerzas son instituciones obedientes, no deliberantes, profesionales, jerarquizadas, disciplinadas y dependientes del Ministerio de Defensa Nacional.


En caso de guerra, el Presidente de la República asumirá la jefatura suprema de las Fuerzas Armadas, en los términos y formas establecidos en la Constitución y las leyes. En caso de crisis, la conducción de las fuerzas asignadas a las operaciones será de responsabilidad del Jefe del Estado Mayor Conjunto.


En caso de guerra exterior el Presidente de la República ordenará el empleo de los medios militares. En caso de crisis internacional que afecte la seguridad exterior del país, el Presidente de la República dispondrá la activación de los planes de la defensa nacional respectivos.


Artículo 2°.- Las Fuerzas Armadas dependen del Ministerio de Defensa Nacional, según lo dispuesto en el artículo 101 de la Constitución Política de la República y en el artículo 1º de la Ley 18.948, Orgánica Constitucional de las Fuerzas Armadas.


Artículo 3º.- El Ministerio de Defensa Nacional es el órgano superior de colaboración del Presidente de la República en las funciones de gobierno y administración de la Defensa Nacional.


Corresponderá al Ministerio:


a) Proponer y evaluar la política de defensa, la política militar y las planificaciones primaria y secundaria de la Defensa Nacional.


b) Estudiar, proponer y evaluar las políticas y normas aplicables a los órganos que integran el sector defensa y velar por su cumplimiento.


c) Estudiar las necesidades financieras y presupuestarias del sector y proponer el anteproyecto de presupuesto anual.


d) Asignar y administrar los recursos que corresponda en conformidad a la ley.


e) Fiscalizar las actividades del sector defensa y velar por una eficiente administración en los organismos que lo componen.


f) Informar al Congreso Nacional sobre la decisión de compra de sistemas de armas.


Artículo 4º.- La organización del Ministerio de Defensa Nacional será la siguiente:


1) El Ministro de Defensa Nacional.


2) La Subsecretaría de Defensa.


3) La Subsecretaría para las Fuerzas Armadas.


4) El Estado Mayor Conjunto.


Artículo 5º.- El Ministro de Defensa Nacional, en su calidad de colaborador directo e inmediato del Presidente de la República, tiene la responsabilidad de la conducción del Ministerio, en conformidad con las políticas e instrucciones que aquél imparta. Tendrá, además, todas las atribuciones que le confieren la Constitución y las leyes.


Al Ministro de Defensa Nacional le corresponderá especialmente:


a) Proponer, para el conocimiento y la aprobación del Presidente de la República, la política de defensa nacional, la política militar y las restantes políticas públicas sectoriales, así como la documentación de la planificación primaria de la defensa nacional.


b) Aprobar, en conformidad con las instrucciones que el Presidente de la República imparta al efecto, la planificación secundaria de la Defensa Nacional.


c) Colaborar con el Presidente de la República en la conducción de la defensa nacional en situación de guerra externa o crisis internacional que afecte la seguridad exterior de la República.


d) Colaborar con el Presidente de la República en el ejercicio de la jefatura suprema de las Fuerzas Armadas y en el de las restantes atribuciones especiales en materias de defensa y seguridad exterior que establece el artículo 32 de la Constitución Política de la República.


e) Proponer para la resolución del Presidente de la República los objetivos estratégicos propios de la función de las Fuerzas Armadas y sus prioridades.


f) Considerar y valorar, en conformidad con la legislación vigente, las necesidades de personal, de bienes y de servicios que los organismos del Ministerio o que dependan de él requieren satisfacer para dar cumplimiento a sus misiones.


g) Proponer para la aprobación del Presidente de la República los proyectos de adquisición e inversión de material de guerra, cuando corresponda.


h) Asumir, cuando el Presidente de la República lo disponga, la coordinación de la labor de los distintos Ministerios en materias necesarias para la Defensa Nacional.


i) Aprobar la doctrina y reglamentación conjuntas, propuestas por el Estado Mayor Conjunto.


Artículo 6°.-  Para efectos del desempeño de sus funciones de conducción del Ministerio, el Ministro contará con un gabinete encargado, entre otras, de las siguientes tareas: desempeñar funciones de secretaría y apoyo administrativo; coordinar la agenda del Ministro; prestar asesoría jurídica al Ministro; prestar asesoría de prensa y comunicaciones al Ministro, y efectuar las tareas de control y auditoría interna del Ministerio.


Tanto el Jefe de Gabinete como los asesores que sean parte del mismo, serán funcionarios de exclusiva confianza del Ministro. El Jefe de Gabinete mantendrá relaciones de servicio directas con los restantes organismos del Ministerio.


Artículo 7°.-  Para las funciones de enlace permanente entre el Ministro y las Fuerzas Armadas, y con el objeto de proveer sus necesidades de ayudantía militar y de llevar a cabo las tareas de seguridad y protocolo del Ministerio, existirá una Ayudantía Militar del Ministro. Estará integrada por un Oficial Superior o Jefe de cada una de las ramas de las Fuerzas Armadas, quienes se desempeñarán como ayudantes del Ministro. El Jefe de la Ayudantía Militar del Ministro será el oficial más antiguo de entre ellos.


Artículo 8º.- En caso de ausencia o inhabilidad, el Ministro de Defensa Nacional será subrogado por el Subsecretario de Defensa, y en caso de ausencia o inhabilidad de éste, por el Subsecretario para las Fuerzas Armadas.


Artículo 9°.- El Presidente de la República mantendrá en todo momento su relación directa de autoridad con los Comandantes en Jefe de cada una de las instituciones armadas y con el Jefe del Estado Mayor Conjunto, a través del Ministro de Defensa Nacional.

PARRAFO 2°

DE LA JUNTA DE COMANDANTES EN JEFE


Artículo 10.- La Junta de Comandantes en Jefe será el órgano asesor del Ministro de Defensa Nacional en materias comunes de las Fuerzas Armadas relativas al desarrollo y empleo de los medios militares.


La Junta de Comandantes en Jefe asesorará al Ministro de Defensa Nacional respecto de las siguientes materias:


a) Sobre la planificación primaria y secundaria de la Defensa Nacional y respecto de la doctrina y reglamentación conjunta.


b) Sobre la creación o activación de comandos, fuerzas u otros órganos de maniobra, reparticiones o unidades de naturaleza conjunta.


c) Sobre la asignación de medios terrestres, navales, aéreos o conjuntos a las operaciones que se lleven a cabo en situaciones de guerra externa o crisis internacional que afecte la seguridad exterior, así como sobre la asignación de medios a misiones de paz.


d) Sobre las adquisiciones institucionales, comunes y conjuntas de material de guerra.


e) Sobre otras materias de carácter común o conjunto que el Ministro estime conveniente someter a su consideración.


Artículo 11.- La Junta de Comandantes en Jefe será presidida por el Ministro de Defensa Nacional y estará integrada por los Comandantes en Jefe del Ejército, de la Armada y de la Fuerza Aérea, y por el Jefe del Estado Mayor Conjunto. El subjefe del Estado Mayor Conjunto actuará como Secretario de la Junta de Comandantes en Jefe. Sus sesiones serán convocadas por el Ministro de Defensa Nacional.


Artículo 12.- La Junta de Comandantes en Jefe podrá constituir y convocar comités u otros organismos de asesoría, según lo estime conveniente, en tareas temporales y con la finalidad de dar tratamiento a los asuntos que disponga la convocatoria del Ministro.


Artículo 13.- El funcionamiento de la Junta de Comandantes en Jefe será materia de un Reglamento.

TÍTULO II

DE LAS SUBSECRETARÍAS DEL MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL

PÁRRAFO 1º

DE LA SUBSECRETARÍA DE DEFENSA


Artículo 14.- La Subsecretaría de Defensa es el órgano de colaboración del Ministro en asuntos de política de defensa y su jefe superior será el Subsecretario de Defensa.


La organización de la Subsecretaría y la de sus divisiones estarán compuestas en sus distintos niveles jerárquicos por funcionarios civiles y militares.


Artículo 15.- A la Subsecretaría de Defensa le corresponderá:


a) Sugerir al Ministro la política de Defensa Nacional y la política militar, y encargarse de su actualización y explicitación periódicas.


b) Efectuar el análisis político y estratégico para la elaboración, actualización y proposición al Ministro de la apreciación de los riesgos y amenazas para el país en el ámbito de su seguridad exterior.


c) Sugerir al Ministro la planificación primaria de la Defensa Nacional y su actualización periódica, así como verificar por la correspondencia de la planificación secundaria con aquélla.


d) Requerir de las autoridades correspondientes la información necesaria para el cumplimiento de sus fines.


e) Convocar y asegurar la participación de los distintos sectores del Estado en los procesos de elaboración de las políticas y planes a su cargo, así como por la debida integración del Estado Mayor Conjunto y de las instituciones armadas en los mismos.


f) Coordinar, en conformidad con las instrucciones del Ministro, la acción internacional de los organismos del sector defensa, entendiendo por tal el conjunto de los que dependen del Ministerio o se vinculan con el Gobierno a través del mismo.


g) Proponer al Ministro la agenda de asuntos internacionales de la defensa y las políticas y orientaciones para las actividades sobre cooperación internacional en materias de seguridad y defensa del Ministerio, en coordinación con el Ministerio de Relaciones Exteriores.


h) Proponer al Estado Mayor Conjunto orientaciones para las actividades de los Agregados de Defensa, y por intermedio de éste, recabar de ellos informaciones o la realización de gestiones dentro del ámbito de las competencias de la Subsecretaría.


i) Proponer al Ministro las políticas y orientaciones para el desempeño de las funciones que le competen al Ministerio de Defensa Nacional en materias de desarme, no proliferación, verificación y control internacional de armamentos, participación de medios militares chilenos en misiones de paz, y derecho internacional humanitario y de los conflictos armados.


j) Proponer al Ministro las orientaciones para las adquisiciones de las Fuerzas Armadas, incluyendo aquéllas para sistemas de armas y otros equipos.


k) Evaluar los proyectos de adquisición e inversión presentados por los organismos del sector defensa, sin perjuicio de las facultades que las leyes otorgan a los Comandantes en Jefe o a otras autoridades del Estado en esta materia.


l) En coordinación con los organismos competentes del Estado, proponer al Ministro y coordinar las políticas sectoriales para el desarrollo científico, tecnológico e industrial de la Defensa Nacional, y evaluar los proyectos de desarrollo e inversión que de ellas se deriven.


m) Concurrir a la formulación del anteproyecto de presupuesto del Ministerio de Defensa Nacional y a la evaluación del mismo.


n) Proponer al Ministro el anteproyecto de presupuesto anual de la Subsecretaría.


Artículo 16.- La Subsecretaría de Defensa contará con tres divisiones para el desempeño de las funciones a las que se refiere el artículo anterior.


Artículo 17.- La Academia Nacional de Estudios Políticos y Estratégicos  dependerá del Ministerio de Defensa Nacional, a través de la Subsecretaría de Defensa.


Artículo 18.- En caso de ausencia o inhabilidad del Subsecretario de Defensa, éste será subrogado por el Subsecretario para las Fuerzas Armadas, y en ausencia de este, por el Jefe de División de la Subsecretaría que corresponda según el orden de precedencia que establezca el Reglamento complementario del Ministerio.

PÁRRAFO 2º

DE LA SUBSECRETARÍA PARA LAS FUERZAS ARMADAS


Artículo 19.- La Subsecretaría para las Fuerzas Armadas es el órgano de colaboración del Ministro en aquellas materias que dicen relación con la formulación de políticas y la gestión de los asuntos y procesos administrativos que el Ministerio de Defensa Nacional y las Fuerzas Armadas requieran para el cumplimiento de sus funciones.


Artículo 20.- A la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas le corresponderá: 


a) Realizar la gestión de los asuntos de naturaleza administrativa y la tramitación de la documentación respectiva proveniente de las Fuerzas Armadas o de los organismos del sector que corresponda.


b) Proponer al Ministro y coordinar políticas sectoriales para el personal de la Defensa Nacional en materias que sean de su competencia, incluyendo lo relativo a la carrera profesional, el término de la misma, y los aspectos relativos a régimen previsional y de seguridad social de dicho personal, sin perjuicio de las facultades que las leyes otorgan a los Comandantes en Jefe o a otras instituciones del Estado en este  ámbito.


c) Elaborar los decretos, resoluciones, órdenes ministeriales y oficios relativos a nombramientos, ascensos, retiros, renuncias, destinaciones, comisiones de servicio al extranjero y, en general, todos aquellos actos administrativos orientados a la resolución sobre solicitudes, beneficios u otros asuntos que deban tramitarse por la Subsecretaría, y que interesen al personal de las Fuerzas Armadas en servicio activo, a las personas en situación de retiro de las mismas, y a sus familias.


d) Proponer al Ministro y evaluar la política sectorial sobre reclutamiento.


e) Desempeñar todas las funciones administrativas que corresponda llevar a cabo al Ministerio en relación con asuntos de índole territorial, medioambiental, de responsabilidad social o de colaboración al desarrollo que sean de competencia del Ministerio o sus organismos dependientes, así como proponer las orientaciones gubernamentales para las políticas institucionales sobre la materia.


f) Proponer al Ministro la programación financiera y presupuestaria de largo plazo de los recursos del sector.


g) Formular y evaluar, en coordinación con el Subsecretario de Defensa, el anteproyecto de presupuesto del Ministerio de Defensa Nacional, incluyendo los anteproyectos de presupuesto de las instituciones armadas propuestos por sus Comandantes en Jefe.


h) Coordinar y supervisar la ejecución del presupuesto asignado al Ministerio y asesorar al Ministro en aquellos asuntos que tengan relación con la aplicación de las normas y planes para la elaboración y ejecución presupuestaria del Ministerio y de sus instituciones dependientes.


i) Estudiar el financiamiento de los proyectos de adquisición e inversión para las Fuerzas Armadas.


j) Dar cumplimiento a los actos que se derivan de la aplicación de los artículos 19 bis y 71 del decreto ley N° 1.263, de 1975.


k) Proponer al Ministro y evaluar las políticas de recursos humanos del Ministerio y de los organismos a que se refiere el artículo 4º de esta ley, y administrar su personal, sin perjuicio de lo que las normas militares pertinentes dispongan respecto al personal militar destinado en el Ministerio.


l) Adquirir y abastecer oportunamente a los órganos del Ministerio de los elementos y servicios básicos que requieran para el desempeño de sus funciones.


m) Proponer al Ministro e implementar la política de informática del Ministerio.


n) Administrar y mantener equipos, infraestructuras y bienes muebles e inmuebles del Ministerio.


Artículo 21.- El jefe superior de la Subsecretaría es el Subsecretario para las Fuerzas Armadas. En caso de ausencia o inhabilidad del Subsecretario será subrogado por el Subsecretario de Defensa y, en ausencia de éste, por el Jefe de División de la Subsecretaría que corresponda según el orden de precedencia que establezca el reglamento de esta ley.


Artículo 22.- La Subsecretaría para las Fuerzas Armadas contará con cuatro divisiones y una Ayudantía Militar del Subsecretario para el desempeño de las funciones a las que se refiere el artículo 20.


Artículo 23.- La Ayudantía Militar del Subsecretario para las Fuerzas Armadas se encargará de las funciones de enlace con las Fuerzas Armadas. El cargo de Jefe de la Ayudantía Militar del Subsecretario corresponderá a un oficial superior de las Fuerzas Armadas, de manera rotativa entre las instituciones castrenses.


Artículo 24.- Los siguientes servicios u organismos dependerán o se relacionarán con el Ministro de Defensa Nacional, según corresponda, por medio de la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas, sin perjuicio de las dependencias orgánicas establecidas por ley:


a) Dirección General de Movilización Nacional.


b) Caja de Previsión de la Defensa Nacional.


c) Defensa Civil de Chile.

TÍTULO III

DEL ESTADO MAYOR CONJUNTO

DE SU FUNCIONAMIENTO Y ORGANIZACIÓN


Artículo 25.- El Estado Mayor Conjunto es el organismo de trabajo y asesoría permanente del Jefe de Estado Mayor Conjunto en materias que tengan relación con la preparación y empleo conjunto de las Fuerzas Armadas. 


Al Estado Mayor Conjunto le corresponderán las siguientes funciones:


a) Servir de órgano de asesoría y trabajo en la conducción estratégica para casos de guerra externa o crisis internacional que afecte a la seguridad exterior de la República.


b) Proponer al Ministro la planificación secundaria.


c) Asegurar la correspondencia, en materia de desarrollo y empleo de la fuerza, entre la planificación secundaria y la planificación institucional y operativa.


d) Proponer al Ministro la doctrina y reglamentación conjunta y asegurar que la documentación institucional respectiva corresponda con aquéllas.


e) Planificar, preparar, disponer y apoyar el entrenamiento conjunto de las Fuerzas Armadas.


f) Servir de órgano de asesoría y trabajo para la planificación y coordinación de las actividades de los medios chilenos que participen en misiones de paz.


g) Participar en la evaluación de los proyectos de adquisición e inversión de las Fuerzas Armadas.


h) Elaborar y proponer al Ministro los proyectos de adquisición e inversión conjuntos.


i) Proveer de inteligencia a la Subsecretaría de Defensa para efectos de la planificación primaria. Para todos los efectos de la ley Nº 19.974, se entenderá que la Dirección de Inteligencia de la Defensa, dependiente del Estado Mayor de la Defensa Nacional, mantendrá dicha condición y denominación en la estructura para el Estado Mayor Conjunto fijada en esta ley.


Artículo 26.- El Estado Mayor Conjunto estará a cargo de un Jefe de Estado Mayor y contará con una subjefatura.


La conducción de las fuerzas asignadas a las operaciones será conjunta y los órganos de maniobra en los que se organicen dichas fuerzas, sean conjuntos o no, estarán directamente subordinados al Jefe del Estado Mayor Conjunto.


El cargo de Jefe del Estado Mayor Conjunto lo desempeñará un Oficial General de las Fuerzas Armadas, especialista en Estado Mayor, designado por el Presidente de la República entre el conjunto de los que tengan el grado de General de División, Vicealmirante o General de Aviación y que, simultáneamente con su designación, será ascendido al grado de General de Ejército, Almirante o General del Aire, no siéndole aplicable las normas de los artículos 28 y 29 de la Ley Orgánica Constitucional de las Fuerzas Armadas. Gozará del sueldo y demás remuneraciones y beneficios económicos correspondientes a su grado, incluidas  las bonificaciones de alto mando y de mando y administración. El Jefe del Estado Mayor Conjunto dependerá directamente del Ministro, además, será su asesor directo en el desarrollo y empleo conjunto de la fuerza, durará cuatro años en el cargo y no podrá ser nombrado para un nuevo período ni ser designado Comandante en Jefe de su respectiva rama, no siéndole aplicable, por tanto, el artículo 46 de la Ley Orgánica Constitucional de las Fuerzas Armadas.


El Jefe del Estado Mayor Conjunto podrá permanecer en servicio activo sin que le resulten aplicables los artículos 29, inciso primero, y 54, letra e), de la Ley Orgánica Constitucional de las Fuerzas Armadas.


La Subjefatura del Estado Mayor Conjunto será desempeñada por un Oficial General de las Fuerzas Armadas, especialista en Estado Mayor, durará dos años en su cargo y subrogará al Jefe del Estado Mayor Conjunto en caso de ausencia o inhabilidad.


El Jefe y el Subjefe del Estado Mayor Conjunto pertenecerán a diferentes instituciones de las Fuerzas Armadas y serán designados por el Presidente de la República en conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 8° de la ley N° 18.948, Orgánica Constitucional de las Fuerzas Armadas. 


El Presidente de la República, mediante decreto fundado expedido a través del Ministerio de Defensa Nacional e informando previamente a la Cámara de Diputados y al Senado, podrá llamar a retiro al Jefe del Estado Mayor Conjunto antes de completar su período. 


El Estado Mayor Conjunto se organizará en conformidad a lo dispuesto en el reglamento establecido en el artículo 2° transitorio de esta ley.


Artículo 27.- El mando de las tropas y medios nacionales que participen en misiones de paz corresponderá al Jefe del Estado Mayor Conjunto, quien será la Autoridad Militar Nacional para tales efectos.


Artículo 28.- Las Agregadurías de Defensa dependerán, para efectos del desempeño de sus funciones, del Estado Mayor Conjunto.

TÍTULO IV

DEL PERSONAL DEL MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL


Artículo 29.- El personal del Ministerio de Defensa Nacional estará conformado por los funcionarios que integren la planta ministerial, por los funcionarios a contrata y por el personal de las Fuerzas Armadas destinado a prestar servicios por sus Instituciones a requerimiento del Ministro.


Artículo 30.- El personal civil de planta y a contrata del Ministerio de Defensa Nacional estará afecto a las disposiciones de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, al régimen de remuneraciones del decreto ley Nº 249, de 1974,  y su legislación complementaria. En materia de previsión social y de salud, el personal civil de planta y a contrata se regirá por el decreto ley Nº 3.500, de 1980.


Artículo 31.- Las jefaturas de las divisiones en el Ministerio serán ejercidas por personal de exclusiva confianza del respectivo Ministro.


En caso que el nombramiento de un jefe de división recaiga sobre un militar, éste se hará en conformidad a lo dispuesto por el inciso primero del artículo 8º de la ley Nº 18.948, Orgánica Constitucional de las Fuerzas Armadas.


Artículo 32.- El personal de las Fuerzas Armadas destinado a prestar servicios en el Ministerio de Defensa Nacional percibirá, exclusivamente, las remuneraciones que les correspondan como miembros de sus respectivas instituciones.


La calificación y otros asuntos de índole administrativa del personal militar destinado en las Subsecretarías, el Estado Mayor Conjunto y en la Ayudantía Militar del Ministro, serán tramitados en conformidad con las normas militares correspondientes.


La calificación del personal militar del Ministerio será siempre hecha por sus correspondientes superiores militares. La calificación del personal civil del Ministerio será siempre hecha por sus correspondientes superiores civiles.


Tanto el personal civil como el personal militar del Ministerio están sujetos a responsabilidad administrativa en conformidad a la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado. Con todo, los hechos que fundan la responsabilidad administrativa del personal militar del Ministerio no podrán a su vez fundar sanciones o responsabilidad de índole militar.

DISPOSICIONES FINALES


Artículo 33.- La Subsecretaría para las Fuerzas Armadas es la sucesora para todos los efectos legales, reglamentarios y contractuales de las Subsecretarías de Guerra, de Marina y de  Aviación y de la Dirección Administrativa del Ministerio de Defensa Nacional.


Le corresponderá hacerse cargo de los derechos y obligaciones de los que aquéllas fueran titulares y que existieren o se encontraren pendientes a la fecha de entrada en vigencia de esta norma. Toda mención que se haga en leyes, reglamentos y otros instrumentos jurídicos respecto de las Subsecretarías de Guerra, de Marina y de Aviación, y de la Dirección Administrativa del Ministerio de Defensa Nacional, se entenderá referida, a partir de esa fecha, a la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas. Las facultades de la Subsecretaría de Marina relativas a las concesiones marítimas y acuícolas se entenderán también transferidas a la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas.


De igual modo, el Estado Mayor Conjunto  es sucesor, para todos los efectos legales, reglamentarios y contractuales del Estado Mayor de la Defensa Nacional y le corresponderá hacerse cargo de los derechos y obligaciones de los que aquel organismo fuera titular y que existieren o se encontraren pendientes a la fecha de entrada en vigencia de esta norma. Toda mención que se haga en leyes, reglamentos y otros instrumentos jurídicos respecto al Estado Mayor de la Defensa Nacional se entenderán referidos, a partir de esa fecha, al Estado Mayor Conjunto.


Artículo 34.- El Ministerio de Bienes Nacionales destinará al Ministerio de Defensa Nacional los bienes inmuebles que se hayan asignado a cualquier título a las Subsecretarías de Guerra, Marina y Aviación, al Estado Mayor de la Defensa Nacional y a la Dirección Administrativa del Ministerio de Defensa Nacional.


El Ministerio de Defensa Nacional destinará estos bienes al cumplimiento de los fines específicos que le encomienda esta ley, los administrará a través de la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas y los asignará a los organismos que componen el Ministerio, según corresponda al desempeño de sus funciones.


El Conservador de Bienes Raíces efectuará las inscripciones, subinscripciones y anotaciones que procedan, las que estarán exentas del pago de derechos e impuestos.


Los bienes muebles, archivos y la documentación del Estado Mayor de la Defensa Nacional, en cualquiera de sus soportes, pasarán a la custodia y uso del Estado Mayor Conjunto de la Defensa Nacional. Del mismo modo, los bienes muebles, archivos y la documentación, en cualquiera de sus soportes, de las Subsecretarías de Guerra, Marina y Aviación, y de la Dirección Administrativa del Ministerio de Defensa Nacional pasarán a la custodia y uso de la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas, la que los asignará para su uso a los organismos ministeriales que corresponda.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo 1º.- Mientras no entren en vigencia las normas sobre dependencia de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, según lo dispuesto por la Constitución Política de la República, las Subsecretarías de Carabineros y de Investigaciones y la Dirección de Previsión de Carabineros, continuarán bajo la dependencia del Ministerio de Defensa Nacional. Para tales efectos, formarán parte de su estructura orgánica y se regularán de conformidad con lo dispuesto en su propia legislación y en la reglamentación que se encontrare vigente a la fecha de publicación de esta ley.


Artículo 2°.- Un reglamento, que deberá ser dictado en un plazo no superior a un año desde la publicación de la presente ley, fijará las normas relativas a la organización y funcionamiento administrativo del Ministerio de Defensa Nacional, referidas a la ejecución de la misma.


Artículo 3°.- Derógase a partir de la fecha señalada por el Presidente de la República en conformidad al inciso final del artículo 6º transitorio, la ley Nº 7.144, que crea el Consejo Superior de la Defensa Nacional, y sus modificaciones.


Derógase la letra a) del artículo 62 de la ley Nº 18.948, Orgánica Constitucional de las Fuerzas Armadas.


Derógase, también, toda norma que se contraponga a lo establecido en esta ley.


Artículo 4°.- Derógase a partir de la fecha señalada por el Presidente de la República en conformidad al inciso final del artículo 6º transitorio, la ley Nº 18.952, que creó la Dirección Administrativa del Ministerio de Defensa Nacional, de conformidad con lo dispuesto en el inciso final del artículo 6º transitorio de esta ley.


Artículo 5°.- Derógase el decreto con fuerza de ley Nº 181, de 1960, que creó el Consejo Superior de Seguridad Nacional.


Artículo 6°.- Facúltese al Presidente de la República para fijar las plantas y escalafones de personal de las Subsecretarías del Ministerio de Defensa Nacional y del Estado Mayor Conjunto dentro del plazo de un año, contado desde la fecha de publicación de la presente ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley suscritos por el Ministro de Defensa Nacional y el Ministro de Hacienda. Por esta delegación de facultades no podrá alterarse las normas de personal de las Subsecretarías de Carabineros y de Investigaciones.


En el ejercicio de esta facultad el Presidente de la República deberá dictar todas las normas necesarias para la adecuada conformación y funcionamiento de las plantas que fije, y en especial podrá determinar los grados de la Escala Única de Sueldos que se asignen a los cargos, el número de cargos para cada grado y planta, los requisitos para el desempeño de los mismos, los cargos que tendrán la calidad de exclusiva confianza y de carrera, y los niveles para la aplicación del artículo 8° de la ley N° 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.


Del mismo modo, el Presidente de la República dictará las normas para disponer el traspaso y encasillamiento del personal de planta y a contrata, en servicio a la fecha que éste determine, desde las Subsecretarías de Guerra, Marina y Aviación y de la Dirección Administrativa del Ministerio de Defensa Nacional a las nuevas plantas de personal que fije o bien, a plantas de personal transitorias y en extinción.


Respecto del personal referido en el inciso anterior, el Presidente de la República podrá dictar las normas modificatorias de naturaleza estatutaria,  y remuneratorias que sean necesarias para el adecuado encasillamiento y traspaso que disponga.


El Presidente de la República determinará las fechas de vigencia de las plantas de personal que fije y de los encasillamientos y traspasos del personal y las dotaciones máximas de personal de las Subsecretarías de Defensa y para las Fuerzas Armadas y del Estado Mayor Conjunto.


No obstante lo dispuesto en los incisos precedentes, el ejercicio de estas facultades se sujetará a las siguientes disposiciones:


a) No podrá significar un incremento de la suma del gasto en personal consultado por la Ley de Presupuestos del año de entrada en vigencia de esta ley para las Subsecretarías de Guerra, Marina y Aviación y  la Dirección Administrativa del Ministerio de Defensa Nacional.


b) No podrá tener como consecuencia, ni podrá ser considerada como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado o encasillado.


c) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones, modificación de los derechos estatutarios y previsionales del personal traspasado o encasillado. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de los reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Los funcionarios traspasados o encasillados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.


Facúltase al Presidente de la República para establecer la fecha de supresión de las Subsecretarías  de Guerra, Marina y Aviación, del Consejo Superior de la Defensa Nacional y de la Dirección Administrativa del Ministerio de Defensa Nacional, y la consecuente data de inicio del funcionamiento de las Subsecretarías de Defensa y para las Fuerzas Armadas.


Artículo 7°.- Los funcionarios públicos del Ministerio que al momento de entrar en vigencia esta norma se encontraren afectos al régimen previsional y remuneracional de las Fuerzas Armadas, continuarán rigiéndose por éste para todos los efectos legales y reglamentarios.


El decreto con fuerza de ley a que alude la disposición transitoria anterior, considerará, sin embargo, entre sus disposiciones la posibilidad, oportunidad y procedimientos para que dicho personal pueda elegir entre mantenerse en el régimen a que se refiere el inciso anterior o traspasarse al que establece el artículo 30.


Artículo 8°.- La Subsecretaría para las Fuerzas Armadas es la sucesora para todos los efectos legales, reglamentarios y contractuales del Consejo Superior de la Defensa Nacional, y le corresponderá hacerse cargo de los derechos y obligaciones de los que aquel fuera titular y que existieren o se encontraren pendientes a la fecha de entrada en vigencia de esta norma. Toda mención que se haga en leyes, reglamentos y otros instrumentos jurídicos respecto a dicho Consejo, se entenderá referida, a partir de esa fecha, a la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas.


Los archivos y la documentación del Consejo Superior de la Defensa Nacional, en cualquiera de sus soportes, pasarán a la custodia de la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas.


La cuenta a nombre del Consejo Superior de la Defensa Nacional denominada “Cuenta de Reserva N° 9.154 – Ley 13.196”, y sus cuentas o depósitos anexos, con los fondos y valores que a la fecha se encontraren en ellas, pasarán a ser administradas por la Subsecretaría en calidad de titular de las mismas.”.

_______________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que establece un sistema institucional para el desarrollo del turismo, modifica el decreto ley N° 1.224, que crea el Servicio Nacional de Turismo y otras normas legales, con informe de la 

Comisión de Economía


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un sistema institucional para el desarrollo del turismo, modifica el decreto ley N° 1.224, que crea el Servicio Nacional de Turismo y otras normas legales, correspondiente al Boletín N° 5.687-23, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “simple”.



Añade que la Comisión de Economía, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado, discutió este proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Flores, García y Vásquez.



El señor Secretario General  agrega que este proyecto de ley, en el trámite de segundo informe, deberá ser discutido por la Comisión de Hacienda.



Finalmente, hace presente que los artículos 7°, 8°, 9°, 13;18, 23, 24, 25, 26, 27, 29 y 51 tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, de conformidad con lo dispuesto en los artículo 38, 118 y 77, respectivamente, de la Constitución Política de la República, por lo que requieren para su aprobación de los cuatro séptimos de los señores Senadores en ejercicio, según lo establece el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental.

- - -



En discusión en general, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores García y Muñoz Aburto.

- - -



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Núñez, quien solicita que se recabe el acuerdo de la Sala para que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 35 del Reglamento del Senado, se autorice a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización a sesionar mientras lo hace la Sala.



Así se acuerda.



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Gómez, Bianchi, Sabag, Navarro, Ruiz-Esquide, Larraín y Pizarro y al señor Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción subrogante.



Posteriormente, el señor Presidente declara cerrado el debate en general de esta iniciativa y agrega que se ha solicitado el aplazamiento de la votación, por lo cual ella se realizará en la sesión ordinaria de mañana.



Queda pendiente la discusión de este asunto.

- - -



Seguidamente, el señor Presidente anuncia que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

- - -



A continuación, hace uso de la palabra al señor Secretario General, quien señala que el señor Presidente, de conformidad a lo dispuesto en los artículos 63 N° 3 y 85 del Reglamento del Senado, propone la siguiente Tabla de Fácil Despacho para la sesión ordinaria del día de mañana:



1.- Oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar, como miembros del Consejo Consultivo Previsional, por el período que se indica, a las señoras Mónica Titze Menzel y Alejandra Candia Díaz y los señores David Bravo Urrutia y Andras Uthoff Botka (Boletín N° S 1.161-05). 

2.- Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que modifica el artículo 66 de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades (Boletín N° 5.924-06). 

3.-Proyecto de reforma constitucional, de la Honorable Cámara de Diputados, en materia de asociacionismo municipal (Boletín N° 5.224-07).

4.-Proyecto de acuerdo, de la Honorable Cámara de Diputados, aprobatorio del Acuerdo Marco sobre cooperación en materia de seguridad regional entre los Estados Partes del MERCOSUR y las Repúblicas de Bolivia, Chile, Ecuador, Perú y la República Bolivariana de Venezuela (Boletín N° 5.884-10).

5.-Proyecto de acuerdo, de la Honorable Cámara de Diputados, aprobatorio del Protocolo Adicional a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949, relativo a la aprobación de un signo distintivo adicional para la Cruz Roja Internacional (Boletín N° 5.985-10).

6.-Proyecto de acuerdo, de la Honorable Cámara de Diputados, relativo al Protocolo a la Convención sobre prohibiciones o restricciones del empleo de ciertas armas convencionales que pueden considerarse excesivamente nocivas o de efectos indiscriminados sobre los restos explosivos de guerra (Boletín N° 5.972-10).


Así se acuerda.

______________

PETICIONES DE OFICIOS 



El señor Secretario General informa que los Honorables señores Senadores que se indican a continuación, han solicitado que se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- Del Honorable Senador señor Chadwick al señor Contralor Regional de la VI Región, requiriendo información respecto de la investigación que desarrolla ese organismo en relación con una eventual utilización irregular de recursos presupuestarios en la Ilustre Municipalidad de Nancagua.


- Del Honorable Senador señor Girardi:



1) Al señor Ministro de Salud, solicitando información respecto de las acciones y medidas adoptadas por esa Cartera de Estado frente a los focos de listeria presentes en el país; en lo relativo al comercio exterior de productos alimenticios y en cuanto a los sumarios e investigaciones que se han realizado respecto de esta materia.



2) Al señor Director Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero, requiriendo diversos antecedentes acerca de las denuncias, muestreos y determinación o registro de listeria en las plantas elaboradoras o procesadoras de alimentos bajo su competencia y las medidas que se han adoptado sobre el particular.



- Del Honorable Senador señor Horvath al señor Ministro de Salud, requiriendo considerar los informes de los especialistas climáticos para este año, al momento de adoptar las medidas necesarias para evitar la propagación de enfermedades respiratorias y, eventualmente, de la “influenza porcina” en el país.



- Del Honorable Senador señor Naranjo al señor Ministro de Salud, con el objeto de que, en el proyecto de ley anunciado por el Ejecutivo en relación con el deber de las farmacias de tener en su stock 140 medicamentos genéricos, se considere, también, la obligación de los médicos de comunicar a sus pacientes la existencia de dichos medicamentos y de incluirlos junto a los remedios que receten.



- Del Honorable Senador señor Romero:



1) Al señor General Director de Carabineros de Chile y, por su intermedio, al señor General Jefe de la V Zona, solicitando información respecto de las medidas que se han adoptado, o se adoptarán, respecto de la situación estructural del retén de Zapallar.



2) A la señora Superintendenta de Pensiones y al señor Presidente del Directorio de la Administradora de Fondos de Pensiones Planvital S.A., con el objeto de que se revise el caso de la persona que indica, en cuanto al errado cálculo de su pensión de invalidez y, en caso de que corresponda, adoptar las medidas necesarias para corregir esta situación.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre de los Honorables señores Senadores indicados, de conformidad al Reglamento del Senado.

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS 

Secretario General del Senado
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INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE CREA SISTEMA INTERSECCIONAL DE PROTECCIÓN SOCIAL E INSTITUCIONALIZA EL SUBSISTEMA DE PROTECCIÓN INTEGRAL A LA INFANCIA “CHILE CRECE CONTIGO”

(6260-06)

HONORABLE SENADO:


Esta Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene a honra emitir su informe respecto del proyecto de ley señalado en el epígrafe, en segundo trámite constitucional, iniciado en mensaje de S.E. la señora Presidenta de la República, con urgencia calificada de “suma”.


Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado, en sesión celebrada el 15 de abril del presente año, ocasión en que se dispuso su estudio por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y por la de Hacienda, en su caso.


Cabe destacar que este proyecto de ley fue discutido sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento de la Corporación.


A una o más sesiones en que la Comisión se abocó a este asunto concurrieron, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Juan Pablo Letelier; por el Ministerio de Planificación, la Ministra, señora Paulina Quintana; la Jefa de la División Jurídica, señora Andrea Soto, la asesora legislativa, señora María Eugenia Mella, y el abogado asesor señor Roberto Godoy, además de la Secretaria Ejecutiva del Sistema de Protección Social, señora Verónica Silva; en representación del la Dirección de Presupuestos, la señora Lorena Flores, y de la Biblioteca del Congreso Nacional, el señor Guillermo Fernández.

I. NORMAS DE QUORUM ESPECIAL

Prevenimos que el artículo 5°, de aprobarse, debe serlo con quórum de norma orgánica constitucional, de conformidad con el artículo 66, inciso segundo de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 77 de la misma Carta Fundamental. 

- - -


Dejamos constancia que por Oficio número 77, de 22 de abril de 2009, la Excelentísima Corte Suprema emitió su opinión respecto del artículo 5º este proyecto de ley, que fuera consultado por la Honorable Cámara de Diputados durante el primer trámite constitucional.
- - -

Hacemos presente también que durante el debate de esta iniciativa se acompañaron los siguientes documentos por parte del Ministerio de Planificación, los cuales se contienen en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los Honorables señores Senadores en la Secretaría de esta Comisión:

1. Evaluación de Impacto del Sistema Chile Solidario: antecedentes y principales resultados.


2. Chile Crece Contigo: Sistema Integral de Protección a la Infancia, como política prioritaria de Estado.


3. Presentación power point del proyecto de ley que crea el Subsistema Intersectorial de Protección Social e institucionaliza el Subsistema de Protección Integral a la Infancia: Chile Crece Contigo. 
- - -

II. OBJETIVO DEL PROYECTO


Crear un sistema intersectorial de protección social, que consiste en un modelo de gestión pública, destinado a la población en situación de vulnerabilidad económica e institucionalizar el Subsistema de Protección Social de la Infancia “Chile Crece Contigo”, además de establecer el procedimiento para la incorporación de nuevos sistemas intersectoriales.
III. ANTECEDENTES

3.1. De Derecho


- Ley Nº 18.989, que crea el Ministerio de Planificación y Cooperación.





- Ley Nº 19.949, que establece un sistema de protección social para familias en situación de extrema pobreza denominado “Chile Solidario”.

3.2. De Hecho


El mensaje con que S.E. la señora Presidenta de la República envió a trámite legislativo este proyecto de ley, expresa que es propósito del Gobierno profundizar los avances de protección social mediante una política que, además de satisfacer necesidades asistenciales, permita una gestión intersectorial coordinada de los órganos estatales.

Agrega que las acciones y prestaciones sociales en materia de protección social son insuficientes si sólo abordan la identificación de grupos que por su vulnerabilidad requieren de la protección del Estado. Las múltiples facetas del desarrollo personal, familiar y social requieren de acciones específicas de protección, integrales e intersectoriales, que se articulen adecuadamente para brindar servicios y beneficios a las personas y a las familias, de modo de protegerlas de los riesgos y contingencias que las afectan.


En un segundo acápite, el mensaje analiza el Ministerio de Planificación y la protección social. Expresa que en él se enfatiza el rol que la Constitución Política ha encomendado al Estado de cumplir objetivos sociales, como son los de crear las condiciones que permitan a todos su mayor realización espiritual y material, favorecer su integración armónica y proteger a la familia.


El proyecto en informe, continúa el mensaje, tiene su base en la ley Nº 19.949, que creó el sistema de protección social “Chile Solidario”, y asignó al Ministerio de Planificación la función de administrarlo y supervisarlo.


Señala el mensaje, por otra parte, que el proyecto perfecciona las funciones de apoyo a los niños desde su gestación, creando las condiciones que les permitan iguales oportunidades para superar el circulo vicioso de la vulnerabilidad. Estas funciones actualmente las coordina el Ministerio de Planificación como parte de una acción intersectorial que pone en movimiento el denominado Sistema de Protección Integral a la Infancia.


Concluye el mensaje, en este acápite, informando que el Ministerio de Planificación, en el contexto indicado precedentemente, preside el Comité Interministerial de Equidad convocado por S.E. la señora Presidenta de la República para poner en marcha las medidas sugeridas en el informe final del Consejo Asesor Presidencial de Trabajo y Equidad, y es este proyecto de ley el medio para implementarlas.


En un tercer apartado, el mensaje se refiere a la necesidad de crear un sistema intersectorial de protección social. Expresa que en esta materia se han materializado la reforma provisional, el Acceso Universal de Garantías Explícitas (AUGE), el Sistema Chile Solidario y el Sistema Integral de Protección a la Infancia Chile Crece Contigo, programas todos que encuentran fundamento en instrumentos tales como Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y la Convención sobre los Derechos del Niño.


En el siguiente párrafo el mensaje agrega que en el contexto de la nueva institucionalidad impuesta por la ley Nº 19.949, Chile Solidario, se ha constituido un sistema que ha permitido grandes avances en materia de protección social, que transita desde una perspectiva de satisfacción de necesidades hacia la protección social fundada en derechos.


El Sistema Intersectorial de Protección Social, continúa, se define como un modelo de gestión constituido por las acciones y prestaciones sociales ejecutadas por distintos órganos estatales, destinado a la población más vulnerable. Son instrumentos de gestión los siguientes:

A. Instrumento de caracterización socioeconómica. Permitirá identificar los rasgos sociales de personas y familias con el propósito de focalizar las acciones, prestaciones y beneficios del Estado, que en la actualidad tienen su correspondencia en la Ficha de Protección Social.

B. Registro de información social. Fuente informativa del instrumento de caracterización social, concentra en una sola base de datos los beneficios y prestaciones a que tienen derecho las personas.

C. Convenios de ejecución preferentemente municipal. Su propósito es descentralizar la gestión social, de modo que las acciones, prestaciones y beneficios del Estado sean implementados por los gobiernos locales –ente estatal más directamente vinculado a la población– en especial en las zonas aisladas.

D. Registro Nacional de Encuestadores. Su finalidad es poner a disposición del municipio un soporte humano calificado para aplicar el instrumento de caracterización socioeconómica. Estará bajo la administración de Ministerio de Planificación y podrán inscribirse en él los mayores de edad que acrediten competencia para desempeñarse como encuestadores en la aplicación del instrumento.


El mensaje se refiere a continuación al Subsistema de Protección Integral de la Infancia Chile Crece Contigo, cuyo eje principal es el Programa de Apoyo al Desarrollo Biosicosocial, que consiste en el acompañamiento, seguimiento y apoyo al desarrollo de los niños desde el primer control gestacional hasta su ingreso al primer nivel de transición, siempre que sean beneficiarios del sistema público de salud.


Las siguientes son las prestaciones de este programa:

A. El reforzamiento del control del embarazo. Esta acción se realiza en talleres o en actividades de preparación del parto; crianza y cuidado de niños, promoción de la participación activa de la familia; visitas domiciliarias de salud a las mujeres embarazadas con factor de riesgo, e información sobre desarrollo prenatal.

B. Promoción de la atención personalizada del parto. Se trata de prestaciones para acompañar el proceso de nacimiento cuya finalidad es crear espacios de intimidad y condiciones que faciliten el apego temprano. Se garantiza la protección del parto (AUGE), promoviéndose el derecho de la mujer de estar acompañada durante el preparto y parto; el de adoptar la posición física que le sea más cómoda (caso de la cultura de las madres indígenas), y la garantía de optar por evitar el dolor mediante alternativas de analgesia.
C. Reforzamiento del control de salud de los niños. Tendrá lugar durante los dos primeros años de vida. Consiste en la entrega de material educativo de apoyo infantil temprano; talleres para las tareas de crianza; detección temprana de riesgo o rezago en el desarrollo; visitas domiciliarias con riesgo de desarrollo.

D. Atención integral del niño hospitalizado con énfasis en los cuidados para el desarrollo. Considera una evaluación integral del niño y de su familia; un plan adecuado a sus necesidades de desarrollo integral; compañía parental durante la hospitalización; apoyo emocional y cognitivo y actividades de juego.


A los integrantes del 40% más vulnerable “Chile Crece Contigo”, les ofrecerá, adicionalmente, las siguientes medidas de protección: 


1.- Subsidio familiar, desde el quinto mes de gestación hasta los 18 años de edad.


2.- Sala cuna y jardín infantil. Para menores de dos años, cuya madre o adulto responsable trabaje, busque empleo o estudie. Jardín infantil gratuito de jornada parcial, completa o extendida para niños de dos y tres años de edad.


3.- Modalidades de educación parvularia no convencional.


4.- Ayudas técnicas para niños con discapacidad.


5.- Acceso preferente a las familias a programas y prestaciones tales como nivelación de estudios y mejoramiento de viviendas.

IV. ESTRUCTURA Y CONTENIDO DEL PROYECTO


Consignamos a continuación una descripción de la iniciativa aprobada por la Honorable Cámara de Diputados, la que está estructurada con dos Títulos. El primero, “Del Sistema Intersectorial de Protección Social” se descompone en dos párrafos. El párrafo 1º (artículos 1º y 2º) se refiere al concepto, componentes y beneficiarios de la protección social. 


El artículo 1º, conformado con dos incisos, reconoce competencia al Ministerio de Planificación, para administrar, coordinar, supervigilar y evaluar el Sistema Intersectorial de Protección Social, que se define como un modelo de gestión social constituido por las acciones y prestaciones sociales de distintos órganos del Estado, destinado a la población más vulnerable.


El artículo 2º, también estructurado en dos incisos, dispone que el Sistema se descompone en subsistemas, entendiendo por tales el conjunto de prestaciones y acciones intersectoriales de órganos del Estado, focalizadas en un mismo grupo o familia en situaciones de vulnerabilidad socioeconómicas.


Los artículos 3º y 4º, que conforman el 2º párrafo del Título I, distinguen, el primero, dos subsistemas, “Chile Solidario”, regulado por la ley Nº 19.949, y el subsistema “Chile Crece Contigo”, Protección Integral de la Infancia. Además admite la incorporación de nuevos subsistemas siempre que cumplan con los siguientes requisitos:


- Tener por objeto la atención de grupos o personas que reúnan aspectos de vulnerabilidad comunes según el instrumento de caracterización socioeconómica.


- Entregar prestaciones o beneficios sociales creados por ley.


- Realizar acciones y prestaciones que requieran de gestión intersectorial, cuya ejecución sea preferentemente municipal.


- Disponer de procedimientos de medición de calidad de las atenciones prestadas, el impacto del subsistema en el grupo y la satisfacción de los usuarios, y

- Contar con mecanismos de retiro gradual de los beneficios del subsistema.


A continuación, el artículo 4º consigna el procedimiento para incorporar nuevos subsistemas que satisfagan las exigencias precedentes. La incorporación la determinará el Presidente de la República previa propuesta de un comité interministerial visada por el Ministerio de Planificación. El referido comité requerirá, también, de un informe fundado elaborado por un consejo consultivo del Sistema Intersectorial, cuyos miembros serán académicos o profesionales designados conforme a las normas del reglamento que al efecto se dicte. El decreto de creación del sistema, suscrito por los Ministros de Planificación y de Hacienda, deberá identificar el grupo de atención, sus prestaciones y los mecanismos de coordinación de los organismos que intervengan en él. Este procedimiento también se empleará para terminar un subsistema cuando no cumpla las exigencias precedentes o para modificarlo, en su caso.


El Sistema y los subsistemas serán evaluados conforme a las instrucciones que para tal objeto dicte la Dirección de Presupuestos, para lo cual cada subsistema deberá informar los antecedentes relevantes que permitan su seguimiento. Copia de las evaluaciones finales se remitirán a ambas ramas del Congreso Nacional.


El párrafo 3º del Título I, artículos 5º al 8º, regula los instrumentos de gestión. 


El artículo 5º, en su inciso primero, dispone que el Sistema tendrá un instrumento de caracterización socioeconómica. Su reglamento establecerá encuestas nacionales y comunales, y el diseño forma de aplicación y supervisión del instrumento. Su administración corresponderá al Ministerio de Planificación.


Su inciso segundo sanciona con multa pecuniaria (hasta veinte unidades tributarias mensuales) al que dé información falsa en la encuesta que anteceda a la aplicación del instrumento. Asigna competencia al juez de policía local, para imponer la multa y declara que ésta será de beneficio municipal.


Finalmente, en un inciso tercero este precepto obliga a guardar confidencialidad respecto de la información que se obtenga, y su falta se considerará infracción grave al principio de probidad administrativa.


El artículo 6º encarga al Ministerio de Planificación la implementación y administración de un registro nacional de encuestadores, en el que se inscribirán los mayores de 18 años que acrediten una certificación de competencias para desempeñarse en la aplicación del instrumento de caracterización.

El artículo 7º declara que para el funcionamiento del Sistema y la evolución de los subsistemas se empleará el registro dispuesto por el artículo 6º de la ley Nº 19.949. (Crea el Registro de Información Social, a cargo de Ministerio de Planificación, que tiene por objeto proveer de información para las prestaciones sociales que otorga el Estado)


El artículo 8º, el último de este párrafo, faculta al Ministerio de Planificación para celebrar convenios que permitan el funcionamiento del sistema con municipios, otros órganos de la Administración y entidades privadas sin fines de lucro.


El Título II de este cuerpo legal regula el Subsistema de Protección Integral de la Infancia Chile Crece Contigo.


El artículo 9º crea el mencionado subsistema, que tiene por objeto acompañar a los niños atendidos por el sistema público de salud en su desarrollo, desde su primer control de gestación hasta su ingreso al sistema escolar.


El artículo 10 dispone de la administración del Subsistema corresponderá al Ministerio de Planificación y que su reglamento establecerá las características técnicas y metodológicas que deberá tener y emplear en su cometido y las demás normas necesarias para su funcionamiento.


El artículo 11 preceptúa que el programa eje de este Subsistema será el “Apoyo al Desarrollo Biosicosocial”, esto es, el seguimiento del desarrollo de los infantes a que se refiere el artículo 9º. Este programa será ejecutado por el Ministerio de Salud.


El artículo 12 enumera las garantías del Subsistema: acceso a ayudas técnicas para discapacitado e ingreso gratuito a sala cuna y jardín infantil. Para acceder a estos últimos los responsables de los niños deberán estar trabajando, estudiando o buscando trabajo, además de pertenecer a hogares que integren el 40% de mayor vulnerabilidad socioeconómica. En el caso de los que opten a ayudas técnicas para discapacitados, los beneficiarios deberán pertenecer al 60% de ese segmento más vulnerable. Finalmente, el artículo 13 permanente de este proyecto dispone que el subsistema “Chile Crece Contigo” ponderará diversas variables de carácter social para facilitar a las familias beneficiarias programas tales como nivelación de estudios, inserción laboral, mejoramiento de viviendas, atención de salud mental, asistencia judicial y atención de la violencia intrafamiliar y maltrato infantil.


Agrega que a estos beneficios podrá acceder el 40% de mayor vulnerabilidad socioeconómica. 


El artículo transitorio de este proyecto de ley imputa el gasto fiscal que irrogue su aplicación durante su primer año de vigencia como ley, a los presupuestos de los órganos públicos que intervengan en los distintos beneficios que otorga el Sistema.

- - -
V. DISCUSIÓN GENERAL 


En sesión de 28 de abril de 2009, al iniciar el estudio de este proyecto de ley, la Ministra de Planificación, señora Paulina Quintana, expuso los fundamentos de la iniciativa y los principales aspectos de la misma.


En primer término, señaló que este proyecto constituye un intento por instaurar una política de protección social que, lejos de conformarse con satisfacer las necesidades asistenciales de la población, permitirá una gestión intersectorial coordinada cuando se requiera la actuación de los distintos organismos estatales competentes. En este sentido, manifestó que el proyecto se enmarca dentro del proceso de modernización de  la gestión pública en materia social, desarrollada acorde a las necesidades y capacidades de la población que es preciso proteger. 


Argumentó que el perfeccionamiento institucional contenido en esta iniciativa de ley se basa, principalmente, en considerar el desarrollo social desde un enfoque  multidimensional, de modo de  hacer más eficiente la administración de acciones y prestaciones sociales intersectoriales que tienen por beneficiarios a los sectores vulnerables de la población, entregando oportunamente los beneficios a las personas que los requieran. 


La finalidad de la creación de un Sistema Intersectorial de Protección Social consiste -según dijo- en concretar  un mecanismo de coordinación  de la gestión social  del Estado, expresado en innovaciones jurídicas y  procedimientos administrativos especiales.


En otro aspecto, afirmó que el proyecto no crea nuevos derechos sociales, sino que, más bien, constituye la regulación de la administración de algunos de los ya creados por ley bajo un modelo  inspirado en los principios de la gestión administrativa contenidos en la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado y en la Ley que Establece las Bases de los Procedimientos Administrativos, tales como la eficiencia; la eficacia; la transparencia, y la coordinación.  


En lo que se refiere al perfeccionamiento de la función del Ministerio de Planificación, señaló que la iniciativa desarrolla un proceso de modernización de las funciones que la ley N° 18.989 -que crea el Ministerio de Planificación- ha establecido para el Ministerio de Planificación, en cuanto Secretaría de Estado encargada, entre otras materias, de colaborar con el Presidente de la República en el diseño y aplicación de políticas, planes y programas de desarrollo nacional y regional, y de coordinar las diferentes iniciativas del sector público encaminadas a erradicar la pobreza. Es así como, desde la base de la institucionalidad desarrollada por la ley N°19.949 -que creó el Sistema de Protección Social Chile Solidario- se propone acoger institucionalmente el Sistema de Protección Integral a la Infancia, hoy solo expresado presupuestariamente, materializando así la opción preferente del Estado de apoyar a niños y niñas desde su gestación permitiendo la construcción de condiciones sociales que favorezcan la igualdad de oportunidades, y, de este modo, el desarrollo del capital humano con el objeto de superar el círculo vicioso de la vulnerabilidad social.

En razón de lo expuesto, destacó la necesidad de establecer un soporte administrativo que permita a la organización administrativa del Estado articular un Sistema Integral e Intersectorial de Protección Social. A este respecto, el proyecto establece un modelo de gestión del conjunto de acciones y prestaciones sociales destinado a la población más vulnerable socioeconómicamente, para concertar la acción de dichos organismos y así promover  el acceso  a mejores condiciones de vida.


A propósito del contenido del proyecto, la señora Ministra se refirió a los siguientes asuntos:


1.- Sistema Intersectorial de Protección Social. El proyecto crea el Sistema Intersectorial de Protección Social como un modelo de gestión constituido por el conjunto de acciones y prestaciones sociales ejecutadas y coordinadas intersectorialmente por distintos organismos del Estado, destinado a la población más vulnerable socioeconómicamente que requiere de una acción concertada de dichos organismos.


2.- Componentes del Sistema de Protección Social. El Sistema Intersectorial de Protección Social está compuesto por subsistemas, focalizados en un mismo grupo de personas y familias en situación de vulnerabilidad socioeconómica. Dentro de los subsistemas que inicialmente componen el Sistema, se encuentra Chile Solidario y la Protección Integral a la Infancia – Chile Crece Contigo –, que se institucionaliza por esta ley. Sin perjuicio de ello, es factible la incorporación de nuevos subsistemas por medio del procedimiento que define el propio proyecto de ley.


3.- Procedimiento de incorporación de un Subsistema. Se establece que la integración de nuevos subsistemas será  determinada el Presidente de la República, de conformidad con el siguiente procedimiento:

- en primer término, se requiere de la propuesta del Comité Interministerial y de un informe favorable del Ministerio de Planificación; 



- luego, se precisa del informe fundado emitido por un Consejo Consultivo del Sistema Intersectorial de Protección Social referido a la propuesta de creación de un nuevo subsistema. Los miembros del Consejo deberán ser académicos o profesionales de las áreas de las políticas públicas o disciplinas relacionadas con el subsistema. El procedimiento de designación de los miembros del Consejo y su funcionamiento serán determinados en el reglamento;

 - así, el Presidente de la República dicta un Decreto Supremo suscrito por los Ministros de Planificación, Salud y Hacienda, aprobando la referida incorporación.




Los requisitos exigidos para la configuración de un subsistema, y que deben ser verificados previamente son los siguientes: atender a un grupo de  personas homogéneo, claramente identificable y en condiciones de vulnerabilidad, según el instrumento de caracterización socioeconómica vigente; poseer un programa eje de acceso al subsistema; entregar prestaciones o beneficios sociales específicos creados por ley; contener intervenciones sociales que requieran de gestión coordinada intersectorialmente, de ejecución preferentemente municipal; responder a criterios de pertinencia en las prestaciones, y considerar procedimientos de medición y evaluación de, a lo menos, los siguientes aspectos: la calidad de las atenciones prestadas, el impacto del subsistema en el grupo atendido y la satisfacción de los usuarios, como también la satisfacción de los usuarios y la existencia de mecanismos de retiro gradual de los beneficiarios del subsistema. 


Estas prestaciones o beneficios sociales específicos que contempla el subsistema respectivo, serán otorgados por servicios públicos bajo la dependencia o supervigilancia de órganos de la Administración del Estado.


4.- Procedimiento de término. Tratándose del término o eliminación de un subsistema, se establece que se seguirá el mismo procedimiento previsto para su incorporación, vale decir, será prerrogativa presidencial, a propuesta del Comité Interministerial e informe que proporcione el Ministerio de Planificación.


5.- Institucionalización de Instrumentos de Gestión social 


El proyecto establece cuatro instrumentos básicos:

- Instrumento de caracterización socioeconómica de la población nacional. Por medio de éste se podrán  identificar los rasgos sociales más relevantes de personas y familias, de modo de permitir la mejor focalización de las acciones, prestaciones y beneficios sociales del Estado.

- Registro Nacional de Encuestadores de carácter vinculante para velar por la calidad y veracidad de la información. Tiene por objeto dotar a las Municipalidades de un soporte humano calificado en la tarea de aplicar el instrumento de caracterización socioeconómica. Para estos efectos, el Ministerio  de Planificación implementará y administrará este Registro, en el que se inscribirán aquellas personas mayores de edad que hayan recibido la certificación de competencias para prestar servicios como encuestadores, siendo este requisito esencial para cumplir dicha tarea. 


- Registro de Información Social. Permite hacer operativa la información que se desprenda del instrumento de caracterización socioeconómica, y concentrar en una sola base de datos el conjunto de beneficios y prestaciones sociales a que tienen derecho los ciudadanos, de manera de contar con información actual y dinámica de la población nacional, de modo de mejorar la eficiencia de la gestión social del Estado.


- Convenios de transferencias de recursos a Municipalidades, otros órganos de la administración del Estado o entidades privadas sin fines de lucro. Tienen por objetivo la descentralización territorialmente coordinada de la gestión social, favoreciendo que las acciones, beneficios y prestaciones sociales del Estado, sean finalmente implementados por el principal referente administrativo presente en la comuna, el que en muchos casos, en especial en las zonas aisladas, es además el principal gestor social del Estado.


6.- Institucionalización del Subsistema de Protección Integral a la Infancia “Chile Crece Contigo”. En su  segundo título el proyecto de ley regula este subsistema denominado “Chile Crece Contigo”.


a. Objetivo del Subsistema. Se crea el Subsistema de Protección Integral a la Infancia denominado “Chile Crece Contigo”, cuyo objetivo es acompañar la trayectoria de desarrollo de los niños y niñas que se atiendan en el sistema público de salud, desde su gestación y hasta su ingreso al sistema escolar, en el primer nivel de transición o equivalente.


b. Oportunidad de acceso. Se accederá a este Subsistema a partir del primer control de gestación en el sistema público de salud.


c. Programa eje: Apoyo al Desarrollo Biosicosocial. EL programa eje será el “Programa de Apoyo al Desarrollo Biosicosocial”, que consiste en el acompañamiento y seguimiento personalizado a la trayectoria del desarrollo de los niños y niñas que cumplan los requisitos previstos en esta ley.


d. Competencia del Ministerio de Planificación. Al igual que se reglamenta en la ley que establece el sistema denominado Chile Solidario, se establece que la administración, coordinación y supervisión del subsistema "Chile Crece Contigo" corresponderá al Ministerio de Planificación, sin perjuicio de las atribuciones y funciones de las demás entidades públicas.





e. Conjunto de prestaciones. El subsistema garantiza un conjunto de prestaciones para los niños y niñas que presentan situaciones de vulnerabilidad:

- Acceso a ayudas técnicas para todos aquellos que presenten alguna discapacidad.


- Acceso gratuito a sala cuna o modalidades equivalentes.

- Acceso gratuito a jardín infantil de jornada extendida.


- Acceso gratuito a jardín infantil de jornada parcial o modalidades equivalentes para aquellos cuyos cuidadores o guardadores no trabajan fuera del hogar.


- Acceso garantizado al Subsistema Chile Solidario a las familias de niños y niñas en gestación, que formen parte de las familias a que alude el artículo primero de la ley del Chile Solidario.


f. Acceso preferente. Paralelamente, se otorga el acceso preferente de las familias de los niños beneficiarios a la oferta de servicios públicos que éstas requieran de acuerdo a las necesidades de apoyo a su desarrollo.  Tal cobertura está dirigida a las familias beneficiarias que integren el 40% más vulnerable socioeconómicamente de la población nacional, siempre que cumplan con los requisitos para acceder a dichos beneficios.


Luego de la exposición de la señora Ministra, el Honorable Senador señor Orpis planteó que, según su opinión, los sectores sociales hoy están en una situación de desprotección, en que el consumo de droga y el microtráfico están causando estragos en los quintiles más pobres del país, debilitando con ello el tejido social del país. En razón de ello, solicitó al Ministerio de Planificación mayor fuerza en la gestión e implementación de planes que ayuden a superar la situación que hoy aqueja a una gran cantidad de personas. 


En lo que se refiere al proyecto en informe, el señor Senador solicitó un informe sobre la evaluación del programa Chile Solidario. 


En respuesta a la consulta del Honorable Senador señor Orpis, la señora Ministra de Planificación, Paulina Quintana, expresó que dicha cartera ha contribuido en la superación de las condiciones sociales de los sectores más riesgosos del país. Sin perjuicio de ello, concordó con que la solución de los problemas a que hizo alusión el señor Senador es de largo aliento, en la que los gobiernos de la Concertación han implementado programas a través de la Corporación Nacional de Control de Estupefacientes (CONACE) y otros de similar carácter. 


En seguida, el Honorable Senador señor Bianchi reafirmó lo expresado por el Honorable Senador señor Orpis, solicitando al Ejecutivo un énfasis más global para abordar el debilitamiento de los sectores más desposeídos. 


Del mismo modo, valoró la posibilidad de que se integren instituciones de la sociedad civil en la prestación de servicios sociales, pues, a su juicio, la superación de la pobreza es un asunto del país, sin exclusiones que dividan a la sociedad en la mejora de calidad de vida de todos los ciudadanos.  


El Honorable Senador señor Sabag apreció la iniciativa en debate, pues, al igual que otras que se han señalado, han contribuido en el mejoramiento de la calidad de vida no sólo de los niños del país, sino que también de los ancianos que hoy se ven enfrentados a numerosos problemas para llevar adelante sus vidas. 


A continuación, el Honorable Senador señor Núñez expresó que el proyecto le entrega una nueva facultad a un Ministerio de la cual, hasta hoy, carece, como es la coordinación de la ejecución de los programas sociales en beneficios de los sectores sociales más vulnerables, lo que posibilitará una acción más eficiente y oportuna en la satisfacción de las necesidades que aquejan a los niños de nuestro país. 


Afirmó que los problemas sociales que hoy afectan a la sociedad chilena se han producido, principalmente, por la ausencia de un Estado gestor eficiente en estos asuntos, por lo que dotar al Ministerio de Planificación de facultades claras es una señal para enfrentar de manera seria la solución al debilitamiento del tejido social. 


El Honorable Senador señor Letelier destacó el contenido del proyecto, pues, según afirmó, garantiza el cumplimiento de algunos derechos de carácter social, traduciéndose en una gestión más coordinada y eficiente del Ministerio de Planificación en lo que se refiere a la implementación de planes de protección. Anunció que durante la discusión particular deben incorporarse otros temas, tales como la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas (JUNAEB), de alto impacto en la infancia y la juventud.

- - -


En sesión de 4 de mayo de 2009, la señora Ministra de Planificación, Paula Quintana reiteró que en términos generales el proyecto crea un Sistema de Protección Social de carácter intersectorial, cuyo centro es la articulación de las políticas sociales para lograr mayor efectividad e impacto en la población a la cual está dirigida.  En particular, refirió que la iniciativa está estructurada en base a dos componentes: uno, la población que es beneficiaria del Sistema Chile Solidario es la de extrema pobreza y, dos, al Sistema de Protección de la Infancia Chile Crece Contigo, orientado a niños que se atienden en el sector público de salud y, además, con prestaciones especiales para la población más vulnerable.





Hizo presente que el proyecto, además de los dos componentes ya señalados, considera un sistema especial para poder ingresar nuevos instrumentos al Sistema de Protección Social mediante un Comité Consultivo encargado de la evaluación de las políticas o programas.  

Agregó que, además de los programas sociales a los cuales se orienta, el proyecto define mecanismos de gestión. Resaltó que se trata, fundamentalmente, de un modelo de gestión, en cuyos mecanismos se institucionaliza el registro de información social, que es la base de datos levantada por la ficha de protección social y la información que tienen los ministerios que proveen de prestaciones sociales.  

Por último, señaló que la iniciativa establece un mecanismo de administración de los recursos del sistema, lo cual hoy día está en la Ley de Presupuestos bajo la Partida Nº 21, Ministerio de Planificación, que es transferida mediante convenios específicos a cada una de las reparticiones públicas, ministerios, servicios o municipalidades y, en algunos casos específicos, a entidades sin fines de lucro.

Finalmente, Precisó que la implementación del proyecto tendrá un gran impacto en el mejoramiento y coordinación de las políticas sociales y, con ello, un mayor impacto social hacia las personas, en especial, aquellas más vulnerables.

El Honorable Senador señor Núñez hizo presente que dado que la Comisión de Gobierno tiene competencia directa en los temas municipales, propuso que durante la discusión particular se analice, en conjunto con el Ejecutivo, cómo se interrelacionan estos programas con los municipios y los gobiernos regionales. 

- - -
VI. ACUERDO




Al fundamentar su voto, el Honorable Senador señor Orpis manifestó que el proyecto en informe requiere mayores grados de flexibilidad, con el objeto de abordar las distintas visiones que existen en la implementación de políticas públicas en materias de ayuda social, evitando  así la existencia de una limitación a la facultad soberana de todo gobierno de administrar dichas políticas.





Por su parte, el Honorable Senador señor Sabag hizo presente que su voto afirmativo se funda en el hecho de la institucionalización, por vía de reconocimiento legal, de políticas sociales que han sido exitosas. A este respecto, afirmó que dicho reconocimiento entrega mayores niveles de certeza y continuidad a la hora de proteger el acceso a los sistemas de apoyo social.





A su turno, el Honorable Senador señor Núñez argumentó su voto favorable en las siguientes circunstancias: primero, la creación de funciones claras y específicas al Ministerio de Planificación en materia de coordinación; segundo, la existencia de mecanismos de interrelación entre los distintos organismos del Estado dedicados al área social y, finalmente, la posibilidad de que los mismos puedan ejercerse de manera flexible para su actuación con las particularidades que tiene la pobreza y la vulnerabilidad social en las diversas regiones del país, cada una con una individualidad que hace necesario que estas iniciativas las consideren en su diversidad.   A este respecto, solicitó al Ejecutivo para que  -durante la discusión particular- entregue una visión clara respecto a cómo los organismos de la Administración Central se relacionarán con los gobiernos regionales y municipios.


Finalmente, el Honorable Senador señor Bianchi señaló que en la discusión particular deben abordarse aspectos tales como el rol que ocuparán los Gobiernos Regionales y las municipalidades. De esta manera, requirió al Ejecutivo para que entregue la información necesaria que permita conocer el desglose de las necesidades existentes en cada una de las regiones del país. 


Luego de escuchar las exposiciones transcritas y atendidos los fundamentos del mensaje y el contenido del proyecto, esta Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores Bianchi, Núñez, Orpis y Sabag, prestó su aprobación en general al proyecto de ley en informe.
- - -


En consecuencia, habida consideración de la relación y acuerdo precedentes, la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, tiene a honra proponer a la Sala la aprobación en general del proyecto de ley aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto se transcribe a continuación:
PROYECTO DE LEY:

“TÍTULO I

DEL SISTEMA INTERSECTORIAL DE PROTECCIÓN SOCIAL

Párrafo 1°

Concepto, componentes y beneficiarios


Artículo 1º.- El Sistema Intersectorial de Protección Social, en adelante “el Sistema”, es un modelo de gestión constituido por las acciones y prestaciones sociales ejecutadas y coordinadas por distintos organismos del Estado, destinadas a la población nacional más vulnerable socioeconómicamente y que requieran de una acción concertada de dichos organismos para acceder a mejores condiciones de vida.


El Ministerio de Planificación tendrá a su cargo la administración, coordinación, supervisión y evaluación del Sistema.


Artículo 2º.- El Sistema estará compuesto por distintos subsistemas, de conformidad a lo dispuesto en el párrafo 2º del presente título.


Para efectos de esta ley, se entenderá por subsistema el conjunto de acciones y prestaciones sociales ejecutadas y coordinadas intersectorialmente por distintos organismos del Estado, focalizadas en un mismo grupo de personas y, o familias, en situación de vulnerabilidad socioeconómica.

Párrafo 2°

De los subsistemas


Artículo 3º.- El Sistema estará constituido por los siguientes subsistemas:


a) “Chile Solidario”, regulado por la ley Nº 19.949.


b) Protección Integral a la Infancia –“Chile Crece Contigo”.


c) Aquéllos que sean incorporados de conformidad con el artículo siguiente.


Artículo 4º.- Los subsistemas deberán cumplir los siguientes requisitos copulativos para incorporarse al Sistema: 


a) Atender a un grupo de familias y,o personas, de carácter homogéneo, claramente identificable y vulnerable socioeconómicamente, según lo determine el instrumento de caracterización socioeconómica.


b) Poseer un programa eje, esto es, una acción o prestación social base que determine tal acceso.


c) Entregar prestaciones o beneficios sociales específicos que hayan sido creados por ley.


d) Diseñar y llevar a cabo acciones y prestaciones sociales que requieran de una gestión coordinada intersectorialmente por distintos órganos públicos, y cuya ejecución sea preferentemente municipal.


e) Responder a criterios de pertinencia en las prestaciones.


f) Considerar procedimientos de medición y evaluación de, a lo menos, la calidad de las atenciones prestadas, el impacto del subsistema en el grupo atendido y la satisfacción de los usuarios.


g) Contemplar mecanismos de retiro gradual de los beneficiarios del subsistema. 


El Presidente de la República determinará la incorporación de los nuevos subsistemas que cumplan los requisitos señalados en el inciso anterior, previa propuesta de un Comité Interministerial que se cree para tal efecto, e informe del Ministerio de Planificación elaborado para dicho Comité.


A su vez, el Comité Interministerial deberá solicitar a un Consejo Consultivo del Sistema Intersectorial de Protección Social un informe fundado respecto a la propuesta de creación de un nuevo subsistema. Los miembros del Consejo deberán ser académicos o profesionales de las áreas de las políticas públicas y,o disciplinas relacionadas con el subsistema. El procedimiento de designación de los miembros del Consejo y su funcionamiento serán determinados en el reglamento.


El decreto supremo que cree el subsistema deberá ser expedido por el Ministerio de Planificación y, además, suscrito por el Ministro de Hacienda. Dicho decreto deberá identificar el grupo objetivo y el procedimiento de acceso al subsistema, prestaciones o beneficios sociales que forman parte del mismo, los mecanismos de coordinación entre los organismos públicos que participan en el subsistema y las demás normas necesarias para su funcionamiento.


El procedimiento señalado en los incisos anteriores se utilizará, también, para poner término a un subsistema cuando éste hubiere dejado de cumplir alguno de los requisitos establecidos en este artículo, o para modificarlo cuando los resultados de los procedimientos establecidos en la letra f) así lo determinen.


El Sistema y los subsistemas serán sometidos a evaluaciones de resultados, de conformidad a las instrucciones que para estos efectos imparta la Dirección de Presupuestos. Para lo anterior, cada subsistema deberá diseñar y poner en funcionamiento un mecanismo de información que permita contar con antecedentes relevantes y pertinentes para el seguimiento de los avances y resultados de su implementación. Copia de los informes finales de las referidas evaluaciones deberán ser remitidas al Congreso Nacional. 

Párrafo 3°

De los Instrumentos de Gestión


Artículo 5º.- El Sistema contará con un instrumento de caracterización socioeconómica de la población, según lo establezca un reglamento expedido a través del Ministerio de Planificación y suscrito, además, por el Ministro de Hacienda. Dicho reglamento regulará también la administración del proceso de encuesta a nivel nacional y comunal; establecerá el diseño, uso y formas de aplicación del referido instrumento, como igualmente el tratamiento de datos personales de acuerdo a la normativa vigente, así como la supervisión de la aplicación del mencionado instrumento. La administración de este último estará a cargo del Ministerio de Planificación. 


El que proporcione, declare, entregue o consigne información falsa durante el proceso de encuesta para la aplicación del instrumento de caracterización socioeconómica, será sancionado con una multa de hasta veinte unidades tributarias mensuales, la que será aplicada por el juez de policía local competente. El producto de ella irá en beneficio de la municipalidad correspondiente.


Los funcionarios públicos o municipales deberán respetar la confidencialidad de la información a la que tengan acceso, estando prohibida su adulteración o difusión no autorizada por el Ministerio de Planificación, así como la consignación de información falsa durante el proceso de encuesta. La infracción de esta disposición se estimará como una vulneración grave al principio de probidad administrativa y será sancionada en conformidad a la ley.


Artículo 6º.- El Ministerio de Planificación implementará y administrará un Registro Nacional de Encuestadores, en el que inscribirá a aquellas personas, mayores de edad, que hayan recibido la certificación de competencias necesarias para prestar tales servicios en la aplicación del instrumento señalado en el artículo anterior. El mismo Ministerio efectuará dicha certificación, la cual tendrá carácter nacional y regirá anualmente.


Artículo 7º.- Para el funcionamiento del Sistema, así como para la evaluación de los subsistemas, se utilizará el registro a que se refiere el artículo 6º de la ley Nº 19.949. 


Artículo 8º.- El Ministerio de Planificación podrá celebrar convenios con municipalidades, con otros órganos de la Administración del Estado o con entidades privadas sin fines de lucro para el funcionamiento del Sistema.

TÍTULO II

DEL SUBSISTEMA DE PROTECCIÓN INTEGRAL DE LA

INFANCIA – CHILE CRECE CONTIGO 

Artículo 9°.- Créase el subsistema de Protección Integral de la Infancia, denominado “Chile Crece Contigo”, cuyo objetivo es acompañar el proceso de desarrollo de los niños y niñas que se atiendan en el sistema público de salud, desde su primer control de gestación y hasta su ingreso al sistema escolar, en el primer nivel de transición o su equivalente. 


Artículo 10.- La administración, coordinación y supervisión de "Chile Crece Contigo" corresponderá al Ministerio de Planificación, sin perjuicio de las atribuciones y funciones de las demás entidades públicas.


Un reglamento dictado por el aludido Ministerio y suscrito, además, por los Ministros de Salud y de Hacienda, establecerá las características técnicas y metodológicas que deba cumplir este subsistema y las demás normas necesarias para su funcionamiento. 


Artículo 11.- El programa eje del subsistema en referencia será el de “Apoyo al Desarrollo Biosicosocial”, que consiste en el acompañamiento y seguimiento personalizado a la trayectoria del  desarrollo de los infantes que cumplan los requisitos señalados en el artículo 9°, el que será ejecutado por el Ministerio de Salud. 


Artículo 12.- “Chile Crece Contigo” garantizará, a lo menos, las siguientes prestaciones para los niños y niñas que presentan situaciones de vulnerabilidad:


a) Acceso a ayudas técnicas para quienes sufran alguna discapacidad.


b) Ingreso gratuito a sala cuna o modalidades equivalentes.


c) Acceso gratuito a jardín infantil de jornada extendida.


d) Ingreso gratuito a jardín infantil de jornada parcial o modalidades equivalentes para aquéllos cuyos cuidadores o guardadores no trabajan fuera del hogar.


Para efectos de acceder a las prestaciones señaladas en las letras b) y c) anteriores, los cuidadores o guardadores de los niños que lo requieran deberán encontrarse trabajando, estudiando o buscando trabajo.


Además, para acceder a las prestaciones señaladas en las letras b), c) y d), los beneficiarios deberán pertenecer a hogares que integren el 40% más vulnerable socioeconómicamente de la población nacional, según lo determine el instrumento señalado en el artículo 5°. Respecto de las prestaciones indicadas en la letra a), los beneficiarios deben pertenecer al 60% de los hogares más vulnerables socioeconómicamente de la población nacional, según lo determine el mencionado instrumento.


Sin perjuicio de lo anterior, las familias con hijos en gestación que formen parte de aquellas a que se refiere el artículo 1° de la ley N° 19.949, tendrán acceso garantizado al subsistema “Chile Solidario”.


Artículo 13.- El subsistema “Chile Crece Contigo”, de conformidad con lo que disponga el reglamento, considerará las múltiples dimensiones que influyen en el desarrollo infantil, otorgando acceso preferente a las familias beneficiarias de la oferta de servicios públicos, de acuerdo a las necesidades de apoyo al desarrollo de sus hijos, en programas tales como nivelación de estudios; inserción laboral dependiente o independiente; mejoramiento de las viviendas y de las condiciones de habitabilidad; atención de salud mental; dinámica familiar; asistencia judicial; prevención y atención de la violencia intrafamiliar y maltrato infantil.


El acceso preferente estará dirigido a aquellas familias beneficiarias que pertenezcan a hogares que integren el 40% más vulnerable socioeconómicamente de la población, según lo determine el instrumento señalado en el artículo 5°, y que reúnan los requisitos para acceder a la oferta de servicios públicos señalada en el inciso anterior.


Artículo transitorio.- El gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley, durante el primer año de su vigencia, se financiará con cargo a los presupuestos de los órganos públicos facultados para solventar los distintos beneficios que otorga el Sistema.”.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 28 de abril de 2009, con asistencia de los Honorables Senadores señores Ricardo Núñez (Presidente), Carlos Bianchi, Jaime Orpis y Hosain Sabag; y 4 de mayo de 2009, con asistencia de los Honorables Senadores señores Ricardo Núñez (Presidente), Carlos Bianchi, Jaime Orpis y Hosain Sabag.




Sala de la Comisión, a 6 de mayo de 2009.

(Fdo.): Ximena Belmar Stegmann, Secretario accidental
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES BIANCHI, GÓMEZ, ORPIS, PROKURICA Y VÁSQUEZ, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE OTORGA CARÁCTER DE ÓRGANO CONSTITUCIONAL A LA DIRECCIÓN GENERAL DEL TRABAJO

(6500-06)

Honorable Senado:

La Dirección del Trabajo es un Servicio Público descentralizado con personalidad jurídica y patrimonio propio. Está sometido a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y se rige por su Ley Orgánica que es el Decreto con Fuerza de ley numero 2 de 30 de mayo de 1967.

Según lo declara en su pagina web la  Dirección del Trabajo tiene por misión contribuir a modernizar y hacer más equitativas las relaciones laborales, velando por el cumplimiento normativo, promoviendo la capacidad de autorregulación de las partes, sobre la base de la autonomía colectiva y el desarrollo de relaciones de equilibrio entre los actores el mundo del trabajo, empleadores y trabajadores.

Para el cumplimiento de su misión la Dirección del Trabajo realiza diversas actividades entre las cuales están:

-Fiscalizar el cumplimiento de las normas laborales, previsionales y de higiene y seguridad en el trabajo. 

-Fija el sentido y alcance de las leyes del trabajo, mediante dictámenes. 

-Da a conocer a trabajadores y empleadores los principios de la legislación laboral vigente. 

-Efectúa acciones tendientes a prevenir y resolver los conflictos del trabajo, generando un sistema que privilegie la cooperación y los acuerdos entre trabajadores y empleadores. 

-Proporciona asistencia técnica a los actores del mundo laboral, para favorecer y promocionar relaciones laborales armónicas y equilibradas. 

-Por ultimo cuenta con un sistema de mediación para la solución de conflictos colectivos del trabajo y con un sistema de conciliación individual.

Los trabajadores  pueden recurrir la Dirección del Trabajo para que esta concurra a proteger sus derechos frente a sus empleadores mediante la formulación consultas laborales. También pueden efectuar denuncias y solicitudes de fiscalización y también requerir su intervención como ministro de fe para la  ratificación de finiquitos, renuncias voluntarias, toma  declaraciones juradas y de  constancias entre otras acciones

Por otra parte la reciente puesta en marcha de la ley de transparencia no sólo generó un extenso debate por las remuneraciones que perciben los funcionarios públicos, “sino también por la gran cantidad de  colaboradores a honorarios que figuran en las listas de las dependencias del Estado”.

De acuerdo a estimaciones de la Agrupación Nacional de Empleados Fiscales (ANEF),  al menos unos 30 mil trabajadores prestan servicios bajo el régimen de contratos honorarios. Mientras que los trabajadores a contrata bordean los 90 mil, cifra que supera levemente a los casi 88 mil que tienen la categoría de planta en las distintas reparticiones públicas.
Estas cifras han venido a ser confirmadas en las últimas semanas por el propio Ministro Secretario General de Gobierno, quien ha reconocido públicamente el exceso de personal a contrata y honorarios en el Estado.
En estas cifras hay una manifiesta y flagrante ilegalidad por parte del Estado en su condición de empleador puesto que el articulo 10 de la ley 18.834 denominada Estatuto Administrativo, establece que el numero de funcionarios a contrata de una institución del Estado no podrá exceder de una cantidad equivalente al veinte por ciento del total de los cargos de la planta de personal de esta. Resulta claro que en la actualidad este porcentaje esta siendo ampliamente superado en la actualidad por parte del Estado.

Sin entrar a debatir ni pronunciarnos en el debate por cual es el mejor modelo y tamaño  para nuestro modelo institucional estatal, lo que resulta claro en la actualidad es que el Estado posee en materia laboral  grados de impunidad en su actuar que no pueden seguir siendo toleradas en nuestro país.

Lo hemos afirmado muy fuerte desde ha ce un tiempo “ en Chile  el Estado es el peor empleador” 

Lo paradójico del caso es que esta conducta la   efectúa a la vez con un fuerte discurso en contra del mundo privado y los empresarios en torno a las relaciones laborales que se desarrollan en dicho sector.

Una muestra de esta actitud esta en la discusión y aprobación dada a la ultima ley de subcontratación. El  Gobierno y numerosos parlamentarios en dicho proyecto de ley,  abogaron por un marco legal que terminara con los abusos que la figura de la subcontratación provocaba en el mundo de las empresas, cuestión que en muchos casos es cierta. Sin embargo en el mismo debate salio a la luz que el Estado cuenta con un alto porcentaje de personal a contrata y honorarios. Esto hizo que tanto el ministro del Trabajo de la época así como también el Ministro de Hacienda se comprometieran a iniciar un proceso de regularización de esta ilegal situación

 

Pues bien,  luego de más de dos años de dichas promesas las cifras continúan siendo aún incluso más escandalosas e ilegales para el Estado. 

El argumento del Gobierno es que el propio parlamento, cada año, acoge la petición presupuestaria del Ejecutivo.

Una buena explicación de esta impunidad del Estado en materia laboral, sin duda, esta en el carácter que posee la Dirección del Trabajo.

Como vimos precedentemente este servicio público llamado a fiscalizar las relaciones laborales, no obstante su carácter descentralizado, posee una dependencia directa de la Presidenta de la Republica y del Ministerio del Trabajo, por lo que obviamente carece de la mínima independencia para poder fiscalizar al Estado, puesto que difícilmente fiscalizara a su superior  jerárquico del cual depende.

Sumado a lo anterior la Misma Dirección del Trabajo ha interpretado continuamente que ella no posee atribuciones para fiscalizar ni pronunciarse sobre las relaciones laborales del sector público, por lo que cualquier reclamo que provenga de trabajadores de dicho sector es de plano desestimado por la Dirección.

 

Toda esta realidad nos hace pensar que es urgente una profunda reforma en la naturaleza de esta institución de manera de que de una vez por todas se termine con el actuar impune del Estado con sus trabajadores, y con la absurda justificación que es el parlamento el que aprueba en el presupuesto.

Por esto es que proponemos la creación de un nuevo órgano de rango constitucional que con funciones semejantes a las que posee en la actualidad, sea  el encargado de resguardar las relaciones laborales de todo el país, sin excluir ninguna, ya sea del sector privado o publico.

Además dicho rango constitucional, semejante al de la Contraloría General de la República o al  del Tribunal Constitucional, le permitirá tener la suficiente independencia y autonomía para fiscalizar sin problemas ni complejos al Estado, sin importar quien sea la autoridad que se encuentre de turno.

Por las razones  anteriores es que venimos en presentar el siguiente:

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL

Artículo Único: Incorpórese el siguiente Capitulo X A) a la Constitución Política de la l Republica

Capitulo X A) Dirección General del Trabajo

Artículo 100 bis a) Un organismo autónomo, jerarquizado, con el nombre de Dirección General  del Trabajo, será el encargado de fiscalizar el cumplimiento de las normas laborales, previsionales y de higiene y seguridad en el trabajo, tanto aquellas que sean regidas por  el Código del Trabajo así como también para las que se rijan por las leyes o estatutos que regulan las relaciones y  contratos del personal de todos los órganos del Estado. En el caso de las Fuerzas Armadas, de Orden y Seguridad Pública ejercerá sus competencias sólo respecto de los empleados civiles que no formen escalafón.

A la Dirección General del Trabajo le corresponderá fijar el sentido y alcance de las leyes del trabajo mediante dictámenes; dará a conocer a trabajadores y empleadores los principios de la legislación laboral vigente; efectuará acciones tendientes a prevenir y resolver los conflictos del trabajo, generando un sistema que privilegie la cooperación y los acuerdos entre trabajadores y empleadores; proporcionará asistencia técnica a los actores del mundo laboral, para favorecer y promocionar relaciones laborales armónicas y equilibradas y  contará con un sistema de mediación para la solución de conflictos individuales y colectivos del trabajo.
Artículo 100 bis b) Una ley orgánica constitucional determinará la organización y atribuciones de la Dirección  General del Trabajo, señalará las calidades y requisitos que deberán tener y cumplir el Director Nacional así como a los Directores Regionales para su nombramiento y las causales de remoción en lo no contemplado en la Constitución. 

La ley orgánica constitucional establecerá el grado de independencia y autonomía y la responsabilidad que tendrán los Directores  en la dirección de las acciones de fiscalización, en los casos que tengan a su cargo.

Artículo 100 bis c) El Director Nacional será designado por el Presidente de la República con acuerdo del Senado adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, en sesión especialmente convocada al efecto. 

El Director  Nacional deberá tener a lo menos diez años de título de abogado, haber cumplido cuarenta años de edad y poseer las demás calidades necesarias para ser ciudadano con derecho a sufragio; durará ocho años en el ejercicio de sus funciones y no podrá ser designado para el período siguiente, en todo caso cesara en sus funciones al cumplir 75 años de edad.

Artículo 100 bis d) El Director  Nacional tendrá la superintendencia directiva, correccional y económica de la Dirección del trabajo, en conformidad a la ley orgánica constitucional respectiva

Artículo 100 bis e) Existirá un Director Regional en cada una de las regiones en que se divida administrativamente el país, a menos que la población o la extensión geográfica de la región hagan necesario nombrar más de uno.

Los Directores  Regionales serán nombrados por el Director  Nacional, 
Los Directores  regionales deberán tener a lo menos cinco años de título de abogado, haber cumplido 30 años de edad y poseer las demás calidades necesarias para ser ciudadano con derecho a sufragio; durarán ocho años en el ejercicio de sus funciones 

(Fdo.): Carlos Bianchi Celech, Senador.- José Antonio Gómez Urrutia, Senador.- Jaime Orpis Bouchón, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Guillermo Vásquez Úbeda, Senador
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES NARANJO Y OMINAMI, EN MATERIA DE BONOS EXTRAORDINARIOS OTORGADOS POR EL ESTADO A PERSONAS QUE RECIBEN ASIGNACIONES FAMILIARES O SUBSIDIO FAMILIAR

(S 1171-12)

Honorable Senado:

Considerando:
1.- Que cada cierto tiempo, y especialmente, en tiempos de crisis económica, el Estado otorga a las personas de más escasos recursos un bono de ayuda a la familia, con el fin de que ésta pueda enfrentar de mejor forma esta situación.
2.- Que dentro de las personas beneficiadas por este bono se encuentran aquellas que reciben asignaciones familiares, asignación maternal o subsidio familiar, trabajen en el ámbito privado o público.

3.- Que el objetivo último de este bono es que beneficie muy especialmente a los niñas y niños de estas familias, por lo cual, se establece el bono en consideración a la carga familiar de las mismas, es decir, al número de hijos que existan dentro de ella.
4.- Que lamentablemente, cuando los padres se encuentran separados de hecho o en proceso de divorcio, el bono se queda en manos del asignatario, sin ser traspasado al cónyuge o conviviente que tiene el cuidado efectivo de los niños.
5.- Que esta situación se traduce en una verdadera injusticia, ya que este bono debe ser entregado a la persona que está a cargo de los hijos en la realidad, y no constituirse como una ganancia indebida.
6.- Que por tanto, es necesario que siempre que exista una pensión de alimentos otorgada por los Tribunales de Justicia, los bonos extraordinarios que el Estado otorga sea entregado a quienes reciben esta pensión.
7.- Que por los motivos anteriormente expuestos, los Senadores firmantes venimos en proponer a este Honorable Senado que apruebe el siguiente Proyecto de Acuerdo:
PROYECTO DE ACUERDO
"Solicitar a su Excelencia la Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet, si lo tiene a bien, instruya al Ministro de Hacienda señor Andrés Velasco y al Ministro de Justicia, señor Carlos Maldonado, para que estudie la posibilidad de implementar un mecanismo legal con el fin de establecer que todo bono extraordinario que el Estado otorgue a las personas que reciben asignaciones familiares o subsidio familiar, sea entregado - en caso de que este se encuentre separado o divorciado-directamente a la cónyuge o conviviente que por orden de los Tribunales de Justicia se encuentre recibiendo junto a sus hijos una Pensión de Alimentos”

(Fdo.): Jaime Naranjo Ortiz, Senador.- Carlos Ominami Pascual, Senador
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES ESCALONA, LETELIER, MUÑOZ ABURTO Y NARANJO, RELATIVO A SUBVENCIONES EDUCACIONALES QUE BENEFICIAN A PERSONAS QUE SUFREN AUTISMO

(S 1172-12)

Honorable Senado:

CONSIDERANDO:
1.- Que el autismo al ser un desorden del desarrollo del cerebro y que deteriora la comunicación e interacción social causando un comportamiento restringido y repetitivo, puede clasificarse de diversas formas, como un desorden en el desarrollo neurológico o un desorden en el aparato psíquico.
2.- Que las personas con autismo clásico muestran distintos tipos de síntomas: interacción social limitada, problemas con la comunicación verbal y no verbal. Ya que las características del autismo por lo general aparecen durante los primeros tres años de la niñez y continúan a lo largo de toda su vida.
3.- Que dadas las características de esta enfermedad, existen muy pocas personas con autismo que tengan las capacidades suficientes para vivir con un grado importante de autonomía, y la mayoría requiere de una gran ayuda durante toda la vida y un apoyo permanente para su desarrollo y aprendizaje.
4.- Que en nuestro país al no existir cifras exactas de cuántas personas hay con autismo, sólo se puede tener una apreciación, frente a los estudios epidemiológicos derivados de otros países como Estados Unidos del centro para el Control de Enfermedades (Center desease Control) citado en Mangui (2006) en donde la prevalencia se da en 1 caso por cada 1.000 niños. Por ende podríamos aproximar a una cifra de alrededor de tres mil personas con dicha condición en nuestro país.
5.- Que como a nivel familiar la situación de estas personas es mucho más compleja, ya que una condición como el autismo no solo afecta a la persona en sí, sino a su grupo familiar en todas las dimensiones, ya que como los niños yjóvenes deben ser apoyados por miembros de su familia, muchas veces suele verse afectada por una serie de situaciones emocionales, sociales y económicas que ameritan intervenciones específicas, pertinentes y oportunas.
6.- Que al comprobar que los centros educaciones diferenciales existentes a lo largo del país, realizan una labor indispensable en el ciclo vital de estas personas, ya sea en su educación, inclusión social, y manutención permanente, otorga la seguridad y constancia de ser los lugares más acordes para el desarrollo permanente en el tiempo de las personas con autismo.
7.- Que como es deber del Estado resguardar y promover la integración armónica de todos los sectores de la nación; estar al servicio de la persona humana y velar por el derecho a la integridad física y psíquica de todas y todos, debe asistir por la situación compleja en que la mayoría de las personas autistas quedan después de terminada su educación formal, la cual es situación de calle la generalidad de los casos.
8.- Que el Ministerio de Educación en cumplimiento con la Ley N° 19.284, de integración social de las personas con discapacidad, debe cautelar los derechos de las personas con discapacidad a una educación de calidad en todos los niveles que abarca el sistema educacional y velar por la integridad de sus educandos.
9.- Que aún al existir en la ley de subvenciones, una subvención correspondiente a este grupo de educandos, esta limita el beneficio según el cumplimiento de su educación formal, y según su rango etéreo (24 años de edad, o hasta 2 años prorrogables en casos excepcionales).
10.- Que dado el desafío planteado por S.E. Presidenta de la República, en torno a potenciar el desarrollo igualitario de oportunidades para las personas con discapacidad, se debe otorgar la posibilidad de permanencia constante e ilimitada en los recintos educacionales diferenciales, para resguardar la integridad y dignidad de estas personas.
El Senado acuerda:

Solicitar al Ministerio del Educación, que las subvenciones correspondientes a los educandos con graves alteraciones en la capacidad de relación y comunicación que alteran su adaptación social, comportamiento y desarrollo individual, que son atendidos en escuelas especiales y que están contemplados en la ley N° 20.201 y en el decreto N° 185 del Ministerio de Educación, sean permanentes durante su ciclo total de vida.
(Fdo.): Camilo Escalona Medina, Senador.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador.- Roberto Muñoz Aburto, Senador.- Jaime Naranjo Ortiz, Senador
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS EN MATERIA DE TRANSPARENCIA, MODERNIZACIÓN DEL ESTADO Y CALIDAD DE LA POLÍTICA

(4716-07)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de presentaros su segundo informe sobre el proyecto de reforma constitucional individualizado en la suma, en segundo trámite constitucional, iniciado por Mensaje de Su Excelencia la señora Presidenta de la República.


A las sesiones en que se trató el tema asistieron, por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el Ministro, señor José Antonio Viera-Gallo, su asesor, señor Marco Opazo, y la asesora de la División Jurídico Legislativa de esa repartición, señora Verónica García de Cortázar. Por el Instituto Libertad y Desarrollo concurrió el señor Manuel José Pau.


Cabe hacer presente que Su Excelencia la señora Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia, con carácter de simple, para la discusión y despacho de este proyecto, a contar del 28 de abril 2009.


Asimismo, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 de la Constitución Política de la República, vuestra Comisión os hace presente que el quórum de aprobación para esta iniciativa es el siguiente: los números 1), 2), del artículo único, requieren del voto conforme de las dos terceras partes de los Senadores en ejercicio para su aprobación. Por su parte, los números 3), 4) y 5), del artículo único, para su aprobación requieren del voto conforme de las tres quintas partes de los Senadores en ejercicio.

- - -

Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del reglamento del Senado se deja constancia de lo siguiente:


1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: No hay.


2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones:  3 a) y 9 a).


3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: 1; 1 a); 2 y 8, primera parte.


4.- Indicaciones rechazadas: 3; 4; 5; 6; 7; 8; 9; 10 y 11.


5.- Indicaciones retiradas: Se retiró el primer inciso propuesto por la indicación 1. 

6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: No hay.

- - -

IDEA MATRIZ


Según señaló la Comisión en su primer informe, el propósito central de esta iniciativa es desarrollar la denominada agenda de probidad, transparencia, modernización y calidad de la política, para lo cual se propone: 1) Establecer para el Presidente de la República y demás autoridades que una ley orgánica constitucional señale la obligación de declarar sus intereses y patrimonio en forma pública; 2) Obligar a las mismas autoridades a encomendar la administración de sus bienes y obligaciones a un tercero cuando la señalada ley lo disponga; 3) Exigir, igualmente, a dichos funcionarios que transfieran la propiedad de todo o parte de sus bienes y obligaciones en los casos, condiciones y plazos que esa misma ley prescriba; 4) Hacer públicas las nóminas de militantes de partidos políticos; 5) Establecer un sistema de elecciones primarias que los partidos políticos podrán utilizar para nominar candidatos a cargos de elección popular; 6) Extender a los Ministros de Estado las incompatibilidades propias de los cargos parlamentarios; 7) Impedir a los Parlamentarios abogados actuar como tales en cualquier clase de juicios; 8) Prohibir al Presidente de la República presentar urgencias durante los 30 días anteriores a una elección presidencial.

- - -

ESTRUCTURA DEL PROYECTO


El proyecto despachado en segundo informe consta de un artículo único que modifica, en cinco numerales, la Constitución Política de la República. El Nº 1) modifica el artículo 8º, estableciendo el principio de la prescindencia política de la Administración, regulando la publicidad de los entes públicos y estableciendo el fideicomiso de los bienes y obligaciones de las autoridades pública. El Nº 2) introduce en la Constitución la regulación de las elecciones primarias dentro de los partidos políticos. El Nº 3) inhabilita a los ministros para ejercer empleos o comisiones públicas distintas a su cargo, para contratar con el Estado, ejercer como abogado y para ser directores de bancos o de sociedades anónimas. El Nº 4) amplia la inhabilidad de los parlamentarios abogados excluyéndolos de la labor forense. El Nº 5), finalmente, establece una regla transitoria sobre entrada en vigencia de las disposiciones sobre las nuevas reglas que regulan las inhabilidades de los parlamentarios.

- - -




Finalmente, cabe hacer presente que la Sala del Senado, en sesión 8ª, ordinaria, de 8 de abril del año en curso, acordó abrir plazo presentar indicaciones hasta su próxima sesión ordinaria, oportunidad en que fijo como nuevo plazo las 12 horas del día lunes 27 de abril. Finalmente, la Sala del Senado, en sesión 12ª, ordinaria, de 28 de abril de 2009, ratificando un acuerdo de Comité, abrió un nuevo plazo para presentar indicaciones, hasta las 12:00 horas del día miércoles 29 de abril del presente, en la Secretaría de vuestra Comisión.

- - -
DISCUSIÓN EN PARTICULAR

ARTÍCULO ÚNICO

Nº 1)

Modifica el artículo 8º de la Constitución Política de la República, norma que, en dos incisos, establece el principio de probidad en el ejercicio de la función pública y determina, como regla general, la publicidad de los actos y resoluciones de los órganos del Estado, sus fundamentos y los procedimientos que utilicen.


La modificación aprobada en general consiste en incorporar tres incisos, finales, a la referida norma constitucional. El primero establece que el Primer mandatario y las demás autoridades que señale una ley orgánica constitucional deberán declarar públicamente sus intereses y patrimonios. El segundo, indica que esas mismas autoridades deberán entregar la administración de sus bienes y obligaciones a terceros en las condiciones y plazos que señale la ley antes indicada. El último de ellos, preceptúa que, en los casos, condiciones y plazos que dicha ley contemple, dichas autoridades deberán transferir todo o parte de su patrimonio.


Este numeral fue objeto de dos indicaciones.

Indicación Nº 1


De los Honorables Senadores señores Espina, Chadwick, García y Novoa, para reemplazar el numeral propuesto por otro, que intercala tres incisos nuevos en el artículo 8º de la Carta Fundamental.


El primero de ellos prohíbe participar en actividades de proselitismo o promoción de candidatos a cargos de elección popular, en todo tiempo y lugar, a los autoridades, funcionarios públicos, directores y gerentes de empresas públicas creadas por ley, empresas del Estado y empresas donde éste tenga más de la mitad de la propiedad accionaria o mayoría en el directorio.


El segundo inciso propuesto por la indicación limita, en períodos de campaña, los gastos por concepto de publicidad y difusión DE los ministerios, las intendencias, las gobernaciones, los órganos y servicios públicos, las municipalidades, las empresas públicas creadas por ley y las empresas en que el Estado o sus organismos tengan participación accionaria igual o superior al cincuenta por ciento o mayoría en el directorio y sus filiales, a los estrictamente necesarios para el cumplimiento de sus funciones y a los que tienen por objeto informar sobre la forma en que los usuarios pueden optar a las prestaciones que otorgan.


El último de los incisos propuestos en la indicación establece que la infracción a las normas de los incisos anteriores constituirá una vulneración grave al principio de probidad administrativa.


Cabe hacer presente que en forma previa a la votación de esta indicación vuestra Comisión se pronunció respecto de la 1 a), lo que motivó que el Honorable Senador señor Espina retirara esta indicación, en lo que dice relación con el primero de los incisos propuestos.


Al iniciar su discusión, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor José Antonio Viera-Gallo, observó que una disposición como la contenida en la indicación ya está en el ordenamiento jurídico nacional. En tal sentido, puntualizó que el artículo 53 de la ley Nº 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral
, estableció una limitación genérica a los gastos publicitarios que realizan los organismos del Estado durante el período de campaña electoral. Demás, agregó, el artículo 3º de la ley Nº 19.896, que modificó las normas sobre administración financiera del Estado, amplió esta restricción a todo tiempo
, por lo que no compartió la necesidad de que estas normas tengan que ser incorporadas a la Constitución Política de la República.


Por su parte, el Honorable Senador señor Espina sostuvo una opinión contraria, señalando que el objetivo del proyecto en estudio es, esencialmente, elevar a rango constitucional una serie de normas sobre transparencia de la actividad política y prescindencia de la Administración en actos político-electorales.


Enseguida, el Honorable Senador señor Pizarro observó que la identificación de las empresas públicas y de aquellas en que el Estado tenga participación que contiene la indicación, es demasiado casuístico y no se aviene a la forma general como están formuladas las demás normas que integran el Capítulo I de la Carta Fundamental. Agregó que podría estar de acuerdo con la idea que inspira la indicación si estuviere expresado en términos más precisos, pero que no comparte la disposición con la redacción propuesta,


El Honorable Senador señor Muñoz Aburto manifestó su opinión en el sentido que la actual regulación legal de la materia le parece suficiente, y que por tratarse de normas recientes es necesario esperar un tiempo para observar si los organismos que deben velar por el cumplimiento de tales leyes resultan efectivos para lograr los objetivos perseguidos al momento de aprobarlas, sin perjuicio de lo cual compartió el contenido de la disposición.


El Honorable Senador señor Espina señaló que, acogiendo las observaciones planteadas, proponía modificar la indicación en el sentido de incorporar, como inciso cuarto del artículo 8º, la norma del artículo 53 de la ley Nº 19.884, a que se había referido el señor Ministro, suprimiendo de ella la mención al período de campaña electoral, pues en tal redacción ha existido previo consenso.


Además, y de acuerdo a la previa aprobación de la indicación 1 a), propuso que el último inciso de la indicación fuera incorporado como inciso quinto del artículo 8º, suprimiendo la frase final del texto aprobado para la indicación 1 a), que resultaba redundante.


- Sometida a votación la indicación Nº 1, modificada en la forma antes expuesta, fue aprobada por dos votos a favor y una abstención. 


Votaron por su aprobación los Honorables Senadores señores Espina y Muñoz Aburto. Se abstuvo el Honorable Senador señor Pizarro. 
- - -

Indicación 1 a)


De los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Gómez, Pizarro y Muñoz Aburto, para intercalar en el artículo 8º un nuevo inciso tercero, del siguiente tenor:


“En cumplimiento del principio de probidad, los funcionarios públicos, incluidos los de exclusiva confianza del Presidente de la República, y los municipales, estarán impedidos de realizar cualquier actividad política dentro de la Administración del Estado. En especial, no podrán participar en actividades de proselitismo político o en la promoción de candidaturas a cargos de elección popular durante su jornada de trabajo, ni podrán usar su autoridad, cargo, bienes o recursos públicos para fines de carácter político partidista o de índole electoral en ninguna circunstancia. Estas conductas constituyen grave infracción a la probidad administrativa.”.


Como antes se ha hecho presente, vuestra Comisión se pronunció sobre esta indicación, antes que lo hiciera sobre la signada con el número 1.


En efecto, al iniciar el estudio en particular del proyecto se discutió el primer inciso propuesto en la indicación número 1, y se concordó en su propósito general, pero se discrepó de su redacción.


En esa oportunidad se manifestó acuerdo unánime en prohibir el uso de la autoridad, del cargo, de los bienes o de los recursos públicos, en actividades de índole política electoral por parte de las autoridades y funcionarios públicos.


Sin embargo, se discrepó en cuanto a que tal prohibición operara en todo tiempo y lugar, en atención a que tal norma importaría desconocer los derechos y libertades que se reconocen para todo ciudadano respecto de dichos servidores públicos, y respecto de la inclusión de menciones a directores o gerentes de empresas del Estado y en las sociedades en que tenga una determinada participación accionaria, pues dicha denominación no es la utilizada en la generalidad de las disposiciones sobre la materia. Por último, también se manifestó discrepancia sobre la inclusión del término proselitismo en la norma, palabra que no tendría el sentido que la norma pretende.


Por las razones expuestas, en la sesión siguiente, y dentro del nuevo plazo fijado por la Sala para presentar indicaciones, la unanimidad de los miembros de la Comisión suscribió la indicación 1 a), antes transcrita, para someterla a discusión.


Sobre el particular, el Honorable Senador señor Espina subrayó que la primera parte de la norma propuesta es semejante a la actualmente contenida en el artículo 19 de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado
, y que con  ella se busca constitucionalizar las normas sobre prescindencia política de la Administración Pública.


Por su parte, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia solicitó dejar constancia. Para la historia del establecimiento de la ley, que la disposición propuesta no impide la actividad gremial dentro de la Administración del Estado, en atención a que es frecuente que las listas a las elecciones de los órganos de los funcionarios públicos se presentan bajo el patrocinio de partidos o agrupaciones políticas, ya que tal actividad asociativa o gremial no es la que se desea proscribir o limitar, constancia en la cual coincidió el Honorable Senador señor Espina, 


- Puesta en votación la indicación Nº 1 a) fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Gómez, Muñoz Aburto y Pizarro.

Posteriormente, y debido a la aprobación de la indicación número 1, y de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento de la Corporación, se acordó suprimir la frase final del inciso propuesto.

Indicación Nº 2


De los Honorables Senadores señores Espina y Chadwick, para reemplazar los tres incisos finales que agrega el Nº 1) del proyecto aprobado en general, por dos. 


El primero de los incisos aprobados en general determina que el Presidente de la República y las demás autoridades que una ley orgánica constitucional señale deberán declarar sus intereses y patrimonio en forma pública.  


El primer inciso de la indicación repite dicha disposición, con la sola modificación de incorporar a los Ministros de Estado, los Senadores y Diputados, entre las autoridades que deben hacer declaración pública de intereses y patrimonio.


El segundo inciso de la indicación sustituye a los incisos aprobados en general como cuarto y quinto, y dispone que una ley orgánica establecerá los casos y condiciones en que las autoridades antes mencionadas, las obligadas a hacer la declaración pública de intereses y patrimonio, deberán delegar a terceros la administración de aquellos bienes que supongan un conflicto de interés en el ejercicio de la función pública, ley que podrá considerar otras medidas para resolverlos, pudiendo, en casos calificados, disponer la enajenación total o parcial de tales bienes.


Sobre el particular, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia explicó que
 en el control de constitucionalidad que efectuó el Tribunal Constitucional al proyecto de ley que se transformó en la ley Nº 20.088, que establece como obligatoria la declaración jurada patrimonial de bienes a las autoridades que ejercen una función publica, se estableció un acceso restringido a esa declaración, lo que se ha traducido en que resulte necesaria una enmienda constitucional para establecer el acceso libre a la misma.


El Honorable Senador señor Gómez observó que en la delegación de la administración de los bienes que generen conflicto con la función pública debiera incluirse las de sus obligaciones, porque le parece evidente que la calidad de deudor de una figura pública, como la de que se trata, también puede generar un conflicto de intereses respecto a instituciones crediticias que, en mayor o menor medidas, son reguladas y fiscalizadas por los órganos de la administración del Estado, debiendo evitarse poner en entredicho las decisiones de los reguladores o fiscalizadores.


El Honorable Senador señor Espina expresó que la cesión de la administración de las obligaciones plantea problemas prácticos quizás más complejos que la cesión de la administración de bienes, pues en la concesión de créditos influyen aspectos personales del deudor, como su comportamiento crediticio, pero que si con ello se logra un acuerdo está dispuesto a aceptar la proposición planteada.


- Sometida a votación la indicación, modificada en la forma antes expuesta, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz Aburto.

Nº 2), eliminado


En el primer trámite constitucional se aprobó este numeral, que incidía en el inciso primero del artículo 18 de la Carta Fundamental. Dicha disposición previene que habrá un sistema electoral público, regulado por una ley orgánica constitucional, que garantizará la igualdad entre los independientes y los miembros de partidos políticos en los procesos electorales.


En el primer trámite constitucional la Cámara de Diputados agregó al inciso una oración final del siguiente tenor: “Dicha ley establecerá también un sistema de financiamiento, transparencia, límite y control del gasto electoral.”.


En el segundo trámite constitucional la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento de la Cámara Alta suprimió la oración agregada.
 Esta supresión fue aprobada en general por la Sala del Senado.

Indicación Nº 3


De la Honorable Senadora señora Alvear, para agregar un inciso segundo, nuevo, al artículo 18.


La disposición propuesta señala que corresponderá al Servicio Electoral el velar por el cumplimiento de la normativa sobre gasto electoral, y que por las multas que aplique dicho Servicio se podrá apelar ante la Corte de Apelaciones respectiva.


Sometida a discusión, el Honorable Senador señor Muñoz Aburto consideró que la proposición es demasiado casuística, y estimó que una regulación como la planteada es propia de la ley y no de la Carta Fundamental, que no puede regular en detalle toda la actividad política o electoral.


Por su parte, el Honorable Senador señor Espina indicó que la ley Nº 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral, determina que las resoluciones sobre gasto electoral que dicte el Servicio Electoral serán reclamables ante el Tribunal Calificador de Elecciones, y que contra la resolución de este último no procederá recurso alguno, norma legal que no ha sido objetada, y que no parece prudente eliminar estableciendo una disposición constitucional en sentido contrario.


- Puesta en votación, la indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz Aburto.

Nº 2)


El numeral aprobado en general modifica, en dos literales, el número 15º del artículo 19 de la Constitución Política de la República, disposición que garantiza y regula el derecho de asociarse sin permiso previo.



El párrafo quinto del número 15º citado restringe la intervención de los partidos políticos a las actividades que le son propias y les prohíbe monopolizar la participación ciudadana. Establece también que la lista de los militantes será registrada por el servicio electoral del Estado, que guardará reserva de la misma, la que sólo será accesible para los militantes del respectivo partido. Además de dictar normas sobre su contabilidad, financiamiento, y democracia interna, prescribe que una ley orgánica constitucional regulará las restantes materias que conciernen a los partidos y las sanciones que deberán aplicárseles en caso de incumplimiento de las normas que los regulan, dentro de las cuales podrá considerar la disolución.

Letra a)


La modificación propuesta por esta letra, aprobada en general, modifica el referido párrafo quinto del número 15º, para establecer que la nómina de los militantes de los partidos políticos será pública.

Indicación Nº 3 a)


Del Honorable Senador señor Nuñez, para eliminar la letra a) del Nº 2).


En discusión, el Honorable Senador señor Chadwick manifestó que coincidía con la preocupación que trasunta la indicación, pues es muy posible que la publicidad absoluta de la nómina de militantes de un partido sea causa de persecuciones políticas, preferencias o exclusiones, lo que es particularmente perjudicial si se considera el impacto que ello podría tener en la Administración Pública, motivos por los cuales se manifestó partidario de mantener la actual redacción de la Constitución.


En igual sentido, el Honorable Senador señor Gómez acotó que lo razonable es que el dato de quién es militante de un partido sólo esté disponible para los integrantes y dirigentes del mismo partido, pero que no es posible divisar el beneficio que podría generar el hacer público el registro de las personas militantes en algún partido, teniendo en consideración todos los problemas que ello puede generar no sólo para el personal de la Administración central o municipal, sino que incluso para un sistema político democrático que requiere de la mayor participación ciudadana posible, la que se podría ver seriamente afectada por la norma aprobada en general.


- Cerrado el debate y sometida a votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Gómez, Muñoz Aburto y Pizarro.

Letra b)


La letra b) de este numeral, aprobada en general, modifica también el párrafo quinto del número 15º antes referido, agregando que la ley orgánica constitucional que regulará a los partidos deberá establecer un mecanismo de elecciones primarias que podrá ser utilizado por dichas colectividades, siendo obligatorio sus resultados para sus partícipes, con las excepciones que establezca la ley. Establece también que el candidato que haya perdido la elección primaria en su partido no podrá presentarse como candidato en las elecciones generales al mismo cargo en el que perdió la primaria.

Indicación Nº 4


Del Honorable Senador señor Larraín, para suprimir la oración “Aquellos que no resulten elegidos en las elecciones primarias no podrán ser candidatos al respectivo cargo.”.


El Honorable Senador señor Muñoz Aburto anotó que no tiene sentido regular en la Constitución el efecto vinculante de las elecciones primarias para sus partícipes si, a renglón seguido, no se impide que el candidato perdedor pueda presentarse para el mismo cargo en la elección general, pues ello importa la realización de actividades inútiles, o el establecimiento de sistemas inoperantes.


- Cerrado el debate y sometida a votación, la indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz Aburto.

- Con posterioridad, en virtud del artículo 121 del Reglamento del Senado, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Gómez, Muñoz Aburto y Pizarro, acordaron realizar enmiendas formales para concordar la modificación que fuera aprobada en general con la norma en que recae.
Nº 3)


Introduce en la Constitución Política de la República un nuevo artículo 37 bis, para establecer que el cargo de ministro de Estado está sujeto a las incompatibilidades establecidas en el artículo 58 para los diputados y senadores, siendo, en consecuencia, incompatible con todo empleo o comisión retribuidos con fondos del Fisco, de las municipalidades, de las entidades fiscales autónomas, semifiscales o de las empresas del Estado o en las que el Fisco tenga intervención por aportes de capital, y con toda otra función o comisión de la misma naturaleza. La norma también determina que por el solo hecho de aceptar el cargo de Secretario de Estado se produce la cesación en el empleo o comisión incompatible. Agrega, además, que los ministros de Estado no podrán celebrar ni caucionar contratos con el Estado, participar como patrocinante o mandatario en gestiones judiciales o particulares de carácter administrativo, ser director de banco, de sociedad anónima o ejercer cargos de similar importancia similar en estas actividades.

Indicación Nº 5


Del Honorable Senador señor Larraín, para reemplazar la frase final del artículo 37 propuesto por “en cualquier clase de empresas”.


El Honorable Senador señor Espina indicó que la idea de cargos de similar importancia a la director de banco o de sociedad anónima es suficientemente amplia para hacer innecesaria la precisión propuesta en la indicación y que, por el contrario, el incorporar una mención a cualquier clase de empresas establece una incompatibilidad con límites difusos.


- Sometida a votación, la indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz Aburto.
Nº 4)


Mediante este numeral, aprobado en general, se modifica el artículo 60 de la Constitución Política, disposición que prohíbe a los diputados y senadores, bajo sanción de cesación en su cargo, ausentarse del país por más de 30 días sin permiso constitucional.


Asimismo, de acuerdo a su inciso segundo, igual efecto se genera si celebra o cauciona contratos con el Estado, actúa como patrocinador o mandatario en juicios contra el fisco, promueve gestiones particulares en la administración, en la provisión de empleos públicos, consejerías, funciones o comisiones de similar naturaleza, asume el cargo de director de banco, de sociedad anónima o ejerce cargos de similar importancia en esas actividades. 


Agrega, en su inciso tercero, que esta prohibición también operará cuando el parlamentario actúa por sí o por interpósita persona, natural o jurídica, o por medio de una sociedad de personas de la que forme parte.


Su inciso cuarto, prohíbe a los parlamentarios, bajo la misma sanción, influir en las autoridades judiciales o administrativas que tengan a su cargo la resolución de un conflicto o negociación laboral, en favor de cualquiera de las partes, sean del sector público o privado, e intervenir en actividades estudiantiles con el objeto de atentar contra su normal desenvolvimiento.


Las modificaciones de este numeral se consignan en dos literales.

Letra a)


Suprime, en el inciso segundo del artículo 60 la frase “contra el Fisco” con el objeto de ampliar la prohibición establecida para los parlamentarios de actuar como abogado o mandatario en juicios contra el Fisco a cualquier clase de juicio.


- Este literal no fue objeto de indicaciones ni de modificaciones.

Letra b)


Mediante este literal, aprobado en general, se suprime el inciso tercero del artículo 60 de la Carta Fundamental.

Indicación Nº 6


Del Honorable Senador señor Larraín, para reponer el inciso tercero del artículo 60, eliminando su frase final, que considera la prohibición de actuar aunque se actúe por medio de una sociedad de personas de la que forme parte el parlamentario.


El Honorable Senador señor Gómez expuso que la reforma propuesta en la letra a), anterior, establece una prohibición general para que los parlamentarios que son abogados ejerzan la profesión en tribunales, y que la indicación profundiza la prohibición en términos muy amplios, al reponer la norma que le sanciona por las actuaciones de terceros.


El Honorable Senador señor Espina indicó que los parlamentarios que son abogados y participan en estudios jurídicos lo hacen bajo la modalidad de “socio pasivo”, en virtud de la cual deja de tener injerencia en la actividad profesional diaria de su empresa, y se transforma en una especie de socio capitalista, sin ingerencia en el ejercicio forense, estimando que la prohibición de actuar en todo tipo de juicio es suficientemente clara.


El señor Ministro Secretario General de la Presidencia expresó que el avance logrado con el texto aprobado en general es más que suficiente para evitar que los parlamentarios que son abogados ejerzan una influencia decisiva en la resolución judicial de un asunto, y que avanzar en la línea propuesta en la indicación es por el momento excesivo.


- Puesta en votación la indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz Aburto.
- - -

Indicación Nº 7


De la Honorable Senadora señora Alvear, para agregar una letra c), nueva, al Nº 4), con el propósito de reemplazas el inciso cuarto del artículo de la Carta Fundamental, por otro que propone establecer como causal de cesación en el cargo de parlamentario el haber gastado en su campaña más del doble del máximo permitido en la ley. La constatación de esta infracción la efectuará el Tribunal Calificador de Elecciones y sólo podrá hacerlo dentro de los noventa días siguientes de que el parlamentario impugnado haya sido investido como tal.


El Honorable Senador señor Muñoz Aburto observó que una norma como la propuesta es de muy difícil aplicación practica, como ya se ha demostrado en la fiscalización que ha hecho el Servicio Electoral en cumplimiento de la ley Nº 19.884, y que compromete el carácter de Norma Fundamental que debe distinguir a una Constitución Política.


El Honorable Senador señor Espina fundamentó su voto en contra indicando que la sanción debe ser siempre proporcional a la conducta, y que estima que la indicación no considera este principio al establecer como pena única la más alta que se puede aplicar en este tipo de casos. Agregó que la adecuada penalidad se puede desarrollarse en el ámbito propio de la referida ley, que debiera establecer una graduación de sanciones que atienda de forma proporcional a la infracción en que incurriera el candidato.


El Honorable Senador señor Gómez expuso que la sanción, en este caso, debería ser una multa de un monto tan considerable como sea necesario para erradicar ese tipo de conductas de nuestros actos eleccionarios. 


- Puesta en votación la indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz Aburto.
- - -

Indicación Nº 8


De Su Excelencia la señora Presidenta de la República para eliminar, en el inciso cuarto, la referencia a las autoridades administrativas y la prohibición relativa a la intervención en el desenvolvimiento de las actividades estudiantiles.


El Honorable Senador señor Espina manifestó que, en su opinión, no es permisible el que los parlamentarios intervengan ante las autoridades públicas que se encuentran enfrentadas a un conflicto laboral.


El señor Ministro Secretario General de la Presidencia indicó que las gestiones antes las autoridades administrativas, con ocasión de conflictos laborales, son de común ocurrencia y que ellas no desequilibran la igualdad de las partes en conflicto, y que su connotación o repudio es sustancialmente distinta al que merece la intervención ante la autoridad judicial, cosa que siempre debe ser prohibida.


El Honorable Senador señor Pizarro argumentó que muchas veces las propias partes se acercan a los parlamentarios para solicitarles que medien en una situación conflictiva, o que mediante sus buenos oficios logren restablecer el diálogo entre las partes, como lo haría un amistoso componedor. Indicó que de producirse tal intervención, ella es generada por la convicción de ser necesario buscar una solución para evitar problemas sociales que pueden resultar dañinos para toda la sociedad, como ocurre, por ejemplo, cuando se plantea la opinión sobre un aumento salarial para el sector público al Ministro de Hacienda; cometido que no tiene nada de ilícito o repudiable, y que es de común ocurrencia.


El Honorable Senador señor Chadwick manifestó su opinión en el sentido que la ingerencia parlamentaria en los conflictos laborales del sector público y del privado puede quebrar un delicado equilibrio y desestabilizar la economía,  y producir nefastas consecuencias si dicha actuación termina exacerbando las diferencias y extremando las posiciones de las partes involucradas.


El Honorable Senador señor Espina observó que ante la norma vigente existe disparidad de criterios que debe dilucidarse por medio de una votación.  Para ello, propuso dividir la decisión, votando primero la parte que elimina la expresión “administrativas o”, y luego, en otra votación, decidir sobre la eliminación de la regla que prohíbe a los parlamentarios interferir en actividades estudiantiles con el objeto de afectar su normal desenvolvimiento.


Respecto a la segunda parte de la indicación, el Honorable Senador señor Chadwick dejó constancia de estimar de la mayor gravedad el hecho de que un parlamentario intervenga para atentar contra el normal desenvolvimiento de las actividades estudiantiles desviando la atención de los menores de edad, naturalmente encausada en las labores pedagógicas, a finalidades políticas ajenas a su central interés.


- Sometida a votación la primera parte de la indicación Nº 8, fue aprobada por tres votos contra dos.


Votaron por su aprobación los Honorables Senadores señores Gómez, Muñoz Aburto y Pizarro. Votaron por su rechazo los Honorables Senadores señores Chadwick y Espina.


- Sometida a votación la segunda parte de la indicación Nº 8, se produjo el siguiente resultado:


- Un voto a favor, del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, dos votos en contra, de los Honorables Senadores señores Chadwick y Espina, y dos abstenciones, de los Honorables Senadores señores Gómez y Pizarro.

Por influir las abstenciones en el resultado, en virtud de lo dispuesto en el artículo 178, inciso primero, del Reglamento del Senado, se procedió a repetir inmediatamente la votación.

Sometida nuevamente a votación se pronuncian por su aprobación los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto y Pizarro, y por su rechazo los Honorables Senadores señores Chadwick y Espina. Se abstiene el Honorable Senador señor Gómez.


Para resolver el empate producido, en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se procedió a repetir inmediatamente la votación.


- En la tercera votación se obtuvo el siguiente resultado: un voto a favor, del Honorable Senador señor Muñoz Aburto;  dos votos en contra, de los Honorables Senadores señores Chadwick y Espina, y dos abstenciones de los Honorables Senadores señores Gómez y Pizarro.

Enseguida, el señor Presidente informa que se repetirá la votación, instando a quienes se han abstenido a que emitan su voto, haciendo presente que de mantenerse procede sumarlas a la posición que haya obtenido el mayor número de votos.


Repetida la votación se produce el mismo pronunciamiento, siendo rechazada la segunda parte de la indicación por cuatro votos a favor y uno en contra, en virtud de lo dispuesto en el artículo 178 del Reglamento de la Corporación.
- - -
Nº 5)

Mediante este numeral se modifica el artículo 74 de la Carta Fundamental, disposición que faculta al Presidente de la República para hacer presente la urgencia para el despacho de un proyecto de ley o de reforma constitucional.


La modificación aprobada en general limita esa facultad, impidiendo que haga presente la urgencia para el despacho de un proyecto durante los treinta días anteriores a una elección presidencial, a menos que ella se funde en exigencias provenientes de los intereses generales o de la seguridad nacional.

Indicación Nº 9


Del Honorable Senador señor Larraín, para aumentar la prohibición a los sesenta días anteriores a la elección presidencial, y eliminar la posibilidad de hacerlo fundado en exigencias derivadas de los intereses generales o de la seguridad nacional.


En discusión, hace uso de la palabra el señor Ministro Secretario General de la Presidencia, quien señaló que, en su opinión, una modificación como la propuesta en la indicación establece mayores limitaciones para el Ejecutivo que las aprobadas por la Cámara y, en general, por el Senado, que requiere ser analizada con mayor detención, porque ella puede consagrar rigideces que impidan enfrentar adecuadamente situaciones que imperiosamente requieran legislar.


En igual sentido, el Honorable Senador señor Muñoz Aburto indicó que lo acordado, en el texto aprobado en general, es suficiente para lograr los objetivos que se tuvieron en mente al someter a consideración del Parlamento esta iniciativa.


- Sometida a votación, la indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz Aburto.
Indicación Nº 9 a)


Del Honorable Senador señor Nuñez, para eliminar el Nº 5).


El Honorable Senador señor Espina explicó que la norma contenida en este numeral corresponde a un acuerdo general que debiera mantenerse, que tiene el propósito de evitar el uso político electoral del sistema de las urgencias.


Por su parte, el Honorable Senador señor Pizarro, señaló que la indicación propone mantener las actuales facultades del Ejecutivo,


- Sometida a votación la indicación, se produjo un empate.



Votaron por su aprobación los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto y Pizarro, por su rechazo los Honorables Senadores señores Chadwick y Espina.


Se abstuvo el Honorable Senador señor Gómez.

En virtud del empate, y de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se procedió inmediatamente a repetir la votación, siendo aprobada la indicación por tres votos contra dos.


Votan por su aprobación los Honorables Senadores señores Gómez, Muñoz Aburto y Pizarro, y por su rechazo los Honorables Senadores señores Espina y Chadwick.
- - -

Indicación Nº 10


De la Honorable Senadora señora Alvear, para intercalar a continuación del número 5) un número, nuevo, que modifica el inciso primero del artículo 95 de la Carta Fundamental.


Dicho inciso establece que el Tribunal Calificador de Elecciones conocerá del escrutinio general y de las calificaciones de las elecciones de Presidente de la República, de diputados y senadores, y que resolverá las reclamaciones a que dieren lugar y proclamará a los que resulten elegidos. 



Además, indica que tal Tribunal conocerá de los plebiscitos, y tendrá las demás atribuciones que señale la ley. 


La indicación propone agregar una nueva función, incorporando, después de la de proclamar a los que resulten elegidos, la de resolver sobre las denuncias por vulneración de las normas sobre gasto electoral, declarando, si corresponde, el cese del parlamentario infractor.


El Honorable Senador señor Gómez expresó que esta indicación es consecuencia y guarda relación con la norma propuesta en la indicación N° 3, que ya fue rechazada por la Comisión.


- Sometida a votación la indicación es rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz Aburto.
- - -

Indicación Nº 11


Del Honorable Senador señor Larraín, para modificar el artículo 127 de la Carta Fundamental, disposición relativa al trámite de las reformas constitucionales, que establece que pueden iniciarse por mensaje  del Presidente de la República o por moción de cualquiera de los miembros del Congreso Nacional; determina el quórum necesario para aprobarlas según los Capítulos en que recae y, finalmente, en lo no previsto, hace aplicable a dichas reformas las normas sobre tramitación de la ley.


La indicación propone intercalar un inciso, nuevo, que impide presentar y tramitar proyectos de reforma constitucional en los noventa días anteriores a una elección presidencial, y en el período que media entre la primera y segunda votación de dicha elección, cuando procediere.


El Honorable Senador señor Espina señaló que, tal como planteó al tratar las indicaciones Nos 9 y 9 a), es partidario de mantener la fórmula alcanzada durante la votación en general del proyecto, que consagra las normas necesarias para limitar el eventual uso político electoral de las urgencias, siendo contrario a su ampliación o reducción con ocasión de la discusión en particular del proyecto en informe.


- Sometida a votación, la indicación es rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz Aburto.
- - -

Nº 6)


Mediante este numeral se agrega una disposición vigésimo tercera transitoria a la Carta Fundamental, que tiene el propósito de fijar la fecha de entrada en vigencia de a modificación que se introduce al artículo 60 de la Constitución Política de la República, para incorporar como causal de cesación en el cargo de parlamentario el actuar como abogado o mandatario en cualquier clase de juicio.  


La norma transitoria aprobada en general establece que dicha modificación entrará en vigencia ciento ochenta días después de su publicación en el Diario Oficial.


Este numeral no fue objeto de indicaciones, sin perjuicio de lo cual en el seno de vuestra Comisión se acordó modificarla, y establecerla como disposición vigésimo cuarta transitoria, en atención a que la ley N° 20.337, de 4 de abril de 2009, al reforma la Carta Fundamental incorporó una vigésimo tercera disposición transitoria.


- En consecuencia, en virtud del dispuesto en el artículo 121 del Reglamento del Senado, la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Gómez, Muñoz Aburto y Pizarro, acordaron modificar el número de la disposición transitoria aprobada en general.

- - -

MODIFICACIONES


Las modificaciones aprobadas por la Comisión al texto aprobado en general son las siguientes:

ARTÍCULO ÚNICO

Nº 1)

- Sustituirlo por el siguiente:


1. Agréganse, en el artículo 8°, como incisos tercero a séptimo, nuevos, los siguientes: 


“En cumplimiento del principio de probidad, los funcionarios públicos, incluidos los de exclusiva confianza del Presidente de la República, y los municipales, estarán impedidos de realizar cualquier actividad política dentro de la Administración del Estado. En especial, no podrán participar en actividades de proselitismo político o en la promoción de candidaturas a cargos de elección popular durante su jornada de trabajo, ni podrán usar su autoridad, cargo, bienes o recursos públicos para fines de carácter político partidista o de índole electoral en ninguna circunstancia. 


Los ministerios, las intendencias, las gobernaciones, los órganos y servicios públicos que integran la Administración del Estado, las empresas públicas y las municipalidades, no podrán incurrir en otros gastos por concepto de publicidad  y difusión que los necesarios para el cumplimiento de sus funciones y en aquéllos que tengan por objeto informar a los usuarios sobre la forma de acceder a las prestaciones que otorgan. 


La infracción a lo establecido en los dos incisos anteriores constituye una vulneración grave al principio de probidad. 


El Presidente de la República, los Ministros de Estado, los Senadores y Diputados, y las demás autoridades que una ley orgánica constitucional señale, deberán declarar sus intereses y patrimonio en forma pública.


Dicha ley determinará los casos y las condiciones en que esas autoridades delegarán a terceros la administración de aquellos bienes y obligaciones que supongan conflicto de interés en el ejercicio de su función pública. Asimismo, podrá considerar otras medidas apropiadas para resolverlos y, en situaciones calificadas, disponer la enajenación de todo o parte de esos bienes.”. (Indicación Nº 1 a), aprobada con modificaciones: nuevo inciso tercero,  unanimidad 5x0. Indicación Nº 1) aprobada con modificaciones: nuevos incisos cuarto y quinto, mayoría 2x1 abstención. Indicación Nº 2), aprobada con modificaciones: nuevos incisos sexto y séptimo, unanimidad 4x0).

Nº 2)
Letra a)


- Eliminar la letra a). (Indicación Nº 3 a), unanimidad 5x0).

Letra b)


- Sustituirla por lo siguiente:


“Reemplázase la frase “Una ley orgánica constitucional regulará las demás materias que les conciernan  y las sanciones que se aplicarán por el incumplimiento de sus preceptos, dentro de las cuales podrá considerar su disolución.”, por “Una ley orgánica constitucional establecerá un sistema de elecciones primarias que podrá ser utilizado por dichos partidos para  la nominación de candidatos a cargos de elección popular, cuyos resultados serán vinculantes para estas colectividades, salvo las excepciones que establezca la ley. Aquéllos que no resulten elegidos en las elecciones primarias no podrán ser candidatos al respectivo cargo. La misma ley regulará las demás materias que les conciernan  y las sanciones que se aplicarán por el incumplimiento de sus preceptos, dentro de las cuales podrá considerar su disolución.”.”. (Artículo 121 Reglamento del Senado. Unanimidad 5x0).
Nº 4)


- Agregar una letra c), nueva, del siguiente tenor:


“c) Elimínense, en el inciso cuarto, que ha pasado a ser tercero, las palabras “administrativas o”.”. (Indicación Nº 8, primera parte, aprobada con modificaciones. mayoría 3x2).
N° 5)


Suprimirlo. (Indicación 9 a), mayoría 3x2).
Nº 6)



Ha pasado a ser número 5).


- Reemplazar la denominación de su artículo “Vigésima tercera” por “VIGÉSIMOCUARTA”. (Artículo 121 Reglamento del Senado, unanimidad 5x0).

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


De aprobarse las modificaciones propuestas, el texto del proyecto queda como sigue:

“PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL


1. Agréganse, en el artículo 8°, como incisos tercero a séptimos, nuevos, los siguientes: 


“En cumplimiento del principio de probidad, los funcionarios públicos, incluidos los de exclusiva confianza del Presidente de la República, y los municipales, estarán impedidos de realizar cualquier actividad política dentro de la Administración del Estado. En especial, no podrán participar en actividades de proselitismo político o en la promoción de candidaturas a cargos de elección popular durante su jornada de trabajo, ni podrán usar su autoridad, cargo, bienes o recursos públicos para fines de carácter político partidista o de índole electoral en ninguna circunstancia. 


Los ministerios, las intendencias, las gobernaciones, los órganos y servicios públicos que integran la Administración del Estado, las empresas públicas y las municipalidades, no podrán incurrir en otros gastos por concepto de publicidad  y difusión que los necesarios para el cumplimiento de sus funciones y en aquéllos que tengan por objeto informar a los usuarios sobre la forma de acceder a las prestaciones que otorgan. 


La infracción a lo establecido en los dos incisos anteriores constituye una vulneración grave al principio de probidad. 


El Presidente de la República, los Ministros de Estado, los Senadores y Diputados, y las demás autoridades que una ley orgánica constitucional señale, deberán declarar sus intereses y patrimonio en forma pública.


Dicha ley determinará los casos y las condiciones en que esas autoridades delegarán a terceros la administración de aquellos bienes y obligaciones que supongan conflicto de interés en el ejercicio de su función pública. Asimismo, podrá considerar otras medidas apropiadas para resolverlos y, en situaciones calificadas, disponer la enajenación de todo o parte de esos bienes.”.


2. Modifícase el inciso quinto del número 15° del artículo 19 en el siguiente sentido:


Reemplázase la frase “Una ley orgánica constitucional regulará las demás materias que les conciernan  y las sanciones que se aplicarán por el incumplimiento de sus preceptos, dentro de las cuales podrá considerar su disolución.”, por “Una ley orgánica constitucional establecerá un sistema de elecciones primarias que podrá ser utilizado por dichos partidos para  la nominación de candidatos a cargos de elección popular, cuyos resultados serán vinculantes para estas colectividades, salvo las excepciones que establezca la ley. Aquéllos que no resulten elegidos en las elecciones primarias no podrán ser candidatos al respectivo cargo. La misma ley regulará las demás materias que les conciernan  y las sanciones que se aplicarán por el incumplimiento de sus preceptos, dentro de las cuales podrá considerar su disolución.”.


3. Intercálase el siguiente artículo 37 bis:


"Artículo 37 bis.- A los Ministros de Estado les serán aplicables las incompatibilidades establecidas en el artículo 58. Por el solo hecho de aceptar el nombramiento, el Ministro de Estado cesará en el cargo, empleo, función o comisión incompatible que desempeñe.


Durante el ejercicio de su cargo, los Ministros de Estado estarán sujetos a la prohibición de celebrar o caucionar contratos con el Estado, actuar como abogados o mandatarios en cualquier clase de juicio o como procurador o agente en gestiones particulares de carácter administrativo, ser director de bancos o de alguna sociedad anónima y ejercer cargos de similar importancia en estas actividades.".


4. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 60:


a) Suprímense en el inciso segundo las expresiones "contra el Fisco".


b) Suprímese el inciso tercero.

c) Elimínense, en el inciso cuarto, que ha pasado a ser tercero, las palabras “administrativas o”. 

5. Agrégase la siguiente disposición transitoria:


"VIGÉSIMOCUARTA.- La modificación introducida en el inciso segundo del artículo 60, entrará en vigencia transcurridos ciento ochenta días a contar de la publicación de esta ley en el Diario Oficial.".”.

- - -


Acordado en sesiones realizadas los días 28 y 29 de abril de 2009, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Alberto Espina Otero (Presidente), Andrés Chadwick Piñera, José Antonio Gómez Urrutia, Pedro Muñoz Aburto y Jorge Pizarro Soto.


Valparaíso, 5 de mayo de 2009.

(Fdo.): Juan Pablo Durán González, Secretario

� Artículo 53, ley Nº 19.884.- Durante el período de campaña electoral, los ministerios, las intendencias, las gobernaciones, los órganos y servicios públicos que integran la Administración del Estado, las empresas públicas y las municipalidades, no podrán incurrir en otros gastos por concepto de publicidad y difusión que los necesarios para el cumplimiento de sus funciones y en aquéllos que tengan por objeto informar a los usuarios sobre la forma de acceder a las prestaciones que otorgan.





� Artículo 3º, ley Nº 19.896.- Los Ministerios, las Intendencias, las Gobernaciones y los órganos y servicios públicos que integran la Administración del Estado, no podrán incurrir en otros gastos por concepto de publicidad y difusión que los necesarios para el cumplimiento de sus funciones y en aquellos que tengan por objeto informar a los usuarios sobre la forma de acceder a las prestaciones que otorgan.


Cuando no existan todavía prestaciones concretas que corresponda otorgar, el Poder Ejecutivo, a través de sus organismos dependientes o relacionados con él por intermedio de alguna de las Secretarías de Estado, sólo podrá informar sobre el contenido de los programas y acciones que resuelva propiciar, utilizando medios idóneos a tal efecto. En el caso de las iniciativas de ley, deberá señalar su sujeción a la aprobación legislativa correspondiente.





� Artículo 19, decreto con fuerza de ley Nº 1, de Secretaría General de la Presidencia, de 2000.- “El personal de la Administración del Estado estará impedido de realizar cualquier actividad política dentro de la Administración.”.





� CONSIDERANDO TRIGÉSIMO PRIMERO, ROL 460.- Que la hermenéutica razonable, finalista y el principio de presunción de constitucionalidad, sostenidos reiteradamente por esta Magistratura, llevan a aseverar que la alusión al conocimiento y consulta pública en forma irrestricta de dichas declaraciones a que se refieren los artículos citados en el considerando precedente, debe ser entendida en el sentido que, el acceso por terceros a esa información, ha de serlo para las finalidades legítimas que la nueva normativa persigue, circunstancia esencial que exige, de todos los órganos del Estado involucrados por tales disposiciones, interpretarlas y aplicarlas con el objetivo señalado;





� La ley Nº 20.337, publicada en el Diario Oficial el 3 de abril de 2009, introdujo en el inciso primero del artículo 18 de la Constitución Política de la República la misma oración final que propuso la Cámara de Diputados. Esta modificación constitucional entrará a regir una vez que se dicte la ley cuyo contenido está señalado en la oración que se agrega.
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